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  Reforma del aparato público español (Panorama General)


  Prólogo


  Al publicar, a principios de este año 1995, mi libro "Crisis de Sociedad", me comprometí a iniciar una Colección de cinco libros relacionados con la Reforma operativa del estado español. Fue una promesa audaz, aun descontando la salud, siempre incierta, con más optimismo de veinteañero que de septuagenario. Pero, aquí estoy, presentando el primero de los libros ofrecidos.


  En general cumplo lo que prometo, no siempre por supuesto, pero a veces resulta más obligado cuando la causa es generosa, se piensa que útil para la comunidad y rellena un hueco en nuestra vida social y política. El tema no es nuevo para mí, en 1949 comencé a pensar en el reformismo operativo público, cuando formaba parte de la Administración del Estado, y comprendí la necesidad de modificaciones profundas para el mejor servicio de los ciudadanos. El tiempo ha transcurrido, con muchos avatares personales, pero también acumulación de conocimientos para mejorar lo que en aquel momento intuía. Continúo con la convicción de que cada uno debemos ofrecer lo que tenemos y lo que podemos, con humildad, sin miedo al ridículo y en la convicción de que cuando se proponen regeneraciones de alguna clase es indispensable aislarlas de ventajas personales, directas o indirectas, con convencimiento de que esa acción no ha de reportar beneficios propios y sí problemas, dificultades o riesgos de alguna clase.


  Ése es el espíritu con que comienzo este trabajo y hago este prólogo, no solamente de un libro sino de cinco, que Dios quiera pueda completar.


  La reforma operativa del Estado español es indispensable. Habrá otras que también lo sean, por arriba y por abajo, pero yo a ésta me limito casi por principio de marketing, cuya regla de oro es colocarse en un nicho con alguna posición de superioridad y en que no haya competencia. Podrá pensarse es poca mi experiencia para pontificar nada menos que en esto, pero me atrevo porque pienso que nadie lo hace, que nadie se preocupa, en todo caso ningún político, y que no existen comentarios en que se considere, aunque sea de modo indirecto, que en España es necesaria esta reforma operativa. Si en el país de los ciegos el tuerto es rey, espero alguna comprensión de los que me lean, y hasta confío en que algunos se interesen por lo que digo y que mis reflexiones sirvan de estímulo para quienes estén en condiciones de influir en la vida pública.



  Riesgos de especial importancia


  Conviene señalar, aunque no sea objeto de mi trabajo, que en este momento estamos los españoles ante tres riesgos de extraordinaria importancia,mucha más que cualquier clase de reforma operativa y mucha más que la modificación pragmática en la gestión de nuestro Estado o de nuestra sociedad. Si no lo advirtiese sería tachado de estudiar lo accesorio, sin siquiera referirme a lo trascendente.


  Dos de estos riesgos son superiores a los españoles, no dependen de nuestra acción, pero sí repercuten en ella. En el tercero sí podremos hacer algo, y es nuestra responsabilidad.


  Existe un grave riesgo de desequilibrio mundial, consecuencia en algunas partes de actuaciones erróneas en los gobiernos, pero especialmente de la tensión para sobrevivir de la sociedad actual: ir siempre a más, siempre mejorar, siempre aumentar la riqueza individual y colectiva. Japón ha sido ejemplo de éxito en los últimos cincuenta años, cuando parecía que estaba absolutamente aniquilado. A fuerza de trabajo, con sentido claro de conveniencias y necesidades nacionales, ha ido adelante y en algún momento —esto ya ha pasado— se creía que iba claramente a superar la potencia de Estados Unidos, después de sobrepasar la de Europa y la Unión Soviética. Pero la tensión de la sociedad actual no se detiene, quizás es sustancialmente inherente a ella, y Japón, en su necesidad de crecimiento, ha llegado a momentos de grave dificultad, con su economía amenazada por una gran explosión; opinión no mía sino de los más respetables especialistas en la economía mundial. La banca japonesa está, parece, en situación de insolvencia, y las mismas razones que han servido para el éxito ahora pueden llevar a una reacción de desequilibrio.


  Si esto es así, Dios no lo quiera, se produciría una auténtica revolución en la economía mundial con repercusiones muy difíciles de anticipar, pero que, lógicamente, marcarían el comienzo de un período grande de desequilibrios que repercutiría, no sólo en Europa sino también en nosotros, aunque de modo menos directo y con menor impacto que en otras naciones. Nos afectaría especialmente el impacto del impacto: los problemas, sobre todo de Europa, repercutirán en nuestro equilibrio, ya deteriorado. No es noticia de la calle ni de periódicos sensacionalistas para aumentar sus ventas, sino preocupación profunda de estudiosos y reformadores políticos.


  Europa y su estructura interna, pueden desintegrarse aunque no de modo inmediato. Hace poco escuchaba en una reunión a Etienne Davignon, destacado personaje de la Unión Europea, sus puntos de vista sobre el futuro. Aparentaba optimismo, pero señalaba orientaciones de actuación para afrontar la crisis de desintegración que amenaza las naciones que componen Europa, y hace casi imposible que llegue a realidad. El equilibrio de Europa es inestable, se ha creído posible crear un imperio, una gran estructura política supranacional, con métodos puramente de consenso y de sufragio universal para integrarse en la universalización del mundo. He creído en ella y me ha parecido que, aun con cualquier defecto en su ejecución, era un objetivo que había que alcanzar, y hasta en algún momento he pensado que esto iba a ser relativamente fácil. Hoy, por más razones de las que proceden de la exposición de Davignon, creo esto difícil, sería necesario poner a tantas fuerzas opuestas de acuerdo, pero sería tan fácil que cualquiera rompiese el equilibrio por un motivo de conveniencia nacional, no digo ya de egoísmo, que parece que sólo un milagro puede hacer estable en las próximas décadas la idea de la gran nueva Europa. Hay grave riesgo de que Europa de modo discreto, no explosivo, camine hacia su desintegración, aunque durante décadas ésta no sea realmente explícita. Los españoles podríamos encontrarnos con que nos hemos debilitado en lo económico y no recibimos fondos de compensación, y esto no nos permite seguir siendo una nación PER, o sea, una nación que vive de los subsidios, y tendremos que enfrentarnos de nuevo con la necesidad de valernos por nosotros mismos para nuestro destino, o conformarnos con ser has been en rápido declive. Aunque, pensándolo mejor, quizás sea bueno que tengamos que acudir a Doña necesidad para salir adelante. Ese ha sido siempre mi método operativo.


  Se ha creído lo contrario, pero me temo que no puede haber unidad política real efectiva, si no se apoya en una posibilidad de coacción para imponer el orden, la equidad y la justicia. Yugoslavia lo demuestra. Europa no tiene o voluntad o capacidad de afrontar sus problemas; se conforma con acudir a que lo hagan los americanos u otros y a contemplar cómo Alemania, su nación más potente, está exenta, por consideraciones históricas, de utilizar cualquier acción coactiva.


  Los problemas europeos irritan a nuestros nacionales y a los de bastantes países. Hemos recibido ayudas circunstanciales que en gran parte se han despilfarrado u orientado indebidamente; pero esto se terminará acabando y no tendremos suficiente de lo nuestro ni tampoco de lo de ellos. La pesca es un ejemplo; sólo para España es importante, pero las decisiones comunitarias necesitan tener en cuenta otros factores y negociar otras necesidades, y siempre lo harán a costa de los intereses españoles. No es crítica sino exposición de un hecho que probablemente se reproducirá en otras naciones y otras áreas y que hará más difícil el consenso y más fácil que el sufragio reaccione de modo negativo a los objetivos europeos.


  La unidad de España está en peligro; cualquiera que analice sin ceguera la realidad, debe admitir que la evolución normal de las circunstancias que hoy dominan España, su estructura constitucional, su estructura autonómica y la voluntad de muchos de sus habitantes, lleva a que sea bastante probable, o en todo caso posible, una desintegración nacional. Ninguna fuerza se opone realmente a ello, se admite el derecho a decidir con sufragio en movimiento poco reflexivo, me atrevo a decir que suicida, fórmulas de esta naturaleza. Unos no lo ven porque no lo desean, otros lo desean y aparentan que no lo ven para evitar oposición y otros, muchos en realidad, disfrutan con cualquier acción destructiva de cualquier género y categoría, y consideran esta desintegración como un nuevo tabú superado que destruye el respeto a la acción de centenares de generaciones.


  Se han cometido graves errores, muy profundos, en el comienzo de la transición, quizás para afrontar problemas en aquel momento inmediatos, lo que se hizo con aceptación generalizada, nunca la mía. Se están recogiendo los resultados, y aunque nadie lo reconoce abiertamente, están satisfechos aquellos que por motivos ideológicos, racistas o nacionalistas desean que eso se produzca. Supongo no lo estarán tras sus consecuencias, pues será muy difícil evitar algún tipo de explosión coactiva que hará perder décadas de comprensión y tolerancia. En España sólo es fácil ser radical; los medios de comunicación aceptan cualquier extremismo, pues la continuidad con comodidad aceptable no es noticia. Casi pienso que somos un país a merced de los radicalismos, todos capaces de destruir y ninguno de crear. Sólo lo radicalizado vende, el resto es plúmbeo, aburrido, kish o algo semejante. El hedonismo y la comodidad de nuestro mundo, y sobre todo de nuestra juventud, hace difícil una reacción para defender lo que se ha estado vejando y ridiculizando durante estas décadas. Esto puede precipitarse, o con una explosión económica mundial o con la paulatina desintegración de Europa, salvo que se produzca un milagro de reacción que cambie lo que hoy parece inevitable. A veces digo que como creo en Dios, creo en los milagros, para cambiar el curso de la historia, pero pueden ser muy diferentes, todos inesperados. Quizás nos corresponda alguno favorable pero, por supuesto, no es seguro.


  A estos peligros reales quiero añadir dos aspectos que pueden hacer muy difícil cualquier reforma constructiva de nuestra operación de Estado.




  Dos problemas más


  La conflictualización de la sociedad en que vivimos, a que me referiré en mis trabajos. Se cree ideal lo conflictual, la oposición de unos a otros, la victoria de unos y el fracaso de otros. Todas las acciones de la actual estructura social conducen y están basadas en ella y no son campo adecuado de cultivo para resolver los problemas operativos a los que los españoles estamos sometidos. No se exigen o recomiendan reglas de juego algo mejores, como decía Churchill de la democracia: está llena de defectos pero no hay otra mejor, sino que deificamos mecánicas impuestas en un período circunstancial y les damos más valor que el que en cualquier momento de la historia se ha dado a los ideales religiosos, o simplemente a los ideales culturales o nacionalistas. En cambio la deificación de lo transitorio o discutible no sirve para resolver problemas reales.


  Se considera que el compadreo mezclado con radicalismos sirve para afrontar delicados conflictos políticos, económicos o familiares, con posturas siempre contradictorias entre sí, sin aceptar áreas objetivas comunes, buscando de modo permanente ganar terreno en alguna dirección. Se considera útil socialmente, aunque conduzca a una situación como la de España, el mercado sin límites, sin normas éticas; el llamado capitalismo salvaje que constituye un ideal sin más preocupación que las desviaciones laborales, que a su vez conducen a la disputa, a la huelga, a la manifestación violenta, a la protesta activa, a enfrentamientos con trabajadores en empresas y en servicios públicos. La conflictualidad en los medios de comunicación utiliza cualquier causa para aumentar tirada y publicidad, con permanente lucha fraticida aneja. Y en la familia no se admiten obligaciones estables. Siempre se reconoce el conflicto como método de actuación, e incluso en la Iglesia, sólo es satisfactorio derribar jerarquías y ridiculizar sacrificios y disciplinas.


  Será esto de algún modo aceptable o discutible, pero no parece caldo de cultivo satisfactorio para afrontar peligros exteriores, ni para adoptar decisiones para evitarlos y salir adelante, ni para una reforma operativa del Estado, en que toda norma conveniente y útil afecta, "tensa", perjudica o molesta a alguien, y es con facilidad radicalizada. La sociedad democrática se identifica como sociedad conflictual; bueno o malo, equivocado o acertado, esto parece que es lo que la sociedad quiere. No me gusta, no querría aceptarlo pero tengo que reconocerlo.


  Las consecuencias de una defectuosa territorialización de las autonomías es causa de graves problemas, no políticos sino de gestión, sin relación con lo comentado de desintegración nacional. Se crearon las autonomías para no destacar la diferencia histórica de Cataluña y el País Vasco, y se improvisaron algunas unidades o comunidades completamente artificiales y muchas sin el más pequeño arraigo histórico, incluso la de Madrid, que no tenía razón de ser y que sigue sin tenerla; porque hubiese bastado con ampliar algunas áreas municipales y traspasar el resto a Castilla-La Mancha. Puestos a innovar, ¿por qué no segregar su norte para incorporarlo a Castilla-León?


  Se acometió esta decisión, un poco por aguar las pretensiones de vascos y catalanes[1]y se hizo inevitable una competencia para ver quién conseguía más; no se trataba de para qué se quería, solamente se buscaba no quedar el último. Se planteaban dos problemas añadidos: la aglomeración de nuevos políticos ansiosos de poder (y de empleo) pero sin ninguna capacidad para ejercerlo; y la inexistencia completa de normas y límites para la gestión económica y administrativa, concediendo derechos absolutos a crearlas en lo presupuestario, régimen de funcionariado u otros, considerando cualquier barrera, la obligación de cualquier información o dato con repercusión nacional, como una invasión de los sacrosantos derechos de cualquier dirigente autonómico a decidir por sí mismo, en razón de haber sido elegido por los ciudadanos.


  Con ausencia de control real, considerando insulto la limitación de cualquier clase de despilfarro, han aparecido problemas de casi imposible solución. Se han creado burocracias para interés de los políticos, que con frecuencia incluyen personas de su familia, amigos y no hablemos de correligionarios, con gasto indiscriminado porque buscan asegurar la clientela de votantes y no fórmulas equitativas de reparto de ingresos públicos. Se ha tolerado el criterio de nosotros, los centrales, recaudamos el dinero para que vosotros, los autonómicos, lo gastéis como queráis; se ha creado una especie de barra libre del gasto, se han buscado fórmulas de ingeniería o de "ingenietura" para desviar gastos de los presupuestos oficiales que se camuflan durante algún tiempo, dedicados en bastantes casos al despilfarro, guardaespaldas, medidas de ostentación, etc. Además, cada autonomía exige las mismas consideraciones y funciones (y sueldos) que la Administración Central. Es un caso más de poder no responsable, del yo decido y porque quiero, con caos final cuando la cuerda se rompa.


  Debo añadir por otra parte que las autonomías han tenido el efecto satisfactorio de acercar más el gasto a los españoles, que antes se concentraba exclusivamente en Madrid y quizás en alguna otra zona, precisamente Cataluña y el País Vasco. Es un efecto que debe reconocerse. El problema de esto, positivo, y de lo anterior, negativo, es la dificultad para cortarlo y las medidas para reducir un gasto tan distribuido. Yo no lo sé, no tengo ninguna recomendación que hacer; es obligación de los gobernantes que son políticos que han triunfado y tienen que enfrentarse con la dura realidad, no solamente con los gajes del poder.


  Todo esto afecta de modo más inmediato que cualquiera de las medidas útiles en el reformismo operativo; pero no tengo ni fuerza ni prestigio ni capacidad para influir en evitarlo; en cambio, en lo operativo creo mis reflexiones algo útiles. Pero manifiesto esta grave situación en este prólogo, del mismo modo que he manifestado otros problemas grandes para nuestro futuro que tampoco se resuelven con las fórmulas reformistas que yo comento.


  Desgraciadamente ésta es una realidad que afecta a nuestro futuro. Un presupuestismo público transparente mejoraría esta situación, pero sus medidas correctoras necesitan varios años para ser efectivas, y hoy el problema es la evolución del próximo año o del siguiente, en que aumentarán los déficits, pues nadie, ningún político, se atreve a enfrentarse con las medidas que realmente reducirían el gasto público, con decisiones siempre impugnadas, radicalizadas y sobre todo antipolíticas, es decir, que perjudican los resultados de las elecciones, aunque salven al país y a los ciudadanos.




  Crisis de empleo y bienestar


  Afecta especialmente a España una profunda crisis de sociedad que repercute en el empleo y en el bienestar garantizado, en general originada por la globalización, informatización, mecanización y nuevas tecnologías, y por la incorporación de la mujer al trabajo. Esta crisis representa un cambio social profundo, consecuencia de avances y modificaciones tecnológicas y sociológicas de las últimas décadas, y posiblemente todavía en el comienzo de sus repercusiones pues falta aún lo más agudo y traumático. La recuperación económica siempre se produce en algún grado, pero en los países occidentales no es previsible que evite el número alto de desempleados, ni la mayor precariedad de los trabajos posibles, ni el menor importe de las retribuciones, y con ello del bienestar general o individual alcanzado, que de un modo u otro, se verá reducido en la misma cuantía que el empleo y sus retribuciones.


  Estamos en un período de transición desde la sociedad del bienestar, la “movida" madrileña y el mito de una permanente mejora del hombre y su comodidad. Es probable que los occidentales perdamos posiciones en favor del resto de la humanidad y que tengamos que adaptarnos a fórmulas de vida en que existe riesgo, existe pobreza, sea difícil eliminar el dolor y el único humanismo posible será eliminar la miseria en nuestros conciudadanos y los abusos y privilegios de los poderosos, que cuentan con medios para alterar el equilibrio en su propio favor. Parece insuficiente para quienes habían disfrutado hasta ahora de una situación insultante para el resto de la humanidad, que aún no les parecía suficiente, y querían más, con más libertad, sin pérdida de intimidad, etc.


  Occidentales y españoles deberían enfrentarse con esta crisis existencial de la sociedad y prepararse para un régimen durísimamente competitivo en el área del empleo individual, en el colectivo y en las posibilidades nacionales, y para soportar mejor cualquier cambio futuro, más o menos optimista del que yo preveo. No sé si será suficiente ni lo que puede ocurrir; es una incógnita imposible de despejar y no sólo para mí.




  Objetivos de transparencia


  Deseo comentar la transparencia dentro de mi propósito personal de insistir implacablemente en el tema, una idea básica principal que creo la más importante para la reconversión o reforma pública, indispensable para nuestro siglo XXI, y en la que pienso centrar mis objetivos de reforma operativa.Sin ella sería imposible una reforma efectiva; es la gran asignatura pendiente de nuestra transformación socio-institucional. Solamente estará legitimada la acción de un gobierno que desde un punto de vista jurídico sea ya legítimo, si es capaz de conseguir un alto grado de transparencia que permita a todos los ciudadanos y sus agrupaciones conocer cómoda y rápidamente la totalidad de los gastos públicos de cualquier clase y sus desviaciones presupuestarias, y también que permita presentar los presupuestos a los órganos parlamentarios o de otra clase, con soporte informático efectivo que permita su conocimiento automático y las comparaciones temporales, geográficas o funcionales que procedan. La transparencia es perfectamente posible con la tecnología actual, ya suficientemente probada y experimentada en la actividad privada, pero casi inexistente en la pública, por lo menos en España. Hay que reconocer que esto ocurre desde hace pocos años. El primer CD-Rom del presupuesto federal de los Estados Unidos se ha publicado en 1995 para el Ejercicio de 1996. Todavía no he encontrado ninguna persona, ni académico, ni gobernante, ni funcionario, consciente de su repercusión, pero tengo la seguridad de que la transparencia se impondrá porque es una reacción social lógica e insuperable; los que se adelanten tendrán ventajas, pero dentro de cincuenta años se considerará incomprensible nuestra actuación pública actual, como hoy nos parece incomprensible el modo de vida de hace doscientos años. Me gustaría colaborar para que España consiga este objetivo con satisfactoria rapidez. Hoy, en España y otras naciones occidentales, se utilizan sistemas de gestión y análisis ultrasofisticados de obligaciones tributarias de ciudadanos y de obligaciones y derechos de la seguridad social; incluso, se habla ya, y es lógico, de que se combinen y coordinen, con pérdida de intimidad clara, pero inevitable; otra consecuencia perversa de los avances científicos. ¿Sería lógico acceder a tantas ventajas como hoy disfruta el hombre occidental y aún exigir absoluta, total libertad y autonomía?, hay que estar a las duras y a las maduras.


  Pero, si es así, ¿por qué no se aprovecha esa tecnología para que el ciudadano conozca con precisión y rapidez todo lo que se gasta en lo público y administran gobernantes y funcionarios? Que sea esto realidad es fácil, y es absolutamente indispensable el derecho ciudadano a la transparencia permanente, efectiva, de todos los gastos e inversiones gestionados por las autoridades públicas.




  Objetivos intemporales


  En todos mis trabajos, salvo por alguna razón específica que lo justifique, evito hablar de escándalos y corrupción que tanto abundan, pero que a mí no me corresponde estudiar. En mi libro anterior incluí un artículo sobre corrupción para facilitar su difusión, por ser un tema con garra que interesa a la gente "por si encuentra algo nuevo". Reconozco, y lo he dicho en público, que fue una decisión farisaica y una de las razones de la buena venta del libro, pero que no deseo repetir. Mi propósito es ayudar a que en el futuro esté mejor organizada la gestión pública, de modo que sea más difícil la corrupción y sean menos probables los escándalos, pero no comentar los pasados, de los que los españoles deberían estar harto fatigados. No busco criticar lo hecho, especialmente por personas que casi ya no gobiernan, sino dirigirme a los que van a gobernar o van a ser elementos activos de una oposición responsable; para que consideren aspectos que, por las razones que sean, han dejado de tenerse en cuenta en los últimos años, o quizás no lo han sido nunca.


  También el título de "Crisis de Sociedad" de mi anterior libro fue artificial, buscando gancho para llamar la atención, puesto que apenas se refiere a la auténtica crisis de sociedad del mundo actual y de nuestro país; tema apasionante para unos e importante para todos, tanto que, si Dios me da vida, me gustaría dedicarle un libro (después de terminar esta colección sobre el reformismo en el Estado), pues creo que su análisis va a ser indispensable paraencuadrar el siglo XXI.


  No quería yo iniciar mi libro y mi colección sin comentar esta situación. Pero cada uno debemos actuar en nuestra línea para tratar de resolver aquello más cerca de nuestros medios y posibilidades, en lugar de estar siempre comentando alguna gran tragedia que justifica nuestra inactividad.


  En este libro, con defectos e imprecisiones, he querido reflejar lo que hay, mucho más de lo que yo podría ayudar a conseguir. Recuerdo el prólogo de mi primer libro, en 1947, "El riesgo catastrófico en los seguros personales" (Ministerio de Hacienda, Madrid, 1948), hace casi cincuenta años, en que igualmente quise distinguir entre aspectos concretos del libro y algo más profundo y trascendente que existía ya en aquel momento en la sociedad y que desde entonces se ha agudizado.


  Introducción


  Objetivos de la colección


  Todo libro, o serie de libros, tiene un objetivo que mueve al autor, en especial, cuando, como es mi caso, no desea comentar novedades ni escándalos, y sus pretensiones didácticas no son para adolescentes sino para informar a esa casta especial de hombres que se interesan por la política, que aspiran a gobernar en algún nivel, y también a dirigentes sociales, poseedores de influencia sobre los ciudadanos, con obligación de colaborar para que las estructuras públicas se orienten al interés general y no al particular de los que mandan.


  En el libro que escribí en 1992, "Utopía de la Nueva América"(Editorial MAPFRE, Madrid), me refería al gran futuro de ese continente en el próximo milenio. En el escrito en 1994 "Crisis de Sociedad, Reflexiones para el XXI" (Editorial Actas, Madrid), trataba de aspectos importantes en España en los próximos cincuenta años. Y aún en uno anterior "Tres claves de la vida inglesa" (Editorial Cálamo, Madrid, 1951) comentaba el interés de la estructura social inglesa[2], que si hubiese desarrollado, hubiese tenido mucha similitud con lo comentado en este libro y en esta colección sobre reforma del Estado, de necesidades o conveniencias inmediatas, para afrontar su crisis general —no sólo española ni culpa de un gobierno— ante problemas del año dos mil en adelante, con visión alejada de alteraciones cíclicas o coyunturales, que suben y bajan periódicamente, aun con declive para nuestra nación y para nuestra civilización occidental. Mis propósitos son los siguientes:


  
    Delimitar el área de lo político, lo discutible, lo influible, lo manejable y la función operativa oficial en el conjunto de una comunidad soberana.


    Exigir que la Administración Pública sea transparente y comprensible, por los que la tengan que dirigir y por los que la tengan que utilizar.

  


  Mi mensaje para los políticos no es lo que tienen que hacer, sino lo que no tienen que hacer, en lo que no deben entrar porque invadirían la estructura oficial de una comunidad nacional interfiriendo, inmiscuyéndose y obteniendo favores, con información confidencial o de otra forma más cruda.


  Mi objetivo es estatista y oficialista, pues la estructura operativa del Estado es necesaria para proteger a los ciudadanos, aunque sea perjudicial si abusa de su fuerza contra este objetivo. Las estructuras oficiales deben organizarse para evitar invasiones, en primer término la política, pero también la mediática o la económica, y deben existir límites para su actuación respecto a los ciudadanos, ofreciéndoles posibilidades para su defensa como la figura del Defensor del Pueblo, muy importante teóricamente y creo que mal o poco utilizada. En estos libros busco promover el equilibrio social orgánico, creando conciencia de que es bueno que se proteja y es bueno luchar por corregirlo. Nadie se defiende completamente de la enfermedad, pero se acepta que es bueno luchar contra ella.


  Dentro de todas las incertidumbres, amenazas externas y problemas internos, existe un objetivo no suficiente por sí sólo, pero sí indispensable y que a mí me anima: la mejora de la eficiencia del aparato operativo del Estado, conseguir que funcione de modo adecuado, y que se comprenda que en momentos de dificultad colectiva cada nación tiene que implantar medidas drásticas para superarlas, como cualquier corporación importante al borde de la desaparición y que desee rehabilitarse.



  Eficiencia estatal indispensable


  El aparato operativo del Estado necesita actuar bien y a coste reducido, para luchar en dos frentes de batalla, competir con otros países en permanente tarea de ofrecer servicios y bienes en mercados libres, y financiar prestaciones públicas de solidaridad suficientes y dignas para sus ciudadanos.


  La ineficiencia, y despreocupación, sin hablar del abuso, perjudica a los más débiles y siempre acompaña a los gobernantes cómodos o corruptos.


  En cualquier orientación o alternativa política se necesita mejorar los servicios públicos, aumentar su calidad y eficiencia y, sobre todo, reducir brutalmente sus costes, sin lo que no se podrían financiar prestaciones de solidaridad, para mantener un nivel satisfactorio de educación, de protección de la salud y de eliminación de la miseria extrema.


  Sólo con ejemplo público se podrá convencer a los ciudadanos de que su bienestar particular (su participación en el colectivo) únicamente será viable y digno si se hacen responsables de un objetivo personal de mejora, con esfuerzo y sacrificio. Hay que aceptar que se ha acabado el período ilusorio en que se creía en el derecho del ciudadano al bienestar y de la nación a la opulencia, cuando esto no existe per sé, depende de la dedicación y aprovechamiento de la capacidad de cada ciudadano y de su conjunto colectivo. La fiesta se ha acabado y con ello las utopías de sociedades de salvajes no adulterados por la civilización, de hombres nuevos y de populismos irresponsables que siempre acaban en nomenclaturas privilegiadas que explotan a los ciudadanos diciendo que actúan en su beneficio.


  Me temo que pronto se llegue al convencimiento de que los problemas de la libertad son más profundos de lo que aparentan y que sus causas, si no soluciones, están rodeadas de un misterio fuera del alcance del hombre, que lucha por reconocerlo, pero no sabrá cómo hacerlo sin penetrar en el campo de la teología.


  Los grandes bancos norteamericanos creyeron que se podía conceder ilimitadamente préstamos a los gobiernos porque no era concebible su falta de pago o quiebra de liquidez; se equivocaron y sufrieron las consecuencias. Las naciones necesitan eficiencia, como las grandes multinacionales o las pequeñas microempresas que sólo sobreviven con agilidad extrema y bajos costes. Por eso, es objetivo fundamental general convencer de que se acaba el empleo monopolístico y que los intereses generales de una nación y de los restantes ciudadanos no deben subordinarse a los intereses individuales de alguna clase de trabajadores. También sería importante, muy difícil, aspirar a que dejen de influir radicalismos sectarios que exigen todo, lo imposible, para que algunos mantengan una situación de poder y se conviertan en oligarquía explotadora, como ha ocurrido en la España de estos años.



  Reformas operativas


  Parece conveniente una reforma integral del Estado, aunque no sé bien cómo; yo me voy a concentrar en la de su aparato operativo, aunque comente superficialmente otras. Apenas trataré de la estructura política de órganos legislativos, jefaturas de Estado de cualquier clase, gobiernos, etc. Los situaré en perspectiva adecuada, pero sin recomendación, considerándolo campo de los políticos entre los que no deseo encontrarme y que además está estudiado, con o sin acierto, por académicos destacados y por todos los que se dedican a la política en el Gobierno y en la oposición. Entrar en ello hubiese sido intromisión aficionada al área que a ellos corresponde y, además, me hubiese impedido pensar libremente en aspectos de menos importancia aparente pero absolutamente necesarios para la gestión de una comunidad nacional autónoma o soberana.


  Recuerdo que hace bastantes años la empresa de que era responsable buscaba incrementar su penetración en el seguro de automóviles y se recomendaba una acción de marketing, y propuse para ello como primera medida mejorar al máximo la gestión y administración interna, en aquel momento con dificultades por falta de informatización eficiente. Gracias a aquella medida, mucho más efectiva que las de publicidad, campañas, y marketing regular, se logró el objetivo deseado y la adhesión de los clientes, sobre todo por haber conseguido reducir costes manteniendo la efectividad y calidad del servicio y con información inmediata. Sería mi propósito contribuir a que algo semejante sea posible en la gestión pública, aislado de controversias políticas, aunque su acción sea claramente de marketing, como lo fue aquella decisión de mejora administrativa.


  Uno de mis propósitos principales es contribuir, no sé si con acierto, a evitar que la estructura política y las decisiones de gobernantes puedan abusar de lo operativo. Esto sólo se consigue si el aparato es más eficiente y, sobre todo, si los gobernantes, especialmente los nuevos, no están en condiciones de politizar una estructura profesional objetiva y estabilizada. Los gobernantes (nuevos y viejos), no suelen llegar a comprender lo operativo, de lo que depende la gestión eficiente, sólo les interesa invadirlo, desnaturalizarlo y obtener beneficios personales o partidarios; exactamente lo mismo hacen los gobernantes autoproclamados, en general tiránicos.



  Separación estructuras política y oficial operativa


  A mi preocupación por separar la estructura política de la estructura operativa oficial he llegado al meditar durante muchos años en los problemas nacionales, y en especial al preparar mis dos libros últimos. Sin "Utopía" no hubiese estado en condiciones de escribir "Reflexiones" y sin éste último no hubiera proyectado esta Colección.


  En "Reflexiones", y en conferencias que pronuncié en 1994, me refería a la estructura oficial, en que incluía tanto lo político como lo operativo público. He cambiado esta apreciación en menos de año y medio, al analizar situaciones y adquirir el convencimiento del error de mezclar ambos, y a los gobernantes con los funcionarios, en especial en países como España, sin estructura oficial consolidada. En las naciones que han alcanzado un aceptable equilibrio interno, producido paulatina y naturalmente, no era fácil, ni siquiera pensable, que un nuevo equipo de gobernantes tuviera posibilidad de volver el país del revés, ni de desequilibrar la Administración Pública, ni de promover una clase social corrupta de amigos y correligionarios, con el pretexto de que había que sustituir a los anteriores, que no eran suficientemente honrados ni científicos y que procedían de generaciones fascistas. Esto es precisamente lo que en España ha ocurrido. Para la izquierda y el PSOE España era fascista desde hace dos mil años, hasta que ellos vinieron a salvarla, con los Roldán, Álvarez, Orefici, Salanueva y otros muchos amigos utilizados con ese objeto.



  Protección a la estructura operativa


  Los gobernantes, cuando llegan al poder o cuando continúan en él, se creen con derecho a actuar sin límites, a proponer y legitimar que dos más dos sean cinco y, sobre todo, a invadir la estructura específicamente operativa. Frente a las teorías antiestatistas y privatizadoras que dominan en estos momentos, —personalmente siempre trato de defender la sociedad civil— mi opinión precisa es que es necesario proteger a organismos einstituciones públicas en primer término, mejorándolas y defendiéndolas de las invasiones políticas. Por eso, aunque parezca paradójico, estoy convencido de que las instituciones de la sociedad oficial se deberían acercar o incorporar a las de sociedad civil y, en cambio, independizarse en lo posible de la sociedad política, que tiene derecho a orientar la estructura oficial a sus propios puntos de vista, pero no a desvirtuarla ni saquearla. Pienso que en este momento no hay que atacar lo oficial sino defenderlo, con la separación nítida de funciones, ¿alguna de las decenas de miles de gobernantes de alguna clase, o que aspiran a ello, han pensado alguna vez que tendrían que saber algo de ello?


  En los últimos años en España lo oficial operativo es permanentemente asediado por los políticos, que lo desvirtúan y paralizan. Gran parte de los políticos, que no saben en muchos casos ni siquiera preguntar y en el mejor de los casos son aprendices, se sienten con autoridad para cambiar estructuras, con motivos sectarios, partidistas, de ventajas personales o simplemente de capricho y ego de poder; incluso creen que sólo justifican su actuación cambiando, y que si no lo hacen se los va a creer incompetentes.


  Los ciudadanos no integrados en la sociedad oficial deberían participar regularmente en métodos efectivos de supervisión de la operación pública,sometiéndola a un control que impida o dificulte ocultar errores o desviaciones, y establezca fórmulas de exigencia de responsabilidad, como las de las que existían en Castilla y América en los siglos XVI y XVII. El poder sin responsabilidad, aspiración en este momento (octubre de 1995) de los socialistas, y después quizás de otros, ni es tolerable socialmente ni permite la existencia de una estructura eficaz de gestión administrativa. ¿Qué pasaría si así estuviese construida la estructura operativa de un buque, de una empresa o de cualquier institución que tenga que subsistir por sus propios medios? Aun con más lentitud y más difícil pérdida definitiva, eso mismo ocurre en lo público, en lo nacional y en lo autonómico, aunque se evita temporalmente con endeudamiento y perjuicio de otros servicios públicos, sobre todo de dignidad y solidaridad.



  Opacidad oficial


  Es necesaria transparencia efectiva para que las actuaciones públicas puedan ser analizadas por el conjunto social, no solamente por órganos oficiales, que se politizan y desvían con facilidad. La opacidad pública es contraria al interés general y perjudica siempre a los ciudadanos. Lo oficial tiene que ser transparente, no es sólo deseable sino posible, aunque haya presiones para evitarlo de quienes se benefician de la opacidad, y por supuesto de los gobernantes que verían mermadas o eliminadas sus posibilidades de abuso. Cuanto más claro y fácil sea conocer una estructura operativa pública y su actuación permanente, mejor se evitará que abuse de su fuerza y, en su caso, corregir rápidamente sus desviaciones.


  Lo oficial, la operación del Estado, es de todos. Los políticos tienen la obligación y el derecho de orientarla, pero sus servicios son para los ciudadanos y no para ellos mismos o sus amigos o parientes de sangre o de ideología.


  Mi intención en esta colección es hacer sugerencias y destapar problemas para que los funcionarios, los profesionales y los técnicos estén en condiciones de mejorar los servicios a su cargo, sin ampararse en rutinas negativas y entorpecedoras, y sin que su acción esté obstruida por los políticos.


  Me gustaría ser capaz de ofrecer un conjunto pragmático y concreto que interese especialmente a responsables o protagonistas en alguna de sus áreas y que convendría conociesen los políticos, cuya obligación y responsabilidad es mejorar el aparato operativo, evitando ángulos misteriosos y facilitando su transparencia. Por eso, hago también referencia a las estructuras no oficiales, como la eclesiástica, la civil, la mercantil y la mediática, que actúan con autonomía, pero con influencia, en el conjunto del Estado, e incluso en la propia sociedad oficial.


  No sé bien cómo va a estar estructurada nuestra nación en el futuro, si de modo anárquico, en cada decisión de cada autonomía, dentro de la soberanía de cada pequeño grupo humano, o si de modo integral, como unidad jerárquica coordinada. Las naciones que no estén en condiciones de competir (con sus servicios y sus recursos) perderán liderazgo, cederán influencia ante el resto y perjudicarán a sus ciudadanos, en especial a los más míseros, aquéllos a los que las instituciones políticas deben proteger, cuyos intereses se verán subordinados a los que más hábilmente utilicen la picaresca y mejor sepan abusar de sus prójimos, o sólo se ocupen de sus prójimos para obtener provecho de ellos.



  Utilidad de la experiencia empresarial


  He recibido críticas cariñosas de amigos señalando que se me notaba demasiado la influencia empresarial, y que eso me impedía una visión objetiva para trabajos o estudios de carácter público. Pero, a pesar de esta advertencia, que podría estar justificada, necesito referirme a mi experiencia en este campo para promover la mejora de la Administración Pública Española. Hay diferencia entre la influencia de la estructura mercantil en las decisiones electorales políticas y la utilización de la experiencia empresarial, en actuaciones oficiales con finalidad bastante semejante. En la dinámica empresarial existen métodos de detección de desviaciones que facilitan su eficacia, hasta ahora desconocidas en la Administración Pública y que para algunos no deben existir nunca, aunque en mi opinión son posibles y deseables. Las empresas utilizan métodos de conteo; en cambio, algunos políticos piensan que en la Administración Pública sólo son admisibles métodos de compadreo en que los gobernantes sin preparación son capaces de desenvolverse aceptablemente, por supuesto a costa del futuro y del interés colectivo.


  No estoy avergonzado de mi actuación empresarial; en ella puedo asegurar que no he mentido nunca, ni he faltado a una palabra, ni he hecho daño con premeditación o conocimiento, ni he mantenido ningún objetivo personal, aunque algunas de mis decisiones puedan haber herido a algunos intereses, y esto se haya agudizado por mis errores, situación inevitable en todos aquellos que se atreven a adoptar decisiones y no siempre aciertan, y que aun acertando favorecen más a unas personas que a otras. Sólo en una ocasión me he visto obligado a presentar documentación con la convicción de que no reflejaba la realidad, al afrontar una situación delicada de crisis de una empresa que por actuación de otras personas (no mías), logro un endeudamiento irregular para disimular sus pérdidas. Si en las renovaciones bancarias inmediatas hubiese explicado la realidad, se hubiese producido trauma y derrumbamiento empresarial. Lo hice de modo consciente, aceptando personalmente toda la responsabilidad de algo que me repugnaba e iniciando al mismo tiempo una acción brutal para enderezar los problemas, como afortunadamente así ocurrió. Es un ejemplo de los riesgos personales que no puede eludir quien realmente tiene responsabilidad gerencial y no se sirve de ella para sus propios fines particulares.



  Similitud competitiva entre empresas y entre naciones


  Al comenzar mi vida empresarial, en un área tan representativa como la del Seguro, el mercado que encontré no era competitivo y el éxito y triunfo se daba más por razones de influencia, especialmente financiera, que por puro servicio a usuarios o clientes. Para eliminar la competencia se utilizaban sistemas de tarifas obligatorias, perjudiciales a los asegurados, continuando métodos iniciados en toda Europa desde el siglo XIX, que se acentuaron en España con el denominado sindicato vertical, del que siempre estuve ausente y que me consideraba su enemigo. De algún modo, comparo el mercado en esa época con el mercado actual de las naciones, que está cambiando a consecuencia de la globalización, como lo hizo radicalmente el mercado español, de seguros y de otras actividades, cuando se introdujeron métodos reales de competencia, en los que tuve participación muy directa, manteniendo siempre que lo importante era la libertad de mercado para beneficio de los clientes y no considerar pecado rebajar una tarifa establecida coactivamente, aunque se tolerase abusar de usuarios y asegurados.


  En ese momento comprendí que, para una presencia permanente en mercado competitivo, era fundamental reducir costes. En el de seguros, que no permitía variaciones profundas, el éxito iba a depender de la proporción de los costes de gestión de la empresa respecto a los.propiamentetécnicos.Hace veinte años aproximadamente, en una reunión con los principales representantes del mercado español en Santiago de Compostela, expliqué este principio de actuación para el futuro, y nadie lo tomó en cuenta, ni siquiera se comentó para contradecirlo, sin duda pensaron que era unalarramendiada más. La realidad de hoy es que en el mercado de seguros carecen de importancia todas las entidades que así pensaban; en cambio, la que sí tuvo preocupación, ha alcanzado amplio liderazgo y duplica con creces a la segunda en los seguros no Vida, la Mutua Madrileña de Seguros, que además actuaba con principios muy semejantes.


  La competencia de las naciones globalizadas tendrá un comportamiento paralelo. Los que se oponen a esta evidencia buscan en general proteger intereses de gobernantes y no defender a los ciudadanos, y acusan de tecnócratas a los que descubren sus manejos antisociales. Los gobiernos mayoritarios pueden adoptar decisiones despilfarradoras y contrarias al interés nacional, con perjuicios directos o indirectos, y maniobrar algún tiempo esa situación, pero siempre aparece alguna especulación internacional, efecto de la sociedad universal, que afecta a su moneda y se acaba bajando de división.


  La globalización será el fenómeno más importante de la sociedad del próximo siglo; por eso, le he dedicado atención y me he preocupado de sus repercusiones en el futuro. Existe conciencia de su importancia, pero no de las repercusiones sociales que va a producir en todos nosotros, difíciles de prever con precisión, y que incluso me temo serán muy distintas de las que ahora parecen lógicas, aplicando normal sentido común. Es un vacío al que nos acercamos, con incógnitas que no podemos despejar, pero con la seguridad de que las naciones no estarán protegidas de sus errores, como no lo están las empresas en un mercado realmente libre. Con ventajas o desventajas, la estructura oficial, el aparato operativo de las naciones, no puede permitirse el lujo de no afrontar sus problemas, de no mejorar sus burocracias, de no reducir sus costes superfluos y de permitir que el despilfarro sea hábito tolerado de la clase oficial y política. Es lo que me ha llevado a trabajar, cuando quizás ya no me correspondía, en un tema al que había dedicado atención mental desde hace casi cincuenta años, pero sin llegar a reflexión escrita.



  Principios de gestión empresarial


  En razón de lo que acabo de decir, conviene explicar los principios que he utilizado en mi actividad empresarial, teniendo en cuenta que ésta ha tenido un éxito que ninguno de los competidores de hace cuarenta años pensaba posible, como tampoco lo pensaban mis amigos ni muchos de mis colaboradores. En todo éxito empresarial existen factores: habilidad, audacia, prudencia, etc., que no voy a comentar, pero sí lo haré en algún aspecto básico, que en el caso de MAPFRE favoreció su evolución y la hubiese dificultado de no existir.


  
    Incorporar el mayor número de inteligencias y capacidades técnicas y gerenciales. En las empresas centralizadas, a veces solamente decide una persona, unidad seguida de ceros, a que todos tienen que reportar, y muchos directivos y empleados con clara capacidad potencial no deciden, siempre sometidos al uno. Cuando participa en las decisiones e iniciativas un número amplio de personas el éxito es casi inevitable. También ocurre en las naciones, causa, en mi opinión, del de Estados Unidos, que ha permitido iniciativas y no ha reservado el monopolio económico ni el político a unas cuantas personas de nomenclaturas reducidas. Los políticos, que sólo se atreven con colaboradores mediocres para que no peligre su liderazgo, acaban siempre perjudicando a los ciudadanos y dificultan la supervivencia digna nacional.


    Reducir el coste central, pues los servicios centrales de empresas o países siempre se burocratizan de algún modo y crean dificultades para el conjunto. Por esto, consideré que si no se podía evitar que existiesen, por lo menos que fuesen reducidos. Es más fácil soportar una burocracia empresarial o política con dimensión limitada que la de gran dimensión. Esto obliga a diferenciar claramente los costes de servicios centrales de los costes de servicios operativos territoriales para que cada palo aguante su vela. Esto tiene similitud en la eficacia de las naciones y de algún modo justifica las autonomías. En España no se ha tenido en cuenta que sólo puede descentralizarse eficazmente con mucho trabajo previo central de manualización y que de otro modo se camina a la catástrofe y la anarquía, en especial si no se exige responsabilidad a los gobernantes territoriales y se les mitifica con patentes locales de corso que hay que respetar.


    Decidir centralmente produce más errores que hacerlo localmente. Un tonto "in situ" decide mejor que un listo a cuatrocientos kilómetros, slogan que utilicé en numerosas ocasiones durante treinta años. Recientemente, por casualidad, he conocido que el actual presidente de Bolivia, González Lozada, utiliza un principio idéntico. Me atrevo a pensar que ésta es la causa de que ese país, en contra de lo previsible hace pocos años, sea uno de los que mejoran en Iberoamérica. Por supuesto, no conocía esta coincidencia, pero tampoco a él le habrán llegado mis puntos de vista en el interior de una empresa.


    Conteo y no compadreo ha sido otro principio de mi actuación, y puedo señalar su origen. Hace treinta y cinco años, en España, en el seguro de Pedrisco, los siniestros se resolvían mediante una discusión del perito con el interesado sobre el porcentaje del daño a la cosecha. Se oponían porcentajes y se llegaba a un acuerdo, el diez, el veinticinco, o el ochenta por ciento. En esa época Suiza había introducido un principio de conteo que consistía en tirar un aro sobre una superficie dañada y contar el número de semillas afectadas en su interior. Si el reclamante no lo aceptaba se repetía en varias ocasiones y por distintas personas. Se llegaba así a cifras bastante correctas y, sobre todo, objetivas. Mi experiencia fue que si a un agricultor se le reconocían daños del cuarenta por ciento de una cosecha, pero creía que a otro se le había reconocido el cuarenta y cinco, quedaba profundamente resentido. En cambio, quedaba satisfecho si con el mismo daño recibía el veinte por ciento a través de un conteo objetivo.

  


  Este principio se extiende a casi todas las actividades mercantiles, pero, sobre todo, a las actividades públicas. Donde hay conteo se reducen las fricciones y es fácil el acuerdo sin conflicto. En cambio, el compadreo siempre es factor de fricción y descontento. La política española de compadreo ofrece ejemplos de esta naturaleza; lo conflictual se ha convertido en ideal por creer que sólo el compadreo es legítimo, que para eso se elige democráticamente a los gobernantes. Es el gran argumento contra los jueces, más significativo de lo que pudiera creerse; verdad que dicen los niños y los locos, que representa lo que en realidad se siente, pero que aparentemente se disimula: nadie elegido por sufragio puede estar sometido a quien no lo esté, y para los elegidos la ley es siempre superable.


  Las empresas, al rendir cuentas anual o trimestralmente, utilizan sistemas de conteo que hacen posible su mecánica operativa, sistemas de auditoría, supervisiones, etc. Pero, en cambio, los organismos oficiales no creen esto necesario y utilizan solamente el compadreo, nunca el conteo: usted se ha equivocado más que yo, ha cometido más errores, lo que obliga a la permanente fricción, que hoy aparece en España para toda clase de propuestas y decisiones que hacen más difícil las medidas correctoras necesarias. Pienso imposible que ninguna nación sobreviva dignamente en el concierto mundial del siglo XXI sin introducir sistemas de conteo, objetivo difícil, que expongo y subrayo en esta Colección. Si se consigue, y se acabará consiguiendo,quizás con retraso, será más fácil recuperar el equilibrio social que aún con límites e irregularidades llegó a existir y que ahora está en crisis en nuestra nación y en el conjunto de Europa.



  Estructura de la Colección


  He estudiado profundamente, en estos meses de preparación del libro, cuál debería ser no sólo su orientación principal sino también la de toda la Colección. He decidido denominarla La reforma del aparato público español, y que todos los libros tengan ese subtítulo. He querido, como siempre trato de hacer, dar organicidad a mis descripciones y explicaciones y en algunos casos recomendaciones; que en todo exista conexión, porque una nación, una comunidad política autónoma, la necesitan y la exigen, y no pueden conformarse con soluciones o cambios parciales ni contradictorios, ni tampoco vacíos injustificados.


  El libro primero, que inicia esta introducción, se denomina «Panorama para una reforma del Estado». El libro segundo: «Lo solidario y el bienestar en esa Reforma». El libro tercero: «Lo no público en esa Reforma». El libro cuarto: «Lo digno y lo operativo en esa Reforma». Y el libro quinto: «Lo territorial en esa Reforma».



  Ajeno a propuestas políticas y tácticas de ejecución


  Esto ofrece una visión de aspectos sobre los que convendría reflexionar, para que España estuviese mejor preparada en el siglo XXI. Como ya he dicho, eludo los problemas políticos, con otra línea y personas para estudiarlos, tratarlos y decidirlos, y también la mecánica precisa del cómo hacer las reformas, concentrándome en lo que parece se debería hacer sin concretar el cómo, que corresponde a los que estén legítimamente gobernando. Si son incapaces de lo que la nación necesita, sufriremos todos los españoles, para lo que yo poco puedo con mis modestos medios.


  Esta Colección no es consecuencia de un plan inicial orgánico meditado que se desarrolla dentro de una lógica, sino de cambios y modificaciones hasta llegar a una estructura final, que presenta una visión completa para comprender lo mejor posible un conjunto social, de un modo que creo no aparece en ningún estudio ni monografía. En las próximas décadas será muy conveniente que se estudie e investigue en el conjunto nacional, en sus unidades territoriales y en las naciones de cultura e idiosincrasia, muy parecida a la nuestra. Espero que para ello se puedan utilizar alguna de mis sugerencias y, sobre todo, que se enriquezca este panorama con otras visiones, problemas y necesidades.



  Reflexiones sobre este libro


  Para terminar esta introducción hago algunas reflexiones sobre mis objetivos y propuestas:


  
    He buscado cohesión pero no estoy seguro de haberla conseguido siempre. En algunos casos no lo parece, aunque en el fondo exista.


    Hay huecos, contradicciones, duplicidades; no he podido evitarlo, pero esto tiene algo positivo, porque obliga a pensar para contradecir, aunque deje poco satisfecho al culpable de estos errores.


    Lo que se propone es viable y posible, no lo dudo, tengo experiencia de reformas de menos importancia pero algo semejantes y sé que lo que hace falta es voluntad de reformar y no dejarse dominar por los obstáculos permanentes que traten de evitar lo que a algunos perjudica en concreto, económica o intelectualmente, y que buscan pretextos para desacreditar iniciativas viables. Tengo ejemplos en mi vida profesional con decenas de propuestas al mundo asegurador semejantes a las que estaba implantando con éxito en mi empresa y ni una sola en ningún momento fue aceptada. Para todo se encontraron justificaciones, en el fondo simples obstrucciones farisaicas por comodidad personal.


    Por muy bien que esté organizado y por mucha voluntad que tenga de ejecutar y conseguir reformas completas, ningún país ni ninguna institución puede salir adelante sin gobernantes desprendidos, generosos, capaces de sacrificarse por su nación y no aprovecharse de ella. Por eso, es grave que se tienda a desacreditar y ridiculizar principios éticos, y a quien los considera importantes, aun partiendo de que cualquier decisión, aun perfecta, es criticable y destruible por un columnista agudo como muchos existen en España.


    Lo que contribuye a crear las naciones, los pueblos y las empresas no son libros como éste sino la conducta de los gobernantes, con alto sentido de la responsabilidad de su función dentro de normas propias de un estado de derecho.


    Aislado, voluntaria e involuntariamente, con la única ayuda de mi propio entorno familiar, yo sólo puedo ofrecer lo que sé, bueno o malo, con voluntad generosa y sin aspiración egoísta, esperando que sirva para que otros reflexionen y vean un ejemplo de algo que se ha hecho y que se debe hacer, que podrá ser utopía de futuro pero que ha sido realidad de pasado.

  


  Capítulo 1: Estado y sociedad


  1. Evolución de estos conceptos


  En la historia hay momentos de cambio profundo, general o de un área concreta, grande o pequeña. Así ha venido ocurriendo y así se ha hecho la historia, la que conocemos y la anterior, que suponemos o inventamos desde que surgió el hombre con rasgos comunes que le hacían expresarse oralmente, rasgos que no se han modificado sustancialmente, pues el lenguaje es lo que más identifica al hombre frente a cualquier otro ser vivo.


  El hombre creó la sociedad de que procede la actual, a través de miles de generaciones. La familia básica inicial ha evolucionado, haciéndose más compleja, con diferentes retos y soluciones, y así ha ido creándose nuestra humanidad. Los griegos dieron forma a la ciudad para intercambio libre de opiniones y propio sentido de sus ciudadanos (que no eran todos sus habitantes). Los fenicios crearon con el comercio una línea de civilización económica; y los romanos ofrecieron el derecho para estabilizar la convivencia, de la que en gran parte procede Europa.


  En la Edad Media, con corrupción, decadencia y luchas de diferente naturaleza, interna y externa, dignas e indignas, se pasó a la Edad Moderna, de destacado protagonismo español, en la que los Reyes Católicos además de la unidad de España crearon una nueva estructura pública: el primer estado nacional que abrió camino a un siglo de oro en derecho, literatura y, sobre todo, en concepción política para enfrentarse con desintegraciones. Esta España fue posible por una fórmula de organización soberana con fuerza para sobrevivir y expandirse; primera monarquía moderna de ese período de la civilización occidental.


  La Edad Contemporánea se inició con la Revolución Francesa y, sobre todo, con Napoleón, las independencias americanas, y formas de estructura y de poder político diferentes a las anteriores. En este período se construyeron las grandes administraciones públicas (no en España, hay que reconocerlo), inspiradas en las que en cada nación anteriormente existían, camino de influencia directa de los ciudadanos en las estructuras políticas. Fue una diferente organización del Estado, más en su conformación de poder que en su estructura operativa, pero también en ésta, nueva ordenación de una sociedad soberana cuya dimensión exige complejidad y predominio del derecho para la relación de sus miembros, entre sí, y con otras semejantes.


  Proceso inevitable en los próximos siglos será la globalización y universalización de la humanidad, consecuencia más de avances científicos y tecnológicos que de acción reflexiva de gobiernos nacionales, que en general se limitan a gerenciar sus efectos. La humanidad está pasando a ser única, con comunicación fácil y permanente entre todos los pueblos, incluso pequeñas comunidades humanas, que habían sobrevivido aisladas, total o parcialmente; hecho sin posibilidad de retroceso, que forzosamente producirá cambios de organización política internacional y nacional, con impacto negativo en las comunidades que, por las razones que sean, tengan estructuras administrativas poco flexibles, rutinarias, inefectivas, difíciles de cambiar. De éstas será fácil apoderarse para transformarlas en estructuras utilizadas para aumentar o retener amigos o enemigos, hasta que crisis profundas les hagan perder su dignidad, voluntad y capacidad de autonomía. El caso de Rusia, de 1917 a 1989, es emblemático de esta situación comienzo y fin de una soberanía sectaria.


  Los cambios en los medios de comunicación y gestión aconsejan nuevas formas estructurales internas, difíciles de conseguir por resistencia natural a modificar lo que se ha hecho rutinario. Destaca en este contenido la increíble rapidez actual en las innovaciones y también la facilidad para objetivos sectarios, de las dirigentes que aun por procedimiento legítimo habían conseguido el poder político; de ésto es emblemático el Nacional Socialismo alemán. No se sabe ni se prevé, ni yo al menos intuyo, cuál será, si alguna, la estructura jurídica y organizativa superior de las unidades soberanas o de su conjunto en la humanidad, cuando esté completa o muy "universalizada".


  La situación actual se modificará en el siglo XXI, no se conoce en qué momento, ni a qué ritmo, global o sectorial, ni en qué país o grupos de ellos. Sin esta adaptación a la nueva realidad, el mundo no podría entrar en un período de aceptable estabilidad si es que llega a entrar en él. La duda es si este cambio será pacífico, o será consecuencia de luchas y tensiones que alteren cualquier evolución lógica; temo que se incline por esto último. Las transformaciones son marcha irrefrenable hacia adelante, integración o descomposición, sin saber exactamente dónde puede acabar ni cuál es el futuro probable de la humanidad, ni el momento en que se puede producir un gran caos, o una gran conmoción, o un gran milagro, para una convivencia sostenible; ni si esto sólo se puede imponer coactivamente, volviendo a formas de tiranía y esclavitud.



  2. Qué es el Estado


  Estas perspectivas, en un universo tan amplio y variado, pueden tener muy diversas orientaciones y he preferido, aun de modo general e impreciso, comentar sólo alguno de sus aspectos.


  El término Estado tiene, entre otras, por lo menos tres acepciones diferentes que a veces se confunden e incluso contradicen.


  
    Conjunto de la realidad orgánica de una comunidad soberana o semisoberana, que incluye tanto lo público como lo privado, y tanto lo circunstancial y variable, como lo orgánico y estable, o sea una estructura integral nacional, que también se conoce como nación.


    Conjunto de instituciones para administrar lo público, políticas y administrativas, directas o indirectas.


    Conjunto de lo que denomino en este libro aparato operativo del Estado, para distinguirlo del anterior, más amplio y completo. Se ha venido conociendo como Administración Pública, pero para los ciudadanos que con él se relacionan es el Estado, en realidad el aparato de gestión estatal.

  


  A lo largo de esta colección me refiero al Estado como conjunto en sus diferentes partes, públicas y privadas. Pero para el objetivo de reforma me limito al aparato de gestión estatal, en sus vertientes, centrales, territoriales o autonómicas y municipales, conceptos que me gustaría fuesen precisos y claros pero que a veces se confunden, y yo mismo confundo. A la interpretación de conjunto de instituciones sólo me refiero para incluir mi visión de lo político y de lo judicial. No quiero analizar la interpretación más amplia del estado sino solamente su estructura operativa, en la que nadie penetra, como he podido observar en libros y revistas, limitándose casi siempre a lo superior político, considerando el resto como secundario, lo contrario de lo que yo quiero hacer.


  Especialmente me referiré a áreas en que se requiere una acción pública para atender necesidades colectivas de los ciudadanos y para conseguir un papel destacado en el hit parade de calidad y eficiencia entre comunidades políticas soberanas que compiten en el concierto mundial, que atañen a ciudadanos afectados por la acción de funcionarios, pero que tienen muy poca influencia sobre ellos. Las distingo de las estructuras políticas, con sus medios de elección y selección, y a las que dedico poca atención. Me voy a referir principalmente a las estructuras oficiales que componen el aparato operativo,sobre el que me interesa reflexionar.


  Dejo prácticamente fuera de esta colección consideraciones sociológicas, espirituales o religiosas, aunque sean importantes e incluso decisivas, pero entrando en ellas perjudicaría mis comentarios sobre la organización material, la «fontanería», si se quiere, de una estructura nacional, que es lo que vanidosamente considero mi obligación ocuparme.


  Aunque la mayor parte de mis observaciones sirvan para cualquier nación, me voy a concentrar en España, pero pudieran ser en algunos casos útiles para las naciones iberoamericanas, dentro de nuestra misma onda socio-psicológica, aunque cada una las tenga que adaptar y reconsiderar en función de sus propias circunstancias.


  Estado y sociedad son dos términos de frecuente uso pero con diferentes acepciones, que pueden inducir a la confusión; voy a utilizar para estos libros una acepción precisa, la mía, pero comentando las que sirven para llegar a la que yo utilizo. En general identifico estado con la estructura administrativa y jurídica de una sociedad soberana, descripción sencilla y fácil pero que requiere aclaraciones no sólo sobre el término Estado, sino sobre el términosociedad y sobre el término preciso soberanía, los tres factores de esta concepción. El Estado es la estructura operativa que sirve a la sociedad, subordinada a ella con lealtad y eficiencia, no oprimiéndola ni relegándola por intereses personales o sectoriales de los gobernantes. La Sociedad es el conjunto de los ciudadanos y sus estructuras más directas, como el hombre mismo y la familia y otras instituciones de sociedad civil, que directamente utiliza y donde retiene influencia directa bastante independiente de las presiones superiores por razones y objetivos colectivos; pero para el servicio objetivo de los ciudadanos, no como opresor de éstos. La Soberanía es el concepto al que aspiran los ciudadanos para constituir una unidad regida por un estado superior y diferente de otros conjuntos en las mismas circunstancias.


  Estos tres términos son necesarios para este trabajo, pero no es siempre fácil distinguir entre instituciones directas de la sociedad e instituciones estatales, ni es fácil la delimitación de conjuntos de ciudadanos que tienen o no carácter soberano, ni las estructuras del Estado, salvo teóricamente, para evitar la opresión de lo privado por lo público. Pero, aun con estas limitaciones, realidad viva de la humanidad, los tres son básicos para explicar de modo comprensible la estructura social en que vivimos.


  No se puede estudiar una reforma del Estado si no se sabe bien qué es o, por lo menos, cómo se lo considera subjetivamente. No es mi deseo, ni está en mi área de capacidad, teorizar sobre este concepto, aunque sí precisarlo como terminología utilizada. No se debe, ni debo, olvidar que el propósito de esta Colección es la reforma de la operatividad del Estado, no la de sus conceptos filosóficos fundamentales, aunque para ello se traten áreas no específicamente operativas públicas pero con ellas relacionadas, aún sin fronteras precisas.



  3. Estado, Estado de Derecho y ciencia del Estado


  El término «Estado» parece paralelo al de Renacimiento. Se dice que los Reyes Católicos construyeron el primer estado moderno, con visión conjunta orgánica de las instituciones de una unidad política soberana, y que España fue el primer país europeo con conciencia orgánica de Estado frente a la difusa de naciones, regiones y patrias que anteriormente se utilizaban, y que al ser la primera tuvo durante algún tiempo ventaja sobre las demás.


  El Estado también se interpreta con intención ideológica, como el conjunto de instituciones que utilizan las clases dominantes para ejercer más eficazmente su dominación, es decir como instrumento de opresión. Así ocurría en la lucha del monarca contra sus estamentos y en particular con la Nobleza y con la Iglesia, principal objetivo del estado - monarquía. Esta lucha ha ido variando a medida que lo ha hecho la humanidad, y al superar el concepto de súbdito para llegar al de ciudadano. El súbdito tenía derechos pero el ciudadano los tiene igualitarios, aunque en general dar todo no es dar nada, y si bien todos somos iguales, algunos son más iguales que otros, que es precisamente la situación actual en España y prácticamente en todas las naciones.


  El Estado de Derecho ha sido considerado como fórmula sugerida por la burguesía para mantener su superioridad y en algún momento protegerla, se la considera poder superior que inicialmente se atribuía a la monarquía, después se traspasó a la jefatura del Estado, con modalidades heterogéneas, con funciones, directas e indirectas, que se legitiman con subordinación al derecho aplicado, sin privilegios, de todos los participantes en una comunidad soberana. Hay que reconocer que los estados que más se han apoyado y aparentemente preocupado por el pueblo son los que más lo han discriminado y en los que las clases con poder real, las nomenclaturas, han sido más reducidas proporcionalmente. En una sociedad libre existen clases y personas con mucho más poder, fuerza y ventajas que el promedio; no es difícil que hasta un veinte por ciento de la totalidad, con permeabilidad y expectativas de pasar de bastante oprimido a relativamente opresor. En los regímenes aparentemente inspirados en la defensa del pueblo, los más iguales no llegan al uno por ciento del total de la población y sólo es posible acceder a ese status con servilismo y subordinación siempre poco digna. Lo hemos conocido en estos últimos setenta y cinco años, y desde el año ochenta y nueve, quedó claro lo que en realidad significaban los gobiernos del pueblo: opresión de la casi totalidad de sus ciudadanos.


  Cabe también considerar la ciencia del Estado como la del conjunto de mecanismos eficaces al servicio equitativo individual y colectivo de los ciudadanos de una comunidad soberana. Entre estos mecanismos, pero no el único, está el aparato operativo a que me refiero con preferencia.


  El Estado es una realidad compleja, susceptible de muchas interpretaciones y que exige un especial análisis con dos métodos concretos: el jurídico estático, inalterado en generaciones, y el dinámico, con movimiento, que facilita la modificación de instituciones vigentes y permite que se supriman o añadan otras. Por temperamento y por vocación acentúo esta última, admitiendo lo no modificable, que reconozco es indispensable para la estabilidad dinámica, pero limitándolo a áreas muy precisas.


  Ha habido fórmula estado en todos los niveles de sociedad, salvo en el prepolítico, familiar o tribal; por eso no aparece en los núcleos humanos independientes del Amazonas, Ártico u otros semejantes. El Estado implica organización, poco o mucho sofisticada, con dimensión suficiente, necesariamente amplia.


  A estrictos efectos de este libro, considero también Estado al conjunto de convenciones e instituciones para la convivencia en una sociedad soberana,cualquiera que sea su origen o justificación, entre ellas la institucionalización de la violencia, que permite a algunas personas coaccionar a otras para que la convivencia sea respetada, al aceptarse que sin autoridad no hay estabilidad social y que la autoridad sólo se puede mantener utilizando poder coactivo para hacer cumplir sus normas, habiendo quedado desacreditados los que mantenían que el hombre por sí sólo podría convivir sin necesidad de violencia; el hombre bueno en estado puro, sin que la civilización lo haya corrompido. Lo que se conoce confirma que alguna clase de pecado original introdujo genes negativos que conducen a utilizar mal el albedrío que distingue al hombre de otros seres vivientes. Por eso, son contrarias al derecho natural las fórmulas que eliminan la soberanía individual, aun reconociendo que muchas situaciones la dificultan y que en realidad nunca es completa.


  Todo Estado es instrumento para que las clases dominantes puedan seguir dominando, pero, ¿qué son clases dominantes? Los marxistas interpretan —sin mucho sentido— que están dominados aquellos que trabajan y hacen posible la creación de riqueza, en tanto que los demás son dominantes. La realidad no es así, en cualquier momento, el actual de España, sería difícil decidir quiénes son dominantes, incluso teóricamente, y quiénes son los que trabajan y los que no. ¿Dominan más los catalanes que los andaluces? ¿Dominan más los que tienen mayor poder económico o los que tienen mayor poder de seducción personal? Una nación es un proceso complejo, con interferencia e interrelación de poderes de muy diferente naturaleza, buscando cada uno estabilidad permanente y continuidad, pero siempre, salvo contadas excepciones, existe voluntad de dominar a otros.



  4. Reforma y modernización


  Cabe incluir en el Estado todo lo que se relaciona con el Derecho público. Es indudable su relación con la Ley, y se lo configura como conjunto de instituciones coordinadas por un conjunto de leyes. El Estado se apoya en la Ley que crea, interpreta y ejecuta como institución jurídica activa y pasiva. Ley, Derecho, normas que obligan a los ciudadanos, son clave de cualquier Estado, orientado por la Constitución, máxima ley o Carta Magna, que a veces ignoran los gobernantes a los que obliga.


  Un factor político actual es la separación absoluta de la Iglesia y el Estado, con origen en los criterios de la Constitución americana, como reacción a la situación de núcleos religiosos de diferente carácter que influyeron en la sociedad civil que dio lugar a los Estados Unidos y en especial a sus principios constitucionales. Tenía sentido y tiene justificación, pero ha llegado a una radical exacerbación. Se considera derecho constitucional la utilización libre de armas por los ciudadanos, con efectos de violencia, coacciones, muertes, criminalidad, etc., y en cambio se demoniza absolutamente la oración en las escuelas[3]. De un principio pragmático para el equilibrio social en un momento determinado, se ha llegado a un ideal radical de absoluta laicización social. Fue éste el objetivo que Manuel Azaña consideró necesario implantar en España, para lo que promovió acciones precipitadas, aun sin juzgar su objetivo, con las consecuencias que todos conocemos. En estos últimos años se observa una conspiración política y oficial promovida con discreción para evitar errores y defectos anteriores, pero con el mismo propósito sectario de eliminar toda presencia religiosa en la vida social que quizás tenga al ex-Ministro Maravall como principal protagonista con influencia que perdura. Se llega a decir que es más importante el arbitrario Día de la Constitución(nueva, con grandes defectos que se tendrán que subsanar y en modo alguno arraigada, ni entre los políticos), que una celebración que durante siglos ha sido nuestro símbolo, como la de la Inmaculada Concepción. Es una decisión de Gobierno contra lo que piensan o sienten gran mayoría de españoles, que simboliza la obligación que se imponen algunos gobernantes de civilizar a los ciudadanos, eliminando todo sentido de Dios y de los valores que de ello se derivan. Para mí y para otras muchas personas esto es un excelente caldo de cultivo para dos factores de la vida actual: hedonismo y corrupción, características de la actuación de un gobierno que ha querido educar a los españoles para el abandono de lo que había sido su herencia histórica nacional y de cualquier valor generoso. ¿Es anormal que sea también caldo de cultivo de una posible desintegración nacional?


  El interés de los ciudadanos exige separación entre la estructura de gobiernos e instituciones de carácter político y la estructura operativa estable oficial, o sea lo que se conoce por Administración Pública, que conviene esté protegida de vaivenes y decisiones de gobernantes centrales y territoriales que, sin conocimientos ni preparación, adoptan decisiones irregulares y normalmente aspiran a invadir el área oficial aunque sólo les corresponde orientarla. Un objetivo especial de las reformas que comento es proteger la estructura oficial de las invasiones y amenazas de la estructura política,evitando pueda ser manipulada y considerando principio de defensa del Estado la autonomía de su estructura operativa, que yo denomino oficial, para protegerla de invasiones externas (mercantil, mediática, eclesiástica), pero sobre todo de los políticos que al gobernarla buscan manipularla y aprovecharla para sus intereses venales o ideológicos.


  Para los fines de la sociedad, de todos y de cada uno, deben existir principios comunes en la gestión oficial, aunque ésta dependa y sea supervisada porgobernantes, pero evitando que utilicen su poder libremente, sin barreras para incrustar caprichosamente decisiones y, por ese conducto, apoderarse de lo oficial con fines personales, sectarios o partidistas, y en algunos casos tratar de esclavizar el conjunto de la sociedad como pretenden las dictaduras comunistas, pero también otros gobiernos con tendencia absolutista, como suelen ser los de contenido ideológico marxista o hegeliano, en que incluyo el gobierno socialista español.


  En un Estado o área territorial, organización y soberanía, existen por lo menos cuatro elementos: humano, geográfico, histórico e institucional, que influyen en su estabilidad y juegan con su evolución en luchas internas de poderes, regulares o fácticos, y en luchas externas con naciones rivales. Para evitarlo se establece una Constitución, ley madre o carta magna que regula el régimen jurídico y socio-político nacional. Mi padre se irritaba con la palabra Estado, e igualmente con la de Nación. Los medios anarquistas no admiten las realidades jurídicas impuestas en un momento determinado. Personalmente no llego a ello, pero tiendo a no admitir más autoridad y decisión que la de Dios para imponer una definición determinada de Estado, cualquiera que fuese.


  Considero otro objetivo principal en la reforma del Estado adaptar su estructura operativa en áreas concretas a necesidades y posibilidades tecnológicas actuales y de futuro, con métodos y sistemas que permitan aligerar burocracias, reducir costes dinosaúricos y, sobre todo, para que sus recursos sean suficientes para financiar prestaciones de solidaridad (incluso internacional) de los ciudadanos que no se adapten a la dureza o fracasen en el régimen conflictual competitivo, por otra parte indispensable para crear la riqueza que crecientemente es exigida por los que contemplan la televisión de los muy poderosos.


  Es necesaria la modernización del aparato para hacer efectivas y eficientes las estructuras operativas de una nación, obsoletas por el transcurso del tiempo, por nuevas implantaciones tecnológicas, o por desviaciones de diversa clase de sus gobernantes. Una reforma del Estado es necesaria, como lo fue la reforma de métodos de guerra en la época de Roma y de Napoleón. La modernización y adaptación del Estado es, además, forzosamente urgente.


  Las estructuras operativas públicas en España y en cada una de sus Comunidades Autónomas y Ayuntamientos deben mejorarse profundamente, del mismo modo que han necesitado mejorarse las estructuras de la empresa IBERIA y de otras muchas en todo el mundo. Conviene decidir si es mejor hacerlo con ruptura, inevitablemente coactiva, o estableciendo líneas orientadoras para una adaptación paulatina. Pero incluso decidida la mejor de estas dos fórmulas, es indispensable determinar cómo debe emprenderse una tarea tan magna y qué acciones corresponden cuando un excesivo lastre obligue a métodos quirúrgicos.


  Las reformas institucionales más limitadas o más amplias, se agravan con la complejidad de un Estado moderno. Para los gobernantes de España éstaserá la hora de la verdad, pero es una hora que no se sabe cuándo ha de llegar ni cómo ha de enfrentarse ni si ha de resolverse con acierto.



  5. Estado y soberanía


  Un Estado sólo existe cuando es soberana, o al menos semisoberana, la estructura geográfica que incluye. La globalización o universalización tiende a soberanías limitadas, con estructuras orgánicas como la Unión Europea, fórmula con antecedentes en áreas reducidas al formarse algunos estados nacionales.


  Hay conceptos que se mezclan en muchas mentes y en la mía misma, la diferencia entre Estado, Nación, País, Patria. Últimamente en España se utiliza el término «Estado», como conjunto de instituciones de diferentes naciones, deformándolo completamente, con actitud para algunosheterodoxa, pero en realidad simple expresión sectaria sin significado político, quizás no solamente error sino por una estupidez que conduce a la mentira y la opacidad.


  El término soberanía es amplio, discutido y discutible. Las unidades políticas aspiran a tenerla máxima, quieren luchar contra la de los demás y eliminar cualquier dependencia. En ocasiones es únicamente deseo de gobernantes para evitar límites por arriba, al tiempo que aspiran a destruirlos por abajo.


  Un estado soberano tiene absoluta (al menos aparente) autonomía decisoria. Han proliferado las soberanías después de la última Guerra Mundial, problema que la Edad Universal tendrá que afrontar, estableciendo diferencias entre la soberanía de una pequeña isla de veinte mil habitantes y la de Estados Unidos, Rusia o cualquier gran potencia. La interpretación actual, que se acepta por influencia de teóricos radicales, origina graves problemas que conducen a crisis, graves o no. Al fin del próximo siglo estas situaciones serán distintas a las actuales, volviéndose a una realidad real, sin demagogia irresponsable como la que ha dado a Ruanda máxima soberanía, despreocupándose de que esto originase millones de víctimas. Esta base de partida con principios falsos ha perjudicado, como siempre, a los ciudadanos, pero nada preocupa a sofistas sectarios que por un capricho para su vanidad están dispuestos a dañar o exterminar a millones de seres en los que nunca piensan.


  La soberanía política, indispensable para todo estudio y justificación del Estado puede tener diferentes interpretaciones aparentemente contradictorias, dos por lo menos en este momento.


  
    Soberanía clásica, donde coexiste la de un estado con la de otros estados o comunidades nacionales, incluso integradas en una cooperativa de soberanías, partícipe a su vez del conjunto mundial. Las Naciones Unidas se pueden considerar como «cooperativa mundial de soberanías».


    Soberanía social de núcleos con alguna homogeneidad, con la admisión de que todo conjunto, por limitado que sea, tiene derecho —o puede tenerlo— por conducto del sufragio, a exigir soberanía total, incluso en municipios o pequeñas agrupaciones humanas verticales o verticalizadas, aunque esto lleve a un proceso ilimitado e irreversible de desintegración. Será problema del próximo siglo regular la soberanía y los requisitos para modificarla, si se admite que cada núcleo humano puede cambiarla casi en cualquier momento por su puro deseo, con situación permanente de inestabilidad, o si por el contrario se establecen normas inamovibles internamente; a esto se tiende ahora. Se pretende incluso no sólo el derecho a crear una nueva soberanía sino a que ésta adquiera carácter definitivo para el futuro, inexpugnable a nuevos cambios. El País Vasco aspira a una completa soberanía por estimar que la de España procede de la coacción, cuando en realidad toda soberanía tiene el mismo origen y sin ella no puede subsistir, y la que los abertzales proponen exigiría una coacción muy superior.

  


  El concepto clásico de soberanía, su creación y modificación, se opone a la interpretación de liberales radicales que defienden que todo el mundo tiene derecho con sufragio a decidir la soberanía en todo momento, semilla de fricciones, conflictos y guerras que son civiles, y sobre todo de abusos de políticos populistas o de radicales con capacidad para arrastrar a los ciudadanos y hacerles decidir lo que realmente no les conviene y cuyo alcance desconocen. El ejemplo de Yugoslavia y Serbia es revelador.


  La globalización interrelaciona países y ciudadanos que antes se ignoraban, y agudiza conflictos, dudas y diferencias, con aspiración soberana, a veces contradictoria, de regiones naturales o artificiales, ciudades, grupos étnicos, mujeres, homosexuales, ecologistas y cualquier movimiento radical con algún arraigo o que recibe ayuda en los medios. La soberanía, antes concepto aceptablemente claro, ha pasado a ser complejo y difuso, incluso latransformation of sovereignty ha sido el título de la reunión anual 1994 de la American Society of International Law. Es probable que algunas naciones pierdan su soberanía y que ésta sólo exista completa en conjuntos de ellas, con estructura piramidal, como se intenta en Europa, lo que lleva a la casi desaparición de la soberanía de las naciones. El derecho a soberanía de cada grupo que lo decida mayoritariamente haría inviable tanto la coexistencia entre naciones como la existencia de un derecho internacional estable.



  6. Soberanía y democracia


  El término sociedad se identifica con el conjunto de ciudadanos, estructuras, asociaciones y organizaciones internas, a que debe servir el Estado. Es su base, su justificación y su materia prima. La sociedad son los hombres y mujeres que viven, crean familias, se enfrentan unos con otros, necesitan protección y se sienten unidos por un vínculo que no siempre comprenden, el de la conexión histórica, cultural, geográfica y religiosa.


  Las estructuras de poder político olvidan con frecuencia su justificación institucional y creen que su principal objetivo es su propio poder, olvidando a lasociedad, que pasa a ser un simple instrumento al que hay que convencer en algún corto período (el electoral) y que en otros se puede explotar, aunque convenga hacerlo prudentemente para evitar rebeliones crecientes o movimientos hostiles arrolladores.


  El Estado en sus dos versiones: política y administrativa, está al servicio de la sociedad, no a la inversa, como inevitablemente tienden a creer los que ostentan el poder, en especial si lo conservan por tiempo prolongado. Excede de este libro el análisis de los vehículos que tiene la sociedad para influir en el Estado, y para que se reconozca que es ella la que manda y no a la inversa. En teoría, a través del Parlamento, órgano tanto legislativo como de designación de gobernantes, aunque la realidad no es casi nunca así, pues son los partidos políticos los instrumentos decisivos. Junto a este poder teórico social parlamentario existe otro más difuso que es la llamada «sociedad civil», o sea, áreas de vida social con posibilidad de influencia directa frente a la indirecta de los parlamentos.


  Ha habido períodos en la historia en que la sociedad ha tenido gran protagonismo en la vida pública, en otros ha estado dominada, pero casi nunca su presencia ha sido masivamente inorgánica. Generalmente se ha canalizado a instituciones que de modo implícito o explícito representan parte de ella. Así ha ocurrido con estamentos sociales de diferente naturaleza y contradictorios entre sí: nobleza, fundaciones religiosas, asociaciones o incluso clubs, que enriquecen la estructura general. Pero en muchos países se ha querido que el Estado sea todo, que relegue a la sociedad y que incluso se considerebueno todo lo oficial y malo todo lo libre que procede de la sociedad.


  Aunque la sociedad es más que la sociedad civil, ésta en cierto modo la representa, con instituciones muy diversas en que los ciudadanos o algunos de ellos tienen influencia más directa y, de ese modo, posibilidad de hacer escuchar su voz frente a la estructura política y a la estructura oficial.


  En cualquier caso, el éxito de una nación procede de la armonía o equilibrio entre sociedad y estado. La historia demuestra que las naciones que la han alcanzado son las que más triunfos y estabilidad han conseguido dentro de la humanidad y mejor han justificado su derecho a la soberanía.


  La democracia es uno de los términos que más se desnaturaliza y se interpreta erróneamente al hablar de la sociedad, queriendo todo el mundo utilizarlo para sus propios intereses o sectarismos.


  Se habla de la democracia popular, que en el fondo es la dictadura de unos cuantos en nombre del pueblo, o que han llegado al poder con alguna participación, no siempre grande, del pueblo.


  También se habla de democracia orgánica, que se ha utilizado para estructuras preparadas desde la cúpula, con apariencia de participación popular. Esta desnaturalización del término no debe hacer olvidar que todo el sistema parlamentario no puede tener éxito por sí solo cuando es absolutamente inorgánico, sino cuando se apoya en una estructura social, una fuerte sociedad civil, o de sociedades intermedias, como defendía a principios de siglo, con gran previsión de futuro, aunque también inspiración de pasado, el carlista Juan Vázquez de Mella. Ahora se comienza a hablar de democracia participativa, o cualquier otra denominación, siempre relacionada con el movimiento actual de la sociedad civil, tan opuesto a los que quieren poder absoluto.


  La estructura política que da al Estado poderes absolutos, quitándoselos a la propia sociedad, o a un grupo de personas, o a un parlamento, acaba derivando en absolutismo y prepotencia. La técnica de las constituciones y sistemas parlamentarios trata de evitarlo y permite una floración orgánica de fuerzas con influjo directo de los ciudadanos, y entramado profundo que representa un obstáculo, una fuerza o «anti-poder político».


  Podría distinguirse entre democracia absoluta y democracia institucional. La absoluta propone elegir parlamentos y que éstos elijan gobiernos, y en realidad elegir partidos políticos que a su vez elijan parlamento y gobierno. La democracia institucional, junto a una legitimación de acceso al poder, mantiene la fuerza y la influencia de la serie de estructuras civiles que participan en la nación y la realidad pragmática del poder político, humanizándolo, dificultando su prepotencia e impidiendo el absolutismo. El final de gobierno del PSOE en España sirve como ejemplo de la vocación prepotente y absolutista de los partidos políticos con amplia mayoría, que no saben perder su predominio absoluto y tratan de sobrevivir hasta morir como Sansón en el templo con todos sus filisteos.



  7. Conflicto y sociedad actual


  Siempre ha sido conflictual la sociedad de los hombres, pero ahora se agudiza y sirve para su globalización y su perfeccionamiento y mejora. Doña necesidad es madre y fuente del progreso, del crecimiento, de la mejora en los conocimientos; y esa doña surge del conflicto, del riesgo, de la posibilidad de pérdida o de mejora; y desaparece cuando sólo existe comodidad y estabilidad protegida por coacción indiscriminada. Lo que podría haber de conflictualidad y de crecimiento o mejora era muy lento hace miles de años, menos lento en las últimas cuarenta generaciones, muy rápido en las últimas cuatro y agudísimamente rápido en el momento actual. El conflicto es inevitable, pero no es lo mismo que se tenga que resolver de modo inmediato o que se pueda hacerlo paulatinamente. La velocidad de conflicto y cambio es una de las circunstancias de la sociedad occidental, sobre todo de la universal, cuya permanente fricción la ha hecho progresar y la ha llevado a horizontes más amplios, entre otros a la desaparición de fronteras, a la comunicación de unos pueblos con otros, y al conocimiento por todos los pueblos de todo lo que ocurre en todo momento, característica básica de este momento histórico. Si aceptamos sus ventajas también estamos obligados a aceptar sus inconvenientes, y quizás el más grave y aun no bien analizado es el de su velocidad de modificación, que lleva a los hombres a dificultades permanentes para adaptarse a la transformación.


  La conflictualidad existe en lo político, con fricciones en las elecciones, de diferentes personas buscando diferentes objetivos. Un régimen parlamentario con elecciones frecuentes, algunas veces ultrafrecuentes, origina que existan demasiados períodos en que todo objetivo de futuro se subordine a esta conflictualidad, sin reconocimiento de intereses, ni de cualidades, ni de aspectos positivos de los adversarios y con exaltación sólo de lo propio y del éxito final. Esto hace perder interés y desenfoca la mejora de la vida colectiva ante el objetivo inmediato de triunfo o éxito de determinadas personas para adquirir el derecho o el privilegio a la «patente de gobernantes».


  La conflictualidad en lo económico aspira a la libre competencia para distribución y venta de productos y servicios, obligando permanentemente a ser mejor que los demás, a tener ideas mejores que ellos, a entrar a ser posible en su terreno y a reducir la capacidad adversaria de distribución y de venta. La competencia económica es instrumento de mejora colectiva, pero induce a tensión permanente extraordinaria y, sobre todo, y esto debe destacarse,no permite estabilidad en el empleo, imposible si al mismo tiempo se obliga a las empresas a continua inestabilidad en su propia existencia, cuando no aciertan en las decisiones que están obligadas a adoptar con riesgo.


  La conflictualidad entre las naciones trata de conseguir mejor posición en el ranking o el status de las soberanías nacionales, para adquirir un liderazgo que puede ser coactivo o violento en unos casos, o simplemente económico, y como consecuencia proporcionar mejores o peores servicios para sus ciudadanos.


  La conflictualidad surge en lo jurídico para dirimir diferencias de concepto o de intereses, de derechos entre diversas personas entre sí o de alguna o varias de ellas con la comunidad. Se amplía con la tendencia a la privatización, interpretada en un sentido lato, porque no puede haber verdadera libertad y capacidad de decisión sin responsabilidad y esto lleva a la permanente fricción entre las diversas personas con posibilidad de decidir. La conflictualidad laboral no es sólo de empleados con empleadores, públicos o privados, sino de trabajadores entre sí, en sus derechos, en la invasión de sus respectivas áreas operacionales. Disminuye con un sistema de estabilidad que concede derechos protegidos y reconocidos; pero esto es contrario a que las empresas tengan que luchar por su supervivencia y los trabajadores por los puestos de trabajo. Los conflictos se acentúan de modo vertiginoso para resolverse o en el ámbito de la justicia, o en el de la fricción, o incluso en el de la violencia. También esto acentúa los abusos en empresas e instituciones, no ya en lo económico laboral, como en las fábricas textiles de Inglaterra, sino por acoso sexual, por diferencia de opinión y concepciones ideológicas, por razones étnicas, por actitudes religiosas a que puede estar sometido un trabajador en su dependencia de terceros, públicos o privados. Los abusos aumentan con la libertad individual sin protecciones o defensas colectivas y requerirán más actuación judicial que resuelva las reclamaciones o incidencias por esas causas.


  A todas las anteriores se une la conflictualidad familiar. El matrimonio se ha concebido como vínculo estable en casi todas las civilizaciones, pero ahora se llega a lo contrario, no se aceptan obligaciones permanentes, se exige que sean fáciles de romper, con mayor posibilidad de conflicto.


  La sociedad clásica se basaba en la estabilidad, en la norma jerárquica, la sociedad universal parece se basará en la conflictualidad, hecho con que hay que contar para juzgarla, ya que a ella debe servir el Estado, con mayor necesidad de definir e incluso de describir que en anteriores situaciones de la humanidad.



  8. Modernización operativa


  Es conveniente para el futuro de muchos países, y en concreto el de España, una estructura operativa oficial eficiente, ágil, fuerte y con suficiente autonomía para no ser juguete de políticos y gobernantes, que sirva no solamente para ofrecer resistencia a los invasores ilegítimos de su poder, militares o de otra clase, sino también para convertirse en bastión frente al despotismo de los gobernantes legítimos y su invasión de esferas que les son ajenas. Las naciones anglosajonas, con sociedad civil fuerte en general y estructura operativa estable y aceptable, han dejado a los políticos gobernantes en el lugar que les corresponde, y de ahí su éxito; pero, ¿será fácil que políticos con hambre de poder, con necesidad de disfrutar de sus prebendas y de la más importante, que es el abuso de su posición, toleren alguna limitación en las funciones que ocupan?


  Para lograr agilidad y eficacia es necesario modernizar el Estado, concepto que se está introduciendo y extendiendo en esta última década. Los mecanismos del Estado por su propia naturaleza tienden a ser rígidos, pero en estas décadas se han producido cambios profundos, en general de origen tecnológico, pero también sociológico que exigen modificar estructuras para la ordenación de funciones, que en épocas anteriores se gestionaban con mecanismos que aún subsisten pero que han quedado obsoletos y sin contenido real.


  Es necesario cambiar sistemas operativos, modernizar el Estado si así se denomina, no ya por razones de su poca adaptación a nuevas situaciones sino por la tensión que produce la competitividad. La anterior sociedad occidental estaba en gran parte basada en el equilibrio y la estabilidad institucional; la actual lo está en la permanente convicción de que el conflicto es el mejor método para resolver problemas.


  Una sociedad conflictual y competitiva tiene permanentemente que modificar estructuras operativas, como ocurre con las empresas de cierta dimensión. Las empresas que la tienen reducida, la micro o la mini, son por naturaleza ágiles para el cambio, lo necesitan para sobrevivir, por eso en el próximo futuro recuperarán importancia frente a la estabilidad rígida de las macro empresas, que creían su propia dimensión suficiente para triunfar. Es uno de los problemas del mundo universalizado en que triunfan los tigres asiáticos.


  Cualesquiera que sean las razones, el Estado se debe modernizar, y esto necesita hacerse con reflexión actual de lo que existe, de cuáles son sus instituciones reales, para qué sirven y cómo adaptarlas mejor a los ciudadanos. Puede haber reforma paulatina, o ruptura y revolución, pero en cualquier caso la reforma es necesaria.


  Para la modernización del Estado son importantes las enseñanzas y la aportación cultural (si así se califica), de López de Arriortúa, el primero que utilizó masivamente, no me atrevo a decir que descubrió, métodos para reducir costes en las grandes empresas, al considerar que el equilibrio de un contrato con un proveedor dependía no sólo de la eficiencia en la prestación de sus servicios sino de su coste mínimo y que en las relaciones proveedor-empresa industrial se produce normalmente una excesiva influencia del proveedor más ágil y con interés económico más directo que trata de lograr su beneficio, no con propia mejora sino por relaciones públicas con la empresa a la que provee y sus dirigentes, algo que si continua con comodidad y rutina afecta a la competitividad de la gran empresa industrial.


  En el Estado pasa lo mismo con mucho más impacto. La relación proveedor-empresa industrial es más fácilmente modificable que la relación de la nación con sus proveedores de servicios públicos, o sea, con los diferentes organismos de la Administración Pública que tienden a la rigidez y endogamia de funcionarios, con presupuestos en permanente continuismo de crecimiento no analizado. Esto ha sido soportable durante los últimos años del Estado moderno, pero no en el momento actual, en que no es posible que un aparato estatal cumpla su misión para sus ciudadanos si no procede a un análisis profundo de cómo tiene que modernizarse.


  No debe aspirarse a la modernización por la modernización, por pensar que todo lo antiguo es malo y lo nuevo bueno, sino por considerarlo necesidad vital, como han tenido en cuenta las grandes empresas industriales al analizar aisladamente todas sus estructuras, a fin de buscar equilibrio en sus resultados patrimoniales para continuar sus operaciones y no transformarse en dinosaurio a extinguir.



  9. Ley, transparencia, mentira y libertad


  Un objetivo básico irrenunciable, con frecuencia relegado, de toda institución política soberana y del poder que de ella emana, es la protección de la libertad y la equidad, con y entre ciudadanos. No es siempre posible; políticos y gobernantes ofrecen fórmulas taumatúrgicas, normalmente contradictorias y perjudiciales. Quiero señalar mi posición:


  
    La Ley, el Derecho, el Estado de Derecho, son vías para proteger a los ciudadanos cuando tratan a todos de modo homogéneo, algunas veces no igual. La calidad de un Estado depende del grado de la aplicación objetiva y efectiva de la Ley. De ahí la importancia de la estructura judicial, el Poder Judicial, instrumento público de aplicación de la Ley, cuya transformación es necesaria para autonomizarlo, con disgusto de gobernantes que no desean ninguna estructura fuera de su poder de decisión y tratan de oponerse a una judicatura independiente, autónoma y completa; la única que ofrece defensa final para los ciudadanos.


    La transparencia perjudica a los que disfrutan de alguna clase de poder, legítimo o ilegítimo. El objetivo de transparencia es también irrenunciable, pero permanentemente se conculca por los gobernantes, a veces en forma agresiva, pues aspiran a mantener su poder ocultando parte de lo que piensan, de lo que hacen y de la realidad objetiva. Los problemas y posibilidades de corrupción desaparecerían en parte con efectiva transparencia.


    La estabilidad del aparato público operativo, es conveniente para que la comunidad tenga aceptable autonomía equilibrada, que no dependa de modas entre ciudadanos, que deciden o eligen sin conocer suficientemente la realidad. Han conseguido éxito las naciones que han mantenido continuidad frente a las dominadas por el «derecho atribuido a cada nueva gerencia política de volver un país del revés».

  


  Estos principios protegen la libertad ciudadana, que en general no es la exagerada que solicitan los radicales, aunque luego no la respeten si llegan al poder. El ejemplo de Robespierre no puede olvidarse.


  La libertad no es real si no se apoya en la verdad, pero desafortunadamente la mentira es realidad en la vida privada y en la vida pública. Un régimen político, un aparato oficial, es tanto más legítimo y más útil para la comunidad cuanto más ofrezca la verdad de su situación y tenga actuación transparente. Las dictaduras tiránicas se apoyan siempre en la mentira, que impulsan con propaganda, desnaturalizando los hechos con interpretaciones convenientes para los que mandan. La propaganda induce a la mentira, aspira a desinformar, y mucho más en lo público. El monopolio, o casi monopolio de los medios, prensa, radio y televisión, emana en gran parte de que tienen poder, con fuerza especial para la desinformación, gran arma de los gobernantes para continuarse, aunque pierdan influencia real frente a los ciudadanos. Por eso, los gobernantes en general -las excepciones son poco frecuentes- combaten, nunca abiertamente, la transparencia, y aspiran (tampoco nunca abiertamente) a la opacidad, por la ventaja que da la exclusiva en el conocimiento de ciertos hechos que los demás ignoran. La fuerza coactiva es un instrumento de dominación, pero mucho más aún lo es la mentira, directa o indirecta.



  10. Resistencia al cambio


  La evolución científica, tecnológica y sociológica hace imposible la continuidad rutinaria, pero la resistencia al cambio, siempre con riesgo, de la mayor parte de los humanos, mantiene situaciones inadecuadas con justificaciones de diversa naturaleza, especialmente endogámicas, para no afrontar la realidad sino ocultarla o negarla. Es la situación actual en España, en que es necesario e inevitable el cambio, la reforma, pero para lo que nadie se prepara, con falta de sensibilidad para este fenómeno. La preocupación gira sobre cambios intranscendentes para el común, pero en general convenientes para personas de la familia y núcleos de amigos o simpatizantes de algo. Por eso, ese reformismo operativo a que dedico mis trabajos; aunque aparentemente fracasen acabarán teniendo impacto en el futuro. Sin alguna clase de reforma la sociedad española no estará adecuadamente protegida; el Estado que la gestiona no debe dedicar sus mejores energías a que todo continúe cómodamente para sus servidores directos, políticos gobernantes y funcionarios o empleados públicos. ¿Será esto sueño o realidad?


  Capítulo 2: Poder responsable y ético


  1. El poder como poder


  Cualquier estructura colectiva, fuera o dentro del sector público, es, sobre todo, una cadena de poderes que obligan a su estudio en la vida social, comocapacidad de exigir obediencia a otras personas, instituciones, o a una colectividad nacional. La política es el arte del poder, aunque éste exista en todas las estructuras humanas y sea el fenómeno más fascinante de la vida del hombre libre. Es la consecuencia de su albedrío; sólo con él se entiende o en alguna parte se explica la vida social, cuya evolución de él depende.


  El poder es múltiple, con diferentes variedades y fórmulas; no es unitario, pero se manifiesta de modo preciso y concreto. Se ejerce de forma explícita, directa y coactiva, o de modo indirecto. Ofrece varias interpretaciones, la mía es: posibilidad efectiva de mandar sobre otras personas o patrimonios y de influir en decisiones colectivas.


  A veces, en un conjunto social, incluso familiar, ejerce el poder no el que lo parece, ni al que objetivamente corresponde, ni siquiera el que lo manifiesta de modo ostentoso. Todos tenemos algún poder, siempre hay alguien o algo en que mandar y en que influir. Muy pocas personas carecen de él absolutamente; estando sometidas a toda clase de exigencias, sin que en cambio las ejerzan sobre otros, ni siquiera es probable en situación de esclavitud, en una prisión o en un campo de concentración.


  El poder es un fenómeno universal; quizás el más relevante, influyente, estudiado y desconocido de todos los que mueven la sociedad humana. Aparece en las estructuras coactivas, en las eclesiásticas y no cabe analizar un operativo colectivo sin comentar sus relaciones de poder. Por eso, trataré de hacer referencia a sus varias situaciones, oficiales y tácticas, y también a la influencia del miedo como factor de poder, directamente en unos casos e indirectamente en otros, ante una represión implícita o explícita. El caso ETA, en áreas rurales del País Vasco, es un ejemplo que interesaría analizarcientíficamente. Poder y capacidad de represión física siempre se mezclan, ya que en realidad el poder, salvo el que viene de Dios, es de origen coactivo.


  En la vida social aparece el poder regular, dentro de los cauces constitucionales y jurídicos, pero también y con fuerza casi siempre incontenible, el poder fáctico, una de las bestias negras de las naciones, con problemas y realidades que afectan al poder civil que, al ser muy diverso, ofrece diferentes líneas de acción que tratan de influir en las estructuras políticas y oficiales y a veces alteran lo regular y crean graves conflictos. Otro fenómeno frecuente es que la estructura política aspira al poder ilimitado sobre la estructura oficial y ésta y la anterior al poder poderoso sobre la estructura civil y en la mercantil.


  Los políticos buscan y aspiran poseer el poder omnímodo, sin límite ni responsabilidad, les estorba el de la sociedad civil, que creen inferior y al que tienden a calificar de fáctico en cuanto obstaculiza su despotismo absoluto. Con justificaciones de muy distinto género, normalmente contrarias a lo que parecen, se ha llegado a dictaduras con poder absoluto, de que son ejemplo Stalin y Hitler. Pero también a otras de características menos acusadas y de maldad menos refinada. El poder del que se abusa con despotismo ha podido ser ilustrado y hasta ha resultado conveniente y satisfactorio, pues no siempre es negativo alguna clase de abuso de poder, que en muchas ocasiones es un freno efectivo para el absolutismo político o administrativo.


  Las relaciones internacionales ofrecen siempre conflictos de poder, y al ser más densas en la Edad Universal que en las anteriores serán importante hervidero de influencias contradictorias de diversas clases.


  De los innumerables conflictos que pueden existir interesan más en esta Colección los que se producen por fricción entre la estructura política y la estructura oficial, en especial de gobernantes que tratan de incorporar la oficial a sus áreas personales de influencia y de funcionarios que buscan un poder que supere al de los políticos, y por supuesto al del resto de la sociedad.



  2. Actitudes ante el poder


  El poder es una realidad con diferentes facetas para diferentes clases de personas:


  Para los filósofos es la situación de superioridad de un hombre o un grupo de hombres sobre otros. Se aspira a que esta superioridad no exista, a que el poder sea igualitario y nadie pueda ser dominado o explotado por otros hombres, falsa utopía pues la dependencia es cruda realidad que siempre de algún modo existe.


  Para los políticos es la posibilidad de introducir ideas, criterios y acciones en la colectividad, aparentemente para beneficiarla, aunque con frecuencia para decidir o influir en interés propio del que lo ostenta, directo o indirecto, más que en el colectivo. Se justifica el poder político en esa apariencia, pero sirve principalmente, por poco o por mucho, con buena o mala intención, para oprimir a los ciudadanos.


  Para los sociólogos es una realidad en la vida de relación de los hombres, unos con posibilidad de mando y otros con necesidad de obediencia, no de modo unitario y absoluto, sino subjetivo, y en bastantes ocasiones contradictorio. La vida social es permanente conflicto de antagonismos, difusos o concretos, implícitos o explícitos.


  Podría añadir lo que es el poder para los pueblos, para los historiadores, para los oprimidos y para los que abusan de él irregularmente. Todas son interpretaciones subjetivas de un concepto clave de la vida humana de cualquier clase y en cualquier momento y etapa, que muchos han sabido utilizar para fines específicos en períodos concretos de la historia. Para mí al menos, el poder, derecho y obligación de ejercerlo, viene de Dios, es una facultad humana, como la capacidad de expresarse oralmente o la de distinguir entre el bien y el mal que siempre ha aparecido en la humanidad. Se ejerce por hombres y mujeres, o por algunos de ellos, en unos casos para su propia mejora y en otros para equilibrio social. Pero esta realidad, tan importante a veces, no procede de la esencia del poder sino de su utilización. El poder se da naturalmente, con esfuerzo honesto y no honesto, con mérito o sin mérito, con o sin explicación lógica, a quien lo merece y a quien no lo merece.


  El poder constituye uno de los misterios de la vida del hombre, de su existencia; es su misterio profundo, porque si toda nuestra vida es misterio, dentro de ella el mayor es el hombre en sí mismo. Recuerdo una frase utilizada como ejemplo gramatical: «quise a un hombre conocer, conocer difícil cosa, cosa que no pudo ser». Tenemos en nuestro cerebro ese conjunto de chips que poco a poco la ciencia va descubriendo, uno que distingue lo bueno de lo malo; otro, para influir sobre los demás; y, también, otro para abusar de esa influencia. Así es el mundo que tenemos que afrontar, en el que tenemos que vivir y en el que tenemos que luchar.



  3. Áreas de poder frente a terceros


  Poder es capacidad de decisión, por eso hay poder frente a uno mismo, capacidad de reflexión, capacidad de contención, de resistir la tentación de aquello a que de modo instintivo nos inclinamos.


  Se tiene poder frente a otros. Dentro de la familia, el padre o la madre respecto a los demás, pero también en ocasiones un hermano o hermana frente al conjunto; como casos de familias destrozadas por algún problema en que un hijo o hija, aun no correspondiéndole por edad, acaba tomando las riendas y dirigiéndola, no sólo en lo económico. El poder en la familia, célula básica de la vida social, es muy delicado en su enjuiciamiento y normas colectivas. Su tratamiento externo es difícil, pues por una parte hay que proteger contra su abuso y por otra, evitar interferencias del exterior, como recoge el aforismo: «entre marido y mujer nadie se debe meter». Uno de los peligros muy probables del próximo siglo es que por radicalismos frívolos o sectarios se debilite el poder familiar y con ello su fuerza en la vida social.


  Hay poder para orientar o decidir en terceros, si bien entre poder e influencia hay diferencia, no fácil de separar y matizar. Hay personas en toda civilización y país con excepcional importancia social por su consejo, por su ejemplo, o simplemente por el temor que de algún modo pueden inspirar, aunque carezcan de cualquier clase de poder jurídico o coactivo.


  Hay poder en la empresa, que puede ser omnímodo jerárquico, de un número uno, absoluto pero con límites concretos de alguna clase, o poder concreto en alguno de sus sectores, área geográfica, o clase de actividad. La empresa es precisamente y sobre todo una estructura de poder orgánico, que essuperior cuando puede perjudicar a quienes no lo acepten, e inferior cuando simplemente da derecho a opinar pero sin imponer. Los proyectos de poder compartido o participativo han mostrado ser consideraciones teóricas más que representativas de realidad. Es discutible cómo se adquiere ese poder, que siempre existe; y cómo se pierde, o cómo no se sabe utilizar, y cómo surge la anarquía de poder, uno de los grandes problemas en cualquier empresa o institución y por supuesto en una nación.


  Hay poder en la Iglesia y la estructura eclesiástica, que influye en hombres y mujeres con su miedo a la muerte y al más allá, y con la majestad de su representación divina, bien o mal utilizada frente a sus fieles. Este poder ha sido potente, y lo sigue siendo en gran parte por influencia de la austeridad, del esfuerzo generoso personal y de la humildad; es el más sacrificado de todos los poderes, y de ahí su fuerza, pues siempre manda más el que más sirve.


  Hay poder en la Administración de la Justicia, en algún modo semejante al eclesiástico, con capacidad de decisión, que suprime y otorga libertad o prisión y que dirime en una discrepancia.


  Hay poder en los intelectuales de cualquier clase, no sólo por lo que dicen y enseñan sino por su propio prestigio e imagen, y también por lo que arrastran y seducen y por su facilidad para el sofisma.


  Pero, sobre todo, hay poder en el área pública. El Gobierno es una estructura de poder no siempre precisa. Un ejemplo son las relaciones del Presidente del Gobierno con el Jefe del Estado, de muy diferente naturaleza, como en Francia y Portugal, y hasta en Inglaterra y España, con matices propios en cada una de las que conocemos. Pero el poder no sólo aparece en el Jefe del Gobierno o en el Jefe del Estado, sino que se multiplica en los poderes sectoriales y funcionales y los descentralizados geográficamente. Algunas estructuras políticas de naciones conducen a dictadura de poder, renovada temporalmente en elecciones.


  La sociedad competitiva, la sociedad conflictual, auténticamente abierta, en tanto se mantenga en esa condición, variará la estructura del poder político; será más difícil un poder omnímodo como el de los regímenes comunistas o dictatoriales, pero también como el que existe en Francia y en otros países. La transformación del poder y sus mecanismos ha de ser factor esencial en la evolución del próximo siglo. La acción directa o indirecta de los ciudadanos o de estructuras institucionales que compiten con las políticas y las oficiales adquieren protagonismo en la sociedad mediática, como en épocas anteriores ocurría con la sociedad coactiva. El poder futuro podría derivar principalmente de estructuras mediáticas o mercantiles, lo que en algún momento aconsejará volver al poder religioso, sin el que no cabe equilibrio permanente político e institucional, y único método de defenderse de los poderes, en parte irregulares, de los medios y del capitalismo mercantil.


  Una nación o estructura geográfica limitada tendrá que compartir en el próximo siglo áreas de poder con otras de su misma naturaleza y con el conjunto de estructuras más o menos piramidales de la humanidad del futuro. Estamos observando ingerencias, en mi opinión justificadas y deseables, en Haití, y nos parecen necesarias en Bosnia, sintiéndose la necesidad de compartir responsabilidad y poder entre naciones de un mismo núcleo, e incluso entre todas las del mundo. Serán incógnita las fricciones y enfrentamientos entre el poder público en sus diferentes manifestaciones y el poder privado y no público, incluyendo las que comienzan a observarse en nuestra humanidad actual, con incursiones en lo político y lo oficial, de poderes delictivos como la Mafia y con la dignificación de manifestaciones violentas como el terrorismo; no sólo incidencias sino realidades permanentes en la variada estructura de nuestra sociedad.



  4. Poder político


  El poder es o completo, o compartido, o dependiente, y también a veces no sólo absoluto sino absolutista. El absoluto tiene posibilidad de ejercerse con prudencia; el absolutista se ejerce sin limitaciones éticas ni morales, ni de respeto a los demás. El poder abusa de modo natural, con ello hay que contar, pues escandalizarse sería ingenuo o hipócrita.


  El padre de todos los poderes es el político y, por lo tanto, es el más sujeto a fórmulas de abuso, y a pesar de su necesidad puede ser el más perjudicial para los ciudadanos. Se aspira a libertad sin límites, también a poder prepotente, que se considera patente de corso de quienes lo ocupan, aun dentro de la legalidad, la Constitución y sus complementos. Algunos pensamos que el poder nunca estará legitimado si no se utiliza en beneficio de la colectividad, pero es desviación aceptada, sin protesta social, que los gobernantes, generales o de áreas limitadas, lo aprovechen para su propio beneficio o el de su familia, amigos o correligionarios. En cualquier período o país de la historia los principales titulares del poder político no hereditario han incrementado normalmente su propio poder social y económico. Hay pocas excepciones.


  No trata este capítulo de la filosofía del poder, su derecho natural, sino pragmáticamente, del poder social que se ostenta frente a terceros, no del poder que se tiene sobre uno mismo o en la familia, ambos casos protagonistas de la humanidad, pero ajenos a mi propósito en este momento. En especial, me referiré al poder y abuso de los gestores públicos permanentes en sus niveles alto y bajo, que puede convertirlos en tiranos o tiranuelos para los ciudadanos, incluso con actuaciones delictivas en su beneficio directo o indirecto, conducta que se agrava si está ejercida por gobernantes sin conocimientos ni capacidad para la gestión pública.


  El poder es un don de Dios, que se da a los hombres y que los distingue de otros vertebrados, aunque a algunos humanos sólo les llegue en áreas muy concretas. No se entiende la vida social sin profundizar en su abuso, principal objetivo de los humanos que no llegan a un nivel de santidad, o sea, prácticamente de todos ellos. Al analizar la naturaleza humana se advierte que el poder solamente satisface y llega a interesar vitalmente en cuanto permite extralimitarse, abusar de la función para que está creado, o que ha sido donado al nacer a cada hombre o mujer. Me decía, hace bastantes años un amigo andaluz muy inteligente: Ignacio, si no es para abusar, para qué queremos la riqueza, todo eso del "uso" son zarandajas, lo que satisface es oprimir a alguien en algún momento y conseguir lo que se quiera aunque no se deba. Su razonamiento en aquel momento me divirtió, pero después me ha parecido de extraordinario valor social que sólo puede expresar con naturalidad un andaluz desposeído de toda clase de complejos.



  5. Abuso de poder


  Poder y abuso están entrelazados; a veces no se distinguen entre sí y forman un mismo hecho social. Poder abusar, el poder de abusar, es consecuencia de ese gran misterio del libre albedrío, de la capacidad de desviarse de lo correcto, que también tenemos todos impresa en nuestro cerebro, al mismo tiempo en que, salvo rarísimas excepciones, somos capaces de distinguir entre bien y mal.


  El poder sin abuso es una utopía. Existe abuso en la familia, todo pater o mater sirve a los demás, se sacrifica, pero también, en algunos casos, abusa, de algún modo, psicológicamente, sexualmente, económicamente. Se radicaliza la crítica al abuso en la familia, sin pensar que el abuso forma parte de ella y que se ha creado regulándolo en lo posible. El poder se discute entre marido y mujer, a veces con suegros o con hijos, pero procede de las propias situaciones de nuestra humanidad.


  Hay abuso en el poder político o en el poder de los políticos cuando llegan a gobernar, y hasta cuando están en la oposición. A los allegados de cualquier persona con posición de gobierno les satisfacen las posibilidades de beneficiar, de mejorar de algún modo. Se llega incluso a olvidar la justificación del poder político, precisamente la de servir; en estos años, y siempre, ha sido así. Poco antes de mi nacimiento, mi padre publicó una comedieta que no llegó a representarse que se titulaba "Papá ministro", sátira humorística de lo que deseaban en aquella época las familias de los gobernantes. Ahora podría repetirse con pocas diferencias de situación. Pero, del mismo modo que evitar el abuso en la familia no debe llevar a disolverla, evitar el abuso en el poder político no debe llevar a eliminarlo, pues también es necesidad de la vida social.


  Aparece abuso en el poder religioso, con personas que se ungen con aura de teórica santidad, pero que en realidad desempeñan una actividad profesional con un arma extraordinaria: la amenaza y el miedo del futuro, del infierno, de la muerte.


  Hay abuso en el poder de los que ejercen función pública en muy diferentes niveles y con métodos distintos, desde los que afirman su autoridad ante cualquier persona modesta que pregunta en un ministerio, hasta el grand commis de los franceses, con influencia social, incluso política, que, aun no utilizada para beneficio corrupto sirve para orientar la vida de otras personas de algún modo insatisfactorio. También es abuso la satisfacción de tener mando, poder mandar, y enorgullecerse de ello y olvidar el servicio general colectivo.


  Hay abuso en la enseñanza para grabar en las mentes de los niños una ideología que no busca la verdad sino imprimir criterios sectarios. Por eso importa que se enseñe en lo posible dentro del ámbito familiar, pues es difícil que el padre, y sobre todo la madre, inculque a sus hijos normas que no sean de bien ni principios que le perjudiquen en su vida posterior.


  Destaca el abuso del poder intelectual de algunas personas, con capacidad para orientar, enseñar o hacer reflexiones a hombres y mujeres, por superior inteligencia o habilidad, por ideas claras que desean expandir, buenas o malas, o por alguna cualidad para expresarlas de modo que arrastren y seduzcan; puede ocurrir con escritores y oradores e incluso con músicos, coreógrafos y otros expresionistas no verbales. El poder intelectual es extraordinario,maneja, influye y decide sin necesidad de cargo público o privado, por sí mismo o por algunas cualidades que Dios ha dado.


  También cabe abuso de poder social en quienes, por sus hechos, por su actuación, historia y experiencia, o cualquier otra circunstancia, gozan de prestigio, ven repetidas sus orientaciones y copiada su actuación o sus comentarios, aun sin situación específica de mando.


  Es fácil el abuso de poder y funciones de quienes han tenido la oportunidad de lograrlo, con mérito o sin él, con culpa o sin ella, pero nadie tiene derecho a pensar que el poder que ejerce, de cualquier clase, es algo suyo.


  Eliminar la explotación del hombre por el hombre es un gran argumento publicitario, un inteligente slogan de agit-prop, pero es una falacia. Desde la aparición del hombre hace centenares de miles de años el progreso ha surgido de la explotación de unos por otros, con o sin guerras. Así se ha hecho la historia y se seguirá haciendo, carga que arrastra la humanidad desde el paraíso perdido o el pecado original y sólo se puede aspirar a reducir y limitarlo con ley, con justicia y con caridad, ¿llevamos camino de ello?


  No siempre se alcanzan los ideales pero en todo momento se aspira a ellos, lo que lleva a una permanente situación de tensión, que conduce a la mejora científica y material, pero también es causa de crisis, pues la conflictualidad facilita que éstas se produzcan, incluso permanentes y estructurales como la que creo se avecina. Hoy se denominan instituciones democratizadas a aquéllas que utilizan la tensión, y, en cambio, no democratizadas, aquéllas que se basan en alguna fórmula permanente de estabilidad, aunque ésta tenga clara base jurídica. Cuando se elude la solución jurídica, se gobierna, se vive, por crisis, buscando la tensión.


  La alternativa se ofrece entre dictadura para mantener estabilidad y parlamentarismo que acentúa la inestabilidad. No se puede aspirar a libertad sin aceptar también sus consecuencias; sería ilógico pero es frecuente. Por eso, es previsible que se acentúe la crisis actual y que en el siglo próximo se llegue a la crisis de crisis, que sería fundamentalmente crisis de la libertad. ¿Podrá el hombre, podrá la sociedad humana asumir las derivaciones radicalizadas que ofrece la libertad? O ¿la capacidad de decisión libre será instrumento de paralización y destrucción de la sociedad humana? Son preguntas que hay que comenzar a hacerse seriamente.



  6. Poder y responsabilidad


  El poder no sólo tiene que ser utilizado sin abuso, sino además ejercerse con responsabilidad y con ética. Son situaciones que lo califican en lo público y en cualquier manifestación de la vida humana de relación.


  La convicción general de los que ostentan poder en alguna de sus formas, e incluso de los que observan que otros lo ostentan, es que el poder es el poder, el que lo consigue, como sea, que lo aproveche lo mejor que pueda y siempre trate de retenerlo. Parece que nos hemos equivocado quienes no hemos hecho uso de esto en nuestra actuación personal.


  Para dar lugar a una situación de equilibrio el poder político tiene que ser responsable y ético, y no sólo considerar legítimo al otorgado por los ciudadanos sino al que se usa responsable y éticamente. Los teólogos españoles admitían el tiranicidio en una situación de poder absoluto de origen divino, o sea corrección por el pueblo del abuso del poder, claro que los interesados se resistían, con muchas muestras en nuestra historia, vieja y moderna.


  Está poco desarrollado el concepto de responsabilidad en el poder, de relacionarlo con su finalidad, el para qué, no el cómo, o ética de utilización, concepto éste muy discutible. Quien recibe un atributo que le proporciona ventajas, como ocurre con el poder, y no lo utiliza con finalidad correcta, incurre en desviación ética. El poder se concede siempre para algo, aunque siempre vaya acompañado de privilegios, como nacer en una familia con poder, como recibirlo al nacer, en los escritores, científicos, etc. El poder adquirido o incorporado al nacer debe ser responsable, y utilizado para algo útil, para el prójimo y para la comunidad, lo que, por supuesto, no es admitido fácilmente por los interesados. ¿Quién va a decir a un gran divo de cualquier clase que no es omnipotente, que no está por encima del bien y del mal, que está obligado a admitir límites humanos o divinos? Ésta suele ser ladesviación profesional de los intelectuales, que aprovechan el poder que de algún modo les ha otorgado la naturaleza para considerarse exentos de cualquier límite ético o de responsabilidad, ya que esto implicaría la existencia de un Dios superior; que ofende a los poderosos pues les impide creer que no deben nada a nadie, y que todo es mérito propio. Es la doctrina del ángel caído, que se ensoberbeció y se reveló contra su creador, actitud bastante normal en la historia y en el vivir diario.


  En lo público, todo poder debe ser responsable, o sea, efectivo, y preocupado activamente por el servicio o la función que lo justifica ante los ciudadanos. Gobernantes legítimos y éticos pueden ser inoperantes y negativos si su acción no repercute en beneficio de los ciudadanos por la causa que sea. La responsabilidad de eficacia de los gobernantes debe exigirse en compensación de las ventajas que reciben. Es lo que se ha venido conociendo como legitimación activa.


  Es importante dar a conocer este aspecto, muy poco tenido en cuenta y sin el que será difícil mantener una sociedad establemente equilibrada y útil para los ciudadanos. En las comunidades pequeñas históricas esto se daba por descontado, el jefe era para algo, no un privilegio vacío al que se llegaba por selección o elección. Al ampliarse las estructuras sociales el poder se autonomiza y se llega a creer privilegio, lo que es negativo para la vida social, privada o pública, como todo poder sin responsabilidad. Una institución, de cualquier naturaleza, pierde la posibilidad de subsistir cuando están divorciados poder y responsabilidad. La institución empresa acusa rápidamente sus debilidades de gestión y siempre hay problemas cuando el que es responsable no tiene poder y las decisiones proceden en realidad de otros que influyen subrepticiamente.


  El poder lleva aneja la responsabilidad; es para algo, no sólo para su disfrute aun muy discreto. Uno de los propósitos de mis trabajos actuales, en que por supuesto supongo que fracasaré, es conseguir que políticos y gobernantes adquieran sentido de propia responsabilidad ante los ciudadanos, hecho que bastaría para transformar la sociedad, en especial si no sólo existe en el área superior y general del Estado sino en las concretas inferiores. En realidad sólo ocasionalmente se ejerce el poder con sentido de responsabilidad y al tiempo con prudencia y eficacia, pero estas rara avis hacen la historia de la humanidad, o la de una nación, un municipio, una universidad o una empresa.



  7. Poder paternal


  La responsabilidad en cualquier clase de poder puede ser de dos clases: la directa a que me estoy refiriendo, principal y emanada del privilegio del poder y la social, en cierto modo secundaria y no siempre exigible, que constituye carga complementaria de las personas que han recibido cualquier forma de privilegio de poder, que deben utilizar más allá de la obligación concreta en beneficio de terceros y prójimos, desamparados o débiles, por encima del destino legítimo que lo justifica.


  Una empresa que administra un patrimonio considerable, con miles de empleados y trabajadores y centenares de miles de clientes, y que está especialmente implantada en un área geográfica limitada, tiene claras obligaciones sociales, diferentes a las de buen servicio con sus clientes o buen trato con sus trabajadores, o cumplimiento estricto de normas fiscales o de otra clase. Sus opiniones son tenidas en cuenta y, de algún modo, seguidas o imitadas en el área donde se reclutan sus trabajadores y por los competidores y proveedores. Lo mismo ocurre con gobernantes y directivos de organismos públicos de cierta dimensión.


  El paternalismo, tan impugnado o desprestigiado, es una manifestación de responsabilidad social con dependientes y vecinos, de que puede llegar a abusarse, pero menos que en otras actuaciones de poder. La opinión contraria, insulto frecuente en los últimos cincuenta años, procede de consignasagit-prop, que inculcaron los marxistas a sus seguidores (correligionarios o trabajadores) a modo de marketing comercial, promoviendo consignas como que el trabajador que no odiase a su empresa era traidor a su clase, y lo mismo el que admitiera cualquier clase de favor, que se considerase paternalista, aunque fuese general y no discriminado. Estos comentarios los he escuchado a un líder sindical inteligente, convencido de los dogmatismos en que creía. Ahora parece historia lejana, pero era frecuente en España hace treinta años. Las empresas paternalistas, por ejemplo IBM, pueden estar en crisis por no haberse preocupado suficientemente del equilibrio futuro, de sus resultados y su patrimonio, pero hay que reconocer su generosidad. Ahora se admite que el ideal, no siempre posible, es trabajar en una empresa humana y paternalista.


  Esa responsabilidad social no se limita a la empresa, se extiende a los profesionales o instituciones que ostentan o detentan algún poder en la vida social: obispos y sacerdotes, generales de las Fuerzas Armadas, presidentes de clubs de fútbol, políticos y gobernantes. Es ajena y distinta a la de sus propias actividades y funciones; surge del privilegio del poder que obliga a los que lo ostentan a compensaciones para los más desamparados.


  Es obvia la responsabilidad social de funcionarios públicos con autonomía decisoria. Un directivo de un departamento oficial o directivo de la Hacienda pública tiene responsabilidad social; además de desempeñar correctamente su trabajo con una conducta ética. Los políticos la tienen con ejemplo de actuación y conducta ante los ciudadanos, con muchas posibilidades de influencia positiva, colectiva o individualizada en beneficio general. De suejemplo depende el equilibrio social y la concordia. A esto hay que añadir buen trato y puntualidad, que se consideraba cortesía de los reyes con subordinados y vecinos. ¿Preocupa ahora a alguien calificar la conducta de un gobernante si no es para sustituirle?



  8. Ética en el poder


  La ética es un concepto mucho tiempo olvidado o relegado y últimamente puesto de moda, con trabajos y libros de José Antonio Marina y de Adela Cortina, y reedición de estudios de ética del profesor Aranguren. A pesar de ello, resulta difícil comprender lo que se entiende por ética; se ha llegado a decir que es concepto casi nazi. Para Aranguren ética es la vida buena frente a la buena vida (o sea el hedonismo), preocupación de deber frente a la simple de ser.


  Para mí en este momento lo ético es el arte, o la ciencia, de la conducta, pero de la buena conducta, que se distingue de la mala y no de la que únicamente se preocupa de la libertad para hacer lo que se desea, sin límites, salvo, y esto entre comillas, «herir o perjudicar a otras personas». Utilizo las comillas porque resulta difícil saber qué es herir o perjudicar, salvo en acto claro de violencia física o en detracción precisa de un patrimonio o de una reputación.


  Han existido libros de deontología médica, de deontología empresarial y otros de aplicación ética a casos concretos; pero se ha olvidado en las últimas décadas en el área de los negocios y de las actividades económicas y políticas. Se quieren ignorar los principios impresos en la mente humana, que permiten distinguir el bien y el mal, aunque también elegir el mal. Los seres irracionales obran con cierta memoria o instinto orientado que les lleva a lo que les conviene. Los hombres en cambio obran con reflexión que permite distinguir y elegir entre actuar con ética o hacerlo de modo hedonista y egoísta.


  El ejercicio del poder exige una conducta o modo de utilizarla para la finalidad de ese poder recibido u obtenido, ético cuando se orienta a objetivos o finalidades lícitas y útiles total o parcialmente, y antiético cuando sirve para beneficio egoísta de los que lo ostentan.


  La conducta es un término casi decimonónico, que no se adapta a la sociedad del siglo XX ni quizás a la que le suceda; implica un juicio de valor, que rechaza el hombre occidental, el hombre demócrata, el hombre nuevo que deseamos crear, al que no se permiten juicios de valor que excedan de la propia intimidad.


  En realidad el bien y el mal existen y sigue siendo fácil distinguir entre conducta buena y conducta mala, conducta positiva y conducta negativa, aunque se quiera ignorar, hasta prohibir, como si se prohibiese el invierno o la puesta del sol. Recuerdo, en 1975 una noticia de Portugal en que una anciana campesina decía: yo siempre tenía la idea de que mi hijo mayor era el bueno, se preocupaba de mí y de la familia, cumplía sus deberes; ahora dicen que es malo, que es fascista, y que mi hijo pequeño, irresponsable, egoísta y violento es el bueno y hay que seguir su ejemplo. Aquel período de sectarismo político había desvirtuado lo que se consideraba bueno y malo, pero en realidad por muy poco tiempo. ¿Cuántos casos semejantes se justifican en España porque una persona estuvo con la libertad en los años setenta? ¿Quién puede ni siquiera creer ahora lo que se ofrecía como artículo de fe en el Portugal de 1975? ¿Qué ha quedado de todo ello en ese país y en el nuestro?


  La ética no es un concepto preciso, como el ferrocarril, el municipio, el ejército, la carretera, sobre cuyo contenido existe un aceptable consenso. Hay referencias a la ética, lo ético, la eticidad, pero sin idea concreta, o explicada con precisión para que los legos en esa materia, —entre los que me incluyo— no incurran en idolatría o en alguna clase de blasfemia. Quizás sirva lo del arte de la conducta antes comentado, de la buena en el ejercicio de la libertad del hombre y del poder colectivo.


  La actuación ética en el poder puede ser de personas concretas o de un conjunto de ellas, conducta de un presidente de Gobierno pero también de un Gobierno, de un Parlamento, de una clase trabajadora o de una empresa. Esta conducta institucional es difícil de juzgar, pues suele ser circunstancial y no permanente. El Real Madrid tiene una forma, un estilo de comportarse, que se reconoce distinto al que ofrece el Atlético de Madrid o el Barça, y no sólo porque en un momento preciso actúe bien o mal, sino por su modo de conducta habitual o circunstancial; que podría calificarse e incorporarse a unranking.


  La ética del poder reconoce que se espera de él una conducta correcta frente a la que no lo es tanto. Dios o los hombres dan el poder para algo, no como recompensa u ofrenda. Junto a su conducta correcta y ética se considera probable, teniendo en cuenta sus tentaciones, lo que se ha venido conociendo como la erótica del poder, que sustituye a la ética y a nadie sorprende ni escandaliza. Incluso se admite que el poder es para su erótica, para la satisfacción consustancial a todo abuso y a toda ruptura de normas o tabúes; enorgullece romper un tabú, ser el primero que transgrede una norma convencional de la sociedad. Suele ser actitud de intelectuales, artistas, escritores, etc., y también de grupos políticos o sociales que, especialmente en la izquierda, presumen de haberlo conseguido.


  El ejercicio del poder puede calificarse de lícito e ilícito. Es lícito el que aunque permita ventajas y beneficio propio se ejerce dentro de límites; y es ilícito el que está fuera de ellos, en especial si produce perjuicio a la comunidad. En realidad, a pocos preocupa si es lícito favorecer a amigos y familia frente a los intereses conjuntos, o si esto implica alguna clase de transgresión.



  9. Ética pública e individual


  No puedo tratar de la ética del poder sin referirme también a la ética individual, la conducta normal de los hombres desde que tienen uso de razón, es decir, capacidad para juzgar lo bueno y lo malo, para protegerse de peligros, para prever el futuro, para relacionarse con otros semejantes. La madre humana tiene poder y medios adecuados para la protección de sus hijos, como también por instinto la de otros mamíferos, aunque en éstos sea de modo más limitado temporalmente. En los humanos ese poder se completa con el concepto del bien y del mal, la admisión de la insignificancia del hombre frente a Dios y su sumisión a él. De ese poder y capacidad individual de desviaciones derivan normas de conducta éticas en la inicial familia nuclear,luego en la familia ampliada, etc. Del mismo modo que en el lenguaje, parece que los humanos tienen implantado un chip de la ética en su cerebro; no se sabe dónde está, ni se reconoce con precisión su existencia, pero sí sus características diferenciales. ¿Habrá también un chip del alma junto al del lenguaje y de la conducta ética? ¿Existe una ética común a todos los individuos de la especie humana aun alejados y aislados, que orienta entre lo bueno y lo malo, con facultad para ignorarlo o negarlo?


  Este chip es el que ha dado lugar al derecho natural y a las enseñanzas de todas las religiones de las que emanan principios bastante comunes: prudencia, caridad, respeto al prójimo, etc. Existe facultad para desviarse, respondiendo de sus consecuencias, pero también se defiende el derecho a hacerlo irresponsablemente, a la libertad absoluta, cualquiera que sean sus consecuencias.


  Esa oposición o desviación de la conducta ética, del derecho natural, puede también ser colectiva, como la del nazismo alemán a mediados de este mismo siglo; mi generación (con excepciones) ha negado la mayor parte de los principios y normas de conducta admitidos durante miles de años en casi toda la humanidad, y esto lo promueven los gobiernos, como el socialista de esta década, con objetivo preciso, en general no explícitamente expuesto, de alterar todos los principios en que vivíamos en las primeras décadas de este siglo, para promover normas de conducta que casualmente han llevado al período más acusado de corrupción de toda la historia de Europa, que justifican porque es lo que quiere la sociedad, y oponerse se considera retrógrado. Este fenómeno tiene relación de causa efecto con la ola en España de la despreocupación por la responsabilidad en el poder. Salvo moralinas de hoja parroquial no he advertido que ningún movimiento, oficial o de oposición, ni ningún medio de comunicación, acuse esta triste situación, que interpretarán muy duramente los historiadores del futuro.


  Una persona con buena voluntad no tiene duda ética en su actuación pública, aunque sí la tenga del acierto o efectividad de una decisión, de la equidad al dirimir una diferencia, de la conveniencia de una acción, pero no de lo que conviene a la colectividad y lo que a él mismo le conviene, directa o indirectamente. En mi larga vida de poder empresarial bastante absoluto no he tenido nunca esa duda, que pienso que sólo existe cuando falta capacidad intelectual para decidir bueno y malo, o por deseo de beneficiar a algo o a alguien fuera de la finalidad institucional.


  Puede alguien considerar ética una decisión que beneficia a quien la adopta cuando:


  
    - Representa mejora de su propio patrimonio económico.


    - Ayuda a personas de su familia, a sus amigos, a sus correligionarios políticos, normalmente con daño para otros.


    - Perjudica subjetivamente a sus enemigos o adversarios o a adversarios de sus amigos.


    - Favorece a instituciones o fuerzas políticas que le han encumbrado en el poder, o que le pueden mantener en él.


    - Desvía riquezas de su encuadramiento lógico a áreas no generales ni legítimamente colectivas.


    - Propone o impone para su propio interés movimientos de funcionarios o empleados o gobernantes, fuera de los cauces establecidos y sin justificación colectiva.

  


  Esta clase de conducta no necesita estar codificada o estipulada en leyes o normas escritas, que a veces ofenden. Están impresas en nuestra conciencia, y en la sociedad cristiana están prácticamente recogidas en los Diez Mandamientos a los que se quiere equiparar el juego del Parchís.


  Resulta escandaloso que sea necesario exponer públicamente estos principios como normas deontológicas para gobernantes y políticos. Sólo con rubor puedo recomendarlo, pues no debería ser necesario en una sociedad de origen cristiano, pero la realidad es que el poder político se convierte en un derecho al abuso casi absoluto que en la práctica se concede a los gobernantes.


  Esta situación sería grave aunque sólo afectase a gobernantes centrales o estatales, pero se extiende y se acrecienta con el amplio abanico de los territoriales o de nuevos organismos y empresas públicas. En España son decenas de miles las personas con alguna clase de poder de gobierno, político y económico, y parece que muy pocos se preocupan por la probidad en su actuación ni por su conducta ética pública, en general desechada comoprejuicio predemocrático propio del oscurantismo en que vivía la sociedad española. Me satisfaría, no espero ocurra, que mis opiniones y otras semejantes despertasen atención hacia este tema.


  Siempre la voz de la Iglesia, en especial la Católica, ha llamado la atención a gobernantes y a poderosos en general, por sus desviaciones de conducta, como ocurre ahora. Por eso, se trata siempre de callarla, amenazarla o desacreditarla, debilitarla y, sobre todo, ridiculizarla. Es normal, no sólo anecdótico. El problema real aparece cuando la Iglesia falta gravemente a su deber y no critica lo público, como quizás ha ocurrido en España en la posguerra Civil y en el País Vasco ante la ETA.



  10. Poder responsable


  Aunque afirmar esto se considere temerario, pienso que en una nación sólo el poder responsable y ético puede salvarla de modo permanente de un declive superior al promedio de otras semejantes. Pretender ignorarlo es grave, y es lo que ocurre ahora en España. De poco servirán normas jurídicas acertadas, ni utilización de métodos muy eficaces si no existe lo fundamental, que es la calidad de conducta pública de los que tienen poder sobre los demás. Interesa que esto al menos se reconozca, que se considere principio generalmente admitido, que se instale en el ánimo individual y colectivo. Lo he querido manifestar en este capítulo para que no se pensase que mis propuestas eran puramente tecnocráticas, con influencia empresarial, sino profundamente impregnadas de lo que más diferencia a todo hombre y mujer de los seres irracionales, la distinción del bien y del mal y el reconocimiento de obligaciones frente a los demás, a los prójimos, por el privilegio de existir, de haber nacido, de ser unas criaturas de Dios. Esta afirmación me desacreditará ante muchos, pero si escribo voluntariamente, sin obligación ni presión, debo decir lo que siento, aun reconociendo una expresión frecuente de mi padre: «en este mundo se puede decir todo menos la verdad», a lo que yo añado, y cuanto más quiera uno hacerlo más riesgos tendrá de incomprensión y de aparente fracaso.


  Capítulo 3: Radicalismo, prudencia y caridad


  1. Definición


  Los tres términos de este capítulo son heterogéneos entre sí, pero decisivos para la acción y la función pública. El radicalismo tiende a destruir; la prudencia consigue conservar; y la caridad es necesaria en cualquier actuación humana. Conviene analizarlos al proponer medidas para mejorar la gestión pública, nunca aislada de la acción política, que la supervisa y de la que depende la concordia nacional.


  Sólo las naciones con equilibrio y objetivos precisos de actuación han conseguido soberanía digna en el mercado mundial de naciones, con imagen, prestigio, seriedad y concordia, además de recursos económicos no siempre imprescindibles.


  El radicalismo, con exageración y extremismo, hace difícil una sociedad que por su filosofía conflictual está en permanente fricción, por ser ésta precisamente su justificación y estrategia social, que se obstaculiza con actitudes, posiciones y personas que disfrutan con lo extremo, con armonías rotas como método de llamar la atención.


  La prudencia es indispensable; no bastan objetivos constructivos y viables, es necesario llegar a ellos evitando excesiva tensión y aceptando puntos de vista ajenos. Aun sin definirla, es cualidad indispensable para gobernantes y personas con poder social; se enfrenta al radicalismo que carece de prudencia aunque sus aspiraciones sean lícitas e incluso de interés general.


  La caridad debe acompañar siempre las relaciones sociales, públicas y privadas. Nunca es innecesaria, es un complemento para casos en que la justicia no se aplica con satisfacción, o cuando su imposición estricta origina daños que sólo pueden paliarse con la compasión, el desinterés y la generosidad de personas que renuncian a lo suyo para ofrecerlo a su prójimo.


  Son tres factores básicos en la relación humana, en especial en los períodos de reforma y cambio, cuando las aristas se agudizan. He querido tratarlos conjuntamente en este capítulo, para mostrar que no basta actuar con justicia y equidad sino que son necesarias también la prudencia y la caridad, de los ciudadanos que más tienen, incluso intelectualmente, respecto a los que se encuentran en inferioridad, en lo económico y material o en lo psicológico. Sólo será efectiva una estructura operativa pública si elimina actitudes radicales en su actuación y en la sociedad a que se dirige.


  El radicalismo, con independencia del área o actitud que represente, dificulta la coexistencia aceptablemente pacífica de los miembros de una estructura humana así como la concordia entre núcleos sociales, geográficos, étnicos o de otra clase, cuyo derecho a subsistir se discute. La eficacia en una actividad exige ecuanimidad y actuación coordinada entre los diversos factores que en ella influyen, y también exige tolerancia para actitudes contrarias, ambas incompatibles con el radicalismo, el que conduce a la violencia, que casi está implícito normalmente. Los radicales son o pueden ser, o serán, violentos, factor decisivo para destruir la convivencia de un conjunto social; se oponen a la delimitación aceptable de intereses y derechos entre ciudadanos, o entre los ciudadanos y el poder público o el social, pues desprecian las normas jurídicas. Decía recientemente un destacado político socialista: si esto se opone a la Constitución, cambiemos la Constitución, y era para una decisión casi inocente. El derecho y la ley son sobre todo límites, y un radical no admite ningún límite, trata de deshacer cualquiera que se oponga a sus objetivos, lo que conduce a una erosión permanente de la aplicación de la ley por ciudadanos, instituciones y, sobre todo, por la estructura y por la política oficial.



  2. Qué es radicalismo


  El radicalismo perjudica la efectividad de la gobernabilidad de una nación, y parece difícil la subsistencia de estructuras operativas útiles si el radicalismo afecta excesivamente la convivencia de los que en ellas participan.


  El radicalismo promueve una exageración abusiva y maliciosa, así como esfuerzos de seducción colectiva para defender puntos de vista con alguna base de razón; (siempre alguna existe), pero es antisocial en cuanto perjudica otros aspectos, necesarios para el equilibrio conjunto futuro y, sobre todo, la armonía entre objetivos que reduzcan su máxima extremosidad para dejar sitio a otros menos seductores pero más convenientes.


  Se califica a ciertas personas de radicales (de diversas tendencias) pero no existe, que yo conozca, un concepto de radicalismo, ni fenomenología de lo radical, ni definición genérica de las personas radicales, o actitudes radicales de cualquier género. Por eso, ofrezco mi propia interpretación:radicalismo es un modo de ser o de actuar en lo personal con especial repercusión en la vida pública, que dificulta, general o sectorialmente, la convivencia necesaria para una cultura nacional común, base de la identidad de una nación y de la convivencia de sus ciudadanos. Un ejemplo: las actitudes radicales, pero aceptadas colectivamente impiden entre nosotros hablar de España, cuando Francia y Estados Unidos son fuertes porque ninguna clase de influencia ha afectado a esa creencia común. Ese radicalismo para favorecer posiciones sectarias, además de frívolo y sin contenido real, puede contribuir a nuestra ingobernabilidad.


  No es fácil que tenga éxito una empresa en régimen competitivo si no consigue una cultura propia que la diferencie de las demás en su modo de ser y actuar que es lo que nuestros radicales contribuyen a destruir. Radicales muy minoritarios pueden romper una cultura común. No me parece que haya otro país en que esto aparezca con las características de España.


  Reflexionar sobre el radicalismo, acertando o no, es útil para llegar a una conceptualización precisa de un término con tanto influjo en la vida social y en su equilibrio. Radicalismo es la exageración arbitraria, en general insidiosa, de un peligro fuera de límites objetivos lógicos. Cruzar una calle siempre tiene algún riesgo, pero exagerarlo se convierte en acción radical que imposibilita una actividad normal. En mi infancia discutía a mis padres esta preocupación, aunque el suyo fuese radicalismo por exceso de cariño. En mi reciente vida de trabajo, en varios casos también he sido objeto de esa clase de exageraciones.


  El radicalismo lleva implícita la violencia, pero existen radicales de guante blanco, que con astucia y malicia mantienen posiciones radicales en la vida social pero las expresan de modo taimado, no como energúmenos; el radicalismo no es sólo dogmático sino de modo y medio de ejecución, a veces no extremista, pero siempre acercándose a la intolerancia.


  El radicalismo afecta al equilibrio de una sociedad democrática porque permite a grupos minoritarios alcanzar un gran reconocimiento general, como los grupúsculos a los que la prensa catapulta, como todo lo diferencial, con lo que adquieren más presencia política de la que correspondería al número de sus seguidores.


  El radicalismo aparece también con objetivos extremos; no basta lo bueno, se busca sólo lo mejor, que nunca tiene límite, pues siempre se puede llegar a más. Es más peligroso en una situación social, privada o pública, como la española, llena de defectos y actividades imperfectas, con lo que cualquiera está en condiciones de juzgar negativa y radicalmente cualquier acción ajena, en especial si posee habilidad persuasiva para triunfos personales a costa de la armonía social.


  En alguna ocasión he pensado lo fácil que resultaría destruir con críticas radicales las que considero mejores de mis actuaciones o creaciones, pulverizando lo que en realidad había obtenido un resultado muy positivo. Lo mismo cabe decir de cualquiera de las creaciones sociales de nuestro país o de otro. El virus radical destructivo es un peligro para el equilibrio. Todos los días se observan en nuestra prensa comentarios o colaboraciones de esta clase, que hábilmente buscan destruir lo que ha creado el adversario en ideología o política, y manifiestan la tendencia permanente liberal izquierdista a enfrentarse con Dios y, como Voltaire, tratar de destruirlo en la mente humana.


  También es radicalismo la exageración de un derecho, buscando maximalizarlo con interpretaciones límite. De una persona que conocí en mi juventud, y que luego hizo una profesión de este modo de ser, se decía que salía a la calle con el Código del Ciudadano para ver en qué aspectos se infringía e inmediatamente protestar. La convivencia aconseja exigir con prudencia, no tratando de apurar los derechos o deberes de cada uno. Lo conocen los aseguradores con clientes, de buena o mala fe, con exigencia total y permanente de sus derechos, que originan reclamaciones muy superiores al promedio. He oído hablar de que los ciudadanos de una nación, cuyo nombre omito, son rechazados en algunas actividades internacionales porexcesivamente exigentes.


  El radicalismo persigue lo imposible, como las actitudes sindicales en España en los años sesenta y setenta, en que se pedía a las empresas lo que no podían conceder o en su caso cumplir. Sería útil algún estudio académico describiendo las peticiones de sindicatos en aquella época, su posibilidad, sus efectos y las acusaciones posteriores de intolerancia e incomprensión por no aceptarlas. Bastantes problemas de la economía española proceden de esa época, en que se pedía dos mil, cuando sólo era lógico pedir cinco, pero en que se obtenían veinte (con peligro de desequilibrio), al tiempo que se tachaba a la empresa afectada de hostil al progreso de los trabajadores. Ésta ha sido una metodología para debilitar empresas, que a veces no tenían más remedio que ceder para subsistir, al menos a corto plazo.


  Recuerdo un caso en los años de más virulencia de esta situación, en que la empresa que dirigía, por su buena situación económica, estaba en condiciones de acceder a mejoras salariales superiores a las generales y pensamos que nos convenía porque nos garantizaba tranquilidad. Pero comenté en público que era el acto más contrario a mi conciencia de toda mi vida empresarial, porque beneficiaba a un grupo de trabajadores pero era de carácter negativo para el conjunto. Quizás análoga ha sido la situación de SANTANA MOTOR, en que sus líderes sindicales han presumido de treinta años de triunfos contra la empresa, que la ha llevado al fin conocido, que en parte procedía de años de concesiones económicas no soportables con equilibrio.


  Algunos nacionalismos autonómicos, que dentro de algunos años se considerarán abscesos perjudiciales para la evolución de la estructura social española, se apoyan en razones por sí mismas justificadas, que hacen aspirar a conseguir más; y así se llega a que quien no lo haga, quien no pida más derechos, más autoridad, quien no aumente la destrucción de lo existente, parece un inadaptado, es calificado de cavernícola y con facilidad pierde las elecciones.


  Comento en un libro mío, Utopía de la Nueva América (Editorial MAPFRE 1992), que una causa desencadenante de los problemas gravísimos en la desintegración no controlada de la Unión Soviética fueron los Países Bálticos —con toda clase de razón para protestar y quejarse de los abusos y atropellos, pocas décadas antes, con ellos cometidos— que en lugar de aceptar una consecución lenta de sus objetivos optaron por radicalizar su exigencia, en momento inoportuno, haciendo imposible de algún modo en Rusia una transición aceptablemente tranquila, como, en otros aspectos, la de China. La mejor reestructuración política en Iberoamérica es la de Chile, y ha sido posible por una fuerza superior poco democrática que impedía los radicalismos a los que de otro modo hubiese conducido la nueva etapa.


  España está hoy llena de radicalismos que perjudican nuestro futuro, convertidos en objetivos de cómo obtener algo que representa diez, destruyendo algo que representa cien. Son ejemplos que explican los recientes radicalismos del agua, incluso en su traslado a Baleares. Esta politización del radicalismo contribuye a destruir la convivencia nacional y quizás la convivencia a secas.



  3. Algunas denominaciones


  Hay que distinguir entre radicalismo y otras actuaciones con las que puede confundirse:


  La xenofobia es el odio, o desprecio, o desconsideración a nacionalidades diferentes a la propia, de unos ciudadanos respecto a otros, que deberían ser sus prójimos; está basada normalmente en criterios ancestrales, justificados o no, por el sentido de orgullo de quienes se creen superiores, o por miedo de quienes temen invasiones externas, o hechos que amenacen su comodidad. Estas causas entrelazadas producen acciones de diferente grado, desde violencia hasta simples signos, comentarios y actuaciones despectivas. Cabe xenofobia radical, pero en muchos casos es simplemente psicológica.


  El racismo, mezclado con lo anterior, refleja actitudes de superioridad de razas diferentes, a las que se considera inferiores y en algún momento no humanas. De algún modo se identifica con el color de la piel, y muestra el orgullo de algunos hombres y mujeres. Hay etnias o razas que siempre han tendido a considerarse superiores y tratar a otras con desprecio, como los WASPS en los Estados Unidos, pero también la judía respecto a los goyim; y la vasca respecto a los maketos. Los gitanos son maltratados y aislados, pero a su vez tienen orgullo racista respecto a los payos. Consecuencia de este fenómeno, esencialmente anticristiano, es la discriminación en las relaciones sociales de pueblos y personas. También el racismo puede ser radical y agudamente radical y llegar a acciones de violencia e incluso genocidio.


  La intolerancia es una actitud sistemática para no admitir más que las propias opiniones y rechazar absolutamente las contrarias a lo que uno sienta o piense. Tiene muchas aplicaciones y variedades, pero siempre va acompañada de tendencias radicales y es mucho más amplia que la xenofobia.


  El sectarismo es la expresión de ideas que reconocen sólo la propia opinión y desprecian la ajena. Se relaciona normalmente con opiniones políticas y religiosas. En general no es radical, sólo defiende posiciones, justificadas o no, en que predomina un interés que no es el general de la sociedad. Los radicales además exageran este interés y llegan incluso a promover violencia, a veces extrema y directa. El sectarismo marxista exige la implantación de una concepción básica de qué es la sociedad y cuál debe ser su organización; también algunas veces las actitudes radicales aspiran sólo a destruir lo existente para instalar un nuevo orden de acuerdo con sus principios. Los marxistas utilizaron actitudes radicales para conseguir el poder, en Checoslovaquia y otras naciones, y estuvieron próximos a triunfar en Portugal, donde casi por casualidad se evitó que su acción produjese la incorporación de esa nación al imperio soviético. Fácilmente pudo haber ocurrido en España en 1936.


  El fundamentalismo es la defensa aguda de culturas y creencias, normalmente religiosas, que se quieren imponer o defender con exageración extrema. No siempre es radical ni violento, puede ser sólo intelectual o dialéctico, como en muchos integrismos religiosos. El radicalismo se centra en la exacerbación de objetivos o conceptos; el fundamentalismo corresponde a la creencia profunda en algo, que supera otros valores sociales y a lo que todo se subordina. Principalmente es religioso y se aplica a los musulmanes, aunque hoy se quiere extender a actitudes que se opongan a criterios liberales; por eso se utiliza para desacreditar a cualquier persona con creencia religiosa firme y se acusa de fundamentalista al Pontífice Juan Pablo II, a la Madre Teresa de Calcuta y a personas cuyas creencias cristianas impiden actos como el aborto y la eutanasia. Ha pasado a ser palabra catapulta, insulto con que se defienden o atacan los radicales liberales, como el librepensador que decía y muera el que no piense igual que pienso yo.


  El marxismo, con sus diferentes fórmulas, constituye una opción política que aspira teóricamente a la igualdad entre los hombres, pero que en la práctica conduce necesariamente al estatismo burocrático, con privilegios especiales para su nomenclatura, única vía para acceder a la mejora individual; crea súbditos en lugar de ciudadanos. Puede ser una opción política o intelectual discutible, pero casi siempre acaba en posición radical que justifica la violencia para el acceso y el mantenimiento en el poder político. El radicalismo marxista ha creado métodos científicos de actuación, escuelas con técnicas eficaces para infiltración de mentes sencillas con falaces habilidades, ejemplo de buen hacer para derrotar al adversario más que de acción positiva institucional.


  Los extremismos naturales, en toda sociedad humana, son consecuencia de tendencias psicológicas de diferente naturaleza, en especial dos contrarias: la fascista, que mantiene excesiva preocupación por la formalidad y el orden; y la anarquista, que aspira a la destrucción, la disconformidad y el orgullo de haber conseguido cambiar algo, no importa si para bien o para mal. El radicalismo aparece en dos tendencias.


  
    El fascismo es un radicalismo político que con diferentes variedades, trata de exaltar la defensa de lo propio, de una estructura y una actitud nacionales, a la que se subordinan principios de libertad y derechos de los ciudadanos. Esta actitud a veces conduce a la violencia, pero en otros casos es sólo una opción política diferente a la parlamentaria.


    El anarquismo aspira a destruir el poder, o destruir los tabúes en que se apoya el poder, como los nihilistas de hace cien años que exageraban los problemas de las estructuras públicas para decir que todas eran negativas y era indispensable que desaparecieran, pues sólo la ausencia de poder coactivo público beneficiaba a los ciudadanos. Aplicación práctica fue la actuación de militantes anarquistas en la Barcelona de 1936, que llevó a que muchos, aparentemente exiliados del franquismo, tengan que reconocer que en realidad huían de los anarquistas que trataron de destruir la estructura social de Cataluña.

  


  Todas estas tendencias se tienden a confundir con radicalismo, pero no siempre lo son, y casi todas ellas pueden ser ejercidas con discreción, al menos aparente, o con radicalismo de fondo y de forma.



  4. Radicalismo para destrucción y para conquista del poder


  El radicalismo no siempre persigue actuaciones exageradas con objetivos ideológicos, sino que aspira a instrumentos o medios tácticos para objetivos concretos. Principalmente así aparece cuando busca la destrucción o la conquista del poder.


  Los radicalismos de destrucción aspiran sobre todo a romper actitudes aceptadas socialmente y a hacer desaparecer criterios bastante unánimes o extendidos en el tiempo. La mayor satisfacción de muchos intelectuales liberales es ésta precisamente, una ruptura de tabúes de la que sea difícil retroceder, incluso considerando esto como acción legítima para conseguir absoluta libertad. Ha ocurrido en estas décadas en nuestro país, desintegrando la conducta ética individual y colectiva, pero aún quedan tabúes para eliminar en el siglo XXI, que serán objetivos izquierdistas liberales. Los principales, que ya comienzan a admitirse, son los siguientes:


  
    Aborto, prácticamente reconocido socialmente, sin otras limitaciones que las convenientes para introducirlo con prudencia como costumbre de la vida social.


    Suicidio, derecho a quitarse la propia vida, como complemento de la libertad de hombres y mujeres.


    Eutanasia, o derecho a terminar la vida de otro, en parte para evitar dolor pero fácilmente por egoísmo de individuos, hombres o comunidades, que pasan de considerarse derechos del individuo a ser derechos de la sociedad.


    Incesto, o admisión y hasta promoción de relaciones sexuales entre personas de la misma familia, tabú histórico al que ahora no se ve justificación. ¿Es que la tiene? Aquí cabría añadir las relaciones sexuales con menores.


    Eugenesia, o derecho social a proteger el futuro de la especie humana con acciones para eliminar la existencia de personas defectuosas, física o mentalmente, con antecedentes en el nazismo y que ahora comienza a reproducirse.

  


  Los tabúes a destruir son barreras aceptadas en la historia por toda la humanidad, salvo excepciones muy localizadas. La sociedad se forma y se mantiene con armonía de criterios generalmente aceptados. Objetivo de los radicales es alterarlos y hacer desaparecer las arterias o vasos sanguíneos que los preservan. Cada tabú eliminado es un triunfo de los liberales que los consideran como supersticiones que conviene eliminar. ¿Dónde está el límite en todos o en algunos de los que he enumerado? Es una incógnita para mí, aunque pienso que en algún momento cabría reacción o cambio dramático y que la sociedad de modo natural acaba imponiendo límites con o sin orden, lenta o rápidamente, con o sin violencia.


  Los radicalismos para la conquista del poder ofrecen ejemplos muy conocidos. Cualquiera que haya sido la responsabilidad en ello de Carlos Marx, es claro que su radicalismo ha sido instrumento utilizado por personas con inspiración, en especial leninista y después estalinista, para apropiarse del poder político de naciones, en su objetivo de internacionalización socialista. Quizás su triunfo en la propia Rusia fuese algo casual, aprovechando circunstancias sin propósito estratégico inmediato. Pero toda la parte media del siglo en que vivimos ha sido testigo de su utilización para destruir regímenes políticos, con la finalidad de instituir otros de auténtico carácter marxista, aunque ahora no lo reconozcan los que participaron en estas acciones, que mantienen un talante contrario y hasta dan lecciones de su nueva actitud a quienes discreparon de sus intentos, agrediendo intelectualmente a los que impidieron que triunfasen sus anteriores intenciones.


  Utiliza dos metodologías operativas interesantes: la infiltración radical y los golpes de fuerza aprovechando la desmoralización de los adversarios debilitados conceptualmente. La capacidad de operaciones radicales ha estado siendo hábilmente manejada por equipos agit-prop, con tácticas valiosas para la historia de la humanidad y para la destrucción conceptual. Tenemos ejemplos en España fáciles de recordar porque son cercanos y de alguno he sido testigo directo: el trabajador que no odiase a su empresa era un traidor a la clase trabajadora, principio que infiltraban los sindicalistas. Esto hoy parece una estupidez, y realmente lo es, pero fue un principio que llegó a influir en amplias capas sociales y sirvió para debilitar las estructuras existentes, desgraciadamente hoy una de las causas del declive de algunas empresas. No es que fuese pasivamente aceptado por los trabajadores, a los que aparentemente convenía, sino que llegaba a ser admitido por la inteligencia: escritores, artistas y similares, y sobre todo por la Iglesia Católica, no sé si por otras, que llegó a subordinar las enseñanzas de Jesucristo al marxismo. Con ya larga memoria vital, conozco la evolución de la mayor parte de los que mantuvieron esas posturas o admitieron esa ideología, que luego se dejaron corromper por los verdaderos peligros de la vida social, como el consumismo, el hedonismo y la avaricia de dinero, pero continúan ridiculizando a los que piensan lo contrario y han sido impermeables incluso a la mínima tentación marxista; por fortuna he sido de estos últimos.


  España no llego a ser destruida en esa etapa de agit-propismo por razones que no vienen al caso, pero sufrió una infiltración amplia de esa exaltación dedefensa de las libertades, de personas que luchaban porque España se incorporase a la Unión Soviética y para ello defendían alguna libertad, sólo como técnica para debilitar el régimen existente y si fuera posible apoderarse de él. Las tácticas de golpes de fuerza fallaron, lo que no siempre ocurrió en Iberoamérica y Europa. La historia siempre acaba reflejando la realidad, aunque se la desnaturalice durante algún período.



  5. Algunas variaciones


  El radicalismo aparece no sólo en el área pública o política sino en manifestaciones de carácter privado o social. Algunos ejemplos son:


  Radicalismo familiar, con exageración de actitudes liberales para educar o comportarse, con resultados sociales negativos o en otros casos de modo excesivamente rígido y repercusiones contrarias como reacción. Es negativo finalmente y perjudica el equilibrio de la estructura familiar. Es uno de los peligros o áreas de desintegración interna de la sociedad occidental y muy concretamente de la española, que ha conducido a que las dos regiones demenor nivel de natalidad del mundo sean precisamente Cataluña y el País Vasco.


  Radicalismo conceptual, quizás el más socialmente negativo, porque ridiculiza conceptos, induce a consideración negativa de principios y valores dignos y contribuye a que la sociedad y sus componentes pierdan sentido histórico y reconocimiento de sus propios antecedentes. Es utilizado sobre todo por algunos escritores con pluma brillante capaces de defender con sofismas actitudes absurdas. Un caso es el concepto de nación, siempre confuso e indeterminado, pero admitido normalmente con sentido claro, como estructura política soberana que se ha radicalizado para evitar que se utilice en la sociedad española del modo habitual, buscando exageración maliciosa, útil para destrucción de lo aceptado históricamente.


  Radicalismo sindical, con consideración coactiva de lo sindical como único instrumento de defensa de los que trabajan, que ha llevado a confundir el legítimo fenómeno sindical con estructuras oficiales y protegidas sin coste ni sacrificio, que utilizan actitudes radicales para enfrentar empresas y trabajadores, cuando el sentido común aconsejaba la concordia en beneficio recíproco, a corto y largo plazo (el caso de El Corte Inglés muestra las ventajas de la concordia). Estas actitudes radicales son en muchos casos protección de intereses de nomenclaturas endogámicas ajenas a la auténtica justificación sindical, indispensable para la protección de abusos en las relaciones de trabajo. Un fenómeno especial de este pseudo-sindicalismo es que continúa con manifestaciones contra la empresa, cuando en la última década prácticamente todas las fricciones sociales han sido con el conjunto de la nación y se han centrado casi con exclusividad en servicios y empresas públicas, perjudicando directa e indirectamente a los ciudadanos.


  Radicalismo en la oposición política, que obliga a impugnar, atacar y exagerar toda actuación de un gobernante, considerando que el derecho de la oposición a acceder al poder permite cualquier clase de mentira y ocultación de realidad, aun cuando los que así han actuado radicalmente, cuando ocupan el poder (su principal objetivo) pasan a no cumplir lo prometido, y a dificultar cualquier ligera oposición a ellos mismos. Un ejemplo caricaturesco es la famosa oposición a La Vaguada de Madrid, que justificó un nombramiento de ministro, por el solo hecho de haber participado con carteles que decían La Vaguada es nuestra, aunque al gobernar no se preocupó en modificar o eliminar ese proyecto; es radicalismo inocente pero representativo, y debo añadir que considero el conjunto de La Vaguada ejemplo de urbanismo contrario al equilibrio ciudadano.


  Radicalismo territorial, con manifestaciones lingüísticas o de raza, importantes para la identidad social pero que al exagerarse se convierten en actuación brutal contra la convivencia. Cito la señalización de katedrala en San Sebastián, o la Avinguda en Santa Pola, de Alicante, donde casi sólo hay castellano parlantes. También lo es la preocupación del RH negativo y los calificativos despectivos vascos a los ajenos a su espacio geográfico. En estos casos es negativo lo radical, no cada opinión concreta, admisible con prudencia.


  Radicalismo en la enseñanza, considerando sólo aceptable la pública, en tanto la privada, normalmente religiosa, constituye objetivo a destruir, aunque sea efectiva, tenga menor coste, y sea deseable por las familias. Se estima que su existencia es contraria al interés de la humanidad, y que su desaparición debe ser obligatoria a corto o largo plazo. Esta actitud, procedente del siglo XIX, sigue vigente en España, aunque últimamente conacciones de terciopelo.


  Radicalismo de salud, en el que aparecen dos actitudes contradictorias:


  
    Una que considera que la solución de todos los problemas está en el seguro y la actividad privada lo cual es incierto, irrealizable y conduce a desequilibrios y enfrentamientos. Sólo algunos problemas en algunos casos se evitan con esta fórmula operativa, que sin duda debería aplicarse cuando sea conveniente, pero sin imposición de sectarismo contrario.


    Otra que considera lo privado en cualquier actuación médica como reprobable y lo manifiesta de modo peyorativo, dentro de una mística (destrucción de una sociedad para sustituirla), con el ideal de la sociedad soviética, aunque también participan de esta actitud burócratas médicos con intereses endogámicos.

  



  6. Otros radicalismos


  Existen en la sociedad occidental otros tipos de radicalismo, ya que cualquier persona puede radicalizar cualquier cosa y exigirla de modo desproporcionado, como cualquier político puede radicalizar una actitud por sí misma aceptable y atrayente.


  Radicalismo religioso, que trata de exagerar la realidad y las necesidades religiosas, exigiendo decisiones rígidas en la fe y en el comportamiento, que conducen a lo que en el siglo pasado español se denominaba integrismo, del que igualmente son ejemplo un tipo de sectas, aunque la mayoría de éstas tiene otro origen y otro objetivo.


  Radicalismo liberal, que busca eliminar toda acción de inspiración religiosa en la sociedad y que califican de retrógrada, incluso de fundamentalista cualquier desviación de esa actitud. Se consideran en la obligación, cuando gobiernan o influyen políticamente de eliminar todo vestigio de Dios de la vida social, en general de modo subrepticio. Es una de las más permanentes manifestaciones de izquierdismo.


  Radicalismo anglosajón, que ha llevado a situaciones como la Ley Seca en Estados Unidos, que contemplada a distancia histórica carecía de justificación y cuyos resultados finales fueron negativos para la nación, y de la que en pocas décadas no ha quedado ningún vestigio. Su manifestación actual son las leyes contra el tabaco, exageración sin sentido, incluso para los nunca fumadores, como es mi caso. Se pone máximo énfasis en la ligerísima posibilidad de reducir el tiempo de vida de personas con proximidad a los que fuman, actitud contradictoria con la plétora de personas con graves sufrimientos, y la paulatina admisión de la eutanasia como derecho humano. Es lo que llamo radicalismo de Kansas, en modo alguno exclusivo de ese estado americano, actitud extendida en comunidades rurales que exageran aspectos de la vida social, como la preocupación excesiva por los animales. Un hijo mío, que ha hecho una expedición de catorce mil kilómetros, en tres años, con gravísimos riesgos, con perros, trineos y kayacs desde el Sur de Groenlandia al Sur de Alaska, publicó un artículo en The National Geographic Magazine, en que comentaba que en un momento murió alguno de sus perros y casi estuvieron a punto de morir ellos. Esto produjo varias decenas de cartas de reacción sobre la criminalidad de los que ponen en peligro de muerte o daño físico a algún perro.


  Ninguno de esos radicales (farisaicos) se preocupa de Ruanda, Burundi, Somalia, Bosnia, Chechenia, etc. Uno de los peligros de la humanidad globalizada, orientada y dominada por Estados Unidos, es sin duda que los radicales de Kansas impongan sus caprichos a naciones muy lejanas, con principios contrarios a su modo de ser, a su cultura y a la realidad ética de sus situaciones.


  Radicalismo ecológico, muy significativo en estas décadas, creando un fetichismo de cualquier manifestación, calificada como ecológica, con razón o sin ella, con que se desvía la atención efectiva de este grave problema para poner énfasis en lo anecdótico exagerado. Hay grandes problemas ecológicos de la humanidad que la amenazan y que necesitan ser afrontados, al implicar peligros para el futuro, pero otros son actitudes localistas, semejantes a la delpeligro de cruzar la calle. Hay que diferenciar entre el macroecologismo, referido al ambiente en el conjunto de la tierra, justificado por el peligro global para la humanidad de acciones cuyas consecuencias generales no se prevén; y el microecologismo, con efectos y ámbito individual, que puede ser defendido pero no exigido casi coactivamente. Por otra parte, si es triste la extinción de una especie (consecuencia del proceso científico y del hedonismo) más lo son los millones de rusos que se dice aniquiló Stalin, o los exterminados por Hitler. La evolución y las actuaciones científicas llevan inevitablemente a extinción de especies, consecuencia o efecto perverso de la ampliación de la esperanza de vida y del objetivo radical de bienestar.



  7. Radicalismo y sociedad conflictual


  La sociedad occidental en general, y agudamente en España, es eminentemente una sociedad conflictual en que la mayor parte de sus decisiones son consecuencia de confrontación de unos y otros. En el mundo económico con la comercialización de productos y servicios y la preocupación por los resultados; en el mundo mediático, con su objetivo de niveles de audiencia; en el mundo político con frecuentes elecciones, en el mundo sindical con huelgas y fricciones laborales, y en el mundo familiar con la consideración de la familia como contrato transitorio fácilmente destruible.


  En la sociedad conflictual se discuten posturas, puntos de vista, intereses, ideas, opiniones y objetivos, y en ella adquiere el radicalismo especial incidencia y receptividad. Resultaría ideal que sólo se discutiesen conceptos o hechos claramente expresados para inclinarse por unos u otros, de acuerdo con la ideología y los criterios de cada ciudadano. La realidad es que la conflictualidad se orienta hacia una constante defensa de los puntos de vista propios, no siempre objetivos, con utilización admitida de mentiras, en gran parte destinadas a desorientar al adversario, a disimular objetivos finales o a desacreditar a personas.


  En lo político la conflictualidad procede de exigencias excesivas de derechos, exageración de puntos de vista, lo que hace difícil el gobierno y las decisiones correctas que siempre pueden ser conflictualizadas.


  Éste es un fenómeno especial de la sociedad española que aumenta las dificultades para la concordia y sobre todo para las reformas necesarias y la resolución de problemas agudos. Cualquier hábil orador, o corruptor, o seductor, puede modificar opiniones de sentido común, obteniendo aquiescencia general para errores de objetivos públicos, desviando la atención a aspectos secundarios, a los que da carácter principal haciendo olvidar problemas reales. Son arma especialmente importante para llamar la atención y aumentar audiencia mediática. Es un obstáculo a veces decisivo con triunfo de lo efímero irrelevante.



  8. Prudencia, virtud cardinal


  Al radicalismo como fenómeno social se oponen dos virtudes: prudencia y caridad.


  La prudencia, virtud cardinal necesaria para la vida social, se enfrenta al radicalismo; que no puede ser prudente, del mismo modo que la prudencia no puede ser radical, aunque el primero defienda objetivos poco extremistas y la prudencia mantenga con tenacidad posiciones muy firmes. La prudencia es permanente y constructiva; que una gestión política sea prudente no significa que sea buena o mala, positiva o negativa, pero para que sea duradera es necesario que lo sea; los éxitos del radicalismo son siempre transitorios.


  Sin prudencia, pública o privada, no existe equilibrio estable, es una cualidad que obliga a actuar sin exageración, con preocupación por el futuro y de modo meditado, prudente, iba a decir. Cualquier acción se ejecuta, con o sin ella, en cualquier área y de cualquier clase, pública y privada.


  La prudencia es el arte del equilibrio en la decisión y en su ejecución. Es virtud de gobernantes, que se extiende a áreas no públicas, pues es necesaria para todo ejercicio de poder y mando. Aunque no sea panacea para eliminar errores, sí ayuda a evitarlos y a conseguir objetivos, de modo quizás lento pero con efectividad y lesionando el menor número posible de derechos. El radicalismo todo lo exagera, lo exalta, lo excita, sin límites para la repercusión en otras personas o áreas. La prudencia todo lo mide, lo tiene en cuenta, respeta otros derechos, acciones e intereses.


  La prudencia se tiene o no se tiene, hay personas que nacen con ella y otras que no, con o sin otras cualidades en ambos casos, aunque algo puede conseguirse con educación cuando se la acepta como virtud. Es conveniente elegir a gobernantes que la tengan, aunque hay que evitar confundirla con indecisión, pusilanimidad o incompetencia, que siempre se protegen con inacción.


  Cualquier objetivo de acción política o administrativa pública se puede buscar con o sin prudencia. Un gobernante prudente se preocupará de que sus colaboradores lo sean y de que los prudentes tengan más influencia en la Administración. Debe ir acompañado de otros factores. Salazar fue un gobernante eminentemente prudente y no violento ni cruel, y sin embargo fue criticado, en algunos casos con razón. Algo semejante paso al General Franco, aunque sí fue cruel. En cambio, gobernantes con acciones muy positivas no han estado acompañados de la prudencia, lo que limitó la repercusión de sus aciertos.



  9. Caridad, amor y justicia


  La Caridad es otra virtud indispensable para el equilibrio social. Los que piensan que bastan las estructuras jurídicas con igualdad para todos, consideran la caridad como un vestigio o reliquia de tiempos en que no había justicia y era necesario que los habitantes de un área geográfica se ayudasen unos a otros. Es una de las grandes falacias de este siglo y algo del pasado; actitud interesada para los que deseaban la destrucción de las estructuras eclesiásticas, que en gran parte se apoyan y justifican socialmente en la caridad; método agit prop de desacreditar la actitud de dar, de sacrificarse por los demás, de comprender que es imposible una sociedad sin pecado, sin irregularidades ni desequilibrios y que esta imperfección sólo se compensa con acciones individuales de ayudas al prójimo, o sea, de acciones caritativas, en que unos sacrifican sus derechos para ofrecerlos como compensación por las acciones, errores o pecados de otros.


  La caridad, difícil de regular o medir, no es sólo económica sino principalmente afectiva y puede ser de arriba a abajo y de abajo a arriba. Los de abajo, los pobres, los oprimidos, deben tener caridad con los superiores y no sólo a la inversa.


  La oposición caridad - justicia es irreal. La justicia oficial que llega a todos nunca es perfecta, por las múltiples situaciones en la vida de relación y porque está aplicada por personas imperfectas, llenas de lagunas y con actuaciones interesadas o perjudiciales para alguien. Sin caridad no puede haber equilibrio social, como no lo puede haber sin prudencia en el ejercicio del poder, factor que se opone a la exacerbación sectaria o sectorial de toda clase de derechos y de toda clase de objetivos. La caridad aplica la justicia de modo humano; es indispensable para el humanismo social que necesitan los gobernantes de instituciones públicas o privadas.


  Ejercer la caridad es siempre sacrificio en beneficio de una persona, de varias o de alguna circunstancia de repercusión colectiva; exige renunciar a derechos; admite situaciones que podrían ser peores, como la de aquel sabio que comía yerbas y se consoló al ver que otro, también sabio, comía las que él había despreciado.


  Los políticos y dirigentes sociales o económicos deben reconocer la conveniencia de la caridad para compensar las inevitables irregularidades en las leyes y en su aplicación, y en cualquier clase de gestión. Los gobiernos tienen que estimular las actuaciones de caridad; además es inviable prohibirla porque existe caridad en cualquier sistema político, en cualquier momento; en los regímenes socialistas más efectivamente igualitarios, en ambientes prósperos, en las cárceles más humillantes y degradantes; la caridad sirve de ayuda a los hombres que la reciben para soportar sus circunstancias. Es integrante indispensable de la vida social, porque la caridad es siempre actuación operativa concreta en la actuación ciudadana.


  La caridad, actitud personal, también necesita organizaciones especiales para ejercerla. Desafortunadamente algunas se utilizan para beneficio egoísta endogámico o sectario, pero la mayor parte constituyen método satisfactorio de acciones en beneficio ajeno, en especial cuando se extiende a países muy pobres. Es el caso de instituciones como CÁRITAS, MANOS UNIDAS, INTERMÓN, MÉDICOS SIN FRONTERAS y otras semejantes, vinculadas o no a la Iglesia Católica y convertidas en instrumentos efectivos, callados, prudentes, para que el sacrificio económico de algunas personas beneficie a otras, sin intermediarios profesionales, en la propia nación o en naciones sujetas a carencias extraordinarias.


  Esto se relaciona con la existencia e influencia de las ONG caritativas (hay de otra clase), organizaciones no gubernamentales que en bastantes casos tienen características de independencia, pero en otros son instrumento para propaganda política o para ayuda a quienes las administran. Las ONG, fenómeno reciente, son aún poco conocidas y por lo tanto manipulables y manipuladoras; será preciso definirlas, clasificarlas y distinguir el trigo de la paja. Con indignación he advertido recientemente que ya existen acciones para canalizar en algunas ONG las posibles aportaciones, del "0,7", que así no llegarán a los realmente necesitados y oprimidos. Sería acción criminal intolerable, pero me temo que los gobernantes la admitan.


  Pienso, y es difícil que me equivoque, que CÁRITAS es muy efectiva en España, más que ninguna otra de su clase porque se apoya en la gran organización de caridad, de afecto, de sacrificio, que ofrecen las parroquias y otras instituciones de la Iglesia Católica. Apenas podría contribuir con efectividad social permanente si no se apoyase en esta estructura descentralizada, casi sin costes, capaz de llegar directamente a problemas individuales, pequeñas miserias, desempleo sin compensación ni esperanza, hambre, tragedias familiares, etc. Por supuesto no sirve para problemas generales y estructurales, cuya corrección y mejora corresponde a las autoridades públicas.


  Aun torpemente, querría levantar mi copa por la caridad en la estructura social, para promoverla y protegerla, en la convicción de que sólo con ella, que es amor, se puede mejorar, no digo resolver, el equilibrio de las sociedades occidentales modernas. Es muy superior la caridad en las estructuras no occidentales más pobres; la riqueza endurece y justifica abandonar la caridad. La pobreza, la miseria, el desamparo, en cambio, la estimulan; es la gran fuerza de los llamados países en desarrollo y de las culturas poco avanzadas. Sólo en la caridad puede admitirse el radicalismo, la entrega sin compensación hasta la muerte, ejemplo de miles de misioneros en los países que abandonan los cascos azules y los intereses egoístas.



  10. Utopía de sociedad prudente


  Estos tres conceptos, radicalismo, prudencia y caridad, casi nunca, o nunca, se han unido conceptualmente; pero es necesario hacerlo. Radicalismo es manifestación o exigencia impuesta, prudencia es equilibrio para admitir posiciones contrarias y caridad es consecuencia del amor a Dios y a nuestros prójimos.


  No cabe equilibrio social, y menos en períodos convulsos y de cambio, si no se tiene en cuenta lo anterior, y como es difícil evitar el impacto del radicalismo, no es fácil ser optimista y hay que temer que lo que se tenga que hacer es probable que se haga con violencia, si no con la crueldad que parece siempre el signo de la historia.


  Esto sí que es una utopía no realizable pero generosa, a la que todos debemos aspirar, sin avergonzarnos de admitir virtudes, cristianas y también de otras religiones, en la vida privada y en la pública, ambas estrechamente unidas para que exista equilibrio colectivo.


  Capítulo 4: Presupuesto público transparente


  1. Transparencia real presupuestaria


  El presupuestismo, o preocupación por una estructura integral contable presupuestaria es un instrumento para la transparencia de cualquier clase de gestión pública. La transparencia es algo más que posibilidad de conocer la realidad de situaciones y actuaciones; los gobernantes sin transparencia contable operativa no pueden cumplir adecuadamente su obligación si no saben lo que ocurre ni lo que en realidad proponen, cuyo alcance no están en condiciones de cuantificar.


  La transparencia es objetivo político, quizás el más importante, y contribuye a la mejora de los ciudadanos y de las actuaciones al servicio de éstos. De cualquier clase y nivel de opacidad surgen la corrupción, por una parte, y la ineficiencia por otra. En cambio, la transparencia contable operativa evita por sí misma burocracias de vigilancia y abusos de pequeños o grandes gobernantes, al tiempo que facilita la supervisión social colectiva. Una sociedad transparente acaba siendo una sociedad efectiva. A veces no basta, pero sin ella es imposible. Convendrían métodos para medir la transparencia y así apreciar si una determinada institución o departamento, o comunidad municipal o territorial ofrece esa cualidad en grado satisfactorio. El reinado de la transparencia pública es objetivo prioritario en España para el siglo XXI. Desafortunadamente hasta ahora no preocupa ni se conoce y a nadie le merece atención; sólo se considera término de controversia o argumento dialéctico, lo que a veces es cierto, porque sirve para amenazar o presionar, como ocurre con los resultados parciales de una auditoría. No es esa por supuesto la transparencia de la que hablo.


  Todas las empresas, o muchas de ellas, tienen un propósito de crecimiento para el que necesitan una estrategia de actuación que lo estimule. Los políticos deberían tener también un objetivo de transparencia y estar convencidos de la conveniencia de conseguirla, educar con ese objeto y adoptar medidas para favorecerla.


  Para la transparencia completa es indispensable que existan instituciones de análisis y vigilancia realmente independientes, a ser posible inmersas en la sociedad civil, que ayuden a garantizar que los organismos oficiales cumplen sus obligaciones. Un problema normal de las Administraciones Públicas es que mezclan lo operativo con la supervisión y que ésta carece de independencia. Los políticos influyen en los nombramientos de los que gestionan y de los que vigilan a los que gestionan y, naturalmente éstos no son independientes para actuar. Las instituciones de supervisión que se eligen por cuotas de partido nunca pueden llevar adelante esta función, sólo son una extensión de la politización de la vida social, que considero grave problema en nuestro país.


  En España y otras naciones procede aumentar la participación de la sociedad realmente civil en la información pública transparente, en parte condefensores del pueblo, generales o sectoriales,no nombrados por los políticos, pues si "se negocian" pueden convertirse en simple instrumento cosmético para aparentar objetividad.


  La transparencia es antídoto del despotismo; éste busca opacidad para que no se divulguen sus abusos y desviaciones. Si se le amenaza con transparencia, primero trata de eludirla y si es posible absorberla o desviarla, ya que es consciente de que la transparencia efectiva es el mejor instrumento de defensa del ciudadano, principio que ahora no se reconoce, ni siquiera se intuye, pero que confío se impondrá en el siglo próximo en la Administración Pública de todas las naciones que aspiran a una soberanía digna. México ha sido ejemplo de falta de transparencia y de corrupción protegida; de ahí sus escándalos de cúpulas públicas, que recuerdan las monarquías electivas visigóticas de nuestra península. Los regímenes despóticos no admiten transparencia, aunque ésta sea teóricamente posible. También lo son las empresas públicas no politizadas ni manipuladas por Gobiernos, pero en muy pocos casos se da esta circunstancia.


  Con lo anterior, expuesto sucintamente, pero con innumerables complejidades, es posible la transparencia, teniendo en cuenta que un régimen contable transparente, no es aquél en que todo se pueda conocer sino uno en el que se conozca realmente, en que los ciudadanos tengan facilidad de acceso a la información para juzgar la calidad de la gestión pública, y además utilicen esta facilidad.


  Los gobiernos no deberían considerarse legitimados si no ofrecen información efectiva, permanente y juzgable externamente, de sus gastos y de las decisiones que los determinen. Será el avance revolucionario del próximo siglo, sin el que no serían viables los grandes complejos institucionales públicos y privados necesarios para atender las demandas de la sociedad. Este concepto fundamental no lo he visto en ningún comentario sobre estructuras públicas, pero a pesar de ello afirmo que es más importante socialmente la transparencia de los gobiernos que los votos que de modo ciego hayan servido para su designación.


  La importancia de la transparencia la comprendí y promoví intensamente cuando estaba inmerso en la actividad empresarial, aun sin idea filosófica de todo lo que podría representar. La empresa que yo dirigía fue la primera en utilizar auditorías externas independientes, sin obligación legal para ello y la primera en establecer un efectivo, reconocido e independiente Defensor del Asegurado, o sea Defensor sectorial del Pueblo. Ambas instituciones están hoy bastante reconocidas en la vida social. También pienso que mi acción de hace veinticinco años ha servido para introducir el concepto transparentede auditoría independiente en las empresas mercantiles.


  La opacidad la buscan los dirigentes de cualquier clase para evitar que los que obedecen puedan juzgar sus actuaciones. La claridad, la verdad, permite acercarse al humanismo y con él al misterio de la vida en que estamos inmersos, pero en el que apenas sabemos navegar. El misterio entra en lo divino, debemos aspirar a conocerlo, pero no es fácil, o quizás imposible, que lo logremos. La transparencia es objetivo básico con especial impacto en la vida pública para el equilibrio social y del mismo modo será indispensable para que cada nación occidental subsista con dignidad en el siglo XXI.



  2. Presupuestismo público


  Un área de la transparencia, no su totalidad, es el presupuestismo público, o sea la obligación permanente de ofrecer datos y resultados en cada uno de los centros y unidades de poder y gestión colectiva. Siempre ha sido deseable pero hasta ahora era poco viable; sólo comienza a serlo con nuevas tecnologías que posteriormente comentaré. Sin este presupuestismo no cabe transparencia económica.


  El presupuestismo público transparente (término que he acuñado para designar la actuación operativa que mezcla permanentemente contabilización y presupuesto de operaciones públicas), es viable y necesita ser implantado con urgencia, como lo están siendo las aplicaciones de las modernas tecnologías informáticas en algunas áreas de Seguridad Social y Hacienda Pública, que han logrado una mecánica informática inconcebible hace sólo muy pocos años. La nueva tecnología se utiliza en ambos casos para el control de ciudadanos y usuarios, pero aún no para el control interno operativo ni para que los ciudadanos conozcan con claridad y precisión cómo son administrados.


  El presupuestismo público es técnicamente fácil de implantar, aunque requiera bastante tiempo de preparación informática, pero es difícil políticamente, ya que exige decisiones que impiden la opacidad, y ésta es muy útil para los gobernantes, a los que proporciona monopolio de conocimientos y con ello aumento de su poder. ¿Cuándo surgirán gobernantes generosos que rompan el círculo vicioso actual?


  Sobre todo, quiero subrayar que el presupuestismo público transparente es indispensable para cualquier acción de reforma operativa del Estado,como lo ha sido en los últimos años para la reforma de la actuación interna de las principales empresas de todo el mundo.


  Presupuestar es contar, es operar con precisión, con conocimiento de hechos y posibilidad de proyectarlos a un futuro próximo. Acaba con la actuación de los brujos, que mantienen conocimientos reservados a los que nadie puede acercarse y que así administran el misterio. En otros aspectos se ha llegado a avances extraordinarios; hemos profundizado en el conocimiento del cerebro, en la genética, en el DNA y otras áreas de la vida del hombre y de la naturaleza, antes imposibles siquiera de prever. También aquí debemos avanzar; quizás sea el desafío principal para la supervivencia de las naciones occidentales y en el futuro de todas las naciones.


  Entramos en la era del conteo, de la gestión que cuadra, frente a la del enigmático compadreo, en que se adoptan decisiones sin que nadie conozca con precisión razones ni justificaciones, con actuación entre bastidores de distintas tendencias o partidos. Es la gran transformación indispensable para la vida sociopolítica del mundo occidental y en concreto de nuestro país. Sin datos ni informaciones precisas y contrastadas contablemente no puede haber decisiones satisfactorias. Hasta ahora (en España) la contabilidad pública se obtiene con retraso y limitaciones; con presupuestismo podría obtenerse de modo inmediato y permanente, como no tengo duda se implantará en España en cinco, diez, o veinte años. Mis comentarios, libros y trabajos desearía acelerasen este proceso.


  El presupuesto contabilizable es ya técnica básica y regular de gestión económica empresarial, y también lo debe ser de gestión pública. Los Parlamentos, para su función de aprobar gastos futuros, se apoyarían en informaciones precisas a que accediesen con facilidad, comparando unas con otras, después de haber vigilado su evolución durante meses o ejercicios. Este cambio alterará radicalmente la gestión pública en todos sus niveles y en todos sus sectores. Tampoco he visto ni un sólo estudio académico o informático que se preocupe de este tema, ni siquiera que comente su existencia y posibilidad de implantación futura. Muy pronto esto variará, aunque en estos últimos años, ya con avances de informática utilizados en la gestión pública,no creo que exista una sola enmienda, comunicación, interpelación, de cualquier partido político, en el Parlamento o en el Senado, que se refiera a este hecho. Por supuesto, tampoco la conozco en cualquier área autonómica.


  Por diversas razones, satisfactorias o insatisfactorias, la exigencia de utilización creciente de riqueza es masiva en la sociedad occidental y tiende a extenderse a las demás sociedades. Las técnicas presupuestarias modernas son un elemento que acompaña a lo anterior y del mismo modo que la riqueza ha sido posible por avances científico-tecnológicos; también la nueva informática pública abrirá nuevas posibilidades a la ciencia de la gestión del Estado.


  El presupuestismo público transparente exige una estructura contable organizada y ordenada; que no sólo recoja datos de diferentes procedencias, sino que sea punta del iceberg de un conjunto de ordenaciones estructuradas lógicamente de todos los movimientos directa o indirectamente económicos en la gestión pública.


  La prehistoria del presupuesto comienza con la cuenta de la vieja, que supongo existía en los concejos abiertos y que se fue transformando en proceso lento y con insuficiente información. Causa asombro la acción de España en América que construyó un nuevo mundo que se ordenaba a meses de distancia, con apenas informaciones precisas de tipo económico, actuando por reflexión lógica teórica y con acción autónoma de personas con orientaciones muy generales. En esas circunstancias se actuó de un modo increíblemente eficaz.


  En estos últimos dos siglos se han ordenado cuentas públicas rígidas con presupuestos lentamente liquidables, con fórmulas de intervención para evitar fraude y abuso; con normalización, al menos en España, a costa de la eficacia de la gestión pública, con métodos para evitar abusos de funcionarios y operadores, pero que siempre dificultan su gestión ágil y encarecen el gasto público. Recientemente me comentaban personas que conocían bien obras públicas en su área que alguna se hubiese podido ejecutar por menos de la mitad (sin sospechar ninguna clase de fraude), sólo por las limitaciones a que obliga la actual ordenación pública de gastos y mecánicas de pago.


  Cambiar lo actual es objetivo indispensable. Para ello conviene un presupuesto de liquidación permanente, inmediata y automática, que permita conocer la realidad, no solamente a un sanedrín limitado de burócratas dentro de misterio y secreto, sino a todos los gobernantes y administradores públicos y a los ciudadanos. Basta un sistema contable que coordine y compare de modo automático e inmediato todo movimiento económico, la anotación de sus decisiones, su transformación en presupuesto y su ejecución y comparación con la realidad final con programas inteligentes para ello, y que se pueda seguir desde diversos puestos de información. Esto y la transmisión inmediata de imágenes documentales permitiría eliminar intervenciones y protecciones actuales que lo hacen rígido, lento y sin posibilidad de decisión ágil. La transmisión a distancia poco costosa de imágenes documentales permite conocimiento inmediato y facilita la contratación de obras públicas y vigilancia de sus reformas, terminando con la obsoleta metodología actual.


  La confección de presupuestos coordinados con contabilización de movimientos reales facilita las mecánicas de presupuesto cero, que consisten en que los gastos previstos y autorizados para el futuro no sean continuidad ciega de incrementos lineales del pasado sino consecuencia de análisis específico de lo que de verdad deberían costar las actuaciones autorizadas. Las famosas técnicas Arriortúa, que han sido decisivas para la reordenación de la industria americana y europea del automóvil, son una manifestación de este sistema de presupuesto cero, con análisis de los métodos y organización de cada proveedor para demostrar que puede cumplir con costes muy inferiores a los que se suponía que eran indispensables, aún sin entrar en el análisis de su realidad óptima operativa.


  Repito que no puede haber reforma efectiva y útil del Estado sin nueva metodología presupuestaria, o sea sin presupuestismo público transparente. Es un objetivo público clave a que debe dedicarse principal atención en las próximas décadas.



  3. Qué exige un presupuesto efectivo


  Con utilización de tecnología punta, que ahora está siendo standard, un presupuesto público transparente, exige lo siguiente:


  
    Previsión precisa de gastos, los que lógicamente vayan a producirse en el período afectado, aunque no sean los óptimos a los que podría llegarse con nueva tecnología operativa.


    Coordinación de la información presupuestaria y la contable para su liquidación simultánea automática, que destaque desviaciones y compare en cada unidad datos paralelos o períodos anteriores.


    Contabilización inmediata de toda clase de gastos desde su aprobación hasta su pago, con métodos para que sea exigible y posible, efectuada por quienes manejen la ordenación presupuestaria, los pagos y la tesorería.


    Información automática permanente a requerimiento de personas autorizadas de gastos reales y liquidación de presupuestos, en especial al fin de cada mes, que se ponga a disposición de gobernantes y legisladores para que conozcan regularmente la evolución de gastos y pagos públicos y estén en condiciones para preparar o analizar futuros presupuestos, con utilización de los programas inteligentes a que antes he hecho referencia.


    Detección automática de desviaciones en la evolución de gastos en cada unidad territorial o funcional que llame la atención a los supervisores.


    Mecánica para introducir los cambios que puedan ser necesarios, de modo que no se pierda su rastro informativo y pueda ser juzgada su justificación.

  


  Esta transparencia contable presupuestaria permite acelerar y no retrasar la ejecución de decisiones y facilita la capacitación de los gestores y de las personas que decidan o supervisen decisiones de otros. Permite eliminar controles e intervenciones existentes en la Administración Pública y sustituirlas por fórmulas con mayor libertad, porque pueden ser analizadas muy inmediatamente a posteriori y no exclusivamente a priori como hasta ahora. En los mencionados contratos de obras públicas, que tantas desviaciones originan, serían necesarias menos precauciones si a través de fax o correo electrónico pudiese ser comunicada inmediatamente su contratación y modificaciones posteriores a centros autónomos a distancia a esto dedicados, que podrían rectificar inmediatamente abusos o desviaciones y lograr que la evolución posterior de los contratos deje de ser un arcano inasequible.


  Como la empresa privada ya utiliza este tipo de metodología contable moderna, esta transformación podría ser sencilla y existen ya hoy abundantes especialistas que podrían participar en su preparación. Este mecanismo contable ha reducido sustancialmente los gastos de muchas empresas, como lo haría en la gestión pública.


  Éste es un ejemplo, entre otros, de uno de los aspectos que más puede agilizar la gestión pública y dificultar la corrupción. Lo que acabo de comentar no será más difícil de implantar que los métodos para reducir fraudes de contribuyentes o de beneficiarios de la Seguridad Social.



  4. Oscurantismo público económico


  Cualquiera que hoy se interese por el análisis de la realidad de los gastos públicos se sentirá en la más absoluta impotencia, ya que sólo se difunden cifras finales que aprueban los Parlamentos sin información adecuada, discutiendo únicamente aspectos políticos u opiniones de diversa tendencia de partidos y medios de comunicación. Las leyes presupuestarias dejan de preocuparse de los gastos que aprueban, para el pasado o para el futuro, y se centran en modificaciones y reformas de diferente naturaleza, por supuesto no cuantificadas. He visto algún informe que se prepara en las Cortes para los Proyectos de Ley y prácticamente sólo contiene comentarios e informaciones, incluso de países extranjeros, pero sin antecedentes presupuestarios elementales para decidir con discernimiento. Esto no solamente les ocurre a los Parlamentos, cuya función es precisamente la aprobación de presupuestos, sino a los altos funcionarios que, con muy pocas excepciones, carecen de visión de conjunto, y que sólo conocen, supongo de modo incompleto, cada sector dentro de cada Ministerio. Podría preguntarse a los ministros actuales, o los que ha habido en los últimos treinta años ¿cuántas ocasiones han tenido de analizar realmente por sí mismos o por sus colaboradores directos los antecedentes completos de los presupuestos? ¿Pueden recordar sus propios métodos para determinar si debían aprobarlos, rechazarlos o corregirlos? Una encuesta anónima reservada a ex-ministros serviría de base para investigaciones sociológicas y para estudios académicos que analizasen este aspecto clave de una mecánica política al servicio de los ciudadanos y no al servicio de oscuros objetivos partidistas o personales.


  Existía transparencia en los famosos concejos abiertos con reunión permanente que representaban un efectivo método de gobierno, pero referido a áreas muy limitadas de personas, agricultores en general, que se conocían entre sí y actuaban de modo colectivo con completa información recíproca transparente.


  La sociedad del siglo XXI será todavía más compleja y ofrecerá mayor campo de abusos de políticos; sin transparencia sería imposible en ella equidad, continuidad y cualquier clase de equilibrio permanente. La transparencia presupuestaria no hace por sí misma justa una sociedad, continuarán los abusos e irregularidades, pero facilita su detección y permite a los ciudadanos reaccionar a tiempo con un sufragio alerta a informaciones veraces.


  La ciencia y la tecnología están cambiando el mundo; los sabios del siglo XIX creían haber llegado al máximo conocimiento de la realidad y apenas sabían nada; tenían orgullo científico apoyado en bases muy débiles, aunque intentaban la mejora y con ello se ha llegado a la situación actual. El conocimiento presente y el futuro nos proporciona mayor dominio de cómo ocurren las cosas, aunque no de su porqué, un misterio, el de Dios, que la sociedad rechaza porque aceptarlo implica limitaciones y algunos hombres desean ser considerados todopoderosos, y les ofende la existencia de lo que les recuerde su dependencia de «algo».


  La posibilidad de transparencia es precisamente una aportación de la ciencia y la tecnología, que han complicado la vida de relación, pero que también aportan nuevos instrumentos para la gestión de una humanidad globalizada en un mercado libre en que cada nación tiene que demostrar permanentemente su viabilidad. La Unión Soviética no llegó a dominar la gestión de una estructura social centralizada y de ahí su derrumbamiento. Pienso que en el próximo siglo puede también ser muy difícil la gestión de un mercado abierto universal, del que puede derivar otro gran trauma semejante al de 1989 en los países de influencia soviética.


  El gran reto en las próximas décadas, para nuestros gobernantes y los de otras naciones, será acertar en la mecánica de un gran cambio, con innumerables obstáculos y dificultades. Saber cambiar es un acto digno de gobierno, público o empresarial; algunos han tenido éxito, no siempre para bien general, pero sólo han dejado huellas positivas los que han hecho posible los cambios necesarios en una empresa o en una nación. En la gestión pública el instrumento para el cambio será el presupuestismo, que será indispensable, como un automóvil, un avión, un puente o las comunicaciones telefónicas; todos ellos necesarios para las realidades de la civilización universalizada.


  Este presupuestismo, especializado en gastos, también debe extenderse al presupuesto de ingresos; tiene condicionantes distintos, pero es igualmente necesario dominar la evolución de lo que se prevé recibir y lo que en realidad se recibe, aunque en esto se ha avanzado más porque está conectado con impuestos y tributos, sin aspectos negativos para los gobernantes, como los de transparencia y supervisión de gastos. En todo caso, el «ingreso», a diferencia del «gasto», es en general fluctuante en cuanto depende de terceros y no de uno propio, pero es posible preverlo y es necesaria una supervisión permanentemente de la evolución de lo que ocurre, sin la que no caben estimaciones de futuro.



  5. Presupuesto nacional integral


  El presupuesto constituye un método preciso de anticipar y autorizar líneas generales de movimientos económicos cuantificables, y requiere una organización coordinada administrativa contable que refleje todo movimiento con repercusión económica (a veces sin ella) dentro de un patrimonio público o privado, con estructura lógica integrada y uniforme. Obliga a que las estructuras administrativas públicas sean lógicas y comprensibles en el exterior, para difundirlas y que los ciudadanos o sus instituciones civiles puedan reflexionar en su función y justificación operativa y social, para evitar abusos, aun con buena voluntad.


  Parece lógico que un presupuesto nacional global integrado, al que se debería llegar, se inicie en áreas específicas de menos a más complejas. La integración total sólo cabe cuando abarque todos los gastos de todo su conjunto de unidades, en España las diferentes Comunidades Autónomas y Municipios, con posibilidad de intercambio y comparación entre sí, lo que favorece a los que estudian la evolución de cada unidad operativa, evitando tener que inventarla, y a los que al avergonzarse del excesivo coste de su propia unidad, comparan con otras comunidades autónomas o del Gobierno Central. El presupuestismo integral es en ese aspecto un factor de cohesión nacional y un factor de intercambio informal de experiencia.


  De modo posible y orientativo, sin sofistificación, presento un proyecto de cuadro de gastos públicos aplicable a células o unidades administrativas iniciales, que se podría transformar en un plan integral nacional, aunque sea por pasos medidos, de abajo a arriba, pero siempre con una concepción homogénea integral aplicada paulatinamente.
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  Algunos cuadros complementarios deberían detallar partidas intermedias. El primero, de Trabajadores Públicos podría ser el siguiente:
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  Esta línea de información regular, de que podrían ser ejemplo los cuadros anteriores, se implantaría en cada unidad operativa, tanto de servicios centrales y departamentales como de una Comunidad Autónoma o Municipal, con comentarios explicativos en cada caso. Se podrían agrupar posteriormente los homogéneos (todos los de enseñanza primaria, o los de cualquier sector) mediante una concepción unificada de gastos que los ciudadanos puedan comparar válidamente.


  Una línea presupuestaria unificada de gastos ofenderá a altos funcionarios y gobernantes, centrales o territoriales no interesados en ser observados o analizados ni por unidades públicas ni por ciudadanos, ni, sobre todo, en ver desvelado el misterio de su propia actuación. Pero sería más fácilmente admitida si cada gobernante o alto funcionario también accediese a informaciones sobre los restantes y si las comunidades autónomas o municipios afectados tuviesen acceso directo permanente a los gastos paralelos de servicios y organismos de todas las demás. Esta vigilancia recíproca sería perjudicial para los que tienen el privilegio especial de un empleo público vitalicio o de un alto cargo político temporal, pero es lógico que estos se habitúen a soportar más intromisiones en su intimidad que los ciudadanos normales.


  Un instrumento operacional de esta clase, aséptico, con informaciones comentadas, es elemento de unidad nacional, pues representa el conocimiento orgánico recíproco completo de todos los movimientos económicos de todas las unidades públicas de cualquier clase. Todos deben conocer todo y si esto reduce aparentemente la independencia operativa de la comunidad de Cantabria o la de Cataluña nadie tiene razón para quejarse de esta acción de presupuestismo público transparente, que protege a los ciudadanos de abusos de gobernantes y políticos, en especial en las unidades operativas de menor dimensión, y con campo más fácil para el caciquismo.


  Debería ser un principio básico (¿constitucional?) que todos los partidos, organismos públicos, sociedad civil y ciudadanos en general tuviesen derecho a conocer la evolución de los gastos en todas las unidades públicas de cualquier nivel. Todo para todos, todos para todo; defensa colectiva para que los ciudadanos no puedan ser manipulados, ni en grandes líneas por gobernantes nacionales, ni en pequeñas líneas por gobernantes autonómicos o municipales.


  La comparación permanente de lo previsto y de lo realizado y de las situaciones que lo justifiquen permiten juzgar con objetividad:


  
    La gestión de una unidad.


    La calidad de sus presupuestos y estimaciones.


    La voluntad de los gestores para ocultar información que no consideran conveniente exteriorizar.

  


  Esto podría considerarse microutilización presupuestaria para juzgar gestiones concretas, frente a la macroutilización que serviría para comparar tendencias y gestiones colectivas entre diferentes unidades territoriales e incluso funcionales.


  Las técnicas presupuestarias avanzan a gran velocidad en la gestión empresarial y han llegado a niveles insospechados hace treinta años. Ha sido un progreso que doña necesidad, la supervivencia empresarial en mercado libre, ha obligado a acelerar y perfeccionar. Un ejemplo son las aseguradoras de automóviles, que actúan en todo el mundo en un mercado muy competitivo, con desviaciones y altibajos en sus resultados que a veces conducen a su desaparición, de modo más o menos traumático, por diferentes causas, algunas cercanas al delito, como la de aprovechar la opacidad para ocultar resultados, puesto que éstos en general provienen de hechos producidos pero cuyo impacto no se conoce, o de algunos que no han llegado a producirse. Este ocultismo, casi natural, permite subsistir hasta la catástrofe final. En una reunión en Amsterdam, hace unos diez años, de los principales aseguradores europeos de automóviles, un asistente preguntó qué entidades ofrecían información interna mensual de sus resultados, y sólo yo contesté afirmativamente, pues la empresa que yo dirigía entonces había llegado a conocer, por simple metodología informática lógica y casi permanente, sus resultados integrales, no sólo del conjunto sino de más de trescientos centros operativos, con información recíproca fluida, todos conocen todo en todo momento. Esta situación ha sido la que ha permitido su escandaloso predominio en este sector asegurador, principal fuente de su enriquecimiento patrimonial, ejemplo de eficaz utilización de modernas técnicas presupuestarias que podrían trasladarse a cualquier sector económico o de la Administración Pública nacional autónoma o municipal.


  Este gran objetivo privado lo han conseguido las empresas que triunfan, al conocer con rapidez lo que hacen, sus consecuencias y desviaciones. Parece más delicado en lo público, pero es posible y, sin ninguna duda, deseable. No puedo recomendar métodos a seguir, propio de técnicos especialistas, pero sí objetivos que interesan, qué políticos, gobernantes y colaboradores profesionales deben considerar como objetivo nacional que llevaría a un cambio radical en las relaciones ciudadano - Estado, y qué pondrá freno a muchos abusos de los gobernantes.



  6. Recomendaciones para su efectividad


  Sobre lo anterior se me ocurren algunas recomendaciones para iniciar este proceso:


  Todo gasto público de cualquier área, autorizado, devengado o liquidado, debe integrarse en un sistema informático contable para conocer diariamente, no sólo al final de un determinado período, la situación del gasto, compromisos adquiridos y desviaciones. Esto requiere simplemente adecuada codificación, terminales sencillas y bases de datos a las que se incorporen la información, acumulable por tipos, áreas, modalidades y períodos de tiempo, con la agrupación técnica o geográfica que proceda, para ser comparable con otras de la misma naturaleza.


  Todo gasto se debe anotar en el momento del devengo o autorización administrativa y en el del pago, y así dar a conocer retrasos promedios de operación y de contabilización y, en este aspecto juzgar, junto con otros factores, la calidad del servicio ofrecido en cada unidad.


  Todo gasto debe reflejar simultáneamente su comparación con el presupuesto, con facilidad para liquidaciones automáticas y que sus desviaciones puedan detectarse también automáticamente, con programas inteligentes, que llamen la atención a los que tienen función de vigilancia pública o privada.


  El sistema integral que se adopte debe permitir juzgar la situación patrimonial o de gasto en cualquier momento, pero conviene establecer períodos regulares de liquidación, por lo menos mensuales, en los que se incorporen posibles partidas pendientes de regularizar y así aparezca la situación real, antecedente preciso de la del período anual. Cabe además incorporar criterios para juzgar si los retrasos se deben a incidencias normales de periodificación u obedecen a cambios que llevaron al resultado final.


  Las liquidaciones presupuestarias mensuales o trimestrales deben difundirse en el conjunto de gobernantes, políticos y gestores e incluso entre el público on line, o en volúmenes de CD-Rom, colectiva o individualmente distribuidos, con programas internos de búsqueda e interrelación de datos que permitan análisis y comparaciones, o sea con el calificativo de inteligentes varias veces mencionado.


  Deben facilitarse acceso al público por terminal de ordenador de cualquier dato contable de gasto y presupuesto, salvo limitaciones precisas justificadas oficialmente para ser juzgadas objetivamente por interesados en la gestión pública.


  La aplicación de los objetivos anteriores permite presupuestos públicos que no sean arcano para supermanes, difíciles de consultar o profundizar, aun con buena voluntad y capacidad, que en los gobernantes no suele existir.


  Un sistema contable transparente de esta clase debe permitir comparaciones entre diferentes clases de gastos: sueldos, accesorios, locales físicos utilizados, etc., y entre diferentes unidades, y así detectar desviaciones y determinar por qué se han producido. Hoy resulta sencillo utilizar métodos de gestión informática inteligente con este objeto, aunque su programación requiera tiempo y esfuerzo.


  Esta transparencia presupuestaria protege a los ciudadanos frente a abusos y despilfarros públicos y es así instrumento de su libertad. Es aún más necesaria para gobernantes que actúan con ignorancia, sin información, y carecen de límite en su actuación demagógica o populista, influidos por sentimientos geográficos o étnicos o lingüísticos, y exigiendo que se les acepte cualquier gasto irresponsable, provocando situaciones como las que conoce España precisamente por ese motivo.



  7. Inexactitudes presupuestarias actuales


  Los principales presupuestos se presentan en España a los respectivos Parlamentos, con resúmenes no comprobados ni comparables para ser juzgados, lo que en realidad es accesorio cuando sus cifras no sirven para ser mejor o peor cumplidas sino para pasar un trámite enojoso superficial, en la convicción de que será fácil corregir sus cifras con alguna clase de ampliaciones de crédito aceptadas con normalidad por Gobiernos y Parlamentos y al final por los ciudadanos, que también admiten déficits globales, que no se comentan en los Parlamentos, que por ese motivo han quedado convertidos en tapadera de las cloacas del poder, que es donde verdaderamente se deciden los gastos. Naturalmente el fin de esta espiral suele ser una gran crisis, como resulta inevitable en familias, empresas y naciones que viven por encima de sus posibilidades, en especial si ni siquiera se dan cuenta de ello. Al no existir técnicas conocidas de preparación de presupuestos reales se aceptan a ciegas por disciplina de partido, los que presenta el Gobierno, para seguir en la foto. También ocurre en la oposición, que sólo se ocupa de lo accesorio o escandaloso.


  La falta de auténtica información parlamentaria del Poder Ejecutivo, a diferencia de Estados Unidos, impide que éste ejerza una finalidad fiscalizadora presupuestaria.


  Corregir esta situación es cuestión de Estado, en especial cuando el ejemplo de los presupuestos nacionales se extiende a los autonómicos y a los municipales, de cuyos excesos son culpables todos los partidos, pues nadie quiere quedarse atrás en ofertas populistas aunque conduzcan al puesto de cola en la Unión Europea, y se disimulen con muestras de optimismo, por algunas cifras parciales que se cree eximen de adoptar las medidas necesarias para eliminar el desequilibrio. Cuando alguien, muy tímido, trata de reducir algún gasto se le califica de tecnócrata y se siguen ofreciendo medidas desequilibradoras para continuar en el poder, o para aspirar a lograrlo.



  8. Cómo podría implantarse


  Pero lo anterior es así y es admitido por las fuerzas políticas al pensar que no es posible actuar de otra forma o en otras condiciones. No estoy de acuerdo, se puede aspirar a presupuestos transparentes con adaptaciones en cada nivel y área, pero siguiendo estas líneas generales.


  
    Presentar cada partida con antecedente en dos años de su importe homogéneo de cifras presupuestadas y liquidadas, incluyendo porcentajes de variación, previstos y reales.


    Ser resultado de una cadena anterior, de abajo a arriba, de modo que la superior proceda siempre de las inferiores acumuladas, y que esto sea manejable informáticamente y fácilmente consultable por estar codificado lógicamente.


    Acompañar cualquier desviación del presupuesto de un comentario justificativo que pueda ser analizado por los parlamentarios y por los ciudadanos.


    Presentar los gastos de modo que permitan comparación en partidas comunes representativas, dentro de las diversas unidades paralelas, consecuencia también de sencilla codificación.


    Separar claramente el importe de las inversiones regulares operacionales del de inversiones extraordinarias.


    Presentar homogéneamente el importe de las transferencias a otros servicios oficiales, a otros niveles públicos o a terceros en sus diferentes clases.


    Codificar lógicamente los gastos o transferencias para conocer, por ejemplo, los gastos de personal en todo ámbito nacional, global o sectorialmente, o en varias comunidades autónomas o los que proceden de los municipios, o agrupados por otra característica que interese.


    Facilitar la comparación automática con programas ordenados de los gastos conjuntos de cada unidad, clase o área, con el % del PIB nacional, provincial, autonómico o municipal, según proceda, con cifra absoluta y cifra relativa sobre el factor objetivo que se elija, integrado automáticamente en las informaciones al exterior.

  


  Lo anterior y otros factores que podrían añadirse con series de codificación permitirían un presupuesto integral analítico y coordinado, objetivo al que no se debería nunca renunciar. Esto, que es un desideratum, ¿es posible? Yo creo que sí, con las nuevas tecnologías de gestión informática presupuestaria. En cualquier empresa importante carecer de esta información se considera falta intolerable. ¿Por qué no en lo público?



  9. Transparencia de empleo público


  En este capítulo me refiero exclusivamente a la transparencia de presupuestos y gastos, pero el principio de transparencia operativa es más amplio, desde las manifestaciones de los gobernantes hasta el conocimiento preciso de situaciones públicas o privadas. Hay transparencia de archivos históricos o simplemente de archivos públicos, hay transparencia de intenciones de gobierno que puedan afectar a diversos aspectos de los ciudadanos, pero todo ello queda fuera de este capítulo, y en parte está reflejado en el capítulo tercero del mi libro “Crisis de sociedad”, Actas, Madrid, 1994.


  Hay una clase de transparencia no aparentemente presupuestaria, de interés máximo nacional, aunque no refleje datos económicos, la del número de personas que desempeñan alguna clase de empleo público en una nación o en cualquiera de sus unidades. Incorporo aquí algunos comentarios sobre esta variedad de presupuestismo público transparente, de cuya evolución deriva la mayor parte de los gastos colectivos, teniendo en cuenta el alto porcentaje del gasto público (no de inversiones) que procede de compensaciones a funcionarios y empleados.


  La contabilidad presupuestaria del número de trabajadores públicos de toda clase es conveniente y fácil de lograr como parece está ocurriendo si se exige que absolutamente todo pago por trabajo público de cualquier clase se haga por un método preestablecido y uniforme de gestión de personal que permita conocer en una terminal la cifra absoluta de trabajadores públicos, permanentes o circunstanciales, etc., en una serie de unidades, así como sus incorporaciones y bajas. Sería ejemplo de su transparencia y también medio de unidad nacional, pues nadie se podría oponer a que se conozca todo lo suyo siempre que se le permita conocer lo de los demás. Con esto se evitarían abusos y corrupciones y casi se eliminarían las desviaciones, con beneficio para todos los ciudadanos precisamente al evitar el abuso de sus gobernantes, nacionales o territoriales.



  10. Presupuestismo como cultura social


  El concepto de presupuestismo transparente debería ser un método generalizado de actuación, que con independencia de lo que afecte a aspectos concretos incluidos en un presupuesto oficial se extendiese al conjunto de actuación pública a que se exija máxima transparencia, la obligatoria general y además la que cada unidad quisiera establecer.


  Es importante el ejemplo de Estados Unidos en que el presupuesto federal se ofrece como ya he dicho en un volumen de CD-Rom (por primera vez en 1995) que todos los ciudadanos pueden adquirir y estudiar personalmente. El ideal en España es que cada Municipio de gran dimensión, cada Comunidad Autónoma y las áreas públicas de los servicios centrales editen su propio volumen de CD-ROM y que se distribuya a políticos y gobernantes centrales y territoriales, así como a los interesados en la gestión pública que lo soliciten. Pero esta forma de información será en la práctica poco operativa si cada CD-ROM no incluye programas internos inteligentes para agrupar y seleccionar comparativamente toda su información, lo que permita preparar automáticamente informes que serán ampliamente utilizados y que se consideren muy efectivos para el conjunto social y sociológico. También debería ser posible conocer esta información desde terminales o desde el INTERNET.


  Cuando esto se consiga y exista una cultura presupuestaria generalizada, se habrá producido una revolución en la gestión pública con la que cada nación podrá afrontar su futuro en mejores condiciones de acierto. Representaría, entre otros aspectos, que han desaparecido oscuros rincones de gobernantes para dominar a los ciudadanos, como los brujos siempre han querido hacer en pueblos y tribus primitivas.


  Capítulo 5: funcionarismo y privaticismo


  1. Tendencias funcionaristas y privaticistas


  Funcionarismo es término antagónico a privaticismo. El estudio de ambas actitudes, indispensable para una dinámica nacional efectiva, carece de relación directa con la reforma del Estado, pero importa conocerlas y analizar sus manifestaciones para que no entorpezcan las acciones de reforma operativa.


  Los funcionaristas desearían que toda la gestión social fuese pública, operada por empleados de esta clase, con todos sus derechos y privilegios y sin responsabilidad ni control. Cualquier privatización es un ultraje a este principio, orgullo de la izquierda. Los privaticistas creen que conviene la gestión privada en el mayor número de servicios a los ciudadanos, a fin de que tengan mayor agilidad y menor coste; su desviación consiste en que lo consideran panacea que por sí sola basta. Las organizaciones sindicales tienen una posición funcionarista porque saben que su acción es especialmente agradecida en las empresas e instituciones públicas. Los que militan en Izquierda Unida, que consideran que sólo la Izquierda defiende el interés general, mantienen que toda privatización es negativa, pero con ello defienden los intereses de trabajadores muy privilegiados a costa de más de un veinte por ciento que carecen de empleo.



  2. Ideal funcionarista


  El funcionarismo es un fenómeno de la sociedad actual española, creo que más que de otras occidentales. La ambición básica de los ciudadanos es convertirse en funcionarios y no ser nunca separados de su actividad, sin exigírseles responsabilidad por su actuación, sin preocuparse de su efectividad y con posibilidad de declararse indignadamente en huelga por cualquier intento de corrección de un defecto o de mejora de un método de trabajo. No es caricatura sino realidad, fuente de problemas en el pasado y sobre todo en el futuro. Quienes no consiguen ser de alguna forma funcionarios o asimilados se sienten frustrados y algo parias. Se ignora cualquier idea de servicio, esfuerzo o sacrificio, que lógicamente debería ser contrapartida del privilegio. Hay excepciones, pocas desafortunadamente.


  El funcionarismo podría definirse como aspiración generalizada de privilegio vitalicio en contra de los intereses de los ciudadanos, ante los que además se adquiere dignidad de superioridad, y se subvierte la justificación social de los funcionarios, no ellos para el pueblo, sino el pueblo para ellos. Una regulación del funcionariado para dejarlo en sus límites de interés social y evitar su proliferación y abuso, satisface a pocos gobernantes para los que la situación actual es instrumento eficaz de su poder.


  También a los gobernantes molesta la existencia de un funcionarismo bueno, con altos funcionarios eficientes con poder para enfrentarse con gobernantes y con funcionarios irresponsables. Prefieren funcionarios irregulares, que por su menor profesionalidad son más receptivos a ingerencias y a aceptar propuestas arbitrarias, al estar designados por razones distintas a sus méritos y a sus conocimientos. Francia e Italia se han salvado de problemas de inestabilidad política porque había, aun con defectos, un elenco de funcionarios que estabilizó en lo posible el mecanismo operativo del Estado y que lo aisló en gran parte de políticos ambiciosos.


  El funcionarismo tiene dos interpretaciones: pasiva, que se traduce en orgullo de lo público y del empleo público frente a los ciudadanos, considerados en realidad como súbditos; y activa, o deseo de todo ciudadanos o súbdito a saltar la barrera de clases y convertirse en un privilegiado o, al menos, asimilado. Ambas se relacionan y son consecuencia del Estado Kelsen, que introdujo un nuevo mito, entre supremo y difuso, para llenar el vacío que había dejado la ausencia de Dios en la vida social.


  El funcionarismo pasivo surge de dos actitudes diferentes que convergen en un objetivo:


  
    Actitud sectaria estatificadora que considera lo privado malo, corrupto y negativo, y no admite mácula dentro de lo público, que por el hecho de serlo no puede impugnarse ni criticarse. Esto, hipócrita o no, se convierte en política uniforme de gobiernos absolutos que necesitan máximo poder para eliminar toda área crítica para su acción, y así dominar y coaccionar, dentro de la inevitable tendencia absolutista de quienes ostentan poder. Esto al mismo tiempo produce a los ciudadanos el deseo de incorporarse a los buenos y ver así protegido su futuro, admitiendo que no cabe servidumbre más cómoda que la del empleo público como se concibe en España.


    Deformación de orgullo a que tienden los funcionarios al contar con ventajas y beneficios, de que carecen la generalidad de los ciudadanos, que les hace creerse por ello superiores y en condiciones de despreciar a quienes no han obtenido su status, como los nobles del ancien régime francés con los que no lo eran.

  


  El funcionarismo activo, consecuencia del anterior, es el deseo de incorporarse a cualquier forma de empleo público y no quedarse como despreciable roturier que no consigue penetrar en el clan de los privilegiados. Es la única ambición de jóvenes de ambos sexos, quizás con excepción de Cataluña. Ha sustituido a la ambición de trabajo independiente.


  Con ambas tendencias coincidentes no es extraña la inflación de empleo público, que conduce a un insoportable aumento de costes; y también a la reacción de privaticismo, a que luego me referiré. Nuestro país ya no puede ser autárquico; compite libremente y necesita ofrecer servicios aceptables para sus ciudadanos y prestaciones gratuitas de solidaridad, pero se encuentra con que a consecuencia de trabajadores privilegiados le falta tensión para la acción y estímulo para mejorar, con consecuencia de gasto excesivo, que lleva a déficit y endeudamiento y acaba en crisis, a veces dramática, y reacciones a veces irreflexivas, como la de la panacea del privaticismo. Algunas clases de empleo en empresas muy estables por su dimensión o actuación monopolística de iure o de facto contienen características del empleo público. Así ocurre en las de servicios obligatorios (Eléctricas, Telefónica, Bancos y Cajas de Ahorro, etc.), que ofrecen a sus empleados estabilidad vitalicia, aspiración del ciudadano o de las madres con hijas casaderas.


  Aparece en realidad una nueva interpretación del estado del bienestar, cuyo objetivo básico sería que todos los ciudadanos fuesen funcionarios públicos, con altos ingresos, estabilidad y sin riesgo de despido. Un ejemplo en la historia son Rusia y países de su órbita, aunque ahora no se reconoce esa situación como estado de bienestar, pues se ha comprobado que en plazo más o menos breve lleva al empobrecimiento del país y a la destrucción de su entramado.



  3. Funcionarismo en la evolución histórica


  En toda la historia moderna ha habido funcionarios, lo fueron los sacerdotes y estamento eclesiástico que tenían estabilidad, pero a costa de limitaciones, sacrificios y obligaciones especiales, como hoy sigue ocurriendo en las órdenes e institutos religiosos, que también ofrecen estabilidad. Su evolución se ha ido desarrollando paulatinamente, coordinando derechos especiales y obligaciones. En la organización del Estado creada por los españoles en el siglo XVI había altos dignatarios o militares, justificados por sus hechos y graves riesgos, con estructura de nobleza o de alto nivel intelectual, como los maestros en centros universitarios, de Salamanca y Alcalá principalmente. En el siglo XIX, después de un proceso de alternancia salvaje, se crearon áreas especiales de funcionarios, semejantes a los judiciales, abogados del Estado, ingenieros de altos nivel, etc. La línea francesa de cuerpos de élite, con la Escuela Nacional de Administración, la Politécnica y otras crearon una nobleza republicana con alto valor institucional, base de su burocracia de preparación para gobernantes, y de vivero para empresas bancarias, de seguros y otras nacionalizadas por el General De Gaulle.


  Pueden ser útiles los cuerpos de altos funcionarios que permitan a una nación contar con personas vinculadas exclusivamente a su servicio (evitando influencia de advenedizos, aun legítimamente designados, pero sin preparación), y también para oponerse a la influencia de fuerzas capitalistas y mediáticas, y hasta de fuerzas irregulares, narcotráfico y mafias que para sus intereses quieren influir en la esfera pública. Los intereses corporatistas son en muchos casos fuerza fáctica que de algún modo sirve para evitar el absolutismo de gobernantes políticos.


  En la Administración Pública regular aparecen dos tendencias generales: creación de grandes cuerpos como en Francia, en que el ingreso es muy difícil, que conceden posición de privilegio en la escala social, y creación de cuerpos menos especializados, como en España, que se adaptan a cualquier servicio o departamento. Para la reorganización de nuestro funcionariado se debatirá la especialidad contra la generalidad, pero nunca conviene prescindir de la especialidad, si bien diferente a la de hace setenta años.


  En las últimas décadas, aun antes de la transición política, se fue modificando el sistema español de cuerpos especiales, perdiendo importancia o desapareciendo algunos antes destacados y promoviéndose funcionarios más igualitarios para el conjunto de la Administración, como los TAC (en la Administración Central y después en las Autonómicas), transferibles de un ministerio a otro, con utilización administrativa pero sin especial prestigio social o político. Es especial la situación de Hacienda, con cuerpos históricos que se han ido concentrando; es mi caso; ingresé en 1945 como Inspector del Cuerpo de Seguros y Ahorro y ahora soy jubilado del Cuerpo de Inspección de Hacienda. Algún Cuerpo muy destacado, como el de Abogados del Estado, perdió su influencia y status social, que en cambio adquirió el de Técnicos Comerciales, integrado con el de Economistas del Estado, cantera actual de cargos políticos, y el de Inspección del Trabajo, también cantera de dirigentes políticos y gobernantes en el área social, frente a la normalmente económica de los anteriores.


  El conjunto funcionarial nacional ha perdido importancia relativa con la creación de estructuras autonómicas y, sobre todo, con la aparición explosiva de puestos de confianza al servicio de algunos gobernantes, no exclusivamente autonómicos y municipales, que han contribuido a la menor influencia del funcionariado regular, situación que difícilmente desaparecerá puesto que se ha llegado a considerar como derecho a botín o saqueo de los que acceden a áreas territoriales de gobierno que inmediatamente exigen asesores de alguna clase como esencia natural del nuevo gobernante.


  Un debate en las próximas décadas, relacionado con empleo y desempleo, es si se aspira a empleo para todos por reducida que sea su compensación y su servicio a la comunidad; como en Egipto, que ofrece a ciertos universitarios empleo poco remunerado, de tres horas al día, en que una mesa de trabajo sirve para tres diferentes funcionarios. Parece que esto tampoco se admite en nuestro país, en que el único objetivo de los ciudadanos es reducir el tiempo de trabajo pero sin admitir una menor remuneración correspondiente.


  En estas tres últimas décadas se ha creído en España en el pleno empleo retribuido con amplio margen de bienestar y sin pérdida de libertad, consecuencia de momentos de euforia y opulencia en que no se aceptaban límites, se exigía máximo respeto a la intimidad, con recursos jurídicos constitucionales para mejorar la situación de los privilegiados, al tiempo que aumentaba el índice de paro.


  Si las castas privilegiadas de funcionarios conservan toda su libertad y derechos, se producirá una situación injusta que no ha de durar, como ocurrió hace dos siglos con el ancien régime francés, anticipo de lo que se podría producir en nuestro país y en la humanidad occidental de los próximos siglos. Las huelgas de controladores, de trabajadores del transporte, de médicos y otros sectores de empleo público, son muestra intolerable de esta situación, consecuencia de un precepto constitucional discutible, como el de la huelga, y sobre todo ausencia de una ley reguladora prevista en la Constitución, que el Gobierno socialista incumplió y cuya ausencia ha producido el caos actual en que las huelgas son contra el Estado, o sea contra los ciudadanos, y casi nunca contra los capitalistas.


  En España ha sido comprensible el deseo de conseguir un estado de bienestar, aunque no se haya consolidado; este deseo ha aumentado al ser mayor la diferencia entre el privilegio del empleo público y el desempleo o los empleos precarios. Hace veinte años podía pensarse si era mejor un empleo público o un buen empleo privado con estabilidad, seguridad social, pensiones, etc. Al casi eliminarse esta última opción, se busca sólo el empleo público, con protestas y tensiones y a las que ningún gobernante o político se atreve a enfrentarse directamente, aunque pretende hacerlo en sus manifestaciones públicas. Del mismo modo que muchos hombres hablan de matrimonio pero en realidad sólo quieren pasar una noche agradable, también empresarios y políticos hablan de crear empleo, cuando en realidad buscan reducirlo al máximo en su propio área (salvo el de sus amigos) para equilibrar sus presupuestos. ¿Quién puede en esto tirar la primera piedra? Yo por lo menos no y lo reconozco públicamente, aunque tengo que añadir que el conjunto de las áreas de actividad que de mí han dependido han aumentado regularmente sus puestos de trabajo y ofrecido estabilidad.



  4. Clases de funcionarios


  Existen varias clases de empleo público que conviene distinguir:


  
    Funcionarios de alto nivel, por su especialidad, exigencias y dificultades de ingreso y cargos que en general van a desempeñar, que aconsejan un privilegio, justificado por el interés nacional en contar con una burocracia eficiente y estable, del mismo modo que en la Edad Media y Moderna se adjudicaban privilegios, normalmente de propiedad de tierras a soldados, conquistadores y quienes arriesgaban su vida por interés general, aunque no sea éste el caso actual.


    Simples funcionarios en áreas que se relacionan con las anteriores, con actividades clásicas públicas de menor transcendencia, pero que también aconsejan selección rígida y subordinación estable a los intereses públicos y que admiten alguna situación de tenure o estabilidad bastante garantizada.


    Empleados interinos, contratados a veces irregularmente, en especial en niveles territoriales, como el caso del alcalde de una población en la etapa de transición que para colocar a su esposa creó cien puestos de trabajo, probablemente todos innecesarios. Han proliferado y prácticamente se consideran funcionarios de facto, siempre esperando su adscripción permanente, hacerse fijos. Los asesores de ciertos cargos de gobierno igualmente mantienen aspiración permanente de estabilidad.


    Trabajadores para trabajos temporales, semejante a las empresas privadas, para actividades concretas, en tiempo limitado, que estos sí claramente se excluyen del empleo público.

  


  Aparte de los anteriores están los funcionarios de áreas especializadas, como Fuerzas Armadas, Fuerzas de Seguridad, Judicatura, Enseñanza, Salud, etc., a que me referiré al comentar sus estructuras, en los que normalmente existen situaciones de estabilidad, aun de diversa clase.



  5. Trabajadores públicos y privados


  La mayor parte de los funcionarios regulares en nuestro país han estado sometidos para su ingreso a exigencias objetivas y aceptablemente seguidas, que en estas últimas décadas se han sustituido en gran parte por el dedismo de los políticos, siempre dispuestos a dejar una herencia para la familia, amigos y correligionarios, y que para ello promueven una administración asfixiante, difícil de eliminar.


  Con alternancia política podría volverse a algo semejante al siglo XIX, con cesantes en cada cambio de Gobierno o partido. No es probable, pero sí lo es la acumulación de empleados públicos; los nuevos gobernantes no querrán que sus amigos se beneficien menos que los de sus antecesores y de un modo u otro buscarán fórmulas para incorporarlos permanentemente, aun legalizando a los existentes, con efectos muy negativos de incremento del coste público. Parece que ahora comienza a reconocerse la necesidad de reducción, que de algún modo frenará a los nuevos gobernantes.


  El problema grave que plantea el funcionarismo es la gran división entre trabajadores públicos y trabajadores privados, y aun dentro de estos últimos los de empresas por su propia naturaleza estables y en cierto modo burocratizadas, y los de empresas medias y pequeñas sometidos a la tensión de competencia, posibilidad de desaparecer y riesgo normal de desempleo.


  En las grandes empresas hay dos clases muy diferentes de trabajadores: los directivos, normalmente con condiciones especiales, alta pensión y ventajas, blindadas o no; y los normales, sin ventajas pero con estabilidad, a los que se podría añadir los empleados realmente temporales, no sólo para eludir obligaciones permanentes laborales.


  No hay justificación de diferencia sustancial entre empleo público y privado, las dos son discutibles; solamente cabría admitir, como ya he comentado, alguna clase especial de funcionarios clásicos. Así ocurrió en la historia de China, con complejísimos y durísimos exámenes para convertirse en funcionario, a que los más inteligentes dedicaban casi su vida; esta actuación parece cruel y discriminatoria, pero garantizaba, dentro de las limitaciones humanas, la equidad en los nombramientos y el interés público en ese privilegio.


  Es inevitable en toda estructura burocrática la protección endogámica, blandura entre colegas, pues no es agradable corregir abusos a compañeros del mismo o menor nivel y es más cómoda la compensación de favores, pequeños o grandes. Por estas razones, y otras en la mente de todos, es difícil la eficacia en la gestión pública, aun sin el abuso de estabilidad, hecho real con que hay que contar, partiendo de lo previsible en la conducta humana.


  En España parece necesario definir con precisión quiénes adquieren categoría de funcionarios, cómo la adquieren, qué obligaciones se les impone, qué derechos retienen y qué límites a su estabilidad. Se requeriría un nuevo Estatuto en que derechos, ventajas y privilegios se compensasen con restricciones y obligaciones. Pero es difícil que lo que se haga con este propósito responda a esas características. Un estatuto que se quisiera hacer para proteger a los ciudadanos y no sólo a los funcionarios, se consideraría discriminatorio, aunque mucho más lo sea el privilegio de estabilidad. Ese estatuto ideal teórico debería contener normas claras para la pérdida de la condición de empleado público por abuso o por indignidad, con acciones flexibles que podrían ser internas, como los antiguos tribunales de honor, o con tribunales muy especializados en éste área de conflicto. Habría que evitar las situaciones de libertad de excedencia, con baile entre lo público y lo privado, lo oficial y lo judicial, incluyéndolo en las limitaciones a que se debe someter a los funcionarios, y de esto tengo experiencia personal, pues lo he utilizado, hace más de cuarenta años, y entonces advertí cuánto me convenía a mí y lo poco que convenía a los intereses públicos.


  La limitación, y en su caso regulación, del funcionarismo, es uno de los grandes objetivos nacionales, difícil en gran parte por sectarismo de partidos, que generalmente buscan en cualquier reforma ventajas tácticas o estratégicas inmediatas para sus amigos o para su ideología. Deberían incluirse en la Constitución preceptos en ese sentido.


  En especial sería conveniente evitar tanto la rigidez en la remuneración de los funcionarios como la posibilidad de arbitrariedad, pero no veo ninguna que ofrezca suficientes garantías. Las que se han propuesto o admitido para compensar productividad de funcionarios se han convertido en discriminatorias e irregulares y conducen a abusos. La rígida incorporación del funcionariado suavizaría este peligro, siempre con fórmulas efectivas de sanción a los que abusen en su actuación. No son tolerables situaciones de privilegio si no se limita la libertad y hace fácil exigir responsabilidad en las desviaciones. Los derechos sin obligaciones son injustos y contrarios al interés de los ciudadanos.


  Se hace necesario proteger lo público de abusos de los responsables en la gestión colectiva, gobernantes o funcionarios, como en la época medieval castellana, que se extendió a Hispanoamérica en que existían las visitas a administraciones y funcionarios, que en algunos casos llevaban a juicios de residencia, e incluso ingreso en prisión de los afectados. Es un antecedente que merece estudiarse para el futuro. Nada semejante existe ahora, y ni siquiera es concebible. Las comisiones parlamentarias sólo han conseguido la politización completa de la gestión pública, que no ha superado la transición y que puede poner en peligro nuestra estabilidad nacional. Por unas u otras razones, es difícil conseguir eficacia en la Administración Pública y la única fórmula que queda es reducirla al máximo, si no puede ser buena al menos que sea poca, que parece lo contrario a la actual realidad española.



  6. Empleo público nacional


  El funcionariado y el empleo público se han ampliado inmensamente en España en el área territorial, comunitaria o municipal. Hace unas décadas el funcionarismo era problema de la Administración Central y estaba limitado a un número relativamente reducido de personas; ahora se extiende sin límite y pasa a ser el verdadero objetivo final de los que aspiran al poder, ayudados por un sistema autonómico, creado sin normas ni regulación adecuada; en gran parte a la medida de políticos locales que adquieren un protagonismo que lleva a amenazas de desintegración nacional en cuando se les quiere exigir cualquier clase de responsabilidad por su gestión corrupta o delictiva.


  En esta situación ¿cabe una reforma del funcionarismo en España? ¿Podrá hacerse sin traumas?


  Lo veo difícil, pero posible con energía y prudencia, buscando no sólo la reducción del gasto sino sobre todo su efectividad ponderada, evitando huecos no atendidos debidamente, y áreas con exceso de personal no preparado para necesidades reales, no las creadas artificialmente. La dificultad es que las personas no son bienes fungibles en que sólo el número cuenta; en realidad ofrecen factores complejos, necesidades, capacitación y organización para mejor utilizar las cualidades de cada empleado.


  No existen datos en España de los funcionarios agrupados y ordenados del modo en mi opinión conveniente, pero sí más de los que yo creía, de divulgación muy restringida, que debían ser más ágiles, más inmediatos y más fácilmente conocidos y comparables cronológica, geográfica y funcionalmente. Lograr esto es un objetivo posible, aunque sea lenta su implantación completa y su transparencia generalizada. Lo existente sirve como orientación general, es un indicador que ofrece interés, aunque deba completarse con un análisis pormenorizado.


  Ofrezco a continuación unos cuadros, conocidos sólo por núcleos relativamente limitados de funcionarios.


  [image: 00000145.jpg]


  [image: 00000146.jpg]


  [4] -[5]


  Los anteriores datos proceden de cifras oficiales del Registro Central de Personal en enero de 1995, convendría para un estudio más detallado:


  
    Buscar datos previos a los finales y obtener informaciones con mejor ordenación y fáciles de obtener por cuidadanos y organismos independientes.


    Analizar desviaciones para conocer mejor la realidad y, sobre todo, mejorar su estructura futura.


    Proyectar su repercusión presupuestaria.

  


  Estos objetivos, irrenunciables, se deben conseguir paulatinamente y hacerse asequibles a los ciudadanos, en lo global y en sus detalles, tanto por terminales y directos como a través de volúmenes de CD-ROM regularmente publicados.


  En toda la vida pública es de especial interés el objetivo de transparencia, y especialmente en este área del empleo público. Si lo deseable se hubiese implantado hace cinco años, habría mejorado la gestión pública, por esa sola razón, así como la perspectiva futura del empleo público en nuestro país.



  7. Privaticismo


  Denomino privaticismo al movimiento o tendencia contrario al funcionarismo que acabo de comentar y que propone la gestión privada en toda clase de empresas, e incluso de muchos organismos públicos para evitar que se incluyan dentro del aparato operativo del Estado, los que pueden de algún modo ser destajados, mercantil o privadamente, de modo que el Estado se limite a supervisar y analizar el cumplimiento de normas contractuales y su adaptación al interés general.


  Supone el privaticismo que es posible estructurar servicios públicos con gestión privada y que en cambio es inconveniente para los ciudadanos que el Estado gestione empresas que ofrezcan servicios al público compitiendo con otras de naturaleza mercantil o institucional. Incluye objetivos bastante diferentes, pero siempre busca reducir al máximo la estructura operativa pública y consiguientemente el número de sus empleados, indirectos o directos.


  El privaticismo como tendencia ha sido tema eludido hasta hace poco tiempo, ya que la izquierda, y alguna parte de la derecha, creían en el ideal de la máxima participación del Estado en la vida económica y en la conveniencia de nacionalizar toda actividad empresarial, salvo casi las mini o micro empresas. Así ha ocurrido en los últimos cincuenta años, especialmente después de la II Guerra Mundial en que el derechista General De Gaulle llevó a cabo en Francia una amplia política de nacionalizaciones, que ahora se están eliminando.


  En algunos casos esta tendencia se ha administrado con aceptable eficiencia, pero en otras ha ofrecido constantes abusos de políticos y gobernantes. En España conocemos los abusos en las empresas públicas, con la oferta de consejos con alta retribución a gobernantes, activos y pasivos, y con directivos y empleados nombrados por razones políticas. Un caso es SEAT, con politización de diversas tendencias desde que cesó en ella José Ortiz Echágüe, que había creado una ejemplar empresa pública, como fue RENAULT en Francia. Lo contrario es el ejemplo de Argentina, y en cierto modo de México, éste último oculto hasta hace poco.


  Los dinosaurios públicos, con costes altos operativos, no permiten competir salvo traspasando pérdidas al déficit público que desequilibran el país. Las naciones soviéticas se ahogaron por una burocracia que no dejaba margen para defender los intereses, generales ni concretos, de los ciudadanos.


  Todo esto ha justificado la nueva tendencia o moda del privaticismo, que debe examinarse con prudencia y distinguir lo que tiene de visión realista de la actividad pública en una sociedad moderna, y lo que tiene de slogan de propaganda en que se acepta sin discriminar, su necesidad, sus efectos, o sus métodos para evitar desviaciones.



  8. Repercusiones socioeconómicas


  El privaticismo como postura socioeconómica ofrece dos objetivos diferentes que buscan:


  
    La privatización de empresas que operan en el mercado, gestionadas públicamente, acumulando pérdidas e incluso de las que actúan de modo satisfactorio.


    La gestión privada de cierta clase de servicios públicos, normalmente gerenciados como tales, pero susceptibles de operarse privadamente con convenios adecuados, ya sea en un conjunto general, como un aeropuerto, o en áreas concretas, como los restaurantes, cafeterías, etc. y, sobre todo, en los transportes públicos.

  


  El privaticismo es contrario en principio a la empresa pública, pero ésta ofrece variedades y justificaciones, algunas convenientes y legítimas. Es atacada por su dificultad para competir pero algunas en España han competido de modo aceptable y aunque estuviesen normalmente apoyadas por alguna situación de monopolio han sido bastante útiles socialmente. Así ocurrió con el INI, creado por el Almirante Suances, que luego se desvió, pero que promovió empresas de interés nacional, aunque hayan sido superadas por modificaciones tecnológicas, sociológicas o de otra clase, especialmente por burocratismo politizado.


  En España la defensa de la empresa pública ha sido en gran parte consecuencia, no sólo de voluntad de gobiernos para aumentar su influencia, sino de fuerzas sindicales que encontraban en lo público mayor capacidad de presión para defender los intereses de los trabajadores, en muchos casos simplemente de las burocracias que de ellos vivían. De ahí su oposición a toda clase de privatización, de cualquier naturaleza que fuera. ¿Cómo podría justificar una empresa competitiva, en un mercado libre, un número de liberados para el sindicato como los que parece existen en las empresas deficitarias de Asturias, o en la RENFE? Se habla de que casi el diez por ciento de los trabajadores de ésta última se dedican teóricamente a acciones sindicales y constituyen un lastre para el equilibrio de la empresa y una fuerza coactiva de presión de directivos sindicales contra los que la gerencian, como ocurre en HUNOSA, en Asturias, convertida en feudo de una nomenclatura sindical que permanentemente coacciona al gobierno para recibir beneficios y ventajas.


  Una reciente información del Ayuntamiento de Madrid señala la diferencia de costes entre la gerencia pública y la privada de ciertas líneas de transporte, y se queja del alto número de esos liberados, además en este caso en realidad enemigos políticos de los gobernantes municipales. Lo curioso es que esto se considera una actitud izquierdista, cuando sólo lo es corporatista.



  9. Empresas públicas


  Conviene especialmente estudiar la diferente naturaleza de empresas públicas, que describo:


  
    Empresas históricas que siempre han estado manejadas públicamente, por gestionar un monopolio y haberse constituido de esa forma, sólo ahora discutida, caso de las de aguas como el Canal de Isabel II y otras similares.


    Empresas nacionalizadas en momento de fervor por esta conducta, cuando se creía que sólo lo que estaba en manos públicas era útil para los ciudadanos. Así ocurrió con empresas creadas para promover la acción industrial, que se creía difícil, sin que el Estado arriesgase y financiase la promoción inicial. Es el caso antes citado de SEAT, que hizo entrar a España en el mercado de la fabricación de automóviles, hoy una de sus mayores fuentes de empleo, aunque con propiedad no nacional.


    Empresas en pérdidas, a consecuencia de errores gerenciales privados, que se hacen públicas para salvar intereses de los propietarios y sobre todo para defender el empleo, creando guettos de trabajadores privilegiados, no sujetos como los demás, a las exigencias del mercado.


    Empresas auxiliares o claramente instrumentales para gestionar actividades concretas en momentos determinados, como la Sociedad Estatal Quinto Centenario u otras similares, que en realidad sólo han sido áreas operativas oficiales gestionadas con marco jurídico privado, pero con características absolutamente públicas. Entre ellas están las puramente ocasionales y las permanentes para áreas de servicio cuando se quiere evitar la rigidez y supervisión de la gestión oficial.

  


  Por una u otras razones, las anteriores empresas, salvo algunas de las últimas, deben venderse cuando han tenido gestión eficaz, proporcionando al Estado un beneficio para compensar otras pérdidas y reducir su deuda pública, caso de REPSOL, TELEFONICA y ENDESA.


  Es reprochable adoptar decisiones de alto coste para el erario público para defender intereses sectoriales, como ha ocurrido en INTELHORCE, en que, con la apariencia de salvar puestos de trabajo, se entregaron cantidades a vulgares estafadores por motivaciones, en el mejor caso, políticas, como también ocurrió en GALERÍAS PRECIADOS hasta la última operación con EL CORTE INGLÉS que parece satisfactoria. Estudios académicos objetivos sobre la actuación pública en esta clase de empresas podrían evitar en el futuro situaciones análogas y fórmulas que sólo han favorecido la corrupción.


  Actividades empresariales de servicio público y que ahora se empieza a pensar que deben privatizarse; es el caso de empresas de transportes aéreos, de carreteras y urbanos, y en especial RENFE. También puede ocurrir en los servicios de correos que por ineficiencia pierden su mercado natural, que los ciudadanos traspasan a otras entidades que dan servicio seguro aun con alto coste.


  Cada situación debe ser estudiada minuciosamente para determinar no sólo si es posible la privatización que, en mi opinión, en algunos como el de las prisiones no lo es, sino también si caben fórmulas de estructuración pública diferente desfuncionarizada con eficiencia comparable a la privada. Han de ser decisiones adoptadas con pragmatismo, en defensa de los intereses generales y no por sectarismo, para defender ideologías bajo las cuales normalmente están intereses concretos que perjudican a los ciudadanos.


  Conviene señalar también que están apareciendo empresas públicas, únicamente para eludir controles públicos de gestión. Proliferan en las autonomías y ayuntamientos que así evitan transparencia en su actuación. En este caso, no se trata de privatizarlas sino de integrarlas en la estructura regular pública para evitar instrumentos a veces delictivos, del mismo modo que conviene eliminar sociedades instrumentales o intermedias en empresas privadas (el ejemplo de BANESTO ha sido representativo), con el único objeto de aumentar su opacidad interna, cuya realidad patrimonial sólo se llega a conocer con dificultad y a posteriori. En empresas gestionadas con eficiencia esto no conduce a crisis graves, pero siempre es criticable, y más en lo público, donde los accionistas ciudadanos tienen con ellas menos posibilidad de conocer la defraudación, desviación y abusos con su patrimonio o sus recursos.


  En la política de privatizaciones existen situaciones especiales que corresponden a otros capítulos y libros de esta Colección: hospitales para la gestión de salud; colegios y universidades para la gestión de enseñanza y situaciones especiales en medios de comunicación. En cada una aparecen problemas concretos diferentes a los que menciono en este capítulo.



  10. Pragmatismo efectivo


  Puede resumirse que el privaticismo es una tendencia surgida para evitar los abusos del funcionarismo que aspira a extender la acción oficial al mayor número posible de áreas para que políticos y burócratas manden más, en general con simples pretextos ideológicos. Cabe evitar la exageración del privaticismo con análisis básicos alternativos de gestión pública y con un tratamiento adecuado del empleo público, sin privilegio de estabilidad y, sobre todo, con instrumentos independientes de supervisión, a ser posible por conducto de instituciones de sociedad civil. Hay que evitar dogmatismos que puedan ser interesados, partiendo siempre de que privatizar es difícil y complejo y puede tener consecuencias contrarias al interés del público, y también que funcionarizar puede llevar a una situación de anquilosamiento y paralización como la que llevó a la crisis de los países del Este.


  Aun criticando el funcionarismo, los gobernantes tratan y consiguen aumentar sus empleados públicos, incorporan asesores o subrepticiamente el número de trabajadores protegidos. ¿Es posible en estas condiciones una mejora, en especial cuando se evita la transparencia y a veces es difícil conocer el número de empleados públicos en todas las áreas en que éstos existen? ¿o si se conocen no se publican con facilidad y periodicidad, con lo que son necesarios reporteros de investigación?


  Dogmatizar en ambos casos es muy negativo para los ciudadanos, pero es menos grave privatizar, pues los errores o desviaciones son más fáciles de corregir.


  En todo caso, hay que convenir en que, aun con normas correctas jurídicas y conductas personales aceptables, no saldrá adelante un país si no elige gobernantes con conducta ética y con sentido de responsabilidad social. Cuando esto no se considera importante e incluso se desprecia y critica a quienes lo ofrecen, será difícil que se actúe con eficacia y generosidad. ¿Cómo hacerlo con ética pública si los gobernantes no la tienen privada, y cómo van a ser respetados por los funcionarios a ellos subordinados? Es un proceso acelerado de conducta corrupta que lleva a los escándalos de todas clases que España está conociendo, con despilfarro y abusos económicos públicos y privados.


  Capítulo 6: estructura política


  1. Cúpulas de poder político


  En la mayor parte de las naciones occidentales, incluso en períodos dictatoriales, existe una estructura bastante homogénea de cúpulas de poder, que en mi terminología denomino estructura política, y que en relación a España describo en este capítulo. Con pocas diferencias, casi sólo técnicas, se ha llegado a una conformidad general de su contenido, al que incorporo los partidos, pieza fundamental del sistema, e incluso los propios políticos, gobernantes o no, profesionales o aficionados, aspirantes a esa actividad, designados constitucionalmente o impuestos por alguna clase de golpe de fuerza. Un ministro es siempre un ministro, aun con nombre ligeramente diferente; y un Jefe del Estado lo es como Monarca, Presidente de la República o de la nación, o con algún nombre original, como Fürher, Conducator o Caudillo. Un Congreso, Parlamento, Asamblea o Senado son siempre instituciones legislativas con influencia en la designación de órganos ejecutivos. Los partidos pueden ser pocos o muchos, demócratas, liberales, socialistas, derechistas o izquierdistas, pero tienen características comunes. Conviene uniformidad en el significado de estos conceptos para compararlos y analizarlos. Una excepción quizás son los partidos únicos, creados por los gobiernos para cobertura popular aparente de su gestión y acciones. Prácticamente todos los partidos gobernantes con mayoría amplia, al menos en países no sajones, tienen vocación de PRI, o sea, de partido casi único, con aspiración a dominar no ya el Gobierno sino la sociedad, apoderándose de ella, haciéndola perder libertad y autonomía, politizándola, un caso ilustrativo es el de la Cruz Roja Española.


  No es mi intención profundizar en esta estructura, que obligaría a entrar en temas en que siempre se polemiza, o contradecir opiniones de los que gobiernan o aspiran a gobernar, perdiendo tiempo y espacio en aspectos que en su caso corresponden a una posible reforma de la estructura de la cúpula o cúpulas del Estado y no sólo a la reforma de sus estructuras operativas. A pesar de este propósito, ofrezco algunas pinceladas generales de lo que es la estructura política de una nación para que se comprenda el resto, lo operativo, la Administración Pública, que en todo caso será orientada y supervisada por lo político en sus diferentes manifestaciones.


  No he dedicado atención especial a la estructura parlamentaria y legislativa, que de acuerdo con los principios de Montesquieu debería ser independiente, aunque en realidad no ocurra así, pues el Parlamento, al menos hasta ahora en España, es sólo un apéndice del Gobierno, del partido mayoritario, sin poder propio ni autonomía de decisión, sólo con rodilllo, y por eso conviene tratarlo conjuntamente. No ocurre en Estados Unidos, donde Senado y Congreso tienen protagonismo en la vida política, que aspira a equilibrar el poder ejecutivo presidencial.



  2. Qué es política


  Para mejor adentrarse en las estructuras conviene reflexionar sobre lo que es política; o sea, lo que corresponde a los políticos, su campo de acción en la búsqueda de poder, en la preparación para conseguir ser elegidos y en su función especial de gobernar, para evitar que reciban un encargo de mandar y que hagan lo que quieran con su mandato. Es importante saber en qué consiste gobernar y sus funciones e, inevitablemente, cuál es la preparación que se requiere para hacerlo. Parece sencillo pero no lo es tanto por la gran confusión entre lo que es realmente gobernar, orientar la gestión administrativa y política de un país, y lo que es mangonear, interferir en áreas que deben tener una autonomía operativa, pero en las que cabe con facilidad obtener alguna clase de beneficio, tanto económico, como de colocación de amigos o familia.


  El objeto de este capítulo es ayudar a definir y delimitar la función exacta de los gobernantes, separándola de la función a que puedan acceder, abusando del poder que reciban. Un área de buen gobierno es el respeto a las estructuras operativas estatales permanentes. En algunos países -se habla de Italia- con malos gobiernos y malos gobernantes, su estructura administrativa ha permitido sortear crisis y dificultades aparentemente irresolubles. Se plantean problemas cuando los gobernantes piensan que su función (y derecho) es inmiscuirse, influir y destruir la administración interna. En el caso de España, en un período de politización y abuso, el Ministerio de Hacienda, a pesar de tener a su frente a un ministro como Carlos Solchaga, sectario en sus actuaciones políticas, respetó la independencia de sus funcionarios y equipos directivos.


  
    La verdadera función del gobierno es:


    Encauzar la Administración Pública respecto a objetivos que el Gobierno, dentro de la ideología, de su programa, considera conveniente. Supervisar que la Administración Pública no abuse y no se desvíe, sino que responda a sus propios objetivos.


    Disminuir el coste de la gestión pública para beneficio de los ciudadanos.


    Preparar los presupuestos para que estén dentro de la legalidad, sean correctos en sus cifras y no contribuyan al aumento del déficit público.

  


  La política es lo que deciden los políticos, pero también lo que tienen legítimo derecho a decidir los gobernantes. Los políticos influyen, orientan, presionan; los gobernantes deciden y actúan. En España parece que los gobernantes carecen de límite y que cada uno puede alterar el curso de la historia. Cabría preguntarse: ¿es eso lícito? ¿No son necesarias normas o principios que no puedan ser eliminados o variados por un determinado grupo de gobernantes en un momento específico?


  Uno de los objetos de esta Colección es delimitar las áreas de decisión de los gobernantes, con estructuras permanentes a las que se tengan que someter. La sociedad ha ido creando en muchos siglos una estructura que, aun flexible, ofrece legitimidad social. Pero algunos gobernantes consideran que su misión es modificar siempre lo anterior. Con este criterio, cada cambio de régimen, cada cambio de gobernantes, puede ser una revolución. Un determinado político español, Alfonso Guerra, inició, no sé si aislado, metodología sistemática para alterar, no sólo algunos aspectos concretos del régimen anterior sino la base de nuestra ideología nacional. A veces esto no se hace por voluntad premeditada sino por ignorancia, por frivolidad, se quiere cambiar para presumir, para pasar a la historia, sin darse cuenta del daño permanente al propio país.


  Una estructura integral de una sociedad nacional debe mantener áreas concretas con funciones específicas, aceptablemente inamovibles, y con límites de acción. Esto se llega a alterar irresponsablemente, como también resulta irresponsable la elección de gobernantes claramente corruptos o con antecedentes criminales, pero que la sociedad acepta, generalmente por razones inmediatas y frívolas.



  3. Estructuras políticas


  Considero personalmente dentro de la estructura política los campos de actuación que a continuación resumo.


  Alta Cúpula de poder, o Jefatura de Estado, Presidencia o Monarquía, en cuya consecución y en cuya actuación se centra la preocupación política, aunque en algunos casos tiene carácter institucional y no operativa, y en otros es también ejecutiva.


  Cúpula legislativa, principalmente parlamentaria, que añade a sus funciones de legislación la facultad de designar los máximos representantes del Poder Ejecutivo, Gobierno o Gobiernos, en el caso de que exista una estructura de Comunidades o Estados territoriales con identidad propia. Debería ser superior e independiente de lo ejecutivo, pero no es así en la realidad, especialmente en España y en muchos países. No es que lo legislativo absorba lo ejecutivo, sino realmente lo contrario, pues la facultad legislativa depende exclusivamente del Gobierno cuando tiene o construye mayoría absoluta.


  Cúpula ejecutiva o de gobierno, teóricamente designada por los Parlamentos y en realidad por los partidos, con derecho y obligación de gobernar el país, de proponer o imponer legislación y también de supervisar, modificar y orientar los órganos públicos operativos, es lo que denomino estructura oficial y a la que en realidad dedico esta Colección. En la permanente guerra de poder, el Ejecutivo es normalmente el que domina, y no sólo aspira a subordinar a sus intenciones el Legislativo y el Judicial, sino a invadir y poner a su servicio la sociedad civil, como en España se ha conocido en el gobierno socialista.


  Partidos o instituciones creadas o autorizadas como vehículo para designar la estructura legislativa, que a su vez lo hace con los gobiernos y en algún caso con el propio Jefe del Estado, pues en realidad recae en los partidos esta responsabilidad, sin duda la superior de la estructura política. Los partidos pueden ser de diferentes tendencias ideológicas, pero también, y especialmente, puramente personalistas, sin otra estrategia que la de ocupar el poder o retenerlo, con filosofía y ética comercial o empresarial, centrando sólo en este objetivo su actuación.


  Políticos, o clase política, protagonistas, en el Gobierno y en la oposición, hasta con independencia de los propios partidos en que están integrados, como se ha advertido en España con frecuente transfuguismo. Conviene diferenciar entre los políticos y sus partidos, porque sólo así se puede llegar a entender este fenómeno moderno de la partitocracia, creado como nueva panacea social para resolver los problemas públicos.


  Podría añadirse de modo discutible alguna institución, como las asociaciones sindicales, las de vecinos, de consumo o de otra clase, que con aparente independencia coadyuvan con la estructura política o la oficial, al recibir de ellas financiación y privilegios. Cabría integrar sus acciones con las de los partidos, en cuanto suelen estar financiados y protegidos por ellos, generalmente con diversas formas, no fácil de explicar ni descubrir.


  Se ha creído, y lo he comentado, que bastantes países olvidan los criterios de separación de poderes, legislativo, ejecutivo y judicial. En España, el legislativo teóricamente domina, pero sólo en apariencia, pues está sometido al ejecutivo, que le da órdenes. Ni existe hoy separación ni esto se considera pecado grave, a pesar de utilizar la justificación filosófica de este principio, como arma efectiva para evitar prepotencia y tendencias despóticas, pero olvidándolo en la práctica, aunque no se diga explícitamente.


  He aislado, pero dedicado atención, a la estructura judicial, que para el equilibrio social debería tener completa autonomía de la política y de la oficial operativa, aunque esto es difícil, pues lo judicial, muy disperso, no es fácil dotarlo de una completa independiente operativa, como pienso exigiría la realidad de nuestra vida social.



  4. Gobernantes y aparato oficial


  Mi propósito en este capítulo es describir la estructura política, sin proponer cambios, ni hacer críticas, ni casi comentar lo existente que corresponde a políticos y gobernantes, y sobre lo que hay numerosos tratados y estudios de Derecho Político y Administrativo. Yo deseo limitarme a comentar el aparato operativo del Estado, que denomino oficial, e instituciones que forzosamente lo acompañan para evitar que partidos y gobernantes invadan el conjunto oficial operativo, que debería estar protegido de improvisaciones y decisiones caprichosas o radicales de cada nuevo político que gobierne. Hay que defender, es una obligación civil, el conjunto oficial, indispensable para el equilibrio de una nación, al que conviene aislar en lo posible de políticos y gobernantes, e incluso de las estructuras civiles, mercantiles o mediáticas. La mejor defensa no son los códigos de lo que se puede y no se puede hacer, sino la existencia de líneas claras de organización, difícilmente modificables, y ante las que los gobernantes, casi nunca elegidos por su preparación en la materia, encuentren barreras difíciles de sortear. Sólo así se protege a la sociedad que el Estado tiene la obligación de servir. He sido siempre alérgico a la burocracia pública en que estuve integrado durante bastantes años, pero pienso que su eficacia e independencia son indispensables para una comunidad política preocupada de sus ciudadanos.


  Los políticos tienen el derecho y el deber de orientar la gestión pública, adoptar decisiones en temas que lo exijan y proponer reformas legales, pero no deben manipular la estructura oficial, ni tampoco la sociedad civil independiente, aunque en general y en particular en España son poco partidarios de que se limite su libre actuación, que han llegado a creer una prerrogativa que les da derecho a abusar, al menos mientras no lo hagan con exceso aparatoso.


  La Constitución de un país excede de la estructura política, pero sus normas la regulan con claridad. En la nuestra hay aspectos inmaduros, por concesiones y consenso de políticos muy diferentes, en un momento crítico de nuestra historia, que será indispensable reformar con algo más que ideas ocasionales, como las que aparecen en este libro. Es un objetivo inaplazable, no tanto por razones ideológicas sino para que sea eficaz la defensa de los intereses generales.


  La eficacia en la gestión de lo colectivo nace de un equilibrio satisfactorio de fuerzas que eviten el abuso despótico de los de arriba, la cúpula política o la ejecutiva, pero también de los de abajo, área de las fuerzas independientes que tengan capacidad social para imponer sus intereses sobre otras sectoriales, eclesiástica, mercantil o mediática. Existen para ello normas que surgen de la Constitución, leyes complementarias e incluso de la costumbre, pero también el juego oficioso, de las diferentes fuerzas sociales antes mencionadas e incluso de fuerzas fácticas a veces irregulares o delictivas.


  No siempre son posibles reglas fijas y claras, la realidad es oscura y variable y no fácil de medir ni apreciar desde el exterior ni incluso desde el interior.


  Por supuesto, la influencia de presiones populares constituyen un freno y un obstáculo que tienen que vencer los que abusan o intentan abusar de algún poder. Pero estas presiones no son panacea suficiente por ser fácilmente manipulables, y sobre todo sensibles a la seducción de políticos hábiles y oradores con carisma. En este capítulo no trato de analizar la realidad ni profundizar en las terrazas ni en las cloacas del poder, sino describir los protagonistas regulares de la estructura política, más con carácter formal que real, como hago en los epígrafes que siguen.



  5. Jefatura del Estado


  La Jefatura del Estado constituye la alta cúpula que representa los intereses de una nación; en general se distingue con nitidez, aunque en algún caso se integra en parte con la cúpula ejecutiva. Existen diversas fórmulas, en especial la monárquica y la republicana. Es importante aceptar el hecho de que soluciones diferentes han tenido efectos positivos y satisfactorios; por ejemplo, Estados Unidos y Gran Bretaña, ambas con reconocido éxito.


  
    Sus modalidades principales son:


    Monárquica, con dos orientaciones: representativa, como la española, europeas y japonesa, cada una con matices que no es caso comentar; y ejecutiva, como las monarquías musulmanas, en especial Arabia Saudí, Marruecos y Jordania, que simultanean jefatura civil, religiosa y operativa, que aun absolutas, son muy diferentes de las de la Edad Moderna europea, en parte por su carácter semiteocrático.


    No monárquica, no sólo republicanas, con tres orientaciones principales: representativa, semejante a las monarquías constitucionales, caso de Italia; semioperativa, con clara influencia del Presidente de la República en algunos temas, como Francia y Portugal; y ejecutiva, en que el Jefe del Estado dirige el Gobierno, principalmente en Estados Unidos, México, Brasil, Perú, Argentina y Chile. Todas se consideran fórmulas aceptables de organización política madura.

  


  La designación del Jefe del Estado varía, tiene carácter institucional y continuista en las monarquías y protagonismo de elección en las no monárquicas, con fórmulas distintas si la elección es directa, como en México y Argentina, o a través de compromisarios, como en Estados Unidos, pero con poca diferencia real en todos los casos. Las funciones constitucionales del monarca son escasas en España, aparentemente, pues en realidad su influencia ha sido muy destacada.


  Conviene conocer su coste, pues aunque no sea decisivo es un factor que de algún modo hay que comparar con el de su eficacia en una función social, o sólo representativa, o también total o parcialmente ejecutiva. Lo natural en la historia ha sido su carácter absoluto. Pero la complejidad de la actual estructura social y las doctrinas políticas de los últimos siglos han llevado a limitarla de algún modo, no sólo en la mecánica de elección sino también en el grado y amplitud de sus funciones al desarrollar lo territorial.


  Sólo he podido conseguir, soy poco investigador, el coste de la Jefatura del Estado de España, que fue el 0.0015 del PIB en 1990, y del 0.0014 en 1994. No es suficiente y me hubiese gustado compararlo con el coste de las instituciones paralelas de cúpula en Francia, Inglaterra e Italia. Pero no es fácil hacerlo homogéneamente sin un estudio académico que debería promover alguna universidad.



  6. Órganos legislativos y consultivos


  Los Órganos Legislativos y Consultivos. Con diferencias menores, casi todos los países occidentales están dotados de dos clases de órganos legislativos: Congreso y Senado, que dividen de modo diferente sus funciones. En España, el Gobierno invade los órganos Legislativos; a diferencia de Estados Unidos, en que Senado y Congreso tienen clara capacidad para negociar leyes con el Presidente de la Nación, incluso cuando su partido tiene mayoría. Se incluyen los órganos consultivos de la alta cúpula, entre nosotros el Consejo de Estado, el Tribunal Constitucional y el Tribunal de Cuentas, aspecto que aunque discutible sirve a efectos de esta visión orgánica.


  En algunos países, como en España, el Gobierno o Ejecutivo prepara las leyes y las enmiendas que desea y, con mayoría absoluta, domina los órganos legislativos, fórmula criticada que parece se modificará recogiendo la experiencia, poco satisfactoria, de estos últimos años.


  El Congreso, nuestro órgano principal legislativo, designa al Gobierno, aunque en realidad depende de los partidos, que preparan las listas electorales en su nombre, lo que promueve su prepotencia y restringe el equilibrio social. No se vota a una u otra persona, como en Estados Unidos o en Inglaterra, sino a quienes impone el Jefe de Gobierno o el responsable de un partido que a veces no coinciden; la participación ciudadana se limita a apoyar a un partido político o a su líder y no a personas concretas. Modificando esta situación se facilitaría una alternancia no dramática y los ciudadanos reflexionarían sobre los parlamentarios que eligen, acercándose más a ellos, para exigirles alguna responsabilidad o avergonzarles de su conducta.


  El Senado es el segundo órgano legislativo, del que normalmente se espera que sus miembros sean personas con experiencia y anterior protagonismo en la vida social y política. Como su nombre indica debería ser órgano de madurez, y también, representativo territorial. En España no es ninguna de las dos cosas, se ha desvalorizado su función y existe conciencia de cambio. Pienso que convendrían senadores vitalicios o designados por méritos, en parte históricos. Además, el régimen de autonomías exige representación orgánica nacional y el Senado parece su vehículo natural. Cualquiera de estos cambios implicaría pérdida de influencia para el Gobierno, que es precisamente lo que pretende la división de poderes, que no sea remedio cosmético para aparentar sino instrumento de equilibrio en favor del ciudadano. Es uno de los cambios probables en España, aunque no el más trascendente.


  En los órganos legislativos, en especial del Congreso, existen comisiones especiales, en cierto modo auditoría de sus propios miembros y de supervisión y vigilancia del Gobierno, que si están bien orientadas y reglamentadas y evitan la pura confrontación partidista o sectaria, son útiles en la vida política y deberían estimularse. No ha sido el caso de España, en que el Gobierno las ha utilizado para sus intereses de poder absoluto, haciéndolas inoperantes y desnaturalizando su esencia.


  El Tribunal Constitucional, constituido con representación de partidos, debe incluirse en esta estructura política y no en la judicial. Su existencia actual aumenta la influencia política oficial, al ser un órgano politizado, con cuotas de partido. También parece aberrante que al menos en algunas circunstancias tenga función de instancia superior al Tribunal Supremo, como en el recurso de la legislación catalana de inmersión lingüística. Así se detrae a la Administración de Justicia un área principal de decisión independiente, subordinándole a la estructura política. En realidad es un instrumento de control político de la estructura oficial que debería desaparecer o convertirse en consultor para algunos casos concretos. Se creó este Tribunal en momentos de transición, con obsesión circunstancial y temor a repercusión del pasado, para reducir la influencia del poder judicial que se juzgaba excesivamente derechista. Sería útil para el equilibrio político su profunda reforma, despolitizándolo completamente y posiblemente integrándolo en el Tribunal Supremo.


  El Tribunal de Cuentas es un organismo de control operativo oficial que con organización adecuada y utilización inteligente de técnicas avanzadas informáticas y con un régimen globalizado de presupuestismo público transparente, podrá constituir pieza importante en la vida pública nacional, como factor de unidad política, pero no parece que sea éste el caso actual.


  El Consejo de Estado es un mecanismo que asesora distintas áreas de decisión del Gobierno, aunque desde hace varias décadas se ha desnaturalizado como refugio de ex-gobernantes o ex-políticos y como consecuencia ha perdido importancia; sólo la recuperará si deja de ser recompensa de algo, como lo ha sido en los últimos cincuenta años.


  El Congreso representa a toda la nación, pero además existen Parlamentos o Asambleas de cada una de las diferentes Comunidades Autónomas, también con gobiernos, o sea con Poder Ejecutivo, reproducción, imitación o réplica de lo Central. No tiene excesivo sentido el carácter potente y representativo que se les ha dado, en algunos casos parodia del Parlamento Central, con gasto desproporcionado, ejemplo de lo que no puede soportar nuestro país, otra consecuencia del error de la uniformidad de las comunidades autónomas, aunque ya muy difícil de corregir frente a lo fácil que hubiese sido en el comienzo transicional.


  Podría darse algún carácter parlamentario a los consejos municipales de grandes ciudades, pero sus funciones apenas son legislativas y en cambio bastante operativas y de supervisión de servicios, que no tienen los Parlamentos nacionales y Autonómicos, aunque existan ordenanzas y decisiones municipales con características de fuente de derecho. Es probable una mayor importancia política de los municipios, medios y grandes, y hasta cabe que aspiren algunos a separarse del gobierno autonómico. Puede suceder cuando se contempla la necesidad de reducir gastos nacionales y se advierte la incongruencia de situaciones como la de la Comunidad de Madrid, casi duplicando funciones y costes, de un aparato al que hubiese sido preferible dotar de una función de distrito federal, con estructura internamente más descentralizada por barreras o áreas de muy directa relación con sus propios vecinos, tanto el barrio de Salamanca como el de Parla. Ahora decir esto, y por un aficionado como yo, parece una boutade, pero es línea que se impondrá de algún modo en el próximo siglo, dentro de las modificadas estructuras de nuestra nación.


  El coste aproximado de este área se refleja en el siguiente cuadro (1990 - 1994), que no sé si es muy útil pero que refleja la necesidad, antes apuntada, de cuantificar los costes públicos hasta tener una guía de los deseables.
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  7. Gobierno


  El Gobierno, o Cúpula Ejecutiva, constituye el tercer pie de la estructura política del Estado español, aunque en realidad es el primero, por su gran poder político, con tenue supervisión del Monarca y con dependencia, también tenue, de los órganos legislativos.


  La cúpula ejecutiva se compone de un Presidente, con amplias funciones y los Ministros del Gobierno, que impulsan, orientan, dirigen y supervisan organismos de la estructura oficial, aparato del Estado o Administración Pública, como se quieran denominar. El Gobierno no es el aparato del Estado, sino su cúpula directiva, con funciones decisorias sobre ella, pero que debería encontrarse con el límite de una estructura oficial estable y difícilmente manipulable. El Gobierno administra u orienta a los diputados de su partido y cuando tiene mayoría absoluta domina la estructura legislativa, a que lleva propuestas de leyes preparadas en su seno, sin intervención de los parlamentarios, salvo como asesores, que nombra o destituye. No es correcto decir que en España el poder Legislativo es independiente del poder Ejecutivo, pues éste acumula ambas funciones. En Estados Unidos y en Gran Bretaña no es fácil que sus Parlamentos se dejen dirigir ni mucho menos manipular, y por eso constituyen, supongo que con defectos, un instrumento bastante eficaz de equilibrio social, y de continuidad de sus sistemas políticos. La revisión de esta situación, que debería estar integrada en la Constitución, es una de las claras necesidades que exigen reforma política.


  El Gobierno trata de intervenir en la estructura judicial, a través del Ministerio de Justicia y por conducto del Fiscal General del Estado, que no debería ser considerado instrumento del Gobierno, sino enlace y coordinador de dos poderes independientes. La creación de un Ministerio de Justicia e Interior es ejemplo del escaso respeto que para el Ejecutivo español merece la Justicia, que se ha convertido en objetivo permanente de manipulación, desde que en 1986 se alteró la línea aceptable del consenso del poder judicial, prevista al comienzo de la transición. Este error sectario está teniendo graves consecuencias para los que lo impusieron. Nuestra situación conduce a un despotismo, que no procede calificar de ilustrado sino de sectario, de cada ideología del Gobierno, votada por los ciudadanos, que deberían conocer no sólo los programas sino las intenciones subrepticias que no siempre se manifiestan abiertamente. Ha ocurrido en la última década con orientaciones marxistas que se infiltraban en la legislación y disposiciones administrativas y con orientaciones independentistas de algunos gobiernos autónomos, promovidas de modo análogo. El sectarismo de ambas clases no es compatible con una política armónica para beneficio de todos los ciudadanos, y puede ser preludio de un desequilibrio nacional y no sólo territorial, y de la imposibilidad de adoptar medidas de gobierno que exigen incomodidad y sacrificio, pero son indispensables para la España del próximo futuro.


  El Gobierno tiene a su disposición un instrumento más importante que el rodillo legislativo: su función reglamentaria. Es conocida la frase, creo de Romanones: no me importa que otros hagan las leyes si a mí me dejan hacer los reglamentos, verdadera legislación, preparada de modo legítimo por los gobiernos, en bastantes casos, con disposiciones de mayor transcendencia que las leyes.


  Esta situación es el gran problema de nuestra práctica política que se complica con la autonómica, en general con idénticas intenciones, ya que las funciones de sus Gobiernos son semejantes a los del Gobierno nacional, dirigidas por cada presidente de Comunidad, también con pocos límites reales, salvo algunas leyes generales, y además con organismos o empresas operativas públicas, televisión principalmente, traspasados a la partitocracia, con lo cual es absolutamente imposible que sean independientes ni objetivas sino mera extensión de la macro área ejecutiva.


  El Gobierno, principal instrumento ejecutivo, nacional o autonómico, debe ofrecer austeridad, legalidad y, sobre todo, transparencia en sus actuaciones y en sus gastos y presiones presupuestarias. Sin ello carecerá de legitimidad operativa, al abusar de su poder en perjuicio de los ciudadanos. Las tres cualidades deben manifestarse con claridad para ser conocidas y juzgadas por instituciones de la sociedad civil, que representen directamente a los ciudadanos, y esto sólo se consigue con transparencia, principal y casi único instrumento de defensa real de los intereses colectivos. Los gobiernos pueden tener poder real pero es ilegítimo que lo ejerzan de modo opaco.


  Cualquier opacidad conduce a la corrupción y abuso de ciudadanos; la transparencia operativa y presupuestaria permite detectarlo y reconocer el grado de efectividad y de buen gobierno. Opacidad equivale a prepotencia y despotismo, pero suele ser lo que los gobiernos desean aunque no lo declaren y en todos los casos conduce a la corrupción, y en especial a la corrupción nuclear de las cúpulas de poder, como se ha advertido en el caso de la nación mexicana y en Colombia.


  Destaca la importancia que están adquiriendo los gobiernos o ejecutivos autonómicos, con características análogas a los centrales. Es uno de los aspectos que necesitan revisarse por su enorme coste público y, más aún, por un impacto de fricción, que lleva, aun sólo por ese motivo, a pérdidas indirectas, consecuencia de diferencias provocadas artificialmente. No sé cómo esto podría ordenarse en beneficio de los ciudadanos y en perjuicio de una clase política que sin razones reales de utilidad pública encarece la función operativa de una nación en momentos en que la competitividad exige eliminar gastos superfluos o innecesarios.


  El coste de la estructura política, central y territorial, se refleja en el siguiente cuadro con datos poco precisos, que sería necesario analizar si fuese posible con normas homogéneas comparativas.
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  8. Partidos Políticos


  Los Partidos Políticos aparecieron como instituciones civiles, asociaciones o agrupaciones de diversa clase, con una ideología determinada, que luchaban por influir en el conjunto nacional, pero especialmente con deseo de tocar poder, o sea, gobernar, de algún modo. Cuando una asociación sólo pretende influir carece de características de partido político, y si es realmente independiente debería considerarse institución de sociedad civil.


  Cualquiera que sea su origen, los partidos actuales se han convertido en instituciones que forman parte de la estructura política como vehículos para designación de legisladores y del Gobierno, y en algunos casos, no en España, de la Jefatura del Estado.


  Si se acepta un régimen parlamentario presidencialista con participación regular de los ciudadanos, es lógico que también se oficialicen los medios para que sea posible llegar al poder fuera del partido del propio Gobierno, lo que no ocurría hasta hace poco con el PRI en México. Con ello se favorece la alternancia de los partidos que, adecuadamente regulados, se configuran como institución política deseable. Es indispensable para que los partidos reciban subvenciones públicas y pasen a integrarse en la mecánica del poder, que estén sujetos a normas éticas y de responsabilidad operativa y sin condiciones de aprovechar su situación para fines de otra clase. Este aspecto también debe estar regulado en la Constitución.


  Conviene distinguir entre partidos políticos con presencia real y permanente y partículos, movimientos que ansian ser partidos o que utilizan las ventajas legales de este término para difundir ideas y puntos de vista. En realidad son aspirantes a partido y en algunos casos ni siquiera eso, pues su objetivo es simplemente aparecer en los medios de comunicación.


  Los partidos políticos se fueron institucionalizando por propias circunstancias y evolución histórica, en Estados Unidos y en Gran Bretaña. Cuando comienzan casi sin antecedentes, como en España, se deben institucionalizar en la Constitución y exigir a sus miembros, posibles futuros gobernantes, conocimientos básicos de la gestión pública y normas de conducta e independencia que les aíslen de influencias exteriores, salvo la que proceda de las propias urnas y orgánicamente de los ciudadanos y de su interés general.


  Los partidos políticos están siempre invadidos, o al menos amenazados, cualquiera que sea su estructura teórica, por intereses económicos, mediáticos o ideológicos. Es una realidad que especialmente en lo económico representa un lastre para el equilibrio social. En Estados Unidos se regula el poder táctico de los lobbies, que influyen abiertamente en la operación de los órganos legislativos. Esto que parece, y es, una incongruencia, tiene alguna justificación táctica de acercamiento de los legisladores y gobernantes a situaciones de realidad, aunque sea injusto para ciertas áreas de interés o situaciones sin esa capacidad de presión.


  Los partidos políticos necesitan ser transparentes, con contabilidad oficial que muestre sus fuentes de financiación; que es intolerable sean ilegales o irregulares en una nación que aspira a estado de derecho, y que éste se conculque por órganos políticos, que deben ser vía de influencia de ciudadanos y dar ejemplo en el cumplimiento de obligaciones legales y en su propia conducta operacional.


  Los partidos como institución pública necesitan informar de sus costes, de su estructura, de sus campañas y de ingresos legítimos ajenos a lo público, para facilitar el análisis de sus actividades, con comparaciones válidas, con objetividad, sin discriminación, con transparencia de gastos e ingresos.


  Ejemplo de partidos políticos son en Estados Unidos el Demócrata, de los emigrantes y de los pobres en general en su origen, que a través del famoso Tammany Hall vendían su derecho político de voto para conseguir ventajas; y el Republicano, de los ricos, generalmente anglosajones, que representaban el establishment y se sentían con derecho, como mejores, a dominar el gobierno del país. Esta situación lógicamente ha variado, pero representa una realidad. Es distinta pero también aleccionadora la situación de Gran Bretaña, con siglos de estabilidad en sus partidos. En ambos casos están en alguna relación con la sociedad civil y casi forman parte de ella. Debería estudiarse a fondo la filosofía, historia y mecánica de algunos de nuestros partidos, con análisis independiente sociopolítico, no con objetivo puramente interno. De esto podría surgir un derecho de partidos, con obligaciones, capacidades y límites de actuación, rama importante de la estructura jurídica nacional que se interpretase por los órganos judiciales.


  Los partidos, y no los partículos, ofrecen vía de selección de gobernantes, pero hasta ahora no se han preocupado de la formación y capacitación de las personas que proponen para gobernar, aspecto que debería corregirse para que llegasen a ser instrumento de formación e información de los que aspiran, y en muchos casos serán, futuros dirigentes nacionales. Con esta actuación dejarían de ser institución que busca únicamente poder, en ocasiones para obtener el botín que éste ofrece, y se convertirían en instrumento útil de la estructura política.


  Un partido no es el que así dice llamarse, sino el que ha llegado a cierta madurez y dimensión; en España esta circunstancia ocurre en el PSOE, PP e Izquierda Unida, únicos con carácter nacional, aunque en lo autonómico están CIU, PNV, y Partido Nacionalista Gallego, con presencia arraigada en su propia área geográfica. Al comenzar la transición aparecieron cientos de partidos, pues bastaba inscribirse en un registro, del mismo modo que ahora hay excesivas fundaciones, porque igualmente casi basta inscribirse en alguno de los registros con este efecto. Nunca fueron en realidad partidos ni son en realidad fundaciones, sino instrumentos para finalidades de quienes las promueven, diferentes a su teórico sentido institucional, aunque puedan ser dignas y útiles socialmente. Sería interesante conocer el nacimiento y desaparición de algunos partidos que llegaron a destacar y la evolución de aquellos que han conseguido madurez en España y otros países, en un estudio pragmático, no sólo teórico de los partidos como instituciones operativas.


  Están apareciendo recientemente casos de corrupción de partidos, o promovida por ellos. En España, se justifican por falta de regulación, pero no en otros países. Los partidos por esencia necesitan recursos y parece conveniente una financiación pública, objetiva y regulada, aunque haga perder independencia. Pero si esta financiación no tiene lugar, o sólo con graves irregularidades, faltaría información y sobraría deseo de triunfar por cualquier cauce, con peligro de considerarlos como instituciones públicas, pues no es lógico que quienes se sientan con derecho a gobernar se apoyen en irregularidades legales o en vías corruptas de coacción.


  Podrían incluirse también en este epígrafe las asociaciones sindicales que han perdido su independencia por su escasa afiliación y al recibir financiación del gobierno y privilegios a costa de los patrimonios de las empresas públicas y de áreas de la gestión directa oficial.


  Las aportaciones oficiales a los partidos políticos han pasado de ser en 1990 un 0.0217 del PIB, a un 0.0185 en 1994, no conozco datos de los recursos que obtienen directamente, ni si existen.



  9. Políticos y gobernantes


  Los políticos son las personas que actúan e influyen, son los protagonistas de los partidos políticos, que desean profesionalizarse, aun de modo informal, para gobernar o simplemente para una oposición activa. No se parecen al ideal de Maquiavelo, que los veía astutos y capacitados para orientar una gobernación. Ahora son un curre, casi como otro, de quienes tienen vocación de gobernantes, de primera, segunda o tercera categoría, en algunos casos porque no servirían para otra cosa. Pocos políticos llegan a ejercer permanentemente su profesión; la coordinan o combinan con otras actividades ejercidas independientemente, en algunos casos aprovechando posibilidades que ofrece el poder a los que manejan la res publica. El acceso a la política de los que no tienen otra profesión, con ventajas e inconvenientes, tiende al apego excesivo, a la conservación del puesto, reduce objetividad y favorece la corrupción.


  Quizás convendría transformar al político moderno en un profesional, con capacitación y clara responsabilidad, evitando los que creen en su derecho a hacerlo sin límites, sin especialización y sin obligaciones paralelas. En líderes natos muy destacados esto podría admitirse, pues las condiciones personales y el reconocimiento amplio de los votantes suple esa carencia, pero no en los miles que alcanzan, a veces repentinamente, cuotas de poder, incluso para volver del revés la sociedad o colaboran activamente para ello, desplazando a los más capacitados para cada función. ¿Qué pasaría de cualquier institución o empresa con dirigentes así designados o reclutados?


  El político, como el dirigente de empresa, tiene mucho de instintivo e intuitivo, pero también requiere conocimientos teóricos y formación específica. Es ilógico que se quiera serlo, y se consiga en muchos casos, sin idea de lo que representa gobernar, ni de sus responsabilidades, sin saber lo que es y debe ser el aparato oficial del Estado o algún área concreta, sobre la que se desea influir o se aspira a modificar. Se discute si los periodistas necesitan o no capacitación formal, y lo mismo los escritores, pero la situación es muy distinta, ambos sólo tienen la influencia que da el acierto, mientras que al político se le entregan grandes o pequeñas piezas del poder nacional, sin méritos y sin preocuparse de que las destroce ni de exigirle responsabilidad por errores o desmanes.


  El político, gobernante o no, es algo más que un representante sectorial de un líder-caudillo para un área determinada; debe estar capacitado para su actividad, como un médico, un dirigente empresarial o un dirigente sindical. Los partidos políticos necesitan especialistas y no sólo agitprops en la oposición o en el gobierno. Desafortunadamente, no es paralela la aptitud para captar votantes y la de gobernar con acierto en algún sector. Es una realidad que cualquier nación necesita afrontar si desea un equilibrio estable en su gobernación, y con ello éxito en los retos que va a encontrar en las próximas décadas. Reconozco que no tengo excesivo entusiasmo por los políticos y quizás es fácil notarlo.


  Los políticos no exigen coste público presupuestario, salvo el asignado a los partidos, pero puede ser muy alto su coste indirecto y los daños o beneficios que producen para un pueblo, una región o una nación, aunque nadie se atreva a exigir responsabilidades por su actuación; tan peligroso es el poder sin ellas, como la responsabilidad sin poder, como cuando los gobernantes sin posibilidad de actuación efectiva se encuentran con los perjuicios que ésta implica.


  Un aspecto importante de la vida política y no sólo de la actual española es la ignorancia de los gobernantes y políticos de la oposición. No saben, lo que a veces hace más daño que la mala intención o el interés personal en una decisión. Cometen errores y abusos, a que no llegarían con idea clara del daño que están haciendo. Abusos y opacidad tienen casi siempre relación directa. Aun peor que la opacidad a terceros es la opacidad personal. El que no sabe no se da cuenta, por eso conviene orientar a los gobernantes de las decisiones que deben tomar y de los problemas de la Administración que acechan a los políticos. Es curioso que la actividad profesional que ha de tener mayor repercusión en una vida nacional se encomiende a personas sin preparación, sólo preocupadas por aspirar al poder, luchar por él y, en su caso, retenerlo, cambiando ministerios y áreas de operación y responsabilidad como acto de prestídigitación. En una empresa los errores de ese tipo se traducen en resultados deficientes, pérdidas de mercado y crisis final. En la política no se traducen en nada, son perjuicio para la sociedad, para ese común que no es de nadie, por el que nadie se siente afectado. Hay que señalar que en la vida pública española, quizás en la de todos los países, falta una institución que exija responsabilidad a los que ocupan áreas de poder, como podrían ser los Juicios efectivos de Residencia para todos los gobernantes que abandonaban un cargo público responsable. Los pueblos y gobernantes no tienen memoria efectiva de los errores; todos están justificados en función del interés de los partidos a los que favorecen.


  Sería deseable que alguna institución objetiva se especializase en programas y cursos para capacitación de políticos y futuros gobernantes. Esta podría ser una función de los partidos políticos, aun con peligro de que lo orientasen excesivamente a su ideología. Construir algo independiente de ellas sería más claro y efectivo; todos partirían de una misma base. Esto no afecta por supuesto a los radicales que desean un cambio absoluto de la sociedad, ni a los anarquistas con idénticos fines, pero sí a aquellos que con diferentes criterios tratan de gobernar con seriedad en un país. Podría ser función de la sociedad civil, que tratase de financiar manuales y programas objetivos y no sectarios en que pudieran apoyarse los partidos políticos para adaptarlos a sus propios criterios. Estos manuales deberían tratar de la gestión oficial del Estado y de los deberes y derechos de los que mandan, en conjunto y en diferentes áreas, geográficas o temáticas. Esta capacitación es diferente a la que se adquiere en tratados de Derecho Administrativo o en apuntes de oposiciones; debe explicar, sencilla y muy didácticamente, qué es el aparato oficial del Estado y sus problemas, a fin de prepararse para el gobierno o para criticar desde la oposición. Podría ser un manual del aparato oficial que debe conocer quien aspire a supervisarlo y orientarlo.


  No he encontrado ninguna información o publicación útil para explicar cómo funciona y ejerce su poder un ayuntamiento o una comunidad autónoma, qué se espera de los concejales o de los gobernantes autónomos, cuál es su posición frente a los funcionarios permanentes, en qué áreas pueden actuar y en cuáles no, cuáles son sus problemas y peligros concretos. Me he tomado la molestia de examinar publicaciones en que esto podría aparecer e incluso cursos de Facultades de Ciencias Políticas y no he visto nada interesante con esta finalidad. Podría ser conveniente una Escuela (aun nocturna) para esta preparación, o por lo menos crear un vademécum de obligaciones, problemas y corrupciones posibles que conozcan los aspirantes a políticos, con independencia de las orientaciones partidarias que a cada ideología o tendencia correspondan en sus programas de acción.



  10. Gestión política y burocracia ordenada


  Es difícil resumir y comentar con objetividad una estructura política conjunta. No he querido utilizar mis propios criterios, que desnaturalizarían el libro, que busca rellenar el vacío de lo concreto operativo en la gestión nacional, sin tratar de orientar y menos de pontificar, salvo algún comentario esporádico.


  No es una táctica sino un principio en que creo firmemente; lo práctico es básico para la eficiencia, del mismo modo que la acción de cambios y agitación, fuera y dentro del gobierno, es negativo para los ciudadanos, pero es un mal, un efecto perverso que no se puede eliminar y sólo procede poner trabas para que los abusos tengan poca repercusión general.


  No puede haber acción política satisfactoria si no se cuenta con una administración pública muy eficiente, directa y de coste reducido. Con ello se hace gestión política, de otro modo, a veces sólo se llega a abusos, escándalos y corrupción. Es una necesidad extender esta idea, diferenciar este principio y que exista conciencia de ello, no sólo entre los ciudadanos sino también entre la «gran clase» de algún modo influyente en una nación, aun sin cargo público ni oficial. Es indispensable esta cultura general, hoy inexistente, en especial cuando se desprecia o incluso se ridiculiza a las personas que creen en principios éticos o espirituales que desearían aplicar en las acciones públicas colectivas.


  Capítulo 7: Estructura judicial


  1. Cómo actúa la justicia


  La estructura judicial, del mismo modo que la política antes comentada no forma parte de la mecánica operativa del Estado, pero no puede analizarse sin ideas concretas del conjunto de un estado soberano en el que lo judicial tiene un papel decisivo. El área principal soberana es la política, pero en segundo lugar está la judicial, o instituciones coordinadas para que los ciudadanos entre sí y en sus relaciones con autoridades en todos los niveles reciban "servicio de justicia", objetiva, no discriminatoria, efectiva y rápida.


  A lo largo de la historia, la función de ejercer justicia residía en última instancia en el Rey, Monarca, alto jefe de Estado por pequeño que fuese, o en instituciones religiosas. Su estructura dependía de la complejidad de cada comunidad, dentro de los principios que habían contribuido a su creación nacional. Esta situación ha cambiado, pero se acata (aunque no se cumpla) la propuesta de Montesquieu de tres poderes: Legislativo, Ejecutivo y Judicial. A eso se añade la presión general, indispensable o inevitable, para separar Iglesia y Estado. Al no admitir que la justicia procede de Dios ni del Rey, conviene integrarla orgánicamente dentro de la Constitución, entre las estructuras nacionales de las que habla este libro.


  La sociedad en que vivimos se apoya en gran parte en la utilización de conflictos como mecánica de acción y de equilibrio social, y así podría considerarse como conflictual lo que, lógicamente, aumenta el peso de la justicia dentro de su equilibrio interno institucional.


  Ante el futuro se abre una alternativa, o bien la justicia pasa a ser pieza del poder político, subordinada a él, que aumenta la impotencia de los ciudadanos, aun dentro de su aparente libertad, o bien consigue clara independencia del poder político y del ejecutivo, y representa un contrapeso para su actuación. Esto último requiere independencia económica, adjudicada objetiva y directamente y no partisano, concedida por los partidos políticos que gobiernan, también requiere alguna clase de casta judicial, que se autoelija y se autoprepare para el ejercicio autónomo de su función.


  La estructura o poder judicial en España, por diversas razones, en especial por la velocidad de sus cambios, ha venido perdiendo eficacia operativa hasta poner en peligro la estabilidad social si no se adapta a las necesidades societarias y de los ciudadanos. No es admisible considerarla como fenómeno incontrolable e incontrolado, que de nadie depende y que nadie puede supervisar o vigilar, sino que necesita un encuadramiento orgánico nacional y una autoridad propia superior que pueda corregir desviaciones, como podría ser su dependencia final de la Jefatura del Estado, Monarca, en nuestro caso.


  No se ha procedido últimamente a ninguna reforma de la justicia española, a no ser limitada a aspectos concretos y hasta accesorios, salvo la iniciada en la transición y abortada en 1985 a fin de favorecer su politización. La Edad Universal, ya iniciada, obliga a un profundo cambio en la ejecución y hasta en la concepción de la Administración de Justicia, en su mecánica operativa y en su integración en el conjunto social. Se hace necesaria en España y podría ser útil para las naciones iberoamericanas, con crisis de justicia aún más dramática que la nuestra y en las que el ejemplo español, sin duda, tendría algún impacto. Hasta a veces pienso en una estrecha coordinación, ayuda recíproca y hasta relación jerárquica de todas las estructuras hispanoamericanas de justicia y la propia española; somos en definitiva uno de los países de la gran hispanoamérica, y no el más importante, y cuanto más nos acerquemos y mejor coordinemos nuestros recursos, mejor resolveremos nuestros problemas.


  La Justicia ha sido necesaria desde que las comunidades familiares se hicieron más complejas y surgieron conflictos entre sus componentes. El Rey tenía en ella su principal atributo de soberanía, y los ciudadanos garantía de equidad. Montesquieu consolidó la independencia del Poder Judicial, pero su principio es más citado que utilizado, en perjuicio de los ciudadanos. Sin oposición teórica a la división de poderes, los gobiernos tratan de doblegar o influir en la justicia, especialmente los de carácter despótico, aun constitucional, que creen su obligación coartar o manipular la actividad judicial.


  La creciente complejidad de la vida pública y privada sofistica la relación de ciudadanos entre sí y con toda clase de instituciones, políticas o sociales, civiles, mercantiles y mediáticas, con crecientes fricciones de intereses y derechos de unos y otros, ante la mayor presencia en la vida normal del Derecho Civil, Administrativo, Mercantil, Penal, Laboral, Mediático y hasta Internacional, y la mayor necesidad de instrumentos para dirimir diferencias y penalizar actuaciones, entre otros por los siguientes motivos:


  
    Creciente exigencia de responsabilidad por actuación de ciudadanos o entes jurídicos, que así compensan con fórmulas diferentes su mayor libertad, en conflicto con la de otros y de las instituciones públicas.


    Privatización de áreas que tenían carácter preferentemente público, no solamente para corregir desviaciones sino dentro de una corriente socio-política, que se generaliza. Lo público está quedando relegado y las privatizaciones aumentan las colisiones de derechos.


    Consideración de la fricción como instrumento de efectividad social que lleva a mayor resolución jurídica de conflictos. La huelga, con justificación social en el siglo XIX y parte del actual, se ha ennoblecido en nuestra Constitución, considerándola elemento de equilibrio, grave error que conduce a la confrontación y, a la violencia, que reciben valor social superior al de la Ley, como si se prefiriese la guerra a la paz justa como instrumento de construcción social. Esto pronto o tarde tenderá a mayor intervención judicial.


    Aumento de la posibilidad de discriminación a individuos y necesidad subsiguiente de protección judicial. La empresa, por su propia dinámica para crear riqueza así como cualquier institución que utilice trabajo ajeno, selecciona alternativas e inevitablemente discrimina, dentro o fuera de la actividad laboral, lo que aun justificado puede ser abusivo, y exige intervención de la justicia para proteger a los abusados.

  



  2. Transformación de la vida judicial


  La vida judicial española en sus diferentes modalidades exige una transformación que la haga llegar con rapidez a los ciudadanos, no solamente en áreas de especial relevancia sino para la vida diaria, con fórmulas parajudiciales, que deben acompañarse de mecánicas de supervisión judicial que detecten desviaciones y hagan homogénea la compleja actividad judicial del próximo siglo, cuyas estructuras tendrán que enfrentarse no solamente con la corrección superficial de lo existente sino con replanteamientos profundos que se implanten, a ser posible sin modificación drástica, dentro de la enorme rapidez de los cambios, científicos, tecnológicos y de sus consecuencias sociológicas.


  La Edad Universal exigirá masiva utilización de medios de justicia, poco reformados en los últimos ciento cincuenta años, sin que exista en nuestro país, ni quizás en otros, propósitos de análisis integral, aunque se ponga énfasis en áreas concretas, como ocurre con el jurado, vieja institución de comunidades reducidas, con aplicación actual consecuencia de propuestas subordinadas a obsesiones ideológicas del pasado. Recientes juicios con jurado en Estados Unidos (la proxeneta Heidi y O.J. Simpson), muestran sus aspectos discutibles y un coste público excesivo. El jurado es teóricamente ideal, como las decisiones a mano alzada en concejo abierto, que todavía existen en Suiza y existieron en nuestra Castilla. Su introducción nostálgica puede ser inoportuna y, sobre todo, obstáculo para la gran reforma de la justicia y su asequibilidad para la ciudadanía. Por otra parte en lo civil y mercantil parece necesaria una mayor utilización de un arbitraje ágil, flexible, de coste reducido y que descargue de trabajo a la justicia oficial, para agilizarla y reducir su coste para los ciudadanos.


  La independencia de la justicia es condicionante para el estado de derecho, imposible sin eficiente judicatura autónoma que llegue al inmenso entramado de los pobres, los indigentes, los niños perseguidos, los abusos sexuales, las vejaciones en la familia, y otros semejantes.


  Pero, aun con pomposas declaraciones y largas discusiones, esta independencia no existe en España, y su falta se acentúa con un doble Ministro, que subordina la justicia al orden público. Hasta parece se han querido establecer delegaciones provinciales comunes, utilizando la fiscalía como vía de penetración oficial en la gestión judicial, una de las manifestaciones del acecho constante del Poder Ejecutivo al Poder Judicial.


  La situación se agrava con otra circunstancia: la estrategia política, acentuada desde 1982 para apoderarse de la sociedad, partiendo de que solamente la lucha de clases y lucha de poderes sociales defendía a los ciudadanos, por lo menos a la no bien definida clase trabajadora, desprotegidos por las instituciones del pasado, incluida la justicia. Después de la muerte del General Franco se quiso reducir la influencia de los viejos magistrados de cultura derechista, en realidad la que durante dos mil años había dominado España, y se anticiparon jubilaciones, se trato de reforzar y aumentar la influencia de los más próximos al Gobierno, se hizo posible un acceso no clásico a la carrera judicial y aparecieron dentro de ella verdaderos partidos profesionales, con consecuencia negativa para la actividad judicial. Esta politización ha llevado casi a convertir el Tribunal Constitucional, con predominio de amigos del partido en el Gobierno, en órgano de instancia a decisiones del Tribunal Supremo, y a desnaturalizar la función de la Fiscalía General del Estado, tratando de convertirla en un departamento oficial.


  En conjunto, y desgraciadamente, la justicia funciona en España de modo deficiente, sobre todo por su lentitud, tarde, mal y nunca. La justicia lenta no es justicia, y no depende tanto de los jueces como de la deficiente estructura jurisdiccional existente. Afortunadamente, existe la convicción general, no sólo sectorial, de que es necesario corregir esta situación, adoptando medidas para que la justicia del siglo XXI o de la Edad Universal esté en condiciones de afrontar con eficiencia y dignidad las funciones que le correspondan en nuestra comunidad nacional. Entre esas medidas podrían citarse la transferencia a otras instituciones de las competencias no jurisdiccionales de los jueces, para evitar a la justicia atribuciones sólo por razones históricas que pueden ser desempeñadas por otros órganos con igual o superior eficiencia.



  3. Autonomía de la justicia


  Es importante la relación óptima de Poder Judicial y Poder Ejecutivo, estructura judicial y estructura oficial. Para ello, la primera debe tener autonomía completa, con responsabilidad de promover, organizar y dirigir sus actividades y, sobre todo, la incorporación de profesionales a esa acción. Es cambio profundo, como el de nuestra sociedad. La independencia del Poder Judicial no es sólo de una cúpula, sino de una estructura completa.


  En Estados Unidos el sistema de designación paulatina de jueces del Tribunal Supremo y cascada inferior, aun con imperfecciones, ofrece una garantía aceptable de independencia, evitando la influencia prepotente del Ejecutivo de la nación y esto, sobre todo, de un poder ejecutivo concreto, aunque pueda discutirse en el caso de los jueces elegidos directamente por ciudadanos en áreas geográficas limitadas. Cada país tiene su sistema propio, pero la estructura judicial debe quedar siempre preservada de la actuación caprichosa de gobernantes.


  Una estructura judicial autónoma que genere sus propias orientaciones y forme a sus componentes, podría tener semejanza con la de nuestro Banco de España, cuya designación de Gobernador tiene carácter oficial, hasta ahora sin reparto entre partidos, por lo que, a pesar de haberse visto afectado por escándalos que han desacreditado a un Gobernador, se ha conseguido preservar el prestigio de la institución.


  La autonomía de la justicia exige algo semejante, aunque es más compleja y difusa y está inmersa y dispersa en un complejo entramado nacional. El Gobernador de la Justicia, o Presidente del Consejo del Poder Judicial, o denominación conveniente, en relación o con dependencia del Tribunal Supremo, sería un gran objetivo y un gran reto, posiblemente el más difícil de los que tiene la renovación de nuestra estructura nacional. En su caso, estaría encargado de regular la vida judicial, con autonomía de la sociedad política y con facultades suficientes para plantear y ejecutar una propia línea de actuación. Su éxito dependería de que la reorganización tuviese respeto y confianza de los propios jueces y fiscales, y por supuesto de la sociedad en general, dentro de un consenso de salvación nacional, que reconociese que sin justicia eficiente y rápida no sería posible un efectivo estado de derecho. ¿Se conseguirá o acabará en componenda contradictoria para contentar a muchos, o en nueva operación de compadreo de políticos a costa del interés de los ciudadanos? La independencia judicial óptima debe incrustarse en la Constitución, aunque esto no baste para que la reforma sea satisfactoria y la justicia se consiga. Pero indudablemente es de mayor interés constitucional la protección de la reforma de la justicia que la de la huelga a que en otro momento me he referido.


  Para una reorganización que sirva efectivamente para el cambio universal, es necesaria sobre todo una autonomía financiera de la justicia, que administre sus propios recursos, directamente recibidos con ese objeto, y que del mismo modo seleccione, regule y capacite los efectivos humanos dentro de los principios generales del conjunto social; sólo eso es autonomía. En cierto modo, se trata de crear un importante ejército judicial con sus normas de actuación autogobernadas en todo lo posible.



  4. Mecanismo de reforma


  Para conseguir una reforma efectiva, sería necesario estudiar, entre otros, los siguientes aspectos:


  
    Racionalizar procesos judiciales, no solamente con informatización sino con manualización de actuaciones regulares que faciliten la actuación de jueces menores en juicios muy simplificados. Es hoy relativamente fácil de hacer, más que hace unos años, y obliga a una gran tarea de ordenación lógica interna.


    Oralizar al máximo el procedimiento civil, exigiendo en ciertos casos a los letrados una página simple, con información escueta y personalizada que, contrastada con la de los oponentes, facilite la decisión judicial y también su integración en la base de datos de cada juicio.


    Potenciar fórmulas de selección y capacitación de jueces y fiscales, en diferentes grados, que han de ser pieza fundamental de la vida nacional, autonómica e incluso municipal, integrándola en una sola carrera, con o sin especializaciones posteriores, que tenga carácter unitario para toda la nación y todas las actividades de justicia, independiente del destino ocupado.


    Promover la justicia parcialmente especializada, ágil y efectiva, como ahora en lo laboral. Esto puede hacerse de diferentes formas. En Francia existen jueces nombrados para asuntos como el conocido del terrorismo, que aconseja especialización, aun sin estructura sectorial permanente. En España hay algunos casos y podía ser un camino lógico de futuro.


    Ampliar los jueces de barrio o rurales, parajueces podría decirse, con formación adecuada, que absorban gran parte de carga de trabajo. La experiencia actual podría ser útil y las últimas medidas legales parecen seguir esa tendencia.


    Estudiar la separación de la instrucción penal de la propia decisión judicial, y asignarla, quizás, a los fiscales con mejores conocimientos de especialización en ambas instituciones.


    Incorporar la policía judicial a la estructura de la justicia, aislándola en lo posible de la dependencia policíaca gubernamental, con más coordinación con los fiscales.


    Exigir una integración nacional de la justicia, con las jerarquías territoriales que proceda, para convertirla en una de las instituciones de integración nacional que solidifica la unidad del Estado, en relación posible con una universidad judicial.


    Integrar en lo judicial actividades jurisdiccionales de la Administración Pública en el máximo de niveles y modalidades. Ciertos órganos de la Administración ostentan facultades más efectivas a veces que los órganos judiciales. Las liquidaciones de BANESTO y RUMASA, son casos ilustrativos. Estas actuaciones deben delimitarse con precisión.


    Traspasar a la estructura de la justicia parte de las apelaciones y recursos a decisiones de la Administración, a lo que parece tenderse ya. La situación actual se complica con la estructura autonómica y, sobre todo, afecta a las actividades financieras donde más necesario resulta coordinar Administración y propia Justicia.


    Acercar la administración de la justicia española a la de otras naciones especialmente cercanas, para abrir camino a lo que podría denominarse justicia universal, al menos sectorialmente, que debería establecerse paulatinamente en el próximo siglo.


    Utilizar muy ampliamente técnicas informáticas. Se pasó del taquígrafo manual al estenógrafo con equipo apropiado. Del mismo modo se puede llegar a la grabación en diskette o en CD-Rom de juicios con servicio referencial ulterior, sin excesivo trabajo humano, aun con transcripción, al menos parcial, en papel. Es aspecto de interés futuro, cuando se extienda el uso del juicio oral, cuya limitación actual es obstáculo para la rapidez de las decisiones judiciales.


    Integrar en una base de datos una sinopsis de todos los juicios, complemento del archivo oral y de los microjuicios, para conocimiento de la actuación judicial y para analizar la actuación de cada juez, con lo que se podría mejorar su calidad y corregir para el futuro sus desviaciones. Esto haría posible la transparencia para facilitar el conocimiento público de desviaciones y errores, como ahora ocurre con los árbitros de fútbol, juzgados a posteriori con vídeos para el estudio de jugadas discutibles.


    Poner a disposición de los jueces bases de datos de decisiones judiciales, con referencias de fácil e inmediato acceso adaptadas a sus necesidades.

  



  5. Abogados y procuradores


  El abogado y su colaborador, el procurador, son pieza indispensable en la administración de la Justicia, basada en la contradicción entre partes y defensa y acusación de inculpados, que se presumen inocentes hasta que no son condenados. En ambos casos interviene el abogado, con acción libre y prerrogativas especiales para ejercerla, que al lego a veces escandalizan, pero donde residen su fuerza y su justificación institucional.


  Conviene distinguir entre abogado y leguleyo que maneja disposiciones oficiales para proteger, no ya a inculpados sino acciones pseudolegales. Es deseable la justicia con abogado, elegante y digna, como siempre recuerdo a mi padre, que sólo tuvo ingresos a lo largo de su vida como abogado independiente que le permitieron vivir digna, aunque pobremente, con su familia. Es un ejemplo que no puedo olvidar, quizás porque no me sentí con fuerza para seguirlo.


  Esta profesión está variando, con la complejidad muy creciente de la vida social. Hay pocos abogados generales, como a principios de este siglo, y muchos especialistas. El ciudadano, ante el complejo entramado de leyes y disposiciones, necesita defensa administrativa, civil y penal, dentro de una Administración de Justicia, con problemas de eficiencia e independencia, no preparada para un Estado de Derecho del siglo XXI. Los abogados también deben prepararse para las nuevas líneas de gestión judicial, quizás con estudios no muy diferentes que los de los jueces, dentro de la comentada universidad judicial.


  Una especialización de la futura abogacía será el área de responsabilidad personal y corporativa, consecuencia de la libertad, que se regula hasta ahora en el artículo 1902 del Código Civil, que aumenta su importancia pero puede ser insuficiente para nuevas necesidades. Pero junto a los beneficios y la justificación sociológica y patrimonial, caben abusos, exageraciones y desviaciones. Así está ocurriendo en Estados Unidos, donde esta acción, protegida por principios constitucionales, puede ser puente de debilidad en el competitivo siglo XXI, con un coste social excesivo, no ya de indemnizaciones sino para la defensa jurídica. En España, aun dentro de la corriente de la sociedad universal, existe una protección que debe mantenerse, y es la prohibición del litis consorcio, o participación del abogado en la indemnización que obtienen sus clientes, causa principal de desviaciones.


  A veces existe confusión entre el ejercicio de la abogacía y la mediación de influencias, generalmente ante alguna Administración Pública, pero también ante patrimonios privados, en lo que ha derivado la actividad de algunos bufetes, varios de ex-políticos, que para esta actividad, no siempre legítima, quieren ampararse en los privilegios que se conceden a los abogados. También existe desviación de los privilegios profesionales para acciones de intermediación delictiva, como ha ocurrido en casos de terrorismo y de narcotráfico.



  6. Justicia y estructura oficial


  La Administración de Justicia está en relación, a veces estrecha y a veces inevitable, con la estructura oficial de una nación, como a continuación comento:


  Ministerio de Justicia, que existe en algunos países, en concreto en España, ahora profundamente desnaturalizado, lo que facilitará su desaparición, que parece conveniente. Por sí mismo es un atentado a la división de poderes, que de un modo u otro se considera deseable. Este Ministerio abarca entre nosotros funciones no estrictamente relacionadas con la actividad judicial de la Administración Judicial, pues de él depende cualquier clase de aportación presupuestaria. Su supresión puede exigir nueva adscripción de alguno de sus servicios, que más directamente corresponden al Ministerio de la Presidencia o similar, como las relaciones con las Iglesias y las propias de gracia, cuando ésta deba aplicarse, y quizás las de Registros y Notariado. Aparte de ellas, el Ministerio de Justicia es órgano público dedicado a la supervisión de la judicatura, en realidad con objeto de subordinar el Poder Judicial al Poder Ejecutivo. Su reciente integración con el Ministerio del Interior casi caricaturiza esta tendencia y puede facilitar su desaparición, aunque es lógico que exista algún organismo de coordinación de la futura política judicial y todo el ámbito ejecutivo oficial e incluso político.


  Fiscal General del Estado, figura necesaria, pero que se ha convertido en vehículo para la intervención política en la gestión judicial a través de los fiscales territoriales, que de él dependen directamente. El Estado, en todas sus áreas, necesita un gran abogado, procurador general o como se denomine, que defienda sus intereses económicos y sus puntos de vista frente a la sociedad. En España se produce una duplicidad con los Abogados del Estado, otro cuerpo que sí debería depender de algún órgano oficial con función diferente a la de los fiscales que representan la sociedad, no el Estado, en la gestión de la justicia, en que la fiscalía es figura indispensable, como la abogacía antes comentada. Su actuación debe ser independiente, con objetivos precisos y claros y con especial integración en el conjunto judicial, del que es parte, con selección y capacitación paralela y hasta integración en un mismo conjunto funcionarial y en un mismo instrumento de formación, alguna clase de universidad judicial, que evitará áreas de intromisión abusiva. Esta figura deberá preverse en la Constitución, con facultades, obligaciones y limitaciones, adscrita a la estructura política a través de la Jefatura del Estado o del Parlamento.


  Orden Público, área de fricción ejecutiva judicial, probablemente inevitable y beneficiosa para frenar actuaciones ilegítimas de ciudadanos, y que necesita tenerse en cuenta como situación fáctica social.


  Prisiones, en relación estrecha con la justicia penal, por ser los jueces quienes envían a ellas circunstancial o permanentemente a los ciudadanos, como se ha conocido recientemente en varios casos. Debería estudiarse la conveniencia de que las prisiones dependan de la estructura judicial, completando así el área de su actuación y gestión.


  Relaciones con el exterior, ahora la Administración de Justicia no tiene normalmente acceso directo a la de otros países, salvo por mediación del Ejecutivo, lo que la hace lenta y compleja, o por lo menos dificulta su actuación, y la convierte en casi inoperante, entre otros aspectos por utilizar fórmulas obsoletas, que no tienen en cuenta ni la reciente tecnología informática ni las nuevas líneas de relación entre naciones.


  Legislación, mayor área de fricción con el Ejecutivo, que domina al Poder Legislativo, que establece las leyes que han de aplicar los jueces en el ejercicio de su profesión. La estructura judicial, a través de su jurisprudencia, deberá participar en la acción legislativa al interpretar las normas, corregir errores y sentar precedentes que convendría se considerasen fuentes complementarias de derecho. Hasta ahora en España ha sido reducida la influencia de la justicia en la acción legislativa, a diferencia del Derecho Anglosajón que a través de decisiones acaba creando normas desde abajo, no desde arriba.



  7. Capacitación judicial


  La posible reforma de la justicia española es una gran utopía, deseable y posible, satisfactoria pero no fácil de implantar, entre otros aspectos porque necesita un gran número de jueces, parajueces y equipos administrativos complementarios, que actúen con decisión pero con prudencia, cuando hoy sólo existe un núcleo profesional reducido, con probabilidad de crecer desmesuradamente y peligro de reducir su calidad y eficacia. Su reforma debe implantarse sin precipitación; el proceso de selección y capacitación de los componentes de la judicatura será su pieza clave y tendrá que abordarse de modo integral y profundo, en cierto modo como un gran ejército y estructura militar ante un peligro inesperado de guerra. Durante algún tiempo han ido a la judicatura personas no aptas para posiciones de imagen brillante y posible muy alta remuneración, como Abogados del Estado, Registradores y Notarios, y por otra parte la han ignorado quienes preferían la carrera empresarial, con pelotazos y contratos blindados, estos últimos definitivamente con espíritu ajeno a la carrera judicial, que requiere vocación y sentido de servicio público. Es una situación que deberá regularse y ser parte de la línea de dignidad e independencia de esta institución, decisiva para la armonía social.


  La capacitación no puede ser parcial, limitada o subordinada, sino integral y orientada al ejercicio de la justicia, con poca necesidad de preparación complementaria. Convendría una verdadera facultad o universidad especializada, aunque conservase el nombre de Escuela Judicial, ofreciendo un grado superior a la licenciatura de Derecho, si bien creo esto insuficiente, salvo para un período inicial, pues la universidad judicial debería ofrecer estudios completos y, al mismo tiempo, promover en áreas especiales estudios limitados, para los parajueces y colaboradores con la Administración de Justicia, y para la mejor preparación de los abogados. Esta Escuela o universidad sería el eje de la administración futura de la justicia, como las escuelas militares lo son de las Fuerzas Armadas y debería ser asimismo un factor de unidad nacional, instrumento de identidad de ciudadanos de diferentes comunidades autónomas. Para comprender esta necesidad conviene conocer con precisión el número de funcionarios o empleados de cualquier clase y nivel relacionados con la justicia en todo el territorio nacional y así advertir la importancia y problemas de una capacitación efectiva profesional.


  Excedencias, sería indispensable abordar las situaciones de excedencias y reingresos, cuya regulación actual ensombrece la imagen de la justicia, dentro de un amplio Estatuto que fuese pieza básica de la estructura judicial.



  8. Organización de la Justicia española


  Conviene tener una idea aproximada de la organización judicial en conjunto, para lo que he utilizado el libro "Derecho Jurisdiccional", de García Montero y varios (Bosch editor, 1994). De modo muy sucinto ofrezco un resumen:


  Consejo General del Poder Judicial, que la Constitución Española creó para autonomizar el poder judicial, y desempeñar una función global del sistema judicial español, objetivo que se impidió con las reformas del PSOE en 1985 en la Ley Orgánica del Poder Judicial, que prácticamente entregó el sistema judicial al poder del Gobierno y de los partidos políticos en el Parlamento, desvirtuando la intención de la Constitución, a través de nombramientos de mayoría de vocales por el partido mayoritario. El Consejo nombra su Presidente, que también lo es del Tribunal Supremo, y dos magistrados del Tribunal Constitucional; inspecciona juzgados y tribunales; nombra, con limitaciones, magistrados del Tribunal Supremo y dirige el Centro de Estudios Judiciales, pero manteniendo la dependencia del Ministerio de Justicia que designa su director. El Consejo ha quedado reducido a una oficina ejecutiva de personal de jueces y magistrados.


  Tribunal Supremo. Supremo Tribunal de Justicia, tribunal único superior para toda la nación y superior a todos los demás, pero sin funciones en cuanto a garantías constitucionales; con sala de lo civil, lo penal, lo contencioso-administrativo, lo social y lo militar.


  Audiencia Nacional. Creada en 1976, con sede en Madrid y tres salas: de lo penal, lo contencioso-administrativo y lo social; y sala para casos excepcionales de recusación.


  Tribunales Superiores de Justicia. En cada una de las diecisiete Comunidades Autónomas; con salas de lo civil, lo penal, lo contencioso-administrativo y lo social.


  Salas de Gobierno de Tribunales Colegiados. Sólo con función administrativa, no jurisdiccional, en el Tribunal Supremo, la Audiencia Nacional y los Tribunales Superiores de Justicia de cada autonomía. Sus Presidentes son nombrados por el Consejo del Poder Judicial, por cinco años; presiden las Salas de Gobierno y dirigen la inspección de juzgados con potestad disciplinaria para faltas leves.


  Inspección de Tribunales. Para mejor conocer el funcionamiento de juzgados y tribunales y el cumplimiento de los deberes del personal judicial, pero sin facultades para impartir justicia. Está dividido en Inspección Superior, Inspección Ordinaria, Inspección de la Audiencia Nacional, e Inspección Interna, que corresponde a los jueces y presidentes de secciones y salas para adoptar algunas medidas que no sean de su estricta competencia.


  Tribunales de Competencia. Pueden ser de competencia general ordinarios; de competencia especializada; y de competencia especial, como el Tribunal de Cuentas, los Tribunales Militares y el Tribunal Constitucional.


  Tribunales Colegiados. Audiencias provinciales, con competencia únicamente penal en cada capital de provincia.


  Tribunales Unipersonales.


  
    Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, tradicionales en nuestro país, corresponden a un partido judicial, están integrados con los juzgados de instrucción y asumen la supervisión del registro civil.


    Juzgados de lo Penal, y Juzgados de lo Contencioso-Administrativo, en la capital de la provincia.


    Juzgados de lo Social, continuación de las antiguas Magistraturas del Trabajo; Juzgados de vigilancia penitenciaria; y Juzgados de menores, antiguos Tutelares de Menores; todos normalmente en cada provincia.


    Juzgados de Paz, en los municipios sin juzgado de primera instancia, a cuyo frente está un lego.

  


  La segunda gran área operativa de la estructura judicial de nuestro país es el Ministerio Fiscal, institución discutida, incluso por su nombre. Sus órganos son el propio Fiscal General del Estado, propuesto por el Gobierno; el Consejo Fiscal que preside el anterior y que integran el Fiscal del Tribunal Supremo y el Fiscal Inspector y otros elegidos sectorialmente por sus compañeros; la Junta Fiscal, la Inspección Fiscal, la Secretaría Técnica de la Fiscalía General, la Fiscalía del Tribunal Supremo, la Fiscalía del Tribunal Constitucional y las Fiscalías de las Audiencias Generales de los Tribunales Superiores de Justicia o Audiencias Provinciales, así como Fiscalías especiales, como la de Prevención del Tráfico de Droga y la Fiscalía del Tribunal de Cuentas. Entre sus funciones destaca velar porque la función jurisdiccional se ejerza eficazmente y velar por la defensa de la independencia de jueces y tribunales. El Ministerio Fiscal no resuelve sino simplemente pide que se resuelva con arreglo a derecho.


  La estructura de la Justicia tiene un coste que es necesario medir, seguir y perseguir, con ideas precisas sobre su economía, como sobre la economía de la salud. Hoy cuesta al erario público, incluyendo todas sus partidas presupuestarias, en 1990 el 0.2186 % del PIB, y el 0.2292 en 1994. Las prisiones cuestan el 0.1124 en 1990, y el 0.1179 en 1994. No serán fáciles las reformas ejecutivas de la estructura judicial, sin dominio completo de sus costes homogéneos durante por lo menos cinco años.



  9. Dictadura y autonomía judicial


  La reforma de la justicia será uno de los objetivos más importantes del siglo XXI en los países hispanos, con claro peligro: la tentación de dictadura de jueces, que sintiéndose protagonistas se consideran omnipotentes. Contra ello hay que luchar, no sé muy bien cómo. En la vida social y en la personal siempre hay riesgo, y cualquier decisión satisfactoria puede tener efectos perversos. A pesar de ello, confío que la estructura judicial llegue a ser principal factor de equilibrio social en la España del siglo XXI y que se evite el peligro de la dictadura judicial, como poder fáctico, que trate de ser el primero, como a veces ha ocurrido con las Fuerzas Armadas, aun en este caso sin posibilidad de coacción.


  La verdadera incógnita en un país como el nuestro es saber si la autonomía judicial se puede imbricar en el conjunto del tejido social, sin convertirse en instrumento del ejecutivo, tendencia difícil de evitar en los que influyen o gobiernan, de toda clase y de todo nivel.


  He comentado la posible estructura de un gran Banco de Justicia, con un gobernador autónomo que supervise, un amplio entramado de justicia en toda la nación, después de haber contribuido a formarlo. ¿Es esto realizable o sólo utopía? Es obligada la dependencia del Jefe del Estado, pero ¿es eso bastante o hay que reconocer al Rey una última instancia de justicia, salvo en lo que directamente le afecte, que debe estar sometido a la Ley? Si esto no fuera posible ¿habría una solución satisfactoria, pero más pragmática? No me atrevo a ofrecer opinión, ni siquiera comentario. Son los especialistas y políticos quienes deben reflexionar. La función de justicia fue uno de los principales instrumentos de la gran reforma operativa del Estado Español de los Reyes Católicos, y su análisis ofrece interés actual.


  La autonomía judicial puede ser satisfactoria para contribuir a la unidad nacional si está por encima de las autonomías geográficas, como también ocurre con el Ejército, al ser factores en que se apoyan todos los ciudadanos de una nación, en especial si, salvo en niveles inferiores, la justicia se impartiese en castellano como factor unificador.


  Una acción integral, objetiva y lógica de la justicia española, sería ejemplo de gran repercusión para la reforma de la justicia en naciones hispanoamericanas, y quizás en Brasil. Todos necesitan, como nosotros, una reforma de la justicia para la realidad del próximo siglo. El ejemplo de España les sería de especial utilidad, al estar fuera de sus problemas y antecedentes históricos directos.



  10. Revolución de jueces


  Es indudable la importancia en décadas futuras del problema de la justicia, su reorganización y presencia protagonista en la vida pública. Casi todos los países occidentales han vivido estos años un profundo ambiente de corrupción, no solamente política y económica sino social, después de abandonar los principios éticos y ridiculizar a quienes se movían por sentimientos de honor, dignidad y deber. Todo parece corrompible, la influencia se valora más que la acción correcta, y como consecuencia se desconfía de la clase política, muy inmersa en escándalos, por participar en ellos o por ampararlos o estimularlos.


  La revolución de los jueces, primero en Italia y luego en otros países, incluso España, ha representado una ola de viento fresco, de esperanza y confianza de los ciudadanos que contemplan que no es omnipotente el poder económico ni el político, ambos sometidos a personas independientes, generalmente austeras y modestas, menos afectadas por la corrupción, con su misma línea antigua de conducta. Hace muchos años me decía mi padre que los jueces españoles, a pesar de sus limitaciones y contra los que siempre había luchado en su actuación profesional, tenían la gran cualidad de no ser venales, lo que afortunadamente continúa. Su deterioro ha sido inferior al del promedio, y ahora se les presenta una oportunidad para equilibrar la estructura social, en la que los gobernantes han influido y manipulado cúpulas políticas y parlamentarias y han tratado de hacerlo con el Poder Judicial.


  Pero si esto es un objetivo lejano, queda otro más próximo y urgente. La política del Gobierno socialista ha sido politizar o aumentar la influencia de los partidos políticos en actuaciones sociales y económicas. En la estructura judicial esto es grave, sólo puede ser independiente si consigue una fuerte unidad interna, sin actuaciones de Derecha, Izquierda y Centro, sectores de algún modo influidos por partidos paralelos políticos. No afecta sólo a la Justicia, pero en ella es peligrosa. Es una decisión de los propios jueces mas que del exterior, para evitar verse excesivamente influidos por los vaivenes de la política de políticos.


  Capítulo 8: Estructura social no pública


  1. Cómo existe


  Antes de comentar la estructura oficial operativa, es conveniente referirse a las principales estructuras no oficiales, independientes y autónomas en su actuación, que a pesar de esto ofrecen clara presencia y reacción en la vida social.


  La estructura de una nación no se agota en lo político ni en lo oficial operativo, se extiende a instituciones y situaciones sociales independientes, que surgen en diferentes formas, como manifestación de acción y poder, que, individualmente y por separado, constituyen realidades que no pueden ser olvidadas en el estudio de una comunidad humana soberana. Sus objetivos y actividades sirven de contrapeso a las instituciones políticas y oficiales, contribuyen al equilibrio social y a la protección de ciudadanos y sus libertades.


  Este conjunto de instituciones con vida propia es considerado con hostilidad por las autoridades oficiales, aunque no lo reconozcan explícitamente, porque su poder independiente reduce y dificulta el autoritarismo y despotismo, violento o no. Constituyen pieza clave de la vida social, favorecen la concordia y evitan abusos, aunque puedan abusar a su vez.


  Las estructuras sociales no son nítidas, no se sabe con precisión si el centímetro diecisiete es sociedad civil y desde el centímetro dieciocho sociedad mercantil, o si en el treinta y cinco empieza la sociedad mediática y en el ochenta y tres se abre la sociedad oficial. Sólo ofrecen tenues diferencias, dinámicas y modificables.


  Voy a describir resumidamente las principales, que ampliaré en el libro tercero de esta Colección, dedicado exclusivamente a este tema, pues necesitan conocerse con objetividad para encuadrar y coordinarse con las estructuras directamente públicas descritas en capítulos anteriores. Comento ahora las siguientes: eclesiástica, civil, mercantil, mediática y sindical, de diferente naturaleza, sensibilidad y objetivos; difíciles de conocer con precisión, pues admiten matices e interpretaciones distintas.


  Su denominador común es "no depender de las instituciones públicas", pero son contradictorias entre sí y en el interior de cada una de ellas; precisamente de esta diversidad procede su función social positiva, como obstáculo a la actuación prepotente pública, que llega al despotismo para acercarse a la dictadura.


  2. Sociedad eclesiástica, comentarios


  La estructura eclesiástica es pieza importante en España. La historia de las naciones occidentales, en gran parte teocrática, está vinculada y en estrecha conexión con una jerarquía religiosa, la Iglesia Católica en nuestro caso, que la ha conformado y hecho posible, y que sin ella no es fácil comprender. Igualmente ocurre en las naciones musulmanas, que hoy constituyen verdaderas teocracias; ya que aún en los casos menos aparentes la religión forma parte integrante en su vida pública, y hasta la regula y domina, o por lo menos la influye. Ocurre en países asiáticos no islámicos, claramente no teocráticos, pero con influencia religiosa, como Japón y la India, y de algún modo en la mayor parte restante, aun dentro de regímenes absolutos.


  En el siglo próximo es previsible que lo eclesiástico recupere parte de su influencia histórica, como en Rusia, a pesar de setenta años de agresiva eliminación de sus principios y enseñanzas. Es probable que una fricción característica del siglo XXI sea la oposición entre interpretaciones laicas de la vida social y las que propugnan participación eclesiástica o religiosa, de algún modo como los países musulmanes. La sociedad occidental no concede valor social a los principios espirituales y considera atrasadas a las naciones en que éstos y los religiosos se reflejan de modo socialmente activo y no solamente en la intimidad de las conciencias. Lo contrario parece anatema, pero es realidad que no puede negarse aunque se enfrente con lo que la sociedad parece que quiere. Puede ser alternativa, o el triunfo aplastante del hedonismo y consumismo, o el reconocimiento social de Dios por encima de lo estrictamente humano. Esto último es para muchos, y para mí, única defensa para una libertad suficiente, aunque no sea la total que proponen los liberales radicales y la izquierda más exigente, en un fondo ultraliberal.


  España sólo ha sido posible por el respeto e influjo de la Iglesia Católica, y aún ahora, declarada nación no confesional, las estructuras eclesiásticas son muy importantes, las de la jerarquía propiamente dicha y las de las órdenes e institutos religiosos, con actividad en todo el mundo; multinacionales nuestras que conviven con las de la industria y las finanzas, cada vez con menos poder español. Nuestra imagen internacional puede verse especialmente afectada en el futuro por el éxito, el acierto y las realizaciones sociales de las instituciones eclesiásticas.


  Los gobiernos de estas dos décadas han considerado objetivo primordial la desaparición paulatina de las estructuras eclesiásticas y de la conciencia religiosa, aun sin violencia, como vestigios obsoletos que deben perder influencia en el hombre moderno, ese nuevo hombre que todos quieren crear. La realidad es que no existe en España ninguna estructura orgánica tan extendida e influyente como la de la Iglesia Católica, con su red de arzobispados, obispados, parroquias, conventos y centros de enseñanza, salud y caridad dependientes de ella y personas por ella influidas, en especial para ayuda a desamparados sin recursos y beneficio de las capas sociales más abandonadas por autoridades oficiales e instituciones empresariales. Aunque se crea lo contrario, el futuro es suyo, como siempre lo es de los que sirven y se sacrifican generosamente, frente a los egoístas y hedonistas que quieren todo pero nunca dan nada.


  Esta presencia de la Iglesia se acrecentará ante dificultades económicas, que de modo activo y pasivo exigen más solidaridad y más caridad, de que casi tienen el monopolio las estructuras eclesiásticas, o por ellas influidas. Hay que prever que más personas necesitarán alguna clase de ayuda y más personas estarán dispuestas a darla, pues todavía muchos hombres y mujeres no se dejan ahogar por tentaciones de comodidad ni por la ausencia de valores, proscritos en la vida social.


  Es situación paradójica e interesante para ser considerada a distancia, ajena a propias convicciones subjetivas, controversias y enfrentamientos, aunque sea difícil, para mí al menos, juzgarla con objetividad, sin tener en cuenta mis puntos de vista. Este epígrafe busca describir realidades, aunque sea difícil distinguir entre el simple ejemplo histórico de instituciones concretas y su repercusión precisa en nuestra vida social.


  El Gobierno en estos últimos años dedica, discreta pero especial atención a descristianizar la sociedad, hacerle perder su impregnación de casi veinte siglos, eliminar o diluir sus costumbres y tradiciones y sustituirlas por otras que considera más propias de la época democrática, en realidad de la época del yo, sin preocupación por el prójimo y la humanidad; los recientes escándalos de la vida pública española son en parte consecuencia lógica de esta actitud. La animosidad muestra que la Iglesia cumple de algún modo con sus deberes de látigo de los poderosos, oficiales y no oficiales, en cambio, pierde influencia y credibilidad cuando es adulada y en cierto modo comprada o corrompida, con deseo de doblegarla. Su única protección es la que le dan los ciudadanos humildes, pero con sentido de solidaridad y dispuestos a adentrarse en el campo incómodo y sacrificado de la caridad, verdadera fuerza de la Iglesia Católica.



  3. Descripción


  La estructura eclesiástica es un hecho que hay que comentar, pues a pesar de las constantes advertencias públicas de que en España hay diversidad de religiones, la Católica es la única con perceptible realidad social, y las otras o tienen influencia muy limitada o son moda circunstancial de apenas valor social.


  Presenta tres áreas principales:


  
    Jerárquica oficial, a la que antes me he referido, muy amplia y diseminada, la más extensa estructura no pública de nuestro país. Un factor especial es su presencia en la distribución generosa y caritativa a través de su red de voluntariado, que estimula y ayuda a ciudadanos en desgracia, con mejor eficiencia que la oficial. Es en ella donde indigentes de cualquier clase encuentran ayuda para sus problemas cuando habían perdido toda esperanza.


    Conjunto de órdenes e institutos religiosos de diferente naturaleza, paralela a la anterior salvo en la dependencia superior, con especial presencia en la enseñanza y en la salud, que no disminuirá próximamente, a pesar del deseo oficial, de que esto ocurra. De este conjunto, como ya he comentado, procede la más destacada acción internacional española.


    Acciones individuales, a veces relacionadas con las anteriores, con carácter autónomo y que representan la sociedad civil de los católicos, implantada en la vida social, como es mi caso en áreas intelectuales, empresariales, sindicales e incluso oficiales.

  


  Cabe preguntarse ¿cómo puede ser efectiva la acción incluso creciente de las estructuras eclesiásticas o para-eclesiásticas, al tiempo que la sociedad admite casi sin excepción que la laicización es muestra de perfeccionamiento social y contribuye a la liberación del hombre? No me atrevo a contestar, es un misterio con el que todos nos encontramos y en el que no podemos penetrar.



  4. Sociedad civil


  La estructura de sociedad civil se ha convertido en término de moda en España y en otros países, que sirve para todo, resuelve todos los problemas y se adapta a cualquier situación. Muchos la invocan, quieren utilizarla o ampararse en su bandera, pero muy pocos saben, o sabemos, lo que es en realidad, aunque no dudemos de su existencia.


  Podría describirse como las estructuras sociales de diferente naturaleza en que el ciudadano mantiene posibilidad de acción e influencia directa, sin intermediación de partidos políticos ni de instituciones oficiales, eclesiásticas, mercantiles y mediáticas, ya que en éstas los ciudadanos no deciden, salvo pasivamente para adquirir o no productos, votar periódicamente, utilizar o no un medio de comunicación, o incorporarse o no a la acción religiosa. Es descripción negativa pero sirve para evitar confusión con algunas acciones que quieren calificación de sociedad civil cuando carecen de ella, aunque sean dignas y respetables.


  La sociedad civil es de difícil estructuración, como manifestación directa de hombres y mujeres con derecho y necesidad de ser ellos mismos, actuar con libertad e influir en los demás. La sociedad en conjunto es más que la sociedad civil, pero ésta puede considerarse su mejor representación, al estar menos manipulada que el resto de las instituciones, privadas o públicas.


  La principal base o célula de la sociedad civil es la familia, al mismo tiempo la más antigua, la originaria. En ella, o con su participación y colaboración, se apoyan todas las demás; el hombre es muy poco, casi nada, si no se presenta participando en una célula colectiva básica como es precisamente la familia. Los ataques a ella, normalmente en nombre de la libertad, afectan a la estructura social, cuyas normas de derecho básico deberían favorecer su existencia. Hay que reconocer que la familia inevitablemente reduce la libertad de sus componentes y que en ella hay abusos, lo que hace más fácil justificar su destrucción. La familia es base de la libertad efectiva, pero obstáculo para la libertad teórica radicalizada a la que todo se quiere subordinar.


  En este panorama de vida colectiva conviene describir las estructuras de sociedad civil, más que su justificación sociológica o de otra clase. Resulta difícil, por ser un término difuso y variopinto, como la vida misma, no cuadriculada ni cartesiana sino diversa y contradictoria. La sociedad civil no tiene límites precisos como otras estructuras públicas o privadas; existe en todas partes porque se relaciona con individuos y familias que se encuadran, prestan servicios o dependen de cada institución humana. ¿Cómo no va a haber sociedad civil entre los funcionarios públicos, o entre los jueces, o entre los militares, o entre los vinculados a la Hacienda Pública, a los Ayuntamientos, o en la vida eclesiástica? Cada ciudadano es de algún modo y en algún aspecto miembro activo de la sociedad civil, como continuación de su vida básica familiar y de su vida profesional o de trabajo.


  Con estas consideraciones, resumo las principales estructuras reconocidas de sociedad civil, aunque no sean todas y algunas sean discutibles.


  
    Asociaciones de alguna clase, independientes y con objetivo específico social y no solamente ocio o deporte. La sociedad civil española, y en parte la europea, fue objeto de un atentado en el siglo pasado por motivos ideológicos para defender la libertad de los ciudadanos, que desintegró gran parte de la trama civil existente desde la Edad Media y durante toda la Edad Moderna, en ocasiones justificadas por abusos o anquilosamiento, pero en otras, con grave perjuicio general, que privó de instrumentos colectivos como los existentes en municipios y a través de la Iglesia. Sus propiedades se ofrecieron al mercado, en aparente privatización y en realidad expoliación que acabó en especulación irresponsable, antecedente del capitalismo salvaje actual. Las asociaciones sindicales europeas surgieron también como consecuencia de este ataque a los débiles en general, después de la Revolución Francesa y las corrientes ultraliberales, aspecto que no se reconoce y que incluso sorprende.


    Fundaciones, instituciones que utilizan un patrimonio con fines predeterminados de interés social, no para lucro particular. Las fundaciones, generalmente religiosas, habían también dominado, junto a las asociaciones, la estructura civil de los siglos anteriores, pero en España desde el siglo XIX (ahora continúa) la fundación pasó a ser objeto maldito. En Estados Unidos constituyen una base importante de su estructura civil; pero, entre nosotros, siguen siendo objeto de persecución por ideólogos, que indiferentes a su propia corrupción o a la de sus amigos se preocupan de posibilidades remotas de utilización reprobable. En la reciente Ley de Fundaciones se recorta su independencia sin proponer métodos de carácter judicial para evitar el abuso oficial. Una regulación efectiva e inteligente de las fundaciones, que hoy no existe, a pesar de esa Ley, podría convertirse en pieza importante de la sociedad del próximo siglo, que protegiese a los que realmente cumplen con su finalidad social y obstaculizar a los que utilizasen a las fundaciones para fines no generales, e incluso como vehículo de ingeniería financiera, pública o privada.


    ONG, organizaciones no gubernamentales que están surgiendo, mezcla de fundaciones y asociaciones, con interés centrado en algunas áreas de interés universal difícil de resolver en el interior de las fronteras. En parte constituyen una de las modas que a veces irrumpen en la vida social. Algunas carecen de carácter no gubernamental porque están impulsadas y financiadas por gobiernos, y otras tienen carácter sectario para causas específicas cuyo respaldo o financiación no es transparente. Es un fenómeno que está irrumpiendo, que se integrará en la sociedad civil y que necesita precisa configuración institucional en los próximos años.


    Colegios o asociaciones profesionales, con importancia para evitar el aplastamiento por los gobiernos de actividades que requieren alguna clase de protección recíproca. Fueron también consecuencia de la desarbolación de la sociedad civil en el siglo XIX, e igualmente ahora son objeto de ataques de los que con algún pretexto filosófico quieren destruirlos porque son incómodos, aunque también en algunos casos abusen de su posición y prerrogativas o restrinjan de algún modo la libre competencia.


    Asociaciones científicas, culturales y académicas, de diferentes formas, en parte reliquia de necesidades pasadas, pero en que interesa su presencia futura, como ocurre en bastantes países. Son centros e instituciones donde los mejores en algún área ven reconocidas sus cualidades y ofrecen plataforma de influencia objetiva y práctica.


    Movimientos promovidos por personas con especiales cualidades e interés ideológico o cultural, o por tendencias casi espontáneas, que pueden derivar en unos casos en estructuras organizadas (partidos políticos) y en otras en simples centros de opinión intelectual que influyen la vida colectiva.


    Amplia gama de microempresas, que proceden de especialización y ampliación de la actividad económica individual y que han de tener presencia creciente, de algún modo relacionada con el campo difuso de la economía sumergida, reacción civil ante presiones o abusos oficiales.


    Asociaciones o actuaciones irregulares, e incluso delictivas, con destacada presencia en la vida actual, como ocurre con el narcotráfico y las mafias, con creciente influencia social, y que constituyen uno de los principales problemas para el equilibrio de la humanidad en el próximo siglo.

  


  Esta simple visión panorámica permite contemplar no sólo la estructura informal y poco precisa de la sociedad civil, sino lo que ésta puede llegar a ser en el futuro, cuando no se la obstaculice ni considere subordinada al Estado sino pieza de libertad de los ciudadanos de una nación o de varias naciones coordinadas.



  5. Sociedad mercantil, comentarios


  La estructura mercantil procede de una actividad impresa en el hombre, germen incipiente, consecuencia del derecho a trabajar con y para terceros. Paralelamente al desarrollo del hombre en la humanidad en sus generaciones de existencia, se ha ido abriendo camino para el intercambio y después venta de productos o servicios, que permite acumular bienes propios, independientemente de los colectivos y que conduce a un entramado estructural fluido, antecedente de lo que ha llegado a llamarse capitalismo. La historia muestra permanente actividad de esta clase, muy representativa la del carpintero José. Esta evolución, estimulada por corrientes consumistas, presiona para la creación ilimitada de riqueza, con necesidad de confrontación entre productor y comprador, posibilidad de elegir y conveniencia de servicios financieros para facilitar esa actividad se llega al entramado capitalista, que sirve para la creación de riqueza, que hasta el siglo pasado no tuvo presencia integral en la sociedad y que constituye una estructura identificable que denomino mercantil.


  Esta estructura, por lo que tiene de egoísta y de enriquecimiento individual se ha visto enturbiada y ha sido discutida. En la Edad Media se menospreciaba a los que participaban en ella, que se consideraban inferiores socialmente. Los marxistas la descalificaban por lo que implicaba de explotación de unos hombres por otros. Esta consideración institucional o ideológica de la estructura mercantil se ha superado tras la experiencia soviética y sus satélites, y ha pasado a ser un instrumento para atender una exigencia de la humanidad, con peligros, problemas, limitaciones y repercusiones positivas y negativas, semejantes a las que aparecen en cualquier otra actividad humana.


  El entramado capitalista no es un monstruo orgánico maligno producto de una conspiración, tipo judeo-masónica, sino una realidad social consecuencia directa del liberalismo, o sea, de la idea de libertad sin límite que aspira cada vez a más riqueza y que incita al hedonismo individual y social. Mi percepción es que los que promueven esa idea de libertad se escandalizan de sus consecuencias lógicas.


  Las decisiones de la sociedad mercantil dependen de un poder ajeno a los ciudadanos, de los altos directivos empresariales, una estructura que acepta riesgos, modifica estrategias con objetivo de engrandecerse, y para competir en la prestación de servicios y transformación de productos, y así dar satisfacción a la humanidad, o a una comunidad concreta. Las estructuras mercantiles tienden a buscar monopolios, o al menos nichos en que consigan dominio absoluto y a eliminar o debilitar situaciones de competencia, con objeto de obtener más beneficio con menos esfuerzo. Cuando actúan en régimen de monopolio de cualquier clase, por poder político absoluto, o incluso por mera circunstancia legítima o accidental, adquieren carácter inmoral, contrario al interés de los ciudadanos. Pero, en cambio, cuando se desarrollan en régimen de libertad de mercado en que solamente sobreviven los más eficientes, aun con aspectos criticables, ejercen una función específica con valor social que ofrece libertad para elegir y buscar máxima satisfacción personal, lo que la sociedad quiere y el desarrollo científico y la estructura mercantil proporciona. No siempre este valor social es positivo.


  Por las razones que sean, justas o injustas, defendibles o criticables, la sociedad en que vivimos, de la cual siempre he querido aislarme, tiene la riqueza como máximo objetivo, para utilizarlo de un modo igualitario y correcto, y elevar con equidad el nivel de vida de los ciudadanos, pero también para abusar y enriquecer a algunas personas que no aceptan barreras ni limitaciones, y utilizan sin escrúpulos el mercado, o simplemente su apariencia. Es un camino imparable, no se limita a lo exigido en algunos casos por un conjunto limitado de personas. ¿Qué más da a los ciudadanos de Zúrich y a la misma Suiza, un dos o un tres por ciento más de ingreso final promedio? Pero su efecto es trascendente cuando esta libertad y progreso económico se extiende a personas y sociedades en áreas geográficas pobres que no han alcanzado un techo elevado. Las necesidades mundiales de aumento de riqueza son crecientes y lo serán algunos cientos de años, sin que sea fácil prever su fin en una humanidad que siempre necesita más, aunque las consecuencias de la mayor riqueza sean incompatibles con el equilibrio ecológico. Por eso, no son descartables fenómenos sociológicos o de otra clase que alteren este camino ascendente que ahora parece previsible.


  Es diversa la estructura mercantil en España y cualquier otro país occidental. No es fácil de definir teóricamente, al ser consecuencia de la acción libre de hombres y mujeres que se manifiesta con muy variadas orientaciones.


  La actividad mercantil se conecta o mezcla con la sociedad civil en dos áreas principales: en las microempresas y en las instituciones no lucrativas que ofrecen servicios en un mercado libre.


  
    Las microempresas son una evolución lógica de la acción familiar, que amplía sus actividades para prestar servicios y ofrecer productos, creando una estructura empresarial muy dinámica y ágil, que se asemeja a la de las profesiones liberales y en muchos casos deriva a empresas pequeñas y medias ya claramente en la estructura mercantil. Hasta entonces se deben incluir en la estructura civil.


    Las empresas asociativas, en realidad de sociedad civil, que operan en mercados libres, como las Mutuas de Seguros, factor importante en el seguro mundial, al menos en España y en Estados Unidos; las Cajas de Ahorro, casi todas de naturaleza semipública y teóricamente asociativas; y las Cooperativas, agrícolas o industriales, importantes en España, donde por ejemplo han creado en Mondragón el mayor grupo de exportación de productos de nuestro país.

  


  Pueden considerarse estructura mercantil directa las siguientes:


  
    Empresas medias, grandes y multinacionales industriales o de servicios.


    Empresas de servicios públicos, total o parcialmente monopolísticas, incluso por necesidad objetiva.


    Empresas financieras y de crédito, principalmente Bancos, que cada día se diferencian menos de las Cajas de Ahorro.


    A lo anterior deben incorporarse:

  


  
    Las asociaciones empresariales, que coordinan, orientan y protegen sus actividades, global o sectorialmente.


    Las instituciones públicas bastante autónomas que supervisan, orientan y evitan que algunas empresas abusen de los ciudadanos; un ejemplo emblemático es el Banco de España y algún otro afín, como la Sociedad del Mercado de Valores y la Dirección General de Seguros.

  


  A todo lo anterior se unen, y más en el futuro, las estructuras multi o supra nacionales, que relacionan el entramado mercantil de unas naciones con otras, con mayor presencia al universalizarse la humanidad y, sobre todo, la economía, y con ello el papel creciente de las empresas transnacionales, financieras o de servicios, motor principal de la sociedad universal.



  6. Estructura superior en España. Capitalización de sus empresas


  Ofrezco un cuadro que creo ilustrativo de la estructura superior empresarial española, que contribuye a dar idea de lo comentado. Incluye, por orden de capitalización bursátil, directa o estimada, las principales empresas de nuestro país, aceptando este factor como el más característico de su dimensión, pues no sólo representa cantidad sino calidad, ya que sólo ésta permite continuidad y estabilidad en un mercado competitivo.


  Como se puede advertir, entre las doce primeras empresas españolas independientes hay tres MAPFRE, aunque por solapamiento y a efectos del ranking general se ha reducido sustancialmente su valor acumulado, y de este modo ocupa el puesto catorce. Pienso es un verdadero triunfo para un equipo de gestores independientes, en actividad muy competitiva que además entraba limitado por preocupaciones éticas, aunque para mí es ésta la principal causa de su éxito. Tengo que añadir que EL CORTE INGLÉS es propiedad casi exclusiva de una Fundación, creada por un gran hombre, y que MONDRAGÓN y ACOR tienen origen y carácter asociativo independiente muy similar, con protagonistas individuales de muy distinta orientación política: un sacerdote vasco antifranquista y una familia castellana de vinculación jonsista. Me enorgullece que ambos y sus empresas hayan tenido gran relación conmigo.


  En 1995, del aparente monstruo capitalista bancario que dominaba España (Tamames dixit), sólo quedan con influencia real el Banco de SANTANDER, el Banco BILBAO VIZCAYA, el Banco CENTRAL HISPANO y el Banco POPULAR, y existe el convencimiento general de que será necesaria más concentración para el siglo XXL En Seguros sólo queda el Banco VITALICIO, que ha dejado de ser español, y domina a todos MAPFRE MUTUALIDAD, que hace cuarenta años estaba a punto de desaparecer.
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  La segunda, en áreas NO VIDA, es la MUTUA MADRILEÑA AUTOMOVILISTA, también entonces insignificante. Así repercute en los mercados la libertad, prescindiendo de los ineficientes y dando oportunidades a los que mejor servicios ofrecen.


  Los proyectos para hacer desaparecer la actividad empresarial y comercial han sido inútiles, artificiosos y caprichosamente enfrentados a la realidad. Lo que la línea marxista deseaba ha sido un factor decisivo para su propio fracaso estrepitoso. Hasta hace pocos años, ya una década, muchos políticos dudaban si debía prescindirse de la estructura mercantil. Hoy se admite unánimemente que es indispensable, pero yo añado: es preciso evitar que influya excesivamente en la estructura oficial o que se la considere representativa del poder civil, pues un ultrapotente poder mercantil puede ser utilizado para corromper instituciones políticas, oficiales y civiles.


  La actual, sofisticada y poderosa estructura mercantil es una consecuencia del desarrollo científico y tecnológico, como también lo es la globalización de la humanidad; el aumento promedio del poder adquisitivo y la disminución de la mortalidad, paquete que no permite discriminación en su contenido. Es a su vez consecuencia de la dinámica de libertad que domina la humanidad, en lo científico y en otros muchos aspectos, que conduce a una fuerte estructura mercantil que inevitablemente se proyecta a otros países y otros núcleos humanos. En la economía universal de mercado las empresas de México compiten con las de Italia, y los trabajadores de Taiwán con los del Magreb, aunque sea a través de catalanes o belgas. El futuro de esa dinámica es todavía imprevisible, pues algunos de sus objetivos más inmediatos, como ha sido el Tratado de Libre Comercio en México, y la misma Unión Europea, antes Comunidad Económica Europea, tienen dificultades y no se sabe hasta qué punto lograrán el éxito que hace muy pocos años esperábamos todos.


  Aun cuando nuestra estructura mercantil tenga defectos grandes y aunque no hayan conseguido nuestras principales empresas independientes la continuidad y solidez que les habría permitido defenderse de otros países e instalarse en ellos, su conjunto es aceptable, pienso que mejor que otras estructuras de nuestro ámbito sociopolítico, y no necesita reformas profundas sino continuar su mejora al más rápido ritmo posible, aumentar el grado de competencia y por lo tanto de dificultad, pero también de posibilidad para buscar más oportunidades reales de empleo o para mejor distribuir éste.


  Implacablemente en toda mi vida, me he planteado la duda de si es positivo el objetivo de más creación de riqueza y mayor nivel de bienestar o si conduce inevitablemente a un gran trauma final. La estructura mercantil se apoya en un instrumento egoísta: la avaricia, poco satisfactorio y que lleva con frecuencia a abusos inherentes a su naturaleza; hay que reconocer que esto es lo que la sociedad quiere, sin que haya suficiente número de personas o éstas tengan suficiente habilidad para que la sociedad no quiera eso y deje de agotarse en una concepción hedonista de bienestar, sin admisión de valores espirituales y sin considerar a hombres y mujeres como seres responsables ante su prójimo y ante un ser superior.


  Ha aumentado este peligro al desaparecer la alternativa colectivista y estatista; los mismos que veían en ello su ideal ahora sólo creen en el desarrollo mercantil. Es el gran peligro actual, nuevo idioma de los que prescinden de Dios en la vida social, talón de Aquiles de una humanidad que se sumerge en un capitalismo brutal, sin límites ni barreras. Siempre he sido contrario a ello, y desde mi primer libro "El Riesgo Catastrófico en los seguros personales" (Madrid, 1947) técnico y pragmático, me sentí obligado a incluir en su introducción una advertencia o salvedad sobre este peligro. Lo mismo he hecho en mi actividad empresarial, indicando constantemente que sólo era positivo el mercado humanista, como en algún momento se ha calificado, y que era negativo y antisocial el capitalismo absoluto que enseñan en las Escuelas de Negocios, empleando la ingeniería financiera (o sea, habilidad para retrasar la aparición de resultados finales) olvidando la importancia de la ética en lo empresarial y económico. Por eso, me satisface advertir que frente a todos los vaticinios en España hemos tenido más éxito precisamente, y somos base de empresas socialmente positivas, y con futuro estable, los que hemos seguido esos principios: EL CORTE INGLÉS, la Corporación MONDRAGÓN, ACOR, la MUTUA MADRILEÑA AUTOMOVILISTA, y la propia MAPFRE.



  7. Sociedad mediática: Prensa, radio y televisión


  La estructura mediática es la que incluye el conjunto de lo que se llaman medios de comunicación, prensa, radio y televisión principalmente, con límites imprecisos entre sí y con otras estructuras sociales. Constituye otro factor de la vida social moderna, en una nación o incluso en el mundo entero. Sería incorrecto incluirlo dentro de la estructura mercantil, pues su personalidad y necesidad de independencia exige criterios éticos propios y normas específicas de actuación.


  La estructura mediática es una última consecuencia de la imprenta del siglo XV, que transformó paulatinamente todo el área del conocimiento y la educación, y permitió la aparición de la prensa, su antecedente directo, que al incorporar la radio y la televisión ha tenido un espectacular desarrollo, aún ampliable con la transmisión directa de datos y las llamadas autopistas de la información, aunque en éstas su repercusión no es casi conocida y quizás será muy diferente a la prevista. Dentro de lo mediático conviene incluir la cinematografía y las actividades de publicidad y propaganda, estrechamente relacionadas ambas con medios de comunicación, al servicio respectivamente de la estructura mercantil y de la estructura oficial. Lo mediático, aun con antecedente en el siglo XIX, es una creación de este siglo. Recuerdo en mi niñez utilizar normalmente radios de galena que hoy ni se sabe lo que son. He visto gestarse y nacer la televisión y por supuesto la informática[7], clave para el futuro del mundo mediático. Afortunadamente he sabido prescindir en gran parte de él; mis padres no me dejaban ir al cine, y en mi casa nunca ha entrado un aparato de televisión, aunque sí miles de libros y de periódicos. Gracias a ello han adquirido mis nueve hijos intelecto autónomo propio que les ha permitido alcanzar un nivel profesional del que sus padres nos sentimos orgullosos.


  Con problemas, defectos, limitaciones y abusos, el poder mediático es una realidad social que ha creado una estructura de influencia que será el gran desafío del siglo XXI, pues ningún poder superior sobre el conjunto de los ciudadanos (el político) puede consentir otro autónomo tan considerable sin medidas para proteger lo oficial y lo público, aunque éstas siempre serán discutibles y relacionadas con la libertad de expresión, con posibilidad de contribuir a la probable crisis del concepto de libertad en el próximo siglo, como en esta década se ha producido la crisis del concepto de igualdad, principio éste que parecía indiscutible en el siglo XX.


  Conviene comentar el ámbito de la estructura mediática, para suponer lo que puede representar su futuro, aun sólo con la evolución normal de lo que hoy existe, que para facilitar su comprensión, señalo que se compone principalmente de tres áreas, entrelazadas entre sí, sin límites entre ellas, con futuro impreciso, quizás incierto y con ramificación en otras estructuras sociales y de poder.


  Área impresa, principalmente prensa diaria, o relacionada con ella, pues la de libros, e incluso revistas, no es tanto de información general como científica o semi-científica, sector especializado en la estructura del conocimiento. La prensa diaria, que apareció en el siglo XVIII, fue importante en el XIX y constituye hoy principal medio de difusión de ideas de propaganda (política) y de publicidad (comercial). Su impacto se apreció en Estados Unidos con esa realidad o leyenda, de que la prensa Hearst promovió la guerra con España que condujo a nuestro 98. La prensa mediática influye en las elecciones, defendiendo causas no siempre justas y revela escándalos de gran notoriedad, contribuyendo a dificultar abusos de gobernantes, tolerando algunos y promoviendo personajes sociales de diversa naturaleza, algunos políticos con gran notoriedad, por ejemplo Hitler y Musolini. Aparecen en ellos sentimientos de amor-odio, beneficio egoísta-defensa de principios generales.


  La aparición de nuevos medios, radio y televisión, no ha sido tan grave para la prensa como se preveía y, con cambios drásticos en su metodología y su estructura interna de operación, la prensa sigue siendo insustituible e importante, y con llamativas innovaciones electrónicas esto no variará, aunque su distribución llegue a hacerse por trasmisión digital, problema de costes y tiempo de transmisión, que no altera la realidad actual.


  Este medio ha estado integrado en España en la sociedad oficial directa, en la prensa del Movimiento, o indirectamente, con ayudas e influencias de diferente clase, pero en general es libre e independiente, aun integrada en pocas unidades que utilizan su poder a veces con arbitrariedad. Deberían fijarse límites, responsabilidades y obligaciones, sobre todo de transparencia, de la prensa diaria, dentro del entramado de la estructura mediática, en especial en áreas con posible abuso, directo o indirecto. No parece buen ejemplo la fuerte dependencia de la prensa (sólo el YA es excepción), de las microempresas de la prostitución, en parte delictivas, sin paralelo en Europa, supongo que por considerar antiética esta fuente de ingresos.


  La radio es otro medio destacado que parecía relegado por la televisión, pero que, inesperadamente para mí, ha surgido potente en España. Sus diferentes tertulias han sido fuente de información y de presión, exponiendo hechos y no eludiendo críticas; con esto ha superado en algún aspecto a la televisión y compite en lo socio-político con la prensa. La radio es más personal, humana y directa. Es medio para los mejor educados, la aportación mediática en que más participa el ciudadano y más vinculada a la sociedad civil de modo activo o pasivo, y con su aportación musical, compañía de enfermos, aislados y solitarios. La radio frena la expansión de la televisión, orientándola a los grandes acontecimientos y a la ficción, telenovelas y películas, en tanto la radio se acerca más al individuo en su intimidad, en su propio yo. El fenómeno de la radio merece ser bien analizado, precisamente ahora, cuando se delimita su área de acción frente a otros medios y puede verse afectada por las autopistas de la información.


  La televisión ha perdido influencia para el día a día de noticias y comentarios, quedando como fuente imprescindible de información de acontecimientos nacionales o universales, y como instrumento para la culturación o aculturación general, unificación lingüística, presión consumista y supresión del tiempo para pensar y reflexionar. Recuerdo en Londres, en 1947, cuando por primera vez la vi en el domicilio de un amigo; ha tenido desde entonces increíble desarrollo e impacto en la unificación de la humanidad, superior a cualquier otro. Ha transformado también la industria cinematográfica, como siempre pensé ocurriría y ha abierto la del vídeo y la discográfica, y ahora el CD-Rom. Aun puede tener modificaciones, pero más de tecnología para la vida familiar y de las comunidades políticas y empresariales que como medio de comunicación de ideas.


  La televisión ofrece interrelación entre el área de los medios y la publicidad, incluyendo propaganda. En naciones aisladas o limitadas, como Tahití, el propio presidente era, o es, su principal presentador y protagonista. La industria de comunicaciones digitalizadas muestra los límites difusos de áreas de la vida social, que no se sabe dónde comienzan y dónde terminan.


  Prensa, radio y televisión, con sus ramificaciones de informática y publicidad son decisivos para influir en la opinión, reflejar lo político y también para corromper conciencias; ofrecen el denominador común de que su capacidad para captar oyentes o videntes se logra mejor con escándalos, exageraciones, falsas verdades y aceptables mentiras que hablando de madres de familia que cumplen con su deber con sacrificio pero de modo aburrido y soso. Buena o mala, las tres han creado una estructura de la que no se puede prescindir, que llega a todos los ciudadanos y constituye un arma excelente, aunque por desgracia no siempre para el bien. Todavía es una estructura nueva, no conformada, con incógnitas de muy diferentes clases, que se apoya en distintas corrientes, en bastantes ocasiones desnaturalizadas o utilizadas hipócritamente.



  8. Dificultades y abusos mediáticos


  En el próximo siglo, en España y en el mundo, los límites, las responsabilidades y los abusos del conjunto de los medios serán causa de confrontaciones de la sociedad, que si bien de modo larvado ya se están gestando.


  Apunto algunas preguntas que todos tendríamos que responder.


  ¿Qué importa más, la libertad de expresión o la libertad de los ciudadanos a recibir informaciones correctas?


  ¿La libertad de expresión debe ser ilimitada, o tiene barreras, y si es así quién las puede imponer?


  ¿Existe contradicción entre el lucro ilimitado de los propietarios de las estructuras mediáticas y los objetivos de bien social en áreas tan poderosas de poder?


  ¿Se debe exigir a los medios privados la misma libertad que a los públicos?


  ¿Qué relación debe haber entre la estructura mediática y la estructura oficial de la sociedad?


  ¿Qué relación debe haber entre la estructura mediática y la estructura mercantil? ¿Puede la primera estar integrada en la mercantil, como una empresa de automóviles o de electrodomésticos?


  Habrá muchas más, pero éstas muestran la necesidad de prudencia de cualquier decisión sobre el área mediática y su responsabilidad social y la necesidad de reflexionar sobre aspectos negativos de ese instrumento de información y alteración de conciencias que ha desplazado la influencia religiosa (que no busca lucro sino servicio) y es esencialmente útil a una sociedad laica que no admite a Dios e intenta olvidarle.


  Dentro de este panorama, hay algunos aspectos que me interesa destacar:


  Los medios viven de la publicidad y necesitan que prospere y se haga indispensable, pero ésta vive casi siempre de la excitación al consumo, que obliga a mayor exigencia de riqueza y a eliminar cualquier límite que detuviera este proceso, por lo que no es posible aislar el área publicitaria de la mediática.


  Los medios coordinados con la publicidad invaden la privacidad de los ciudadanos con mensajes que exaltan el egoísmo, con permanente destrucción de valores, que nada mejora algún mensaje cosmético, como que todos seamos solidarios o antirracistas, que sólo sirven para acallar hipócritamente conciencias con escrúpulos.


  El poder de los que por arriba o por abajo participan en la estructura mediática permite abusos y aumenta la opacidad social con coacción directa, o indirecta de alguna clase.


  La publicidad política es también una responsabilidad de los medios, de modo explícito o implícito.


  Las anteriores situaciones permiten observar las dificultades y presión de este área en la estructura social, que exige reflexión permanente, muy superior a mis fuerzas y a mi capacidad, pero en que hay que seguir para evitar desviaciones en la conveniencia del equilibrio social.


  El conjunto de medios, con sus refuerzos de la industria publicitaria y la de comunicación informática, se va coordinando, instrumentalizando y concentrándose y constituye una creciente área de poder social. Tiene especial valor su influjo en la opinión pública, en un régimen de sufragio universal que puede llegar a dominar. Sus poderosos recursos económicos amenazan a individuos, estructuras oficiales y estructuras políticas ante la necesidad permanente de mayor audiencia de algún género y con potentes medios jurídicos para promover "torticeramente" el concepto de libertad de expresión a fin de que aumente su capacidad de influir en la vida social.


  Es difícil prever si en el siglo XXI se integrará y ampliará el poder mediático o se producirá alguna convulsión jurídica o sociológica que altere esta situación. El caso Berlusconi en Italia y de las grandes concentraciones de poder en España y en Estados Unidos, muestran esta posibilidad, así como la mayor complejidad e influencia irregular cuando adquieren carácter multinacional y se desconozcan los verdaderos propietarios de actuaciones tan decisivas. La transparencia de su propiedad no evita abusos ni desviaciones, pero los reduce y permite su concreción social. La estructura mediática, puede ser fuerza creciente negativa si no se subordina al interés general. No se sabe cómo, pero es necesario lograrlo, de otro modo si se integra en la mercantil, llegará como reacción, directa o indirectamente, a ser absorbida por la sociedad oficial, con pérdida grave para la libertad. Se deberían elegir limitaciones inmediatas para proteger la libertad futura, pero esto no lo admiten los liberales radicales, que obsesionados por su guerra contra Dios se olvidan de los intereses y necesidades de los hombres.



  9. Instituciones sindicales


  Estructura sindical. Así se denomina el conjunto de instituciones asociativas laborales y sindicales, de especial importancia al fin del siglo XIX y primera mitad del siglo XX. Surgieron para proteger a trabajadores industriales de la explotación de patronos o empresas que trataban de reducir sus salarios y aumentar su rendimiento para mejor competir en el mercado o simplemente para enriquecerse. Son producto de la Inglaterra de fines del siglo XVIII y de su revolución industrial, que se difundieron a lo largo del siglo XIX, en que acabaron en parte dominadas por los marxistas o los que así se titulaban.


  Los sindicatos sirven para la defensa de trabajadores, en especial en momentos de transformación de la relación socio-económica. En España se oficializaron bajo el General Franco con el nacional sindicalismo, y también así ocurrió en Argentina, con el peronismo; en México, con el priismo; en Rusia con el sovietismo; y en nuestro país después con el socialismo gobernante. En general han sido instrumento o para destruir un poder existente y sustituirlo por otro más en consonancia con la ideología de quienes lo utilizaban; o para crear núcleos internos de poder a fin de negociar con la sociedad mercantil o la oficial, desnaturalizando su justificación institucional para aumentar el poder de sus dirigentes. Sus actuaciones en el caso español son consecuencia de la protección pública a una nomenclatura sindical que se apoya en los trabajadores más privilegiados a los que ayuda principalmente.


  En España los sindicatos fueron muy importantes para oponerse al régimen del General Franco, pues era fácil infiltrarse en ellos para derrocarlo. La transición se inició con posición favorable pues tuvieron protección especial de los poderes socialistas, a que les vinculaba una comunidad ideológica desde hacía cien años.


  Las estructuras de trabajo son ahora completamente diferentes a las de ese período. El empleo oficial, privilegiado en organismos y empresas públicas ha aumentado dramáticamente; en cambio, ha disminuido el empleo en las empresas industriales y mercantiles, con menor importancia relativa que cincuenta años antes.


  Resulta por lo menos chocante adscribir características de izquierda a los sindicatos; si se considera derecha a quienes defienden intereses a costa de los ciudadanos, pues no existe institución tan claramente derechizada y tan corporatista como la sindical española.


  La actividad sindical ha conseguido en estas décadas que sus núcleos de dirigentes tengan reconocimiento y poder efectivo en la lucha política; están financiados por el Gobierno y los trabajadores apenas participan ni contribuyen a su existencia. La Constitución de 1976 por razón de oportunidad política introdujo normas como la de deificar la huelga y hacer de ella un derecho básico para los ciudadanos más importante que el trabajo y empleo. La desviación sindical actual procede en muchos casos de esa decisión. Las situaciones irregulares apoyadas en falsos principios acaban desapareciendo, y nuestro sindicalismo necesita una reforma que permita su subsistencia sin protección oficial ni financiación pública, y sobre todo sin el arma de trabajadores liberados, financiados por los empleadores que se ha convertido en la más importante fuerza regresiva de la sociedad española. Los sindicatos sólo serán positivos socialmente si se concentran, no sólo aparentemente, en la defensa de los trabajadores explotados o en paro y no en los privilegiados. Con ello serían una eficaz institución de la sociedad civil, con autenticidad en la preocupación por los trabajadores que lo necesitan, de otro modo sólo subsistirán con dependencia política incestuosa.


  Resumo mis puntos de vista con tres afirmaciones:


  
    El poder sindical ha producido en estos últimos años pérdidas importantes al conjunto nacional al presionar la subsistencia de trabajadores privilegiados a costa de los ciudadanos.


    Las instituciones sindicales no están justificadas cuando se dedican a servir a sus camarillas de poder y perjudican, aun con declaraciones contrarias, a los trabajadores no privilegiados.


    La aspiración al poder político de los sindicatos tiene como consecuencia el olvido de los intereses reales de los trabajadores.

  



  10. Contradicción, incertidumbre y riesgos


  Es amplio el panorama de las instituciones no públicas que he comentado. Profundizar en su naturaleza, en su interrelación y en lo que todas y cada una de ellas contribuye al equilibrio social, debería ser objetivo de investigación de centros universitarios especializados en la sociología del próximo siglo XXI. También es mi propósito dedicarme a ello en la medida de mi capacidad y lucidez.


  Las diferentes áreas de esta estructura son heterogéneas y contradictorias, lo que en cierto modo es útil para proteger una sociedad libre, no esclava ni simplemente súbdita de algún leviatán desconocido dentro de un inmenso campo de concentración manejado por nomenclaturas. Es mucha la incertidumbre, el riesgo y, en mi opinión, la insignificancia humana para afrontar los problemas que plantea el ejercicio de la libertad, aún más difícil de manejar que una burocracia como la soviética.


  La sociedad civil, la que representa directamente a los ciudadanos, ajena a fuerzas políticas y oficiales, legítimas pero con intereses propios, es indispensable para el mejoramiento equitativo de la sociedad y es un campo de esperanza alejado de los criterios públicos imperantes como el de desintegrar la familia que es la base de la sociedad civil.


  ¿Puede el hombre sin Dios atreverse a decir que todo es fácil y posible? No comprendo muchas contradicciones, no pretendo ofrecer soluciones, ya que veo muchos más problemas que consideraciones positivas. Solamente dentro de la gran incertidumbre de la humanidad, y de la del siglo próximo, cabe esperanza en la comunidad de los que creen en Dios y están por él dispuestos a sacrificarse. Pienso que sólo de esto depende la supervivencia de una España digna y respetada, para pasar de posibilidad remota a opción probable.


  Capítulo 9: Estructura oficial operativa


  1. Visión general


  El conjunto de la Administración Pública o estructura oficial, a cuya reforma querría contribuir con mi experiencia, opiniones e incluso audacia irresponsable, conviene resumirlo en una panorámica precisa que sirva de antecedente al contenido de los dos últimos libros de esta Colección que lo tratarán con amplitud, con excepción de las estructuras política y judicial que únicamente comento en este capítulo. A la política, que fundamentalmente se rige por la Constitución, he dedicado un capítulo con comentarios, pero sin propuestas concretas de reforma que exigirían entrar en un terreno no sólo ideológico sino inevitablemente partidario, difícil de simultanear con la independencia y objetividad que deseo ofrecer. A la judicial, a la que hay que dotar de máxima independencia y autonomía del Estado en su sentido amplio, e incluso de su aparato operativo oficial, también he dedicado un capítulo, pero sin profundizar en su deber ser, uno de los objetivos más importantes de reforma en nuestra nación, que requiere un conocimiento profundo del que carezco. En ambos casos me limito, en esos capítulos, a observaciones generales, a pesar de mi interés en todo lo que pueda ser útil para nuestro futuro nacional.


  Comento de modo resumido, dentro de este capítulo, la gestión o supervisión de las prestaciones de solidaridad, pero por su especial importancia las dedico el Libro Segundo de la Colección.


  Una nación no se desarrolla con éxito y acierto si no cuenta con un eficiente aparato operativo, o estructura oficial, o estructura pública, que permita atender las necesidades colectivas de sus ciudadanos. Si así no ocurre y su gestión se diluye en vericuetos irregulares de la vida pública y privada, no podría competir con sus rivales en lo bélico o en lo económico para acabar siendo superada por ellos y de algún modo pasando a un nivel inferior del ranking de las naciones occidentales o del conjunto de la humanidad globalizada.


  Una comunidad soberana se compone de diversas áreas autónomas de cuya actuación armónica depende el equilibrio social; posiblemente en el próximo siglo aparecerá un nuevo factor decisivo: las relaciones con instituciones, públicas y privadas, supranacionales dependientes, iguales o integradas en una estructura superior. También aparecerán nuevas normas de relación entre ciudades, comarcas y regiones, incluidas en diferentes unidades soberanas.


  Inicié en mi último libro, "Crisis de Sociedad. Reflexiones para el siglo XXI" (Editorial ACTAS, Madrid 1995), una terminología personal que ahora utilizo, no siempre de modo idéntico, por mayor sofisticación conceptual. Empleaba entonces el término sociedad o estructura oficial, contrapuesto a eclesiástica, civil, mercantil y mediática. Ahora establezco, dentro de lo público tres áreas: política y judicial, ya comentadas; y oficial propiamente dicha, que incluye los servicios públicos operativos de una nación, que complementan y a veces se oponen a los políticos, que los supervisan pero no los sustituyen, y que deben aislarse al máximo. Todo ello se complementa con las estructuras sociales no públicas a que voy a dedicar el Libro Tercero.


  La estructura oficial operativa que ahora comento incluye servicios y organismos públicos que gestionan la actividad directa de una nación. Se la conoce como Administración Pública, cuya ordenación, muy variada, no debe ser teórica y estática sino dinámica y adaptada a necesidades reales, diferentes de una nación a otra, y preparada para cambios y nuevas situaciones que probablemente serán rápidos y muy diversos. Es el objetivo y propósito básico de esta Colección, su núcleo duro, y también de este libro, que podría considerarse introducción a los posteriores. No conozco que este área haya sido tratada con visión integral y filosofía reflexiva; ausencia que ha producido interferencias con la estructura política, aunque ambas difieran absolutamente. En la estructura oficial hay sectores especiales, organismos y empresas públicas dependientes, expuestas a intromisiones y a abusos de gobernantes en su propio beneficio o el de sus amigos o correligionarios, y en perjuicio directo o indirecto de los ciudadanos. Se deberían buscar fórmulas para evitarlos y desearía que mis aportaciones contribuyesen a la institucionalización operativa del Estado, para protegerle de aventuras estables u ocasionales de gobernantes temporales, sólo algunas veces ilegítimos. El aparato oficial del Estado en sus diferentes áreas debe estar dotado de una aceptable acción autónoma, como en mayor grado necesita la estructura judicial, que sólo con autorregulación cumple con efectividad su función sociopolítica como en otra área ocurre en el Banco de España.


  Toda estructura oficial operativa tiende a burocratizarse y subordinarse a intereses endogámicos con peligro de convertirse en carga insoportable para sus propias funciones y perjuicio general, como consecuencia de su evolución interna, pero en su mayor parte por presión de la estructura política. Un objetivo de mis trabajos es contribuir, poco o mucho, a perfeccionar la estructura oficial, para que sea más eficiente y hasta completamente eficiente y en todo caso poco permeable a la influencia negativa de gobernantes, populistas o sectarios, transitorios o no.


  Defino la estructura oficial como conjunto de organismos e instituciones dependientes y orientados por los gobernantes para prestar servicios a los ciudadanos, en el que se encuadran funcionarios y empleados públicos, permanentes y ocasionales. Los objetivos de sus subáreas son diferentes.


  Cada una tiene regulación estable en fricción con estructuras políticas y con estructuras sociales no públicas.


  En general lo operativo actúa en tres niveles: central, autonómico y municipal; pero también utiliza áreas funcionales y algunos servicios tienen delegaciones para actuar en otras áreas, en especial lo central en las territoriales. Existen servicios de carácter público que se gestionan históricamente de modo privado y con bastante satisfacción general, aunque han sido objeto de críticas en los últimos años, que afortunadamente no han prosperado impulsadas, precisamente, por ideólogos sectarios en puestos gubernamentales. Los principales son: Registro de la Propiedad, Notariado, Corredores de Comercio, Fedatarios Públicos, Gestores de Patentes y Marcas, Auditores independientes y Habilitados de Pensiones Oficiales, hoy estos casi eliminados por simplificación informática. En su origen era semejante la gestión de algunas áreas de tributación como fielatos, estancos de ciertos impuestos y algún otro. Quizás en el futuro convenga utilizar fórmulas de este tipo como método de reducción de burocracia oficial y mejora de servicios para los ciudadanos.


  En este amplio conjunto operativo parecen difíciles datos precisos, en especial en cuanto a servicios indirectos. Se cree que lo oficial conforma la mitad de los puestos de trabajo de la nación y de su presupuesto de gastos, en parte por burocracia compleja, no necesaria, o incluso negativa socialmente.


  La estructura oficial no es uniforme y contiene servicios específicos diferentes entre sí. Yo los clasifico del siguiente modo: “servicios de dignidad"; "servicios principales"; "servicios regulares"; "servicios centroterritoriales"; "servicios autónomos funcionales"; y por otra parte, "servicios de gestión solidaria", "servicios autonómicos" y "servicios municipales".


  Estos epígrafes comprenden, creo, todo lo que tiene carácter oficial, pero falta una visión conjunta que permita comprender su interrelación.



  2. Servicios de dignidad


  Sobre los servicios de dignidad hago una consideración especial. Los que denomino de este modo no son en general indispensables teóricamente para una gestión regular de interés directo ciudadano, y podrían eliminarse sin afectar a la vida cotidiana, pero son indispensables en una comunidad soberana política, pues representan garantía de su estabilidad, respeto y conocimiento preciso de sus propias raíces, y preparación para un mantenimiento de presencia regular en otras naciones o comunidades políticas. Las principales son las que voy a comentar.


  Las Fuerzas Armadas integran el monopolio público de violencia legítima, de carácter nacional cuando se refiere a Defensa y territorial interno cuando se refiere a Orden Público, que incluyo en otro epígrafe. Ambas se relacionan y tienen como es lógico dependencia política, no sólo administrativa, con clara especialidad represiva para proteger a la comunidad de amenazas y peligros exteriores, en el caso de las Fuerzas Armadas que se dedican a la defensa nacional, aunque en algún caso intervengan en el interior. Este servicio existe desde que la sociedad humana comenzó a sofisticarse y aún antes y ha acompañado a los hombres en el largo camino de su historia. En algún momento se utilizaron mercenarios que vendían sus servicios a ciudades o reinos o repúblicas pequeñas y a veces grandes. Las Fuerzas Armadas pueden ser voluntarias y obligatorias. La reducción por motivos políticos tecnológicos de las estructuras de defensa se compensan con el incremento en las de Orden Público a los que más tarde aludiré. En las Fuerzas Armadas existe una estructura propia, más grande o más reducida, pero muy dependiente de lo central y nada de las unidades territoriales.


  Gestión y conservación del patrimonio histórico y cultural. Los museos son patrimonio histórico pero de interés cultural. Las bibliotecas tienen carácter estático de pasado, pero también futuro dinámico; y los archivos históricos son por naturaleza estáticos y de un especial valor para reconstruir el pasado, en tanto los operativos, de carácter completamente distinto, tienen consideración dinámica futura. Esto es importante para la propia dignidad nacional y para el mantenimiento estable de la estructura nacional. Debería existir gestión profesional de este patrimonio, principalmente inmobiliario, en los distintos niveles estatales, quizás con entidad o entidades directamente especializadas y siempre con la máxima transparencia de sus contenidos, que son públicos y deben ser fácilmente conocidos y utilizados por los ciudadanos propios y los de otras naciones. Esta gestión no tiene que ser siempre oficial, puede ser también privada si es debidamente coordinada, protegida y estimulada. Pero es muy importante que sea eficiente.


  Impulso de la investigación. Una nación puede vivir sin investigación, sin necesidad de mejorar sus recursos, bastando la imaginación y capacidad de los ciudadanos para innovarlo o aprovechar lo que otras naciones preparan, que se recibe por osmosis universal o por contratación mercantil. Sin esto, no se obtiene soberanía con dignidad, aunque se tenga política. En su patrimonio histórico está el pasado, su propia manera de ver su historia que justifica su soberanía; en la investigación está el futuro, la dignidad de sus descendientes. La investigación ofrece diversas manifestaciones, de mayor o menor transcendencia e importancia. En general, pero no siempre, está vinculado a la educación, puede incluso incluir tanto la pequeña de aplicación como la ciencia básica, y además estar vinculada a estructuras centrales o territoriales en muy diversas modalidades, con instituciones y con individuos, pero necesita un impulso colectivo especial como algo de que es fácil prescindir a costa del futuro.


  Servicios exteriores. La diplomacia, la utilización de embajadas, consulados y oficinas fuera de cada nación ha sido constante en la historia, y muy especialmente en la occidental, como manifestación de relación con otros pueblos y como medio para facilitar conexiones internacionales y proteger intereses o resolver problemas de ciudadanía fuera del país. Los servicios exteriores han variado con el tiempo y la facilidad de comunicación y desplazamiento. Embajadores como Marco Polo nada se parecen a los del siglo pasado y primera parte de éste, y aun esto ha quedado obsoleto y lo estará más con los cambios futuros, no sólo de carácter tecnológico sino sociológico y político. Existen representaciones comerciales, laborales o culturales en relación instantánea con la metrópoli. En un mundo distinto también lo serán los servicios oficiales exteriores, en gran parte coordinados con los privados. Lo europeo es ya casi doméstico y lo iberoamericano ofrece un carácter de identidad cultural que lo hace menos exterior. Será necesario cuantificar necesidades reales y no históricas, introducir otras nuevas que se presenten y utilizar implantaciones empresariales para atender servicios con poco coste adicional, en especial en lo puramente administrativo. Estos servicios en una parte son operativos, necesarios para la gestión de los intereses de los ciudadanos, pero también en gran parte son de dignidad para mostrar en otros países la actuación de la propia nación, para darla a conocer y mejorar su prestigio.



  3. Servicios principales


  La calificación de principales es en algunos casos discutible, pero así considero los de mayor dimensión y presupuesto que normalmente existen en las naciones y que ofrecen características semejantes. Los agrupo del siguiendo modo:


  Servicios de orden público. Aquéllos de carácter coactivo necesarios para mantener las relaciones entre los ciudadanos, con las coacciones que sean necesarias para evitar fricciones, luchas internas, abusos y peligros de delincuencia. Tienen un carácter eminentemente interior aunque también, ocasionalmente, se utilizan con otros fines. Estos servicios se fueron creando como derivados de las Fuerzas Armadas, y se han ido sofisticando en este último siglo como consecuencia de las necesidades y modificaciones de la sociedad humana. La reducción por motivos políticos o tecnológicos de las estructuras de defensa se ha compensado en gran parte por el incremento de las de orden público, principal área de crecimiento de empleo en su versión oficial y privada. Estos servicios coactivos tienen presencia territorial y no sólo central; es parte de su naturaleza. Y en estas últimas décadas ha comenzado con fuerza a surgir una nueva variación, los «servicios privados de orden público», de diferente naturaleza, con diferentes límites pero que constituyen una fuente de empleo y una realidad de la vida social; complemento de las diferentes modalidades de orden público existentes, unas más militarizadas o por lo menos uniformadas; y otras más reservadas y privadas, sin uniforme, y que cubren diferentes áreas, desde la estrictamente policíaca hasta aquéllas que tienen un carácter de defensa exterior, como los servicios de información, que a su vez tienen contenido político.


  Servicios de Hacienda. Son los más importantes del aparato y el área más madura de la estructura oficial, con antecedentes desde que la familia se integrara en unidades sociales complejas. El recaudador es una figura histórica reflejada en libros y escritos, en especial en los Sagrados, los más antiguos que se conocen. Es un sector en general muy eficiente, pues por motivos obvios le dedican especial atención los gobernantes. Siempre caben mejoras, fórmulas algo diferentes de recaudar y estrategias que cambian según las circunstancias y que no sólo responden a normas de efectividad sino a veces a modas, criterios o caprichos de los gobernantes. Cada día la actividad recaudatoria es más necesaria para atender las crecientes obligaciones públicas. Aparte de la aplicación efectiva de la gestión informática, es un sector con objetivos eminentemente políticos en su orientación, pero muy pragmáticos y funcionales en su gestión. Sus servicios incluyen:


  
    Actividad recaudatoria indispensable para los gobiernos y el equilibrio futuro de la nación.


    Actividad presupuestaria y supervisora de gastos, importante para los gobiernos, que con ella orientan su política. Con los presupuestos en España se introducen reformas que invaden el terreno legislativo, aunque sus cifras no son anticipo responsable de la realidad y tienen bastante de cosméticas, con objeto de que sean toleradas por ciudadanos y parlamentos, pero con intención de corregirlas posteriormente con ampliaciones de crédito, principal origen de los déficits que se han llegado a admitir como normales. Esta irregularidad final de lo aparentemente definitivo es una de las grandes máculas de la gestión de muchas naciones y desde luego de la nuestra.


    Gestión de fondos líquidos públicos, estables o transitorios, procedentes de tributos o de endeudamiento, que sirve al tiempo para participar en la gestión financiera colectiva, pública y privada.

  


  Lo anterior es un conjunto integral que se conoce por Hacienda Pública; dedica preferentemente su atención a la recaudación y no a analizar el gasto. Está muy sometido a decisiones de gobernantes y está en estrecha relación, no siempre cómoda, con instituciones públicas supervisoras del sistema financiero y empresarial, dotadas de reconocida autonomía.


  Estos servicios de Hacienda tienen carácter muy central, con delegación directa en unidades territoriales y en grandes municipios, pero a su vez existen directamente en la estructura autónoma y municipal, con tendencia probable a concentrar la gestión tributaria en lo territorial con normas adecuadas centrales de supervisión y uniformidad operativa.



  4. Servicios regulares


  Los servicios regulares se han venido conociendo como Administración Pública en áreas históricas y algunas recientes, agregadas o combinadas de diferente forma, que además varían irregularmente, pues una de las facultades que se atribuyen los gobiernos es modificar su ordenación, e incluir varios en un solo ministerio o desglosarlos. Es una práctica que debería regularse en una ley general o en la constitución para evitar cambios caprichosos o de estrategia subjetiva.


  Comento los que considero más destacados con breve descripción básica, sin entrar en su organización específica actual o emplazamiento central, territorial o municipal, a fin de presentar una estructura identificable y asignable en su momento al nivel operativo que proceda y facilitar su posterior comentario con mayor extensión. La regulación estable de estos servicios servirá para frenar la invasión política de los servicios operativos, reducir costes y aumentar su calidad; una organización lógica meditada debe conseguir ambos objetivos.


  Esta estructura se ha ido creando por razones de oportunidad, o configurado por reminiscencia histórica, y no de modo sistemático. Para afrontar los retos de futuro, conviene una ordenación lógica y comprensible que obligue a reflexionar sobre áreas de fricción o solapamiento, conociendo la razón de ser y la justificación institucional de cada centro o unidad. Las falanges romanas o los tercios españoles modificaron el arte de la guerra y vencieron a sus rivales, que no lo habían hecho. La ordenación adecuada con coste reducido de los servicios estables puede tener esa misma consecuencia y en todo caso es indispensable para enfrentarse a la competencia entre naciones, en cuanto contribuye a reducir costes de estructura y permite utilizar ese ahorro para: actuación dinámica creativa e inversión de futuro; dignidad nacional y financiación suficiente de prestaciones de solidaridad para los ciudadanos más humildes. Una ordenación lógica no limita la iniciativa de los gobiernos (centrales, autonómicos y municipales) sino que permite su mayor efectividad, limitando es el abuso caprichoso de gobernantes que prefieren cambios arbitrarios a gestionar con eficiencia, para lo que muy pocos están preparados.


  Describo servicios básicos que creo comunes en las diferentes naciones, sin encuadrarlos en los niveles central, autonómico o municipal, que haré en el Libro Cuarto de esta Colección, buscando una lógica que a veces ha faltado en las transferencias autonómicas, en muchos casos exigidas por prestigio o deseo de aumento de poder de los gobernantes, en la idea de que cuantos más servicios se gestionen serán posibles mayores ventajas, y olvidando que cualquier decisión debe buscar el interés de los ciudadanos y la reducción del coste operativo final.


  Tampoco se asignan estos servicios a un ministerio específico, pues la estrategia de los gobernantes está siendo la que decide su encuadramiento temporal o permanente. En el Libro Cuarto se debería sugerir en qué modo podrían adscribirse por motivos lógicos, total o parcialmente, cada uno de estos servicios a un ministerio. Estos servicios están a veces encuadrados en organismos autónomos, o incluso en empresas con este carácter, y no forman parte directa de la Administración Pública, pues utilizan fórmulas que son circunstanciales y que no resultan fáciles de comprender. Comentaré en otros libros esta situación anómala.


  Los clasifico del siguiente modo:


  Servicios de gestión propiamente operativa. Incluyo los siguientes:


  
    Gestión de personal, muy importante en razón de la dimensión del empleo público y necesidad de ordenarlo y obtener información permanente sobre número de empleados y costes directos e indirectos. A la pura gestión convendría añadir la acción y en algunos casos ejecución de formación y capacitación. No parece posible gestión operativa satisfactoria sin un servicio de esta clase, semejante al de las grandes empresas privadas. Ya existe en España con la Dirección General de la Función Pública.


    Gestión del patrimonio público de propiedades inmuebles y mobiliarias y fondos líquidos públicos, que se utilicen para la gestión operativa en sus diferentes niveles, a veces con entidades u organismos especiales. La dimensión que está adquiriendo este patrimonio, que no es fácil se reduzca sustancialmente, hace necesaria una gestión profesional armónica y orgánica.


    Coordinación y supervisión de sectores desplazados a nivel autonómico o municipal, si bien algunos dependen directamente de un servicio homólogo operativo central. En cualquier forma que se organice, sectorial o conjunta, es indispensable evitar gastos superfluos o duplicidad de lo central y lo descentralizado territorial, ya sea en comunidades autónomas o en municipios. Y para ello es conveniente comparar fácilmente sus costes absolutos y relativos y advertir a los interesados de sus desviaciones.

  


  Servicios de Protección ciudadana, que incluyen:


  
    Protección financiera, para supervisar actividades independientes de ahorro y fondos acumulados, en especial susceptibles de abusos a ciudadanos, y de interés colectivo por la dimensión de sus patrimonios, integrados en la economía nacional. Estos servicios suelen estar vinculados al Banco de España o a servicios de Hacienda y bastante integrados en la estructura mercantil, a la que analizan en su actuación.


    Protección de relaciones de trabajo, para supervisar actividades laborales, primordiales para los ciudadanos, que necesitan estar protegidos por servicios públicos especializados que vigilen de modo permanente abusos y fraudes a los trabajadores.


    Protección de vivienda, para supervisar y en algunos casos ejecutar la política de vivienda, necesidad principal que se debe ofrecer o ayudar a conseguir como pieza de equilibrio social y derecho básico, en cierto modo comparable a la protección de la salud o a la educación. Puede aconsejar o exigir alguna clase de ayuda, subvención o estímulo, y en definitiva, transferencia de fondos públicos con ese objeto, con características de prestación de solidaridad.


    Protección ambiental, para supervisar repercusiones en este área de acciones públicas, privadas y de naciones exteriores, con objetivos de protección macro y micro, la primera como obligación internacional de solidaridad recíproca; la segunda en áreas de actuación propia directa, regional o municipal. Por su naturaleza difieren y no se pueden regular con precisión. Exigen transferencia de fondos públicos.


    Protección del consumo, para supervisar este área también sometida a cambios y repercusiones tecnológicas, con objeto de evitar abusos que induzcan al error en la calidad de productos y en su publicidad, exigiendo precios transparentes y fácilmente comparables.

  


  Servicios de gestión de actividades nacionales concretas, que incluyen:


  
    Energía, para supervisar o gestionar esta actividad básica pública con repercusiones interiores y exteriores. Tiene interés estratégico general y sus principales fuentes son: carbón, hidroeléctrica, petrolífera y nuclear, interconectadas y de algún modo intercambiables, todas con repercusión ambiental. Puede exigir transferencia de fondos públicos.


    Industria, para supervisar este área de actividad, que modifica su actuación, desapareciendo la sucia y creciendo la limpia, con tendencia también a disminuir la dimensión de sus grandes plantas, aumentar las medias y pequeñas y desplazar una parte de su operación a la economía de algún modo sumergida o casi imposible de regular. Este área no deberá exigir transferencia de fondos públicos, pero lo ha hecho, aún resulta inevitable y de algún modo continuará para disminuir efectos negativos de las crisis industriales.


    Obras públicas, para supervisar o gestionar la contratación y seguimiento de obras de interés general, con visión integral que permita su análisis, evite solapamientos y, sobre todo, aumente transparencia. Este área exige normalmente transferencia de fondos públicos.


    Transportes, para supervisar o gestionar esta actividad, indispensable para el movimiento de personas y mercancías, generalmente administrado por empresas autónomas, públicas o privadas, nacionales o internacionales. Las principales son: ferrocarril, aéreas, carreteras y marítimas, cada una con formas especiales y en algún grado intercambiables. Este área exige normalmente transferencia de fondos públicos.


    Comunicaciones, para supervisar o gestionar el conjunto de las interiores y exteriores, con importancia que aumenta pero con fórmulas que varían y se tienden a desplazar a entidades privadas. Las principales en este momento son: Correos y Teléfonos, y ahora aparecen las autopistas de la información. Es un sector susceptible de transformación profunda en el futuro, al disminuir situaciones de monopolio, no ya de iure sino de facto, por razones de innovación tecnológica.


    Agricultura y pesca, para supervisar estas actividades rápidamente decrecientes, clara fuente de riqueza laboral y de equilibrio sociológico, que exigen protección para su transformación y por su repercusión especial en la vida rural y en la costera. También requiere transferencia de fondos públicos hasta que se llegue a una situación equilibrada.


    Turismo, para supervisar esta fuente de actividad de especial importancia en España por su semimonopolio del clima, cuyos diferentes servicios de hostelería aportan actividad laboral creciente. Puede exigir transferencia de fondos públicos, ya que su estímulo y protección tiene un carácter colectivo y no individual.


    Cultura, para estimular las actividades creativas en libertad, como pintura, escultura, teatro, cinematografía y televisión, que aumentan con el mayor tiempo de ocio. Exige transferencia regular de fondos públicos y podría incluirse, al menos en parte, en servicios de dignidad.


    Deporte, para supervisar esta actividad y preocupación creciente de los ciudadanos, que aumenta como la anterior con el mayor tiempo de ocio. Constituye un fenómeno sociológico que necesita ser orientado y de algún modo protegido y estimulado con transferencia de fondos públicos, y que también en parte tiene características de dignidad.

  



  5. Servicios «Centro-Territoriales»


  Cuando se piensa en los servicios centrales se tiende a suponer que todos ellos están situados en la capital de la nación, pero no es así; gran parte lo están en diversas capitales de provincia, aun sin tener en cuenta los que proceden de las Fuerzas Armadas, Hacienda, Salud y Educación, con dependencia total o parcial de Madrid, según los acuerdos de transferencias autonómicas.


  Me refiero a servicios oficiales regulares instalados provincialmente y que en muchos casos utilizan edificios de servicios múltiples. Recuerdo en la ciudad de Santa Cruz de Tenerife la importancia y dimensión del nuevo edificio de esta clase, en una ciudad que contaba con servicios municipales, servicios del Cabildo de la isla y servicios del Gobierno Autónomo. El edificio de nueva construcción, no ofrecía características de inquilinos en declive o a extinguir. Convendría conocer relación de edificios de servicios múltiples en capitales de provincias españolas, así como estudios objetivos para una política nacional coherente.


  A los servicios puramente administrativos se une la controversia sobre la figura del Gobernador Civil, de algún modo jefe territorial de los servicios centrales en una provincia, aunque principalmente lo sea del orden público y representante político del Gobierno, ámbito sujeto a revisión.


  Esto completa la presencia oficial territorial, que necesariamente se modificará, salvo que se decida suprimir, al menos en todo lo posible, las delegaciones directas de servicios centrales. Sobre este tema se ha de asentar la filosofía de estructura política de España en el futuro, de carácter más político que de gestión administrativa, por lo que no es en realidad objeto de mi preocupación, aunque no cabe prescindir de comentarla.



  6. Servicios Funcionales Autónomos


  La estructura oficial operativa en lo central, e igualmente en lo territorial, no sólo se compone de organismos propios de administración pública: funcionarios, empleados, etc., que en sus líneas generales se han comentado ya. También existe un conjunto de servicios, organismos y empresas públicas autónomas, con clasificaciones y descripciones difíciles de delimitar porque obedecen a variadas razones, algunas coincidentes, a pesar de su aparente diferente naturaleza política.


  Es otro tema que también debe estar presente en cualquier reforma operativa del Estado, con las preguntas siguientes:


  ¿Para qué este organismo autónomo?


  ¿Cómo se justifica aislarlo de la Administración Pública?


  ¿Qué se cree puede aportar al equilibrio nacional futuro?


  Estos organismos no sólo subsisten sino que proliferan, me atrevería a decir, excesivamente en el área central y últimamente territorial. En lo municipal hay empresas cuyo carácter público es discutible, pero obvias en su necesidad, como las de transportes urbanos o similares, que en muchos casos no parecen propias de un organismo operativo de la Administración.


  También hay empresas, con las diferencias que procedan, producto de ingeniería pública financiera, es decir, de métodos para eludir obligaciones presupuestarias oficiales y disimular la dimensión precisa de los gastos oficiales.


  Los organismos de esta clase pueden agruparse en dos áreas: los creados para funciones específicas que se supone no permanentes y los creados para la prestación de servicios al público, fundamentalmente de transporte, radio y televisión, que obviamente deben diferenciarse del aparato operativo del Estado.


  Esto se complica por la diferente utilización de nombres, en alguna parte razonable o justificable, pero en otras síntoma de la descomposición operativa por intereses endogámicos de gobernantes, o funcionarios que aprovechan su poder para fórmulas que les permitan mayor influencia individual pero que acaban siendo sólo actuaciones despóticas en contra del interés de los ciudadanos.


  El análisis de esta situación, con sus diferentes características, es tema que hay que estudiar en profundidad, conociendo todo lo que existe y analizando la justificación de cada caso, y llegando a una filosofía operativa que cabría incluir en una Constitución para evitar abusos e improvisaciones irresponsables.



  7. Servicios de solidaridad


  Considero así los que están vinculados a actuaciones públicas relacionadas con lo que considero solidaridad en sus tres vertientes más importantes.


  Servicios educativos. Conjunto de servicios e instituciones relacionadas con la enseñanza y educación de ciudadanos, en parte gratuita, como prestación a todos ofrecida, clara obligación en algunos casos. Sus sectores básicos son: primario, secundario, universitario y profesional; con dependencia central, territorial o municipal y modalidades específicas procedentes en parte de cada propia historia. Debería tener contenido despolitizado que evite sectarismo, subjetivismo y sobre todo endogamismo, sin derechos y ventajas especiales para la gestión pública por considerarla, como ahora se dice «pata negra», frente a la de clase inferior religiosa o privada.


  La educación es obligación básica de una comunidad política, como lo es la protección de la salud. Ha ido evolucionando, desde la que impartían padres y madres en las comunidades primitivas que formaban a sus hijos para sobrevivir, con clara diferencia cualitativa de los animales evolucionados. Después paso en parte a la Iglesia, que creó paulatinamente en la Edad Media centros de enseñanza y centros de saber. Este contenido se fue ampliando en la Edad Moderna y en el siglo XIX y en el actual XX se considera obligatoria, y en parte gratuita, la enseñanza hasta los dieciséis años, con protección y ventajas subjetivas en edades superiores. Constituye el gran avance de las sociedades modernas, una de las consecuencias de la imprenta. Habrá que darle mayor importancia futura, no solamente en lo científico o tecnológico sino, sobre todo, y con generosidad, aumentar lo ético y espiritual, contrario a lo que ahora se está haciendo. Esta línea será de más interés probable en el siglo XXI, si se admite que estos principios no son despreciables «marías» sino piezas claves para una sociedad sostenible, tan importante como el equilibrio económico o el ecológico. Será inevitable que se debata si es viable una sociedad sin Dios, ni principio superior, como ahora las occidentales, que se consideran completamente autosuficientes, o si de algún modo hay que volver a Él, cómo ya se comienza a advertir y pienso que aún más ocurrirá en el próximo siglo.


  La educación debe considerarse prestación de solidaridad para todos los ciudadanos por el hecho de serlo o de residir en un territorio, aunque no siempre sea gratuita como la primaria, pero con servicios suficientes a su disposición y financiada públicamente, al menos en parte, sin discriminaciones, y admitiendo contribuciones personales de interesados o usuarios o de familias a las que se facilite libre elección y para evitar burocracias monopolísticas, pero con ayudas especiales a las que por su calidad lo merezcan. En las enseñanzas superiores el principal obstáculo es el sectarismo científico, poco evitable pero que se ha agudizado de modo casi patológico, con exacerbación del endogamismo y con la mezcla de ideologismo y conflictualidad que ha caracterizado nuestra transición.


  Servicios de salud. Incluyen todos los dedicados a la mejora de salud de los ciudadanos, su prevención, su atención y su recuperación. Ha pasado de los hospitales, de la Iglesia o municipales, en la Edad Media y Moderna, a los actuales complejos públicos hospitalarios, grandes o pequeños, de la sociedad oficial, central o territorial. El proceso que ha conducido a seguros nacionales y a lo actual se inició en la Alemania de los siglos XIX y XX, y ha ido creando redes con diferentes modalidades que cubren casi la totalidad del territorio de las principales naciones occidentales, y se extienden con rapidez en las menos desarrolladas. Este conjunto, al menos en España, se ha financiado en su mayor parte con aportaciones vinculadas a empresarios y a trabajadores, o sea a la vida laboral. Su estructura está alcanzando gran dimensión, pero la sofisticación de la medicina, en prevención y en tratamientos, y el mayor período promedio de vida, exige cambios para optimizar esfuerzos y compensar su coste creciente para que llegue de modo socialmente equitativo a los ciudadanos. Es necesario evitar despilfarro y duplicidades, y para ello admitir participación de los propios usuarios, en cuanto no sea claramente antisocial y, sobre todo, traspasar en gran parte su financiación del área laboral al área tributaria.


  Pensiones y servicios de subsistencia. Las pensiones a los ciudadanos por incapacidad, falta de trabajo y vejez, son aportación de estas últimas décadas, que se mantendrán de modo general en el siglo XXI, como obligación pública y financiación colectiva, desvinculadas paulatinamente de las retribuciones del trabajo y limitadas a prestaciones públicas asistenciales no contributivas igualitarias y mínimas que sustituyan a todas las existentes, ya sean el conocido PER o prestaciones de otra clase, y que eviten miseria a núcleos verticales u horizontales de ciudadanos.


  El resto, las pensiones individuales para vejez o retiro deben ser responsabilidad personal de cada ciudadano, utilizando los diversos instrumentos de seguro y ahorro a su disposición, con la supervisión necesaria para evitar abusos y con la protección de prestaciones públicas de subsistencia antes mencionadas. El coste asistencial de esta clase debe integrarse en la economía pública y conjunto tributario, transición paulatina que transformará las instituciones públicas que conceden pensiones vinculadas y paralelas a los ingresos de los trabajadores, como las mutualidades laborales u otras semejantes. El camino a recorrer es muy delicado, exige prudencia en su ejecución y originará traumas y resistencias, pero es el único posible si se quiere mantener un equilibrio socio-económico, y los gobiernos son capaces de prescindir de presiones populistas generadoras de déficit público y por lo tanto con duración limitada hasta una crisis drástica.


  También deben integrarse en este área servicios y ayudas no económicas a pensionistas y personas de menos recursos, que hoy corresponden al INSERSO, en que conviene analizar diversas fórmulas para seleccionar lo útil en cada área geográfica y cuantificar su coste a cargo de tributos, evitando que se utilice como arma política para captación de votantes en las elecciones.


  Además, será necesario admitir y de algún modo proteger las acciones individuales y colectivas de caridad que impliquen sacrificio económico y promocionen afecto y colaboración en la subsistencia de los especialmente desprotegidos con problemas que no atienden legislaciones ni estructuras públicas, aunque las situaciones de deficiencia o miseria procedan de acción voluntaria o involuntaria de los propios afectados, que aun con errores o anormalidad siguen siendo personas y prójimos para los ciudadanos.



  8. Servicios de estructura territorial y autonómica


  Los servicios de una gran comunidad estatal no ofrecen carácter único sino que se convierten en asociación coordinada de servicios territoriales de áreas geográficas con límites administrativos y políticos, e importantes funciones operativas, cuya complejidad varía y en general aumenta y con creciente importancia en la vida pública moderna. Es un fenómeno histórico que incluso ha revertido a lo originario. Muchas naciones fueron creadas como consecuencia de asociaciones o federaciones de ciudadanos (caso característico de la Grecia antigua), que paulatinamente, con guerras y fricciones y a lo largo de muchos siglos dieron lugar a una creación nacional. En otros casos esto no surgió como consecuencia de unión de ciudades sino de regiones o amplias extensiones geográficas, habitadas por personas de cultura o características comunes, precisamente el caso de España, como el de Alemania y hasta en cierto modo Francia. Son de interés estos principios de creación nacional que de algún modo se repiten. En otros ésta formación procede de decisiones históricas de países coloniales dominantes, en unos casos legales y con un cierto sentido de justificación histórica, como el de Iberoamérica, y en otros no, como en gran parte de África, con fronteras lineales que han ignorado la realidad de sus habitantes, por comodidad e interés de las naciones ocupantes y que a consecuencia de una descolonización irresponsable y demagógica han contribuido a destrozar un continente, que no será fácil mejorar en el siglo XXI.


  La estructura territorial de una nación está afectada no sólo por movimientos de población, influencia de situaciones tecnológicas y posibilidad de comunicación y relación, sino por voluntad histórica cultural que conforma la identidad de los ciudadanos. El choque entre estos factores, generalmente antagónicos, constituye uno de los grandes desafíos, problemas y oportunidades del siglo XXI, para muchos países y de modo especial para España.


  Las dos áreas principales de estructura administrativa y política territorial son los municipios y las regiones o agrupaciones geográficas de diferente naturaleza y estructura que en España se denominan Comunidades Autónomas. Ambas requieren un estudio muy amplio que ahora comento de modo resumido dentro del panorama de servicios públicos operativos. En ambas áreas existe un contenido no sólo de gestión sino político, con estructuras que eligen gobernantes a los que se dota de clara capacidad decisiva ejecutiva e incluso, en algunos aspectos, legislativa.


  Las Comunidades Territoriales son la segunda gran unidad en las sociedades occidentales (con diferentes fórmulas) y de España en concreto. He comentado la importancia de estas unidades territoriales en la configuración y origen de naciones, que necesitan ser estudiadas desde un análisis histórico objetivo, base adecuada para las estructuras de futuro, que no pueden tener como único origen, como en España en 1976, acuerdos entre adversarios para resolver mejor o peor un problema coyuntural sin objetividad general ni casi particular, posiblemente con beneficio general inmediato en aquel momento pero con graves e incluso transcendentes repercusiones de futuro que difícilmente dejarán de advertirse en el próximo siglo.


  En la evolución de algunas o todas las Comunidades Autónomas hay que defender lo que ha sido básicamente o aceptablemente positivo, así como oponerse a los errores, abusos y peligros de excesiva rigidez, o de excesiva volatilidad, de los que puede depender el engrandecimiento o el empequeñecimiento de nuestro país. Ese estudio y sus conclusiones deberían ofrecer suficiente calidad para influir en futuras opciones estructurales que lleguen a ser pieza clave en la gestión nacional, para encarar con éxito un problema naturalmente delicado, agudizado por actuaciones precipitadas, no sólo por deseo de poder de algunos gobernantes sino por motivaciones demagógicas y populistas para exaltar a los ciudadanos de cualquier área territorial.


  La estructura y la presencia política de territorios regionales surgió principalmente en el siglo XIV y se redujo y expandió en siglos posteriores hasta configurarse en el XX, aunque hoy, y no sólo en España, está en proceso de cambio, con evolución imprecisa.


  Es contrario al interés nacional y hasta el territorial ofrecer y aceptar transferencias irresponsables de servicios, sin conocimiento real de costes, problemas, compromisos y sobre todo de normas precisas de actuación. Pero se ha hecho en muchos casos y supongo será fácil comprobarlo (no es esa mi misión) analizando discursos de gobierno y oposición, apariciones parlamentarias, comentarios en la prensa, etc. Es un hecho en gran parte irremediable, una de cuyas consecuencias son los déficits públicos nacionales y autonómicos, el deterioro de los servicios a ciudadanos y la pérdida de oportunidades efectivas de mejora colectiva.


  En especial conviene el análisis de costes solapados y superfluos por razones de capricho de algunos políticos, que buscan directa o indirectamente recompensa, económica o en su ego, sin preocupación por el interés real para el público. También convendría establecer criterios homogéneos, cargas previsibles y reparto ciudadano de recursos a consecuencia de estas decisiones.


  Pero, además de ello, es necesario comparar con homogeneidad la organización de servicios, con costes y presupuestos entre las diferentes comunidades autónomas, para distinguir entre la necesidad real bien orientada y el despilfarro. Para ello serían útiles estudios comparativos de calidad y eficiencia, o sea de ranking, que oriente sobre la actuación de los propios gobernantes y su comparación con los de otras comunidades.


  El municipio, grande o pequeño, ofrece siglos de historia, que falta en las comunidades autónomas españolas, o en muchas de ellas. No es posible su comparación con los Estados en Estados Unidos, México y Brasil, o con las Provincias en Argentina, y Canadá o con los Entes Regionales, en Italia, etc. Cada uno son diferentes en origen y en evolución y serán necesarias décadas o siglos para una adecuada maduración y por supuesto adaptación a las necesidades de operación descentralizada de cada nación y a que en España se corrijan los errores y precipitaciones con que fueron concebidas.


  Esta modernización se irá produciendo y se irán concentrando o unificando fórmulas aceptadas pero contradictorias hasta llegar a la conceptualización de esta institución, con más claridad que la actual, acercándose a la de los municipios. Estos cambios deberán ser también pieza básica de las reformas constitucionales, que igualmente deberían enmarcar las nuevas estructuras supranacionales, tipo Unión Europea, que paulatinamente configurarán continentes o grupos de naciones coordinadas y también referirme a las estructuras de áreas geográficas que adquieran conciencia política.


  Una evolución probable a tener en cuenta es la tendencia de los grandes municipios a independizarse y a no dejarse dominar por su comunidad autónoma, como ésta trata de no dejarse dominar por las estructuras nacionales.


  Cualquiera que sea esa evolución, hay que evitar solapamiento de gastos, nacionales, autonómicos y municipales, coordinando servicios y ejecución, evitando que los gobernantes de turno en cada comunidad preparen objetivos demagógicos para su propia imagen o prestigio, que siempre perjudican a sus ciudadanos, aunque éstos los voten entusiastas. No hay que olvidar que en el futuro será necesaria la reducción integral del gasto público, único modo de financiar prestaciones de solidaridad a todos los ciudadanos y que este objetivo debe primar sobre cualquier otro, central o territorial.



  9. Servicios municipales


  Los servicios municipales constituyen la primera célula social desarrollada después de superar la familia y la tribu, ésta última en general de carácter nómada. El municipio se fue desarrollando de diferentes formas, que simplifico a continuación.


  Rurales, agrupando y coordinando familias relacionadas con el cultivo de la tierra y la caza (o la pesca), normalmente con propiedades o intereses de esta clase, convenientes para la vida en común, que integraban agricultores y sus colaboradores, a los que se fueron incorporando servicios auxiliares o complementarios y que consiguieron, a veces apoyados por los monarcas, derechos o libertades frente a sus protectores, más o menos feudales, en un área geográfica limitada, en algún caso de más de un municipio. Algunos se acabaron transformando en urbanos y otros mantuvieron su carácter original hasta nuestros días, completamente aislados o coordinados de algún modo con otros.


  Urbanos, en los que se agrupaban y en cierto modo asociaban las personas dentro de un núcleo delimitado de alguna dimensión para obtener privilegios o simplemente derechos, creando núcleos de atención común y de prestación de servicios o preparación de productos, para los propios vecinos y para áreas geográficas próximas, municipios rurales o ciudades pequeñas.


  Los procesos de creación fueron muy diferentes y al final convergieron en una institución de gran importancia en España, inicialmente en Castilla, con sus fueros y cabildos municipales, de principal valor en la Alta Edad Media y en la evolución de Hispanoamérica. En el último siglo este proceso ha culminado con la creación de megápolis, que crecen como verdaderas cadenas sobre las que gira la vida de las naciones, en las que en algunos casos representan el setenta por ciento de sus habitantes, con tendencia al aumento.


  El concepto y la realidad del municipio como unidad operativa territorial está variando y parece conveniente orientarlo de diferente forma por su especial importancia en la España del futuro y todavía mayor en Iberoamérica, con un proceso de expansión rápido que ya no existe entre nosotros.


  Necesita modificarse la estructura de los grandes municipios, que incorporan subunidades con alguna actuación autónoma. Hay que evitar que se conviertan en jaulas rígidas, impersonales, con ciudadanos sin protección individual. Parece conveniente que se transformen en unidades casi federativas, que agrupen unidades más pequeñas con vida propia y decisiones y en las que exista participación real ciudadana.


  Esta evolución, con diferentes orientaciones alternativas, constituirá un interesante y original movimiento sociológico de los próximos siglos, en que previsiblemente adquirirá importante peso político propio, que en algunos casos supere o influya al de regiones o comunidades autónomas, como ahora ocurre entre naciones y regiones, llegando a que un gran Estado sea más una red de grandes municipios coordinados que una red de comunidades territoriales que incluyan municipios.


  Pero mi propósito no es ofrecer filosofía, ni siquiera sociológica, sino tratar de aspectos concretos próximos de gobierno y de administración pragmática, partiendo de la estructura y función de sus órganos de gobierno y de sus líneas o cédulas operativas, buscando actuación aceptablemente homogénea que permita comparar su eficiencia, sus costes y la calidad de su servicio a los ciudadanos y haga posible para éstos mayor participación en las decisiones, al conocer mejor la actuación de los gobernantes.


  En el Libro Quinto de esta Colección trataré de modelizar estructuras operativas de servicios municipales homogéneos, comenzando por los de menor dimensión, que parece lógico subsistan, hasta llegar a megápolis o minimegápolis, y valga la incongruencia de este término. No será tarea fácil pero confío avanzar lo suficiente para abrir camino a trabajos posteriores y, sobre todo, a conseguir que en algunas universidades se promuevan estudios sobre este tema tan apasionante para el equilibrio social futuro de nuestra nación y de las de Iberoamérica a las que, por sus condiciones, serán muy útiles estos estudios y comentarios.


  En España convendría una clasificación de ciudades, por características y dimensión, para hacer posible una línea homogénea que facilite el análisis de sus presupuestos, costes y organización de servicios. Servirá para orientar un método de análisis comparativo que haga posible fórmulas de ranking de efectividad municipal al servicio de todos sus protagonistas, gobernantes o funcionarios, pero sobre todo ciudadanos, y que estos se acostumbren a criticar sus actividades, comparándolas con las que ofrezcan más similitud. Este análisis regular y objetivo facilitará actuaciones homogéneas y dificultará algún despilfarro operativo.



  10. Comentario final


  En las páginas anteriores se ha ofrecido una visión orgánica conjunta que permite apreciar la dimensión, aún no cuantificada, del conjunto de una estructura social soberana. Los errores serán fáciles de detectar por los lectores y en todo caso deberé subsanarlos en los libros siguientes. En parte son consecuencia de la imprecisión de los límites entre unas y otras unidades, siempre susceptibles de diferentes interpretaciones y criterios conceptuales u organizativos. En la presentación de este Capítulo los he modificado yo mismo en varias ocasiones, y no veo posible proponer criterios dogmáticos sino simplemente discretamente orientativos.


  Creo haber aportado algo que faltaba o que por lo menos no he podido encontrar en ninguna publicación o estudio. Parece cuando menos insólito gobernar o sentirse gobernado careciendo de la dimensión integral de lo que constituye la estructura social de nuestra nación. Habría querido completar este panorama con cifras del número de trabajadores de cada área o unidad y aproximadamente del presupuesto que maneja. No me ha sido posible; las informaciones que he obtenido eran insuficientes (fallo en nuestro aparato público). Me parece que resulta indispensable contar con información asequible de todas las personas que prestan alguna clase de trabajo público, así como sus costes reales. Esto será útil tanto para los gobernantes como para los reformistas futuros, muy en especial respecto a la burocracia pública territorial que de otro modo crecería peligrosamente. Sin ello no se puede gobernar pero, como yo no gobierno, me limito a ofrecer lo que encuentro, sin medios suficientes para obtener información más completa. La visión de este capítulo puede ser de utilidad para dar ideas de nuevas estructuras, posibles mejoras e interrelaciones diferentes a las actuales, para preparar España para el siglo XXI, que probablemente será difícil y complejo y en el que podrá cambiar dramáticamente la estructura política de la humanidad, con muchos cadáveres nacionales en las cunetas del camino, que Dios quiera no sea el de la nación española.


  Capítulo 10: Reformismo indispensable y viable


  1. Necesidad imperiosa de reformas


  España necesita una profunda reforma de su estructura operativa pública y quizás también de la menos pública. Por circunstancias históricas, inadaptación a la situación actual y efecto de una transición deficiente con apariencia contraria, el sistema público oficial de España no sirve para competir con otras naciones, conservar digna independencia y atender necesidades de solidaridad de los ciudadanos. Para conseguirlo hace falta sacrificio colectivo e individual que es incompatible con el despilfarro de una burocracia dominada por intereses endogámicos o meramente administrativa y ajena a las necesidades de los ciudadanos, y también por las necesidades inducidas a los ciudadanos, superiores a las de otras naciones occidentales. Este objetivo no es un capricho, no puede retrasarse; si no se afrontan los problemas se harán más agudos y se tratarían de resolver con compadreos entre políticos, gobernantes y sus oponentes, para ventajas a corto plazo de ocupación de poder. Si no se actúa con tenacidad firme serán necesarias medidas drásticas, difícilmente pacíficas y cómodas.


  Lo necesitamos especialmente para:


  
    Sobrevivir sin renunciar a instrumentos y servicios de dignidad, como el mantenimiento de las Fuerzas Armadas y la protección del patrimonio histórico y cultural, entre otros, que permitan mantener nuestra identidad en el concierto mundial.


    Atender las necesidades de los ciudadanos, las normales y las especiales de alguno de ellos, con las que nos debemos solidarizar.


    Elevar nuestro ranking nacional, menos importante que lo anterior, pero que algunos creemos merecer.

  


  Necesitar no es lograr, y sobre todo es incompatible con la preocupación hedonista y con el desprecio de valores éticos y espirituales que nos domina. También es cierto que no serán posibles reformas útiles sin sacrificio de todos, de los directamente afectados, e indirectamente de toda la sociedad, que tendrá que ser más austera y renunciar a objetivos que ahora considera prioritarios.



  2. Cambios y traumas


  Este libro ofrece una visión general de nuestra estructura social, pública y no pública, y antecede a otros que se referirán más ampliamente a aspectos específicos. Para reformar hay que conocer profundamente la realidad y determinar lo deseable y lo posible, no de oído sino sabiendo, bien o mal, lo que podría proceder para un futuro equilibrado. Pero, de un modo u otro hay que reformar, no es admisible el anquilosamiento, la comodidad ni las políticas de avestruz. Para ello siempre conviene considerar tres aspectos: qué conviene hacer, para qué hacerlo y cómo hacerlo, que deben analizarse aisladamente.


  Los cambios producen traumas, en países y en empresas; por eso, se eluden y se retrasan, por miedo a lo que pueda ocurrir y a posibles tensiones y preocupaciones personales, que llevan en general a oponerse a cualquier reforma. Estas pueden lograrse con cambios violentos generales, cambios paulatinos pero constantes, o cambios sectoriales coordinados. Deben ser profundos, con verdadero impacto en el modo de actuar en las próximas generaciones; y no puramente cosméticos para aparentar que se hace. Desafortunadamente estos son frecuentes; los gobernantes saben que hay que cambiar y tratan de salir del paso, pero no saben cómo. Serían convenientes cambios paulatinos, como los anglosajones, pero hay que prepararlos con mucha anticipación. Cuando esto no ocurra se harán como se pueda y de algún modo serán drásticos. Un problema especial es cómo cambiar en una sociedad conflictual que favorece todo lo que se opone a cualquier cambio y hace preferible no arriesgarse a él. Este autor se limita a estudiar y sugerir qué conviene hacer, pero sin casi comentar cómo hacerlo.


  No hay cambio sin trauma, y cuando éste falta el cambio no es efectivo. El trauma afecta principalmente a los derechos de algunas personas, especialmente empleados y funcionarios, que querrían continuar en la misma situación, sin el impacto económico de reducción de ingresos, directos o indirectos. También hay trauma al perderse expectativas dentro de la estructura reformada en la que se contaba con contactos admisibles o delictivos.


  El trauma acompaña a toda modificación de rutina, aun pequeña, y mucho más, como es lógico, a cualquier cambio público táctico o estratégico, general o sectorial. Se asustan con el cambio empresas, organismos públicos, municipios, regiones y naciones que inventan dificultades y con ingeniería social manipulan los problemas. Cuando en mi actividad empresarial he iniciado cambios o acciones no rutinarias, siempre me he visto inundado de consejos de prudencia, dilación, etc., aunque he impuesto siempre los cambios que he considerado convenientes, afrontando el riesgo y sin el miedo a equivocarme que angustia a los que nada hacen. En realidad me he equivocado bastante poco. Por fortuna o por desgracia no he tenido ocasión de participar en cambios públicos generales que multiplican tensión y dificultades.


  Sólo gobernantes muy decididos y generosos podrán protagonizar las reformas públicas de nuestro país, pues además del riesgo es necesario desinterés en lo personal para favorecer a una comunidad que nunca agradece lo que por ella se hace y en realidad enaltece, elogia y glorifica a los que han abusado de ella dominados por su propio egoísmo.



  3. Reformismo operativo


  Vivimos en una sociedad conflictual; así está establecido y no parece fácil se modifique; la mayor parte de las decisiones son consecuencia de crisis entre puntos de vista e intereses contradictorios, sin normas o vehículo jurídico para encauzarlos. Las soluciones tienen que improvisarse en cada caso, sin vías o fórmulas conocidas como existen en la gestión empresarial. Esto además se agrava en la gestión pública porque se otorgan, conceden o aceptan derechos ilimitados para sus burócratas, permanentes y vitalicios y en algunos casos hereditarios. Así los cambios se hacen prácticamente imposibles y se carece de cauce jurídico para restablecer equilibrio económico o de servicios. Solamente se protege la continuidad, es decir, se superpone el interés particular al interés público; de ahí el deseo de los ciudadanos de entrar en la propiedad absoluta, la madre de todas las propiedades, que es en realidad el empleo público a costa del conjunto de los ciudadanos. También resulta fácil impedir cualquier reforma con asambleas que critican, que consideran vulnerada la libertad de expresión o algún derecho adquirido individual, o con demagogia de prensa para exacerbar sus consecuencias, o con acciones subterráneas para inutilizar esfuerzos de interés general.


  Éste es el panorama para una reforma operativa del Estado, gran desafío para una nación que necesita adaptar sus instrumentos de gestión, avanzando para imponer lo que interesa al común. En las empresas las pérdidas o cuenta negativa de resultados facilita que se acepten cambios. No ocurre en la estructura estatal, autonómica o municipal, donde no hay amenaza de quiebra, salvo con espectacular trauma final, como en el caso soviético, desgarrando personas y objetivos nacionales.


  Esta Colección sólo aspira a hacer conocer mejor lo que debería hacerse, aunque no parezca viable y que sirva de ayuda a los gobernantes para conseguir imponer lo conveniente, en general con alternativas acertadas, muy diferentes a las que yo apunto. Lo hecho por el Presidente Menen en Argentina es un ejemplo; con defectos, aspectos criticables y ridículos, ha dado paso a reformas que en esa nación se hacían necesarias y la ha puesto en un camino de recuperación que sería deseable se confirmase.


  Conviene analizar cambios en la historia más o menos semejantes a los necesarios en España. Comento algunos que parecen representativos:


  Roma era una pequeña ciudad con estructuras políticas, probablemente inspiradas en las griegas, y vocación de crecimiento, para el que tuvo que prepararse. Uno de sus problemas era militar, sin lo que no se podía aspirar a un imperio; la creación de las legiones romanas fue una reforma operativa que lo permitió. También hizo falta una estructura jurídica para gestionar lo público y privado con principios estables y no con permanente conflictualidad, evitando el triunfo de la fuerza e incluso de la seducción en la votación. Legiones y magistrados sirvieron con eficacia para las necesidades de Roma en aquel momento.


  Los pueblos godos, llamados bárbaros inicialmente, fueron creando sus estructuras como reacción a abusos y errores de Roma, adaptándose paulatinamente a cada situación local en que se emplazaban sus respectivos grupos, en general de origen étnico, con áreas geográficamente comunes de implantación. Fueron cambios con protección militar y sin profunda modificación de lo existente, pero sí aproximación a sus métodos y objetivos. En general se lograron de modo satisfactorio, con prudentes acciones de fuerza.


  Los cambios de los Reyes Católicos interesan para lo actual. En el siglo XV se había llegado a un caos organizativo, fricciones entre intereses de nobles, falta de autoridad política, corrupción y desintegración. Su acción transformadora es ejemplo de gobernar con ideas claras, rescatar la autoridad y el sentido de justicia para adoptar en un corto período reformas que transformaron España e incluso Europa, consiguiendo sentido unitario para un conjunto de pueblos, dentro de normas precisas de organización política de que se carecía en el medievo. España fue el primer país en aplicarlas y hacer posible con innovaciones militares alguna presencia de poder en casi toda Europa.


  La dinastía borbónica, con los cambios de Carlos III, utilizó métodos de despotismo ilustrado, para impulsar reformas administrativas, en especial en América, y así afrontar las circunstancias y necesidades de aquel momento. Estas reformas no transformaron a España ni a su imperio en una organización eficiente colectiva, pero sí lograron mejoras interesantes, algunas en la Villa de Madrid, pero sobre todo en la estructura hispanoamericana.


  Napoleón, con su capacidad genial de organización, introdujo reformas, no sólo en lo militar, que nos han afectado indirectamente; estableció normas de organización pública y jurídica que transcendieron de Francia, creó códigos y estableció principios que siguen todavía imperando en gran parte de las naciones europeas y casi todas las hispanoamericanas.



  4. Futuro de nuestro


  En los objetivos y reformas que comento he procurado quedarme al margen de lo que normalmente se conoce como política y me he limitado (a veces resulta difícil distinguirlo) a referirme a aspectos de gestión, al aparato operativo. Normalmente mis comentarios son de sentido común, no discutibles ideológicamente ni impugnables concretamente, aunque supongo se hará con argumentos sofistas de los que han adquirido su propia comodidad a costa del conjunto nacional y buscan dificultar cualquier cambio.


  Pero tengo la convicción de que todas las reformas se acabarán implantando dentro del siglo XXI, bien o mal, quizás con perjuicios innecesarios para los ciudadanos. Se llegará a lo que sea lógico, lo que recomienda la diligencia de un buen padre de familia o lo que exija un tirano o invasor que busque resultados inmediatos. Mi experiencia en la actividad empresarial es que nadie ha hecho caso a los principios y términos de actuación que siempre he expuesto y propugnado para la colectividad; pero pude aplicarlos en la empresa que de mí dependía y ésta acabó imponiéndose en el mercado. En cambio las aseguradoras que ignoraron mis propuestas, prácticamente todas, han desaparecido o perdido su libertad y su autonomía empresarial y han venido otras de otros países a competir con la que yo dirigía en bastantes casos copiando sus métodos, no siempre con éxito.


  Sin la línea de objetivos y reformas que propongo no podrá subsistir una nación, ni siquiera indignamente, pero si no se hacen a tiempo, por falta de energía o ignorancia de los propios gobernantes, puede llegar a ahogarse y se llegará a la pérdida de libertad y de soberanía nacional. Es una realidad que tienen que reconocer los gobernantes, pero es difícil que lo hagan, y sí en cambio que sigan utilizando métodos de ingeniería financiera para retrasar la realidad con utilización de empresas públicas o pseudo fundacionales, para que su impacto real tarde en reflejarse en los presupuestos y cuentas oficiales, con consecuencias crecientemente graves y necesidad final de soluciones brutales.



  5. Reformas en la empresa


  Interesa conocer cambios que han sido necesarios en algunas grandes empresas, con excepcional dimensión económica, que se habían convertido en dinosaurios y tenían la alternativa de desaparecer o reformarse internamente adaptando su estructura a sus reales posibilidades. Los de IBM y GENERAL MOTORS son representativos.


  IBM había creado una estructura apoyada en el monopolio, o casi monopolio de conocimientos informáticos que le permitían beneficio muy amplio y que fue utilizado sensata y seriamente, pero con excesivos derechos a sus empleados, que fueron un lastre cuando la tecnología hizo desaparecer el monopolio y redujo los márgenes que permitían investigar y mantener ventajas laborales diferenciadas. Empresas más pequeñas, que conocían los márgenes de IBM, buscaron áreas para atacarla; ésta no reaccionó ni contempló adecuadamente el futuro y al final tuvo que cambiar principios, métodos y estructura, aplicando reformas radicales, con traumas, pero al parecer con éxito en cuanto sobrevive con una nueva organización adaptada a las realidades de la vida misma.


  Algo parecido ocurrió en la GENERAL MOTORS, empresa igualmente representativa, con una estructura creada por un gran hombre, Alfred Sloan, en los años veinte, que reorganizó un conjunto de empresas con métodos y sistemas excelentes, pero que en los años ochenta habían quedado caducos y no permitían competir en el mercado, especialmente con empresas japonesas que introdujeron fórmulas diferentes de organización y producción.


  Estos dos casos ofrecen enseñanzas efectivas. No son distintos los cambios en las empresas de los cambios en las naciones; todo aquello que exige administrar ofrece raíces semejantes y requiere preocupación especial por los gastos y su equilibrio. Se ha acabado la época en que se creía que los gastos públicos se financiaban desde la mesilla de noche, como los hijos creen del dinero de sus papás. También hace algunas décadas se pensaba que el sueldo lo daba Franco a todos y que para trabajar hacía falta que las empresas les diesen más dinero.


  Administrar es contar con lógica implacable y sentido común, admitiendo que dos y dos son cuatro, y no tres ni veinticinco. Esto ocurre en familias, empresas y naciones, con paralelísima identidad. Los políticos, o al menos los partidos políticos, hacen creer, y a veces se creen ellos mismos, que lo que hace falta es compadrear, o sea aceptar que dos más dos son, o tres, o veinticinco, lo que lleva a una discusión que acaba resolviendo problemas con fórmulas inmediatas a costa de supervivencia futura.



  6. Constitución y reformas


  El cambio profundo, la reforma que ponga realmente al día la estructura operativa pública española, debería hacerse en un marco conjunto; no ser obra de departamentos específicos, aunque muchas reformas necesarias cabría ir haciéndolas de modo paulatino, por diferentes personas y a diferentes ritmos. Hay que tener en cuenta que afectan a un amplísimo número de empleados que trabajan para lo público, que no cesan de aumentar y que tratan de anteponer sus intereses a los generales, con excusas para justificarlo. Su dimensión trasciende del ámbito particular de los afectados para ser un problema general de muy difícil solución.


  Las reformas son indispensables pero deben ser viables y conviene sean suavemente admitibles, y para ello necesitan un marco jurídico que roza o afecta el ámbito constitucional, quizás el primero que hay que modificar para afrontar el futuro, pues parece difícil emprender reformas de envergadura sin un cambio de esta clase. La Constitución española se hizo en parte para resolver y afrontar problemas específicos en una transición de malos a buenos, y con ella se salvaron aceptablemente obstáculos inmediatos a costa del futuro. Se ha llegado a decir que para ella todo podría ser anticonstitucional, incluso la propia Constitución. Ahora, con meditación y experiencia, es necesario modificar sus normas para que sea un marco que permita implantar reformas públicas indispensables. También será conveniente su mejoramiento en aspectos políticos y jurídicos profundos, no relacionados con mi objetivo de trabajo y que eludo en mis comentarios.


  Pienso que deberían revisarse algunos principios constitucionales en relación con trabajo, derechos adquiridos de funcionarios, huelgas, relaciones entre instituciones del conjunto público nacional y de las autonomías y algunos otros semejantes. Esto contaría con amplia aceptación ciudadana, salvo por supuesto de quienes con visión estrecha, limitada y no desinteresada, defienden comodidad sin riesgo, o aspectos sectarios frente a la lógica defensa de intereses generales. La idea de cambio constitucional parece aceptada, aunque cada uno lo interprete de modo diferente y falte consenso concreto de posiciones políticas y, sobre todo, el consenso intelectual de un concepto nacional, aspecto indispensable para que sobreviva lo que ha sido España. Aun ajeno a mis propuestas y objetivos lo menciono por lo que repercute en la cultura social necesaria para la aceptación de cambios incómodos.


  Desgraciadamente tengo que añadir que contemplando la realidad nacional, la que existe, no la teórica que deseamos, parece necesario introducir muchas otras reformas continuas pues lo comentado es sólo una parte pequeña de lo necesario.



  7. Objetivos básicos, reforma operativa


  Las reformas que comento con mayor o menor acierto, otros las analizarán. Me satisfaría que mis observaciones hubiesen servido como detonante para reflexionar en lo que hace falta para el futuro y oponerse a acciones y propuestas, incluso directamente interesadas en nuestra debilidad.


  Es útil conocer la necesidad de reformar el poder judicial o reducir costes de estructura nacional, o promover transparencia, pero ¿cómo se consigue eso en cada caso? Es la verdadera obligación de gobernantes y de políticos de la oposición para imponerlas, ahora o después. Eso justifica su presencia y privilegios; mi trabajo no es contrario a los políticos, aunque la opinión que tengo de muchos de ellos no sea positiva. Pero es necesario orientarles en lo que tienen que hacer (o a mí me parece) para que piensen en cómo podrían hacer posible lo necesario ante la resistencia de quienes entroncan sus ventajas personales en perjuicio de lo público, que lucharán por impedir cada reforma, pues en todas existe ese problema.


  Podría describir los objetivos y reformas que creo necesarias en las siguientes:


  Mantenimiento de objetivos fundamentales para el equilibrio nacional. Las reformas no deben afectarlos, son irrenunciables y deben mantenerse con sacrificio y esfuerzos y considerarse constitucionalmente básicos. Las reformas deben reconocerlo y concentrarse en lo superfluo, el despilfarro, el desgobierno o el caos administrativo. Estos objetivos, aparte de los normales que los ciudadanos esperan se les ofrezcan regularmente, son los de dignidad, como defensa nacional, patrimonio cultural e histórico y otros semejantes sin los que se puede sobrevivir pero envileciéndose, y los de equidad, necesarios para la solidaridad interna, que debe ser soportada con sacrificio y esfuerzo por todos los ciudadanos por conducto de lo que denomino prestaciones de solidaridad.


  Reducción de gastos estructurales. Es siempre indispensable y donde está el eje de equilibrio de una nación. Si el gasto estructural español (no la inversión) fuese del X% del PIB, sería el objetivo reducirlo por lo menos al ochenta por ciento de ese X, con preferencias aceptablemente lógicas y equitativas. Sin mucho análisis, me parece que nuestros costes estructurales son excesivos, razón del déficit público, que es expresión del desequilibrio público, y que los gobernantes suelen atribuir no a su verdadero origen sino a algunas de sus consecuencias, como el peso de los intereses de la deuda y otros, que siempre proceden del exceso de gasto público. Habría que diferenciar gastos de gestión, que incluyen la carga burocrática inoperante, y gastos de inversión, y en éstos habría que diferenciar entre útiles y excesivamente suntuarios. Por otra parte, como ocurre en una familia que gasta cinco e ingresa cuatro, no es lo mismo pasar a gastar cuatro por simple reducción del nivel de lujo que por rebajar la calidad de la educación de los hijos. En lo público no se trata tanto de reducir gastos, como de reducir gastos inútiles para aumentar los útiles y preservar las necesidades para el presente y para el futuro.


  Mejora de eficiencia y operatividad para los ciudadanos. Los gastos excesivos siempre reducen eficiencia y su disminución produce mejora. Si en un servicio que cuesta mil el resultado útil es diez, cuando cuesta dos mil el resultado útil será ocho; y en cambio si cuesta quinientos el resultado útil puede ser doce. Todo despilfarro de gastos afecta a la eficiencia operativa. El servicio público a los ciudadanos debe tener objetivos de calidad y métodos para medirlos y corregirlos. Es tema delicado pero indispensable que haría útil una burocracia y evitaría que fuese carga insoportable.


  Aumento de transparencia. Esto es simultáneamente un objetivo y un medio. Sólo con transparencia será posible la reforma porque impide ocultar a ciudadanos y gobernantes los problemas que existen. La opacidad es antirreformista porque oculta la realidad como el polvo debajo de las camas cuando se barre, que no mejora la limpieza sino la disimula. Pienso que el instrumento principal y más eficaz para las reformas convenientes es la transparencia y que ésta por sí sola promueve reformas y hace que se acepten más fácilmente. Por supuesto la dificultad será que la admitan los que se benefician de la opacidad, cuyos abusos serán más difíciles.



  8. Algunos principios concretos


  Aunque paulatinamente irán surgiendo necesidades obvias de reforma, señalo algunas concretas que parecen elementales pero que nadie se atreve a proponer.


  ¿Tiene sentido la existencia de la Comunidad Autónoma de Madrid, que abarca cinco millones de habitantes cuando su principal unidad que es el Ayuntamiento de Madrid abarca casi cuatro? Su creación fue una decisión, no sé con qué motivos, que contribuyó de modo absolutamente insatisfactorio al aumento del coste estructural nacional, porque no sólo aumenta costes sino funciones, ¿alguien puede atreverse a proponerlo? Probablemente no, pero sería de especial interés un estudio técnico de cómo con una sola estructura y algunas subáreas se pueden obtener los mismos resultados con casi la mitad de gastos, simplemente aplicando sentido común. En un caso como éste no sólo importa la duplicidad de gastos sino el hecho de que cada una de las dos estructuras se dedica principalmente a enfrentarse con la otra, y obliga a más despilfarro de trabajo. Esta situación, como caso de mejora pública de gestión debería ser objeto de interés académico de tesis doctorales hasta ahora poco interesadas en temas de esta naturaleza.


  ¿Tienen sentido las comunidades autónomas de muy pequeña dimensión, apenas la de una antigua diputación, exaltándolas y obligándolas a sentirse comparadas, con derecho a absoluta igualdad para no sentir violada su nueva dignidad? Un parlamentario, un ministro o consejero, cualquiera de ellos, se siente con derecho a los mismos emolumentos y prebendas que los de carácter nacional, o los de Comunidades con madurez y adecuada dimensión. Sin medidas para afrontar este despropósito no será fácil obtener las necesarias reducciones de gastos.


  ¿Por qué un ejército, de cuya existencia depende la dignidad nacional, no puede prepararse y aprovechar sus gastos en funciones de defensa civil, en lugar de crear una estructura especial, inevitablemente incompleta y cuya utilidad principal ha sido y seguirá siendo proporcionar empleo al grupo político de los gobernantes? Esta situación, contraria al interés nacional, ha sido medida sectaria para ocupar la sociedad, que será necesario rectificar con objetividad pero con firmeza.


  ¿Cuánto se gasta en lo que se llama cultura en Ayuntamientos y Comunidades, vía de gasto alegre para amigos y votantes, y cuánto se gasta en patrimonio histórico que no da votos ni publicidad? El despilfarro en actividades lúdicas de toda clase contribuye al déficit público como área de posible despilfarro caprichoso de gobernantes.


  Estos casos parecen ilustrativos de lo que habría que hacer en España para recuperar el equilibrio económico. ¿Cabe pensar en algún político que se atreva con ellos?



  9. ¿Hay voluntad reformista?


  La tarea de reformar la operativa del Estado será difícil porque las necesidades reales de esa operativa son muy complejas (no hablemos de las artificiales), más que en cualquier otro momento de la historia en que se hizo conveniente una operación semejante. Hacer viable esta reforma será un arte y quien lo consiga merecerá excepcional aprecio nacional. No tengo ideas concretas, sólo recomendar firmeza, paciencia y constancia y que se explique el porqué y la necesidad de cada reforma y las ventajas públicas que ofrece. Con conciencia de lo conveniente llegará un momento en que se acometa por algún gobernante con métodos adecuados, que siempre requerirán prudencia, salvo que ésta sea imposible y se ejecute de modo drástico.


  Los gobernantes y políticos responsables de una acción de esta clase hablan con frecuencia de reformas, pero no saben en concreto de cuáles y se contentan con fórmulas cosméticas, aparentes para salir del paso y quedar bien, en especial cuando existe la conciencia de que nadie va a ser responsable, ni por los errores ni por los aciertos, al no existir «juicios de residencia» para gobernantes.


  Los gobernantes, para resolver problemas de desequilibrio entre ingresos y gastos, siempre tratan de aumentar los ingresos; constante que se está viendo en España. Para resolver los déficits, consecuencia de errores y despilfarro, aumentan los impuestos, igual que las empresas mal dirigidas aumentan precios y se quedan fuera de mercado, lo que acelera su crisis final. Los gobernantes nunca reflexionan sobre gastos duplicados, corrupción, abusos, etc., sólo aspiran a nuevas fórmulas tributarias.


  Todo lo anterior se agudiza con la deificación de la conflictualidad y del radicalismo que lleva a todo el mundo a quejarse de todo. Ejemplo característicos son las críticas en Aragón y Cataluña por el agua que lleva un barco a Palma de Mallorca, que de otro modo se perdería en el mar. Un objetivo nacional debería ser reducir las áreas de conflictualidad para encauzarlas con normas jurídicas y eliminar tensión, pero se hace principalmente lo contrario.


  ¿Cabe pensar que en esas condiciones se pueden adoptar las medidas necesarias, que afectan todas de modo directo e indirecto a personas concretas dispuestas a luchar hasta la muerte, para evitar que se perjudique su parcela?



  10. Cómo afrontar lo conveniente


  Las reformas operativas, globales, sectoriales y territoriales necesarias en España son extraordinariamente difíciles pero absolutamente indispensables y se acabarán implantando, probablemente de modo muy diferente al comentado en mis trabajos, no con fórmulas aparentes, sino siempre con paulatina o brutal reducción de costes operativos. Para que las reformas sean útiles conviene tacto al ponerlas en marcha, del que dependerá que abran camino de futuro o que inicien un período de fricciones perjudiciales para todos los ciudadanos.


  En el mejor de los casos habrá siempre una discusión final en el reparto de los gastos de dignidad y de solidaridad, ambos interpretables y discutibles. Los de dignidad pueden no considerarse necesarios; algún radicalismo propondría suprimir el gasto de defensa nacional y/o los gastos de conservación del patrimonio histórico y cultural o los de promoción deportiva, etc. Los de solidaridad verán intentos de reducción o incluso de eliminación. Mis ideas y sugerencias reformistas se refieren casi exclusivamente a la eliminación de abusos y despilfarros cuyo ahorro permitiría adoptar decisiones en estos y otros objetivos sociales. Unos gobernantes se inclinarán por una línea más social, otros más cultural, otros más educativa, etc. Es el juego político normal de las naciones estables.


  Cómo crear espíritu y conciencia de reformas es algo que no me corresponde a mí, ni siquiera sugerirlo, sólo despertar atención a cada tema, pero ofrezco algunas posibilidades:


  
    Encuentros y mesas redondas promovidas por organismos públicos, si alguno se interesa realmente en esta acción, y por instituciones de sociedad civil o simplemente personas concretas que dediquen su tiempo a este objetivo nacional. Me gustaría participar en esta acción por medios directamente a mi alcance, pero de poco serviría si no se llega a algo como una mesa informal de reformismo para defender esta necesidad entre políticos y gobernantes.


    Preparar y difundir tecnología de análisis de despilfarro público, duplicidad en gastos prescindibles y de abusos, estudiando departamentos o servicios, o conjunto de ellos, con técnicas de presupuesto cero, exigiendo buscar mejores resultados con costes mucho menores.


    Acción intensa académica y universitaria de que partan ideas nuevas y que sobre todo sean generosas. Esta acción honraría a sus diferentes estamentos, no sólo en las facultades de Ciencias Políticas o Derecho Administrativo. Un plan nacional de tesis doctorales «reformistas» puede ser muy eficaz.


    Asociaciones de sociedad civil procedente directamente de los ciudadanos, que transmitan o transfieran esta necesidad a partidos políticos o movimientos orgánicos de opinión, como necesidad general, fuera de las luchas estrictamente sectarias que acaban derivando a aspectos concretos e inmediatos, olvidando el futuro a largo plazo.

  


  En todo caso, no hay que hacerse ilusiones, cualquier reforma será difícil, no sólo por dificultad para superar obstáculos inmediatos y concretos sino por su inevitable repercusión en el bienestar general de los ciudadanos, que llevará a la reducción del consumo, del despilfarro lúdico y de la vida cómoda, aunque sea a corto plazo. Por ello, cabe pensar en que las reformas probablemente no serán consecuencia de decisiones voluntarias, colectivas ni individuales, sino de las presiones de Doña Necesidad, verdadera locomotora de las reformas efectivas de cualquier clase, en cualquier tiempo y en cualquier espacio geográfico.


  Postdata


  Después de corregir segundas pruebas, han surgido, virulentas y aparentemente inesperadas, las huelgas de funcionarios y empleados públicos franceses, privilegiados en muchos aspectos, que se resisten a cualquier reforma que favorezca a la colectividad y les haga perder alguna ventaja. No conozco las razones de esa acción, ni por supuesto sus detalles, pero es un fenómeno como los que comento para España. Parece que las reformas de Juppé son las que había propuesto la izquierda durante diez años, esa izquierda generosa cuando pontifica en cómo hay que gobernar pero cobarde ante la realidad de los intereses de sus amigos. El mundo vuelve a su ser, las utopías sólo se consideran juegos de artificio para seducir; la «política real», como siempre en la historia, favorece a intereses concretos sectoriales, y muy raramente surge un líder que desee gobernar para todos y para el futuro, con energía para «barrer intereses», como en el siglo XV en España los Reyes Católicos.


  Esta huelga, cualquiera que sea la forma en que termine, marca un hito en la historia de Europa y muestra que el camino no va a ser fácil y que las fricciones violentas de intereses no son sólo de la Edad Media. Pero lo que tenga que ocurrir ocurrirá, inevitablemente, y con mayores trastornos si no se afronta a tiempo. Ahora, ni España, ni Francia, ni Europa están solas, avanzan los asiáticos de modo vertiginoso y nosotros sólo con cambios radicales podremos subsistir. Me entristece en lo humano, pero los acontecimientos de Francia me favorecen como autor que ve confirmadas sus predicciones y temores.


  Notas a pie de página


  [1]Transcribo la mayor parte de un artículo mío, que con el título de "Carlismo y Nacionalismo", se publicó en el ABC de Madrid, el 12 de enero de 1995.


  «Comento la posición territorial carlista, que siempre he compartido, en especial en la época del centralismo del General Franco. Entonces, algunos amigos, ahora con clara posición contraria, lo creían error anacrónico e inoperante. Con nuestros criterios se hubiera enfocado mejor el problema actual, agudizado durante la transición, en que por no reconocer un hecho diferencial histórico se buscó una fórmula "café para todos", con criterio igualitario que ofendió a Cataluña y País Vasco más de lo que agradecieron otras comunidades. Fue un cuerpo a cuerpo de quienes carecían de sentido de distancia histórica y se conformaban con apariencia cosmética inmediata, gravísimo error que dañará, no sé si irremisiblemente, nuestro futuro nacional.


  El mundo se transforma, para bien o para mal, consecuencia o efecto perverso de los avances científicos propiciados y hechos posibles por la libertad. La sociedad actual y la estructura operativa interna de una nación, la española en concreto, necesita modificarse, a veces de modo espectacular; drama de la próxima generación. No se me puede tildar de reaccionario, más bien, precisamente, de lo contrario.


  En la historia de los pueblos está el orgullo por lo propio, que a veces tiene consecuencias que llegan a ser trágicas.


  Las guerras carlistas fueron consecuencia de la reacción de una arraigada sociedad civil en algunas regiones de España, que defendía su libertad y sus fueros contra los señoritos liberales madrileños, yupies de la época, que querían "volver del revés el país", como se ha querido hacer últimamente. Estaban convencidos de su superioridad, se creían más modernos y más científicos, como hace poco se admiraba el cientifismo marxista.


  Los que pensamos en carlista no proponemos ninguna nebulosa estructural, queremos una organización nacional que se acerque más a los ciudadanos, que permita mayor participación en las decisiones y una potente y efectiva sociedad civil.


  La traspolación de ese pasado a lo actual es compleja, en especial cuando se ha llenado de rencor y venganza; no es fácil evitar las consecuencias de una guerra cruenta, de falta posterior de generosidad y de la tendencia centralista de gran parte de los ciudadanos.


  La política federal no es panacea, pero sí alternativa, que prevista a tiempo hubiese evitado problemas. Cuando se cree conveniente "ceder" hay que hacerlo con generosidad y dar más de lo indispensable para terminar quejas para siempre. En lugar de ello, después del igualitarismo inicial no se ha cumplido lo prometido, al ver su peligrosidad, facilitando una dinámica de peticiones, en que el que no tenga lo máximo se considera humillado. En la transición, ofreciendo diez, con diferencia histórica, se hubiese conseguido estabilidad permanente, y ahora se ofrece cincuenta y parece poco.


  No sé cómo se puede afrontar esta situación. Soy pesimista y lo lamento profundamente, pero al menos quiero protestar de que se atribuya a los pobres carlistas la culpa, después de que tanto se nos ha ninguneado».


  [2]Como ejemplo del fenómeno corporativo dentro de la organización capitalista, hecho fundamental para comprender el futuro de una sociedad libre y las posibilidades que en ella caben.


  [3] Ahora también trata de imponerse en la católica Baviera ante la petición de un teósofo que trata de imponer su radicalismo personal frente a lo admitido por la tradición comunitaria.


  [4] No incluye Fuerzas Armadas y Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.


  [5] Es una cifra que parece ilógica


  [6] La confección de los cuadros se ha efectuado de manera muy simple. Para los valores cotizados del mercado bursátil ha bastado su cotización al cierre del ejercicio 1994 para obtener su cifra de capitalización. Para los valores que no cotizan se ha utilizado el promedio del sector en que pudieran encuadrarse, para lo cual se ha estimado su beneficio del ejercicio 1994 de la mejor forma posible, por informaciones directas o por datos publicados en los medios de comunicación especializados. En todos los casos las cifras se han redondeado para que el conjunto resulte más homogéneo. No figuran empresas como FERROVIAL y ENTRECANALES por no existir en el mercado al confeccionar este cuadro, información que permitiese una estimación, aunque por su dimensión parece les hubiese correspondido estar incluidas.


  Esta información ha sido obtenida en el Servicio de Documentación y Análisis de SERFIMAP.


  Últimos datos de fin de 1995. Me hacen pensar que El Corte Inglés ha podido adelantar dos puestos en este ranking pasando al lugar séptimo y que el sistema MAPFRE haya igualmente adelantado dos puestos pasando al lugar trece con posibilidad de entrar en los once primeros a finales de 1996. Igual "salto" es previsible en MONDRAGÓN-EROSKI, los tres muestran el éxito del capitalismo humanista, frente al capitalismo puro y duro.


  [7] Por mi decisión se instaló en MAPFRE, en 1955, tres meses después de mi incorporación, cuando la supervivencia de la entidad era muy dudosa, un equipo de fichas perforadas Remington Rand, ya hoy pieza de museo, pero entonces "state of the art".
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En un perfodo de cambio vertiginoso, toda unidad operativa, piblica o privada,
tiene que modernizarse y adaptarse a sus nuevas circunstancias, para no quedar-
se detrés de la "competencia” y, a veces, para subsistir.

La reforma operativa del Estado es una necesidad imperiosa en este final del
siglo XX si se quiere continuar dignamente en la gran incégnita del siglo XX. Pero
toda reforma, toda superacién de rutinas y de vestigios de lo que algdn dfa fue
{itil, origina insatisfaccién, tensiones, y sacrificios, por lo que se tiende a pospo-
nerla y quizés eliminarla.

La Espaia de los siglos XV y XVI, la mds gloriosa de nuestra historia, fue posi-
ble, después del agudo perfodo de corrupcién y desintegracién, porque los Reyes
Catélicos tuvieron la valentfa y energfa de modernizar y de reformar, y destruyeron
Jos poderes de muchos "grandes” de entonces; ejemplo olvidado por los espafio-
les actuales,

Este libro de Ignacio Hernando de Larramendi, hombre de accién, de empresa,
y ejemplo de inconformismo e independencia, inicia una coleccién que, con gran
ambicién y quizs algo de osadia, pretende reflexionar sobre el cambio, la mejo-
ra y la modernizacién operativa del Estado espafiol, comentando en varios aspec-
tos lo que serfa necesario hacer, pero no de modo parcial, sino orgénico, antici-
pando visiones més amplias y profundas del conjunto de instituciones operativas,
piblicas y no pblicas, de nuestro pafs. Entre otros aspectos, se refiere a los “poli-
ticos” como clase convencida de su derecho no ya a gobernar sino a “mangonear’,
que utiliza la estructura piiblica para obtener ventajas para su familia, amigos e
ideologfas, y elude la responsabilidad de sus acciones, en la creencia de que un
sufragio favorable justifica la prepotencia y concede una patente de corso.

Este libro es ajeno a las luchas politicas concretas de cualquier partido, de los
malos y también de los buencs, con accién de guerrilla aislada.

Confiamos que los cuatro libros siguientes mantengan la misma imaginacién y
el mismo valor civico, y también que sus ideas, sugerencias, y comentarios, sirvan
para hacer reflexionar a los politicos, tanto del Gobierno como de la oposicién,
impulséndolos, quizds, a reaccionar y a avanzar en el camino de una moderniza-
ci6n operativa de nuestra estructura piblica que nos permita una digna prosperi-
dad en la Europa de las préximas décadas.
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PRINCIPALES EMPRESAS DE TODAS LAS CLASES ANTERIORES

. TELEFONICA 1.460
ENDESA 1.390
. REPSOL 1.070
B.SANTANDER 760
BBV 770
. IBERDROLA 740
ARGENTARIA 590
BANESTO 570
. EL CORTE INGLES-
HIPERC.(Est) 560
. CENTRAL HISPANO 520
. POPULAR 450
12. GAS NATURAL 420
13. PRYCA 380
14. LA CAIXA (Est.) 370
15. SISTEMA MAPFRE
(Est) 320
16. MONDRAG.-EROSKI
(Est) 300

1

2.
3
4.
5.
6
T
8.
9

17,
18.
19.
20.
21.
22.
23.
24,
25.
26.
27.
28.
29.
30.
31
32.
33.
34,
35.

CAJA MADRID (Est))
CEPSA

CONTINENTE

ACESA

FCC

SEVILLANA
BANKINTER

U.E. FENOSA
ACERINOX

FECSA
HIDROCANTABRICO
TABACALERA

BBK (CAJA VIZCAYA) (Est.)
DRAGADOS

CAJA GALICIA (Est)
CORPORACION ALBA
VALLEHERMOSO
AGUAS BARCELONA
ZARDOYA OTIS

290
290
254
210
190
190
170
160
150
150
140
130
120
110
110
100
100
100
100
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CAPITALIZACION BURSATIL O ESTIMADA DE EMPRESAS
EN EL MERCADO ESPANOL A FIN DE 1994
(Miles de millones de pesetas)®

EMPRESAS DE SERVICIOS PUBLICOS

1. TELEFONICA 1460 8. FENOSA 180
2. ENDESA 13% 9. FECSA 180
3. REPSOL 1070 10. HIDROGANTABRICO 140
4. IBERDROLA 740 11. TABACALERA 130
5. GAS NATURAL 420 12. AGUAS DE BARCELONA 100
6. ACESA 210 13 AUMAR 80
7. SEVILLANA 190 14 GESA 60
EMPRESAS BANCARIAS O DE AHORRO

1. SANTANDER 70 7. LACAKA(Est) 370
2. BBV 760 8 CAJAMADRID (Est) 20
3. ARGENTARIA 590 9. BANKINTER 170
4. BANESTO 570 10. BBK (CAJA VIZCAYA)

5. HISPANO 520 (Est) 120
6 POPULAR 450 11, CAJAGALICIA (Est) 110
EMPRESAS CON MAYORIA EXTERIOR
1.PRYCA 380 4. RENAULT 100
2. CONTINENTE 254 5 ASLAND £

3.ZARDOYAOTSS 100

EMPRESAS INDEPENDIENTES

1. ELCORTE INGLESHIP.(Est) 560 12, MAPFRE VIDA %0
2. MONDRAGON-EROSKI (Est) 300  13. CORTEFIEL i
3. MAPFRE MUTUALIDAD (Est) 300 14. VALDERRIVAS 70
4. CEPSA 280 15. PRISA-ELPAIS (Est) 70
5. FCC. 190 16. URALITA 70
6. ACERINOX 150 17. OSBORNE 6
7. CORP. MAPFRE 140 18. COOPERATIVAACOR

8. DRAGADOS Moo (Est) 50
9. CORP. FINAN. ALBA 100 19. CANAL PLUS 50
10. VALLEHERMOSO 100  20. CUBIERTAS 50
11. METROVACESA 100  21. VISCOFAN 50
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COSTES ORGANOS EJECUTIVOS (1)

1990

1994

Gobierno Central

Gobiernos Autonémicos
Gobiernos Municipales

10.615
31.642
925.344

14.367
35.768
1.264.356

TOTAL

(1) Miles de millones de pts.

967.601

1.314.491
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COSTE DE LOS ORGANOS LEGISLATIVOS Y CONSULTIVOS (1)

Congreso
Senado
Consejo de Estado

Tribunal Constitucional
Tribunal de Cuentas

Parlamentos y
AsambleasTerritoriales

TOTAL

(1) Miles de millones de pts. corrientes.
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EMPLEADOS PUBLICOS POR TERRITORIOS Y ADMINISTRACIONES EN 1994

Admi-
nistracion

Admi- | Comuni- | Admi-
Comunidades nistracién | dades | nistracién | Univer-
Auténomas Estado® |Auténomas| Local sidades | Justicia | Total
Andalucia 40891 | 177.820 | 73839 | 11.912 6908 | 311.370
Aragén 35.139 7.312 | 10688 3.031 1.191 57.361
Canarias 19503 | 30534 | 16915 3.733 1610 72.295
Cantabria 14.115 2.736 4.333 1.346 513 23043
Castilla-Leon® 72379 | 16767 | 22578 6.440 2552 | 120716
Castilla-LaMancha| 44.581 9.737 | 21.839 1.410 1.397 78.964
Cataluha 24701 | 106.770 | 50.840 6.099 5840 | 194.250
Extremadura 29.795 6.704 | 15564 1.478 847 54.388
Galicia 16.888 | 60.013 | 21.952 4.276 2610 | 105739
Baleares 16.078 2.500 7.013 703 953 27.247
Madrid 191.464 25.805 36.467 19.260 6.629 279.625
Murcia 28.248 5.703 10.134 2185 960 47.230
Navarra 2197 16.399 1.256 584 497 19.933
Pais Vasco 8.862 43.061 21.501 2202 2144 77.770
Asturias 28.039 4.848 9.105 2.295 1.167 45.454
La Rioja 7.025 2142 2559 236 297 12.259
Valencia 18.445 | 83.110 | 38.197 6.244 4135 | 150.131
Ceuta 2.831 0 852 31 0 3714
Melilla 2.742 0 1.400 63 0 4.205
Personal
en el exterior 6.835 0 0 0 0 6.835
TOTAL 610.758 | 600.961 | 367.032 | 73528 | 40.250 |[1.692.529
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EVOLUCION DEL PERSONAL EN LAS
ADMINISTRACIONES PUBLICAS (1982-1994)

T 10 |

‘Administraciones 1982 1994

Central 895731 | 610758
Comunidades Auténomas 44475 | 600.961
Entidades Locales 167.045 | 367.032
Justicia 16,911 40250
Universidades 30320 | 73528
TOTAL 1.154.482 | 1.692.529

L=

EMPLEADOS CENTRALES Y DE COMUNIDADES

AUTONOMAS
1982 1994
Administracion General del Estado 895.731 610.758
Administracién de las
Comunidades Auténomas 44.475 600.961
TOTAL 940206 | 1.211.719

CCREACION DE EMPLEO PUBLICO, DEDUCIDOS TRASPASOS

(1982-1994)
1994
Administracién del Estado 106.859
Comunidades Autonomas 165.654
Municipios 199.987
Administracion de Justicia 23.339
Universidades 43.208
TOTAL 538.047
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% variacién

. Sueldos y percepciones
recibidas

2. Complementos sociales
3. Gastos incidentales en el

trabajo de gestion

. Viajes, invitaciones
y semejantes

5. Otros
6. Total

7. Namero de empleados:
a) Permanentes
b) Ocasionales
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afio B | % variacién

. Costes de retribucion de
trabajadores publicos
(permanentes
u ocasionales)

. De espacio ocupado (alquiler o
imputacion en locales de
propiedad publica)

. De mantenimiento:
a) de equipamiento informatico
b) de instalacion de oficinas y
mobiliario

. De transferencias de servicio al
publico

5. Otros
6. Total

7. De amortizacion de inversiones
regulares operativas

. De amortizacién de inversiones

(1) La cantidad que se amortiza en el ejercicio, que puede ser su totalidad.
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Ignacio Hernando de Larramendi y Montiano

Coleccién
Reforma del aparato piiblico espaiiol

PANORAMA PARA UNA
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ACTAS
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Ignacio Hemando de Larramendi y Mon-
tiano nacid en Madrid en 1921, es licenciado en
Derecho e Inspector en excedenciz de Finanzas
del Estado. De 1955 2 1990 fue alto méximo
efecutivo e impulsor de MAPFRE, esa gran ins-
titucién empresarial, ejemplo de buen hacer e
independencia, que triunfd sin apoyos pibli-
<os, ni financieros o de otra clase, que ha sido
ejemplo de actuacion ética y responsable
socialmente, manteniéndose siempre ajena a
influencias del poder, de sus fontanerfas y
alcantarillas, de sus corrupciones y acciones
contrarias al interés de los ciudadanos; y que,
en cambio, ha promovido Fundaciones desta-
cadas en la vida espariola. Lz realidad MAPFRE
o necesita comentarios; estd en la calle, todos
Ia pueden ver En ella destaca la incorporacién
en sus Estatutos, en 1970, de la prohibicién de
aportar recursos, incluso muy pequefios, a
partidos politicos de cuzlquier clase, o a fines
ideolGgicos, e incluso religiosos, a pesar de la
clara y activa vinculacién de Ignacio Hemando
de Larramendi a la lglesia CatGlica

El autor, que siempre ha actuado privada-
mente, pero con una vocacién pdblica inspi-
rada en el ejemplo de su padre y sus antepa-
sados, ha publicado los siguientes libros:
“Tres claves de la vida inglesa” (Editorial C4lamo,
1951); “Anotaciones de sociopolitica independiente
(Plaza y Janés, 1976); “Utopia de la Nueva
América” (Editorial MAPFRE, 1992); “Crisis de

Sociedad. Refleiones para el siglo XXI* (Editorial
ACTAS, 1995)





